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    El 10 de diciembre de 2015 finalizó uno de los procesos de transformación de la vida política, social y económica más profundos y extensos de la Argentina del último siglo. El 25 de mayo de 2003, Néstor Kirchner había asumido la presidencia de la nación en un contexto de crisis estructural sin precedentes. Los índices de caída del producto bruto interno (PBI) y de incremento de la pobreza, indigencia y desocupación estaban acompañados de un fuerte cuestionamiento social a la falta de representatividad de la dirigencia política y de un sensible deterioro de la autoridad del Estado para conducir los destinos del país. Desde la legalidad del triunfo electoral, pero también desde la frágil legitimidad del 22% de los votos, el nuevo presidente debió enfrentar un doble desafío. Por un lado, era necesario comenzar a recuperar una economía profundamente deteriorada y atender la urgencia que exigía incorporar al consumo y a la vida económica y social a grandes masas de la población marginada en el período anterior. Por otro, recuperar la gobernabilidad restaurando la centralidad de la política y la confianza en el Estado por parte de una sociedad que, bajo la consigna “Que se vayan todos”, había obligado no hacía mucho a emprender la retirada al gobierno que encarnó la última etapa de un agotado proyecto neoliberal.


    Poco más de doce años después, luego de cumplir con su segundo mandato presidencial, Cristina Fernández de Kirchner dejaba el gobierno en el contexto de un país totalmente distinto. Había transcurrido una década en la que por primera vez, desde la experiencia peronista que fue derrocada en 1955, un fuerte crecimiento económico coincidió con una importante redistribución del ingreso y una movilidad social ascendente que se manifestó, entre otros procesos, en una importante caída de los índices de desigualdad, desocupación, pobreza e indigencia. El Estado había recuperado importantes herramientas económicas que le permitieron fortalecer su capacidad de conducir el proceso de desarrollo y regular el orden político y social. A partir de este reposicionamiento, había desplegado un conjunto de políticas productivas, sociales, educativas, laborales, de salud, etc., que implicaron un incremento sin precedentes del nivel de inversión pública. Un sostenido proceso de industrialización y de crecimiento del mercado interno había permitido expandir las oportunidades de empleo y mejorar las condiciones salariales de los trabajadores a partir de paritarias libres. Se ampliaron los derechos de todos los ciudadanos, sobre todo de las minorías y de los que pertenecían a los sectores más desprotegidos. Todo esto ocurrió al mismo tiempo que se incrementaron los niveles de autonomía nacional en la toma de decisiones económicas y políticas y se profundizaron los procesos de integración regional.


    Sin embargo, la fuerza política que lideró el proceso que mejoró la vida de la mayoría de los argentinos, el Frente para la Victoria, perdió las elecciones de octubre de 2015. La coalición encabezada por Mauricio Macri se impuso por escaso margen en un ballottage muy disputado.


    La derrota del kirchnerismo abre un necesario debate acerca de sus causas. Es evidente que esta discusión debe abarcar un conjunto de procesos y factores de una complejidad tal que desbordan las posibilidades de esta publicación. Existen, por ejemplo, un conjunto de fenómenos de la coyuntura política y económica y de la propia estrategia electoral y comunicacional de cada una de las fuerzas políticas implicadas que influyeron fuertemente en el resultado electoral y que no serán objeto de análisis en los textos que integran estas páginas.


    El aporte que busca realizar este libro está focalizado en el análisis de algunas de las políticas más relevantes llevadas adelante en los más de doce años de gobierno kirchnerista. Los autores se proponen evaluar los avances en cada una de las áreas incluidas en la compilación, pero también dar cuenta de los principales obstáculos a los que se enfrentó la gestión de las políticas públicas. No se trata de análisis que pretenden ser “objetivos”: quienes han escrito los capítulos comparten las metas que se planteó el gobierno durante esta década, y muchos de ellos ocuparon importantes cargos en él. Sin embargo, a partir de una mirada crítica, cada uno intenta complementar la descripción de los logros alcanzados en la gestión con las problemáticas que no se pudieron o no se supieron resolver y las asignaturas y desafíos pendientes hacia el futuro.


    El volumen abre con un análisis del contexto regional en el que se muestra que el caso argentino no fue un proceso aislado, sino parte de un movimiento continental que, por primera vez en varias décadas, logró llenar el histórico “casillero vacío” en las estadísticas, aquel que incluye los países que crecen y a la vez distribuyen más igualitariamente los beneficios del desarrollo. El abandono del neoliberalismo basado en el Consenso de Washington resultó un proceso que surgió junto a nuevos liderazgos políticos en distintos países de la región en el mismo momento. Quedaron atrás, de esta manera, las políticas de mercado que llevaron adelante las dictaduras y las débiles democracias que las sustituyeron durante las últimas décadas del siglo XX. Sin embargo, allí señalamos que la igualdad social y los enormes progresos obtenidos en el crecimiento económico y en la mejora de las condiciones de vida de los pueblos no alcanzaron para modificar en profundidad los patrones productivos tradicionales que determinan una gran dependencia de la producción y comercialización de commodities. De allí las extraordinarias dificultades económicas, a partir de la caída de los precios de los productos primarios en el mercado internacional y el gran deterioro de los términos de intercambio, que hoy hacen peligrar la sustentabilidad de las conquistas logradas por los gobiernos progresistas.


    En el mismo sentido se orienta el análisis sobre la economía argentina de esta década que presenta Mercedes Marcó del Pont. La autora destaca las políticas desplegadas por el kirchnerismo dirigidas a privilegiar siempre la acumulación productiva sobre la financiera, incluso a contramano del saber económico convencional. Crecer a partir del mercado interno, negociar con los acreedores externos condiciones de pago de la deuda compatibles con los objetivos de crecimiento, rechazar el Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA) y dejar de mirar únicamente los preceptos del Fondo Monetario Internacional (FMI) fueron definiciones que permitieron recuperar la soberanía en el manejo de las políticas públicas. Esto se complementó con la recuperación del protagonismo del Estado tanto en su rol de gestionar los resortes estratégicos de la economía como de redistribuir la riqueza a partir de las políticas de salarios e ingresos y de las estrategias de integración social. Este papel del Estado se acentuó cuando tuvo que jugar un rol contracíclico para mantener la economía y el mercado interno activo frente al impacto de la crisis internacional. Pero al igual que lo señalado para el contexto regional, Marcó del Pont enfatiza las dificultades que se tuvieron para modificar el patrón productivo y que condujeron a que, una vez más, la restricción externa se constituyera en el principal límite para el desarrollo. La subestimación de otros factores estratégicos, como la cuestión de la inflación y la política energética, son –según la autora– algunos de los temas que impidieron potenciar el crecimiento y erosionaron la base social de sustentación del gobierno.


    Las políticas hacia el trabajo y el empleo que describe Marta Novick en su aporte al libro están plenamente articuladas con el proceso económico planteado por Marcó del Pont. Por un lado, se recuperaron instituciones fundamentales que estaban abandonadas, como la negociación colectiva, el salario mínimo y la inspección laboral. Por otro, se avanzó en políticas activas hacia la creación de trabajo registrado y la mejora de las competencias laborales de los trabajadores, en particular de los más vulnerables. La recuperación por parte del Ministerio de Trabajo de su capacidad de coordinar las relaciones laborales y la puesta en funcionamiento del Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario, luego de once años de inactividad, constituyeron algunos hitos de esta gestión. Los datos son claros indicadores de los resultados exitosos de las políticas económicas y laborales implementadas: la desocupación cayó del 24 al 5,9% entre 2003 y 2015. En este contexto, Novick señala un conjunto de problemáticas sobre las que no se pudo avanzar lo suficiente. La escasa transformación de la estructura productiva –a la que hicimos referencia tanto en mi capítulo como en el de Marcó del Pont– repercutió en el sostenimiento de mercados de trabajo heterogéneos y con alta precariedad. La capacidad de llegada del Estado sobre estos sectores fue mucho más limitada y, por lo tanto, tuvo menor posibilidad de incidir en la reducción de la informalidad y en las desigualdades por edad, sexo o región que siguen vigentes. Estos factores incidieron para que, a pesar de la importante mejora en los índices del coeficiente de Gini, quedemos al final de ese ciclo “lejos de los parámetros más igualitarios de los años cincuenta o los setenta”.


    En cuanto a la política exterior, también los logros fueron marcados en dirección a alcanzar mayores niveles de autonomía en la toma de decisiones con el objetivo de aportar hacia un nuevo orden multipolar más justo y democrático. Para Jorge Taiana, esta mayor capacidad de decisión nacional se expresó en la determinación de evitar una inserción económica en el mundo subordinada a los intereses de los Estados Unidos, como hubiera significado nuestra integración al ALCA, en la profundización de los procesos de integración regional y en la firme posición respecto de “la urgencia de reemplazar la actual estructura financiera y económica internacional por otra capaz de garantizar la estabilidad económica global, entendiendo que el mundo debe avanzar hacia sistemas económicos nacionales y mundiales basados en adecuados controles y regulaciones, mayor transparencia y democratización en la toma de decisiones”. Otro de los ejemplos de las políticas de defensa de nuestros intereses nacionales señalado por el ex canciller es la profundización del reclamo por la soberanía nacional expresada tanto en la reivindicación territorial de las islas Malvinas como en el éxito de la presentación ante la Organización de las Naciones Unidas (ONU) de nuestra plataforma continental. En el campo de las asignaturas pendientes, el capítulo coincide con lo planteado en los textos ya mencionados: no se avanzó lo suficiente en generar las condiciones para lograr una integración regional que supere los aspectos estrictamente comerciales y avance en dirección a la construcción de cadenas de valor e integración productiva. La dificultad para poner en marcha el Banco del Sur es un claro ejemplo de que se avanzó mucho más en lo discursivo que en las medidas concretas que permitirían dotar a la región de un mayor peso y capacidad de decisión en el contexto global.


    En este punto cabe preguntarnos qué tipo de Estado es necesario para encabezar un proceso de transformaciones tan profundo. Parece evidente que aquel que dejó el neoliberalismo, desarticulado y deslegitimado, no estaba en condiciones de hacerlo. El capítulo escrito por Nicolás Trotta analiza cómo se transformó “la baja legitimidad de origen en una notable fortaleza: la legitimidad de ejercicio”, que colocó al Estado en el rol de constructor de soberanía nacional, garante de justicia social y herramienta de transformación. Después de largas décadas la política retomó el control del Estado. Ello permitió colocarlo como actor protagónico en el diseño de políticas públicas primarias, en su responsabilidad de regular el mercado y en la promoción de sectores estratégicos de la economía. Pero según Trotta, la vocación reformista del gobierno no se extendió con similar impulso en mejorar el funcionamiento interno del Estado, aumentar su transparencia y generar un marco de institucionalización que garantizara que los cambios perduraran en el tiempo, más allá de los mandatos electorales. Junto con la crítica de acciones puntuales que llevó adelante el gobierno kirchnerista, como la actitud frente al Instituto Nacional de Estadística y Censos (Indec), el autor plantea como una de la asignaturas pendientes la ausencia de estrategias de fondo para resolver problemáticas estructurales de larga data en la Argentina. Entre estas, destaca la falta de decisión para resolver el tema de un nuevo federalismo y, en particular, de la coparticipación y el perfil productivo de cada región para lograr mayor igualdad e integración territorial.


    El capítulo de Mempo Giardinelli destaca aciertos y errores de la gestión kirchnerista mirada desde una perspectiva más abarcativa. Los primeros están vinculados a lo que denomina “una verdadera y modesta revolución democrática”, resumiendo los cambios políticos, económicos y sociales llevados adelante por Néstor Kirchner y Cristina Fernández. La recuperación de la soberanía política y económica, la estatización de empresas que habían sido privatizadas, los avances logrados en las áreas de educación, cultura y ciencia y tecnología, la ampliación de los derechos para las minorías, la aprobación de la Ley de Medios y la prioridad dada a los sectores sociales más postergados –como los alcanzados por la Asignación Universal por Hijo– son algunos de sus logros más importantes. Sin embargo, el texto es particularmente crítico en cuanto a problemáticas que no abordan otros autores: “se tomaron decisiones equivocadas, se sostuvieron funcionarios impresentables, ineptos o corruptos, o ambas cosas […]. Pero nada se hizo al respecto”. Giardinelli adjudica a la falta de combate contra la corrupción una de las principales causas de la derrota electoral, pese a que no es el único elemento crítico que señala. También señala la falta de una política ambiental, de modificación del sistema policial y carcelario y de subestimación de los efectos sociales de la inflación como otros aspectos negativos de la gestión. Asimismo, es el único autor que marca diferencias entre el accionar político de los dos presidentes del período. Giardinelli sostiene que, con el transcurrir del ejercicio del gobierno, la oportuna “transversalidad” política que encabezó Néstor Kirchner fue dejando lugar a una mirada cada vez más sectaria y “encerrada” de Cristina Fernández, lo cual desembocó en la “errada y caprichosa” selección de los candidatos para las elecciones de 2015.


    Por su parte, Juan Carlos Tedesco, Eduardo Dvorkin y Horacio González abordan, respectivamente, el análisis de una de las áreas más importantes para el modelo de desarrollo impulsado por el gobierno: las políticas de educación, ciencia y tecnología, y cultura. Tedesco, quien tuvo a su cargo la cartera en la primera etapa de la gestión de Cristina, destaca en su capítulo la fuerte voluntad política del gobierno de colocar a la educación como una de las políticas prioritarias. En este contexto, señala dos campos de mejoras claramente definidos. El primero está relacionado con la profunda modificación del marco regulatorio. Las nuevas leyes de Educación Técnico-Profesional, de Financiamiento Educativo, de Educación Sexual Integral y Nacional de Educación constituyen el plexo normativo que modificó sustantivamente el funcionamiento de un sistema educativo que se encontraba fragmentado y desfinanciado por las políticas adoptadas en la década anterior. Entre las disposiciones más importantes que destaca el autor, se encuentran la creación del Instituto de Formación Docente, la unificación del sistema educativo que vuelve a estructurarse en los niveles primario y secundario, la obligatoriedad del nivel medio y de las salas de 4 y 5 años del nivel inicial, la universalización de la enseñanza de una segunda lengua y de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, etc. Estas modificaciones legislativas plantean un horizonte de trabajo para la construcción de una verdadera política de Estado en esta área.


    El segundo de los campos en los que Tedesco enfatiza las mejoras del período está vinculado a la prioridad que asumieron las inversiones en el ámbito de la educación. Acompañando el crecimiento económico del país al que ya hicieron referencia otros autores, y sustentado por la ley que propone invertir el 6% del PBI en educación, el presupuesto se amplió de manera notable. Ello impactó tanto en la mejora de los salarios y las condiciones de trabajo de los docentes como en una enorme expansión de los recursos destinados a infraestructura y equipamiento de las escuelas. La conjunción del mejoramiento de las condiciones económicas de la población con el aumento de los años de escolaridad y el avance en las condiciones materiales del proceso de enseñanza permitió ampliar significativamente el proceso de inclusión educativa.


    Pero a pesar de estos progresos, Tedesco considera necesario destacar que los resultados educativos de los estudiantes mejoraron menos de lo que lo hicieron las condiciones materiales de vida y enseñanza. En este sentido, encuentra limitaciones en las “estrategias [pedagógicas] que no aprovecharon plenamente la oportunidad para definir los cambios necesarios en la organización institucional y la cultura con la cual se desempeñan los principales actores del proceso de enseñanza y aprendizaje”. Ello provocó que el desempeño escolar “mejorara menos de lo previsto”.


    El análisis de Eduardo Dvorkin respecto del área de ciencia y tecnología propone que las principales características del estilo tecnológico asociado al modelo de desarrollo inclusivo llevado adelante desde 2003 suponen: 1) la complejización de la matriz productiva concatenando la investigación científica con el desarrollo tecnológico; 2) un desarrollo productivo fuertemente basado en la producción local de tecnología; y 3) un papel protagónico del Estado.


    Con un lugar tan estratégico en el modelo de desarrollo implementado por los gobiernos kirchneristas, la ciencia y la tecnología argentinas se beneficiaron con un incremento en la inversión y con la incorporación de un número de investigadores sin precedentes en la historia de nuestro país. La creación de un ministerio específicamente dedicado a esta temática es un ejemplo de la centralidad que ocupó para quienes condujeron el proceso. Al mismo tiempo, se destaca el papel fundamental que desempeñaron empresas estatales como Invap, Arsat, YPF, Y-TEC, NA-SA, VENG S.A. y las vinculadas a defensa en este período. Como resultado del trabajo de estos años, Dvorkin señala que “el sector científico se encuentra consolidado, y ya debería ser posible esperar de él un importante aporte al desarrollo tecnológico del país”. Pero no son pocas las asignaturas pendientes que señala el autor. Las principales limitaciones del proceso de desarrollo científico-tecnológico estuvieron vinculadas a una estructura productiva poco diversificada y limitada por la ya mencionada restricción externa. Pero el capítulo también propone la necesidad de avanzar hacia el establecimiento del control estatal del comercio exterior del sector agropecuario para asegurar las divisas necesarias para la complejización de la producción industrial; un mayor protagonismo del Estado tanto en el proceso productivo como en la gestión de la transferencia tecnológica y una “reingeniería de la organización estatal que maximice la difícil convergencia de los esfuerzos de ministerios, institutos científico-tecnológicos y universidades nacionales”.


    Horacio González optó por un camino distinto al de los otros autores. En su capítulo enfatiza el “clima de época” reinante en estos doce años, propicio para generar una atmósfera de intervencionismo, innovación y discusiones de toda índole que promueve un estado de debate y tensión permanentes. Destaca que “los gobiernos de Néstor y Cristina nunca formularon una posición específica en torno al núcleo problemático y dramático que separa, pero también intervincula, los legados clásicos con los arquetipos del núcleo nacional popular”. Esta perspectiva, que también podría ser sujeta a crítica, es para González la clave para la pluralidad de dimensiones y estratificaciones con las que abordó la problemática cultural. Sin eludir el debate acerca de si el sostenimiento estatal de la cultura termina burocratizándola, el texto destaca el enorme apoyo oficial que tuvieron multiplicidad de expresiones culturales de orientaciones manifiestamente plurales. Como corolario de esta mirada de necesario apoyo de los organismos públicos a la cultura es que surge sobre el final de la gestión de Cristina Fernández la elevación de la Secretaría de Cultura al rango de Ministerio. Sin embargo, es evidente que para González, que enumera con ponderaciones muchas de la iniciativas culturales apoyadas desde el Estado, lo más importante que deja el período es haber puesto todo bajo “el signo de una gran discusión”, que incluye las conciencias, pero también los símbolos.


    Eduardo Jozami y Marisa Herrera se ocupan, desde perspectivas complementarias, de las políticas vinculadas a la ampliación de derechos. El primero examina el trabajo en torno a los derechos humanos a partir de colocar las propuestas de Memoria, Verdad y Justicia como sustento ético del accionar del gobierno en esta temática. A partir de la ley que declaró la nulidad insanable de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida, sancionada en agosto de 2003, y su confirmación por la Corte Suprema de Justicia en 2005, se aceleraron los juicios a los autores de los delitos de lesa humanidad. La decidida acción del gobierno y el apoyo de los organismos de derechos humanos permitió avanzar significativamente en este camino a pesar de las fuertes resistencias de sectores del establishment de la sociedad y del aparato judicial. Jozami resalta que, gracias a este impulso oficial, sobre inicios de 2016 ya se habían dictado 155 sentencias en las que se condenó a 666 personas por delitos de lesa humanidad. Sin embargo, este avance no tuvo su correlato en el enjuiciamiento a los civiles que tuvieron responsabilidades en la represión. El autor destaca, entre otras, dos acciones de suma importancia. Por un lado, las que estuvieron centradas en mantener la memoria, tanto las simbólicas –por ejemplo, el retiro del cuadro de Jorge Rafael Videla de la Escuela Militar– como las materiales, que implicaron la creación de innumerables espacios para el recuerdo del terrorismo de Estado perpetrado por la dictadura. Por otro, subraya las acciones dirigidas a modificar la formación de las instituciones militares y promover su mayor democratización e integración con la sociedad. Las críticas más importantes que Jozami realiza al accionar del Estado en este período están destinadas a “las vacilaciones y retrocesos en las políticas llevadas adelante hacia las fuerzas de seguridad”. Los cuestionamientos al accionar de las policías han sido permanentes, y los intentos de reforma quedaron truncos. En la misma dirección, el capítulo plantea que la política de expansión de los derechos no pudo atravesar las puertas de las comisarías y cárceles. He aquí una de las principales asignaturas pendientes para el futuro.


    Marisa Herrera, por su parte, pasa revista, analiza y pondera los derechos civiles y sociales conquistados durante la última década. Destaca el coraje del gobierno y del Congreso al “tocar intereses hasta entonces ‘intocables’ (como la familia, los niños y nuestros cuerpos), tomando como punto de partida las nociones de ‘identidad’, ‘autonomía’ y ‘vulnerabilidad’”. Muchos de estos avances debieron significar también cambios importantes en el lenguaje, como los que se llevaron adelante, no sin resistencias, en el nuevo Código Civil. El abanico de nuevas leyes de tinte cívico, social y de género es enorme. Entre ellas, Herrera destaca las de protección integral de los derechos a las niñas y niños, y a los adolescentes; trabajo infantil; educación nacional; educación sexual integral; contra el feminicidio y la trata de personas; régimen para empleadas de casas particulares; derechos del paciente; acceso a las técnicas de reproducción asistida; matrimonio igualitario; identidad de género; comunicación audiovisual, etc. A pesar de que para la autora el balance de los progresos en materia legislativa muestra un claro “superávit”, el capítulo culmina señalando los que han quedado en la columna del “debe”; entre ellos, el escaso avance en dirección a una mayor separación entre el Estado y la Iglesia. Vinculadas a esta cuenta pendiente, Herrera plantea las dificultades para lograr transformaciones más profundas en el texto del nuevo Código Civil y la postergación indefinida de la aprobación de leyes que considera fundamentales, como la que permite la despenalización del aborto y el uso derivado de las técnicas de reproducción humana asistida (TRHA).


    Por último, el capítulo de Ricardo Rouvier nos aporta una de las claves fundamentales para entender un período de cambios tan profundos: los gobiernos de Néstor Kirchner y Cristina Fernández se apartaron de la mirada tradicional de la política argentina que, a partir de la recuperación de la democracia, practicó un notorio seguidismo de los dictados de la opinión pública muchas veces en manos de las corporaciones mediáticas. Lo interesante del kirchnerismo, destaca el autor, es que “tiene la rara virtud de que, una vez obtenida la legitimidad inicial, fue ampliando su poder sobre la base de su propia convicción, sin concesiones. Y la opinión pública, que no había terminado de conocerlo en 2003, empezó a acompañarlo en sus iniciativas”. Este proceso explica la raíz de muchas de las iniciativas transformadoras que son enumeradas a lo largo del libro. Es la decisión del gobernante la que coloca en la agenda pública temas que no se manifestaban explícitamente como demanda popular. Sólo de esta manera se puede comprender, por ejemplo, la centralidad que ocupó la política de derechos humanos en los inicios del proceso, cuando las prioridades masivas estaban volcadas a los aspectos vinculados a la subsistencia económica. Esta capacidad de marcar la agenda pública se expresó también en temas que lograron amplio consenso social, como la necesidad de proponer un rol central para el Estado en la economía, la recuperación de la autonomía política del país y la vocación de unidad latinoamericana y el debate sobre el papel monopólico de los medios de comunicación, en distintos momentos de la gestión. También es posible adjudicar a esta enorme capacidad de decisión gubernamental la importante ampliación de derechos que respondieron a demandas de sectores minoritarios de la sociedad, pero que significaban profundos cambios culturales en el sentido de la democratización integral de la vida social a la que aspiraba el gobierno. Es posible proponer que en muchos casos, como el del matrimonio igualitario, la identidad de género, la fertilización asistida, la mayoría de edad, los migrantes, etc., los consensos en la opinión pública se lograron con posterioridad a la aprobación de los instrumentos legislativos.


    Sin lugar a dudas, esta mirada abre el interrogante acerca de si esta falta de continuidad en el seguimiento del humor social a partir del estado de la opinión pública por parte del gobierno no terminó jugando a favor de cierto encierro o autorreferencia exagerada que impidió tomar conciencia de los síntomas del disconformismo social que contribuyó a la derrota electoral de 2015.


    Para finalizar, quisiera plantear una aclaración y dejar asentada una convicción. La primera hace referencia a que un conjunto de áreas de gestión gubernamental de gran trascendencia, como salud, desarrollo social, medio ambiente, infraestructura, energía, etc., no fueron incluidas en esta compilación. Era imposible abarcar todas las problemáticas en un solo volumen y por ello se optó por algunos temas y protagonistas sustantivos. Quedará para otra oportunidad, e incluso otras iniciativas, el análisis de las políticas públicas aquí ausentes.


    La convicción es que, a un año de la derrota electoral de diciembre de 2015, aún está pendiente un profundo debate entre el conjunto de las fuerzas nacionales, populares y progresistas sobre las razones y los alcances de este resultado. Tengo la certeza de que esta discusión es imprescindible para revalorizar los grandes avances que se lograron en estos años con la conducción de Néstor Kirchner y Cristina Fernández, pero también para analizar los límites vinculados a las falencias y equivocaciones que colaboraron en la imposibilidad de continuar profundizando el proyecto. El debate debe incluir un conjunto de problemáticas planteadas en este libro. Por qué no fue posible avanzar más en la transformación del modelo productivo y superar la restricción externa; qué estrategias utilizar para articular más estrechamente los avances científico-tecnológicos con las cadenas productivas locales; por qué no se produjeron los cambios en el Estado que permitieran más eficiencia y transparencia en la gestión; cómo abordar las asignaturas pendientes hacia las fuerzas de seguridad y hacia los aspectos vinculados a la calidad de la educación y del mercado de trabajo; qué derechos aún debemos defender asegurando la aprobación de una legislación pertinente; cómo profundizar la integración económica y política a nivel regional: estas son algunas de las preguntas que todos debemos comenzar a responder. Creo que ninguna fuerza política verdaderamente democrática y transformadora puede darse el lujo de temer dar un debate profundo, plural y sin concesiones acerca de lo que ocurrió. No se trata sólo de una deuda con nosotros mismos, protagonistas de estos años, sino con nuestro pueblo. La Argentina necesita que las conclusiones que emerjan del debate se constituyan en herramientas para que el movimiento popular recupere la mayoría que le permita acceder electoralmente al gobierno con el objetivo de seguir avanzando hacia una sociedad más justa.


    El proyecto de restauración conservadora en marcha está mostrando que no tiene ninguna novedad para ofrecer al país. En su primer año de gobierno volvió a aplicar las recetas de ajuste neoliberal y de desindustrialización que ya fracasaron al provocar el hambre, la desocupación, el achicamiento de las clases medias y la enorme crisis de inicios de siglo. Las nuevas propuestas que permitan vislumbrar un horizonte de desarrollo y justicia social sólo las puede aportar el campo popular a partir de capitalizar los progresos obtenidos en esta última década y tomar conciencia de las asignaturas pendientes.


    En su reciente visita a la Argentina, el vicepresidente de Bolivia, Álvaro García Linera, invitó a superar el pesimismo que supone la actual situación de repliegue de las fuerzas progresistas en América Latina enfatizando que las transformaciones profundas son procesos por oleadas, que no sabemos el tiempo que demandará crear la próxima ola de cambios en la región, pero que nuestra capacidad de aprendizaje respecto de los aciertos y los errores cometidos es un factor determinante para que la próxima oleada llegue lo antes posible y nos lleve más allá, más alto, más lejos en nuestra utopía de construcción, siempre colectiva, de sociedades más justas.


    Si los textos que se presentan en este libro colaboran en esta construcción, habrán cumplido su cometido.

  


  
    1. El fin del “casillero vacío”


    Una década de transformaciones y desafíos pendientes en América Latina


    Daniel Filmus[1]


    


    En el último año han ocurrido un conjunto de sucesos políticos en América Latina que ponen en juego los avances logrados desde inicios de siglo en materia de desarrollo económico, distribución de la riqueza y derechos sociales en numerosos países de la región. Se ha iniciado una ofensiva que tiene como objetivo principal producir una restauración conservadora de características neoliberales que se ha venido desplegando por casi la totalidad de la geografía de nuestro continente. La simultaneidad y similitud de estos hechos vuelve a colocar en el centro del análisis una problemática largamente discutida por los estudios que pretenden comprender y explicar la realidad de América Latina.


    En efecto, el debate sobre si predominan o no las características comunes entre los procesos económicos, sociales y políticos que se desarrollaron en los distintos países latinoamericanos es tan largo como su historia. Sin pretender abordar en profundidad la polémica respecto de los rasgos similares y las diferencias que muestran las situaciones que vivió la región desde la colonización, parece evidente que en las últimas décadas un número importante de países ha transitado por ciclos históricos en los que prevalecieron procesos de características comunes.


    Entrada la década de los setenta, se instalaron en casi toda la región dictaduras militares de naturaleza profundamente represiva y conservadora. La mayor parte de estas dictaduras llegaron al poder al derrocar a gobiernos de signo nacional y popular que dejaron inconcluso su objetivo de transformación social. Esta etapa significó la aplicación de políticas económicas de tinte neoliberal que terminaron con los procesos de industrialización por sustitución de importaciones de la posguerra y produjeron un grave retroceso de las conquistas sociales que los pueblos latinoamericanos habían obtenido luego de décadas de lucha. A pesar de haber llevado adelante estrategias que incluían la prohibición del accionar político partidario y la represión violenta y sistemática de los movimientos populares, los gobiernos autoritarios no lograron el objetivo de conseguir un consenso social de larga duración. Las crisis económicas que descargaron sus efectos sobre las espaldas de las grandes mayorías y el creciente protagonismo popular en la resistencia a los regímenes dictatoriales jugaron un papel destacado en el deterioro de las condiciones de los gobiernos militares que pretendieron perpetuarse en el poder. Esta situación abrió las puertas a la restauración de las instituciones democráticas.


    La recuperación del orden constitucional, que sucedió coetáneamente sobre los inicios de la década de los ochenta, también fue un fenómeno a escala regional. Los gobiernos emergentes, muchos de ellos con una institucionalidad frágil, posibilitaron la continuidad de la aplicación de las recetas económicas neoliberales, ahora bajo los preceptos que diseñó el llamado “Consenso de Washington” para todo el continente. El fracaso de estas políticas, que dio lugar al período que se denominó “la década perdida”, generó una de las crisis económicas y de representación política más profundas de la historia latinoamericana. Este proceso favoreció el surgimiento de liderazgos y gobiernos de nuevo tipo que, en su mayoría, imprimieron una direccionalidad opuesta a la hegemónica en los noventa.


    Hugo Chávez, Luiz Inácio Lula da Silva, Evo Morales, Néstor Kirchner, Rafael Correa, Tabaré Vázquez y Michelle Bachelet fueron algunos de los líderes que encabezaron este proceso y que luego continuaron, entre otros, Cristina Fernández, Dilma Rousseff y José “Pepe” Mujica. Con estrategias y estilos personales diferentes, pero con la misma direccionalidad, estos presidentes llevaron adelante políticas que tuvieron entre sus objetivos principales la recuperación del papel del Estado en la conducción del desarrollo económico y en la generación de condiciones para una distribución más igualitaria de la riqueza. La defensa de la capacidad de decisión nacional y la prioridad dada a la integración regional también fueron características comunes a estos procesos que, al cabo de más de una década, se mostraron exitosos tanto en lograr altos índices de crecimiento económico, como en la obtención de mayores niveles de equidad y justicia social.


    Como señalamos al inicio, a pesar de los avances conquistados en los últimos años, hoy la realidad latinoamericana vuelve a mostrar rasgos comunes, aunque de un signo preocupante, para las fuerzas progresistas y populares de la región. El triunfo electoral de Mauricio Macri en la Argentina, la profunda crisis económica y política que vive el proceso venezolano, el desplazamiento de Dilma Rousseff de la conducción del gobierno de Brasil, los cuestionamientos permanentes a Michelle Bachelet, y la imposibilidad de la reelección en los casos de Evo Morales y Rafael Correa plantean un nuevo escenario. La simultaneidad de estos procesos exige que, sin dejar de tener en cuenta las particularidades nacionales de cada uno de ellos, realicemos un esfuerzo en dirección a un análisis regional de esta coyuntura.


    La crisis global del capitalismo, desencadenada a partir de 2008, que descargó parte de sus consecuencias sobre los países emergentes, y la baja de los precios de los productos primarios que la región exporta golpearon fuertemente todas nuestras economías. La recuperación de la capacidad de iniciativa por parte de los sectores oligárquicos vinculados al capital concentrado, la injerencia de los intereses financieros internacionales y la ofensiva de las corporaciones judicial y mediática contra los gobiernos y los líderes populares fueron parte de un fenómeno que afectó a muchos de los países latinoamericanos. A estos procesos hay que añadirles las consecuencias de las propias limitaciones que mostraron los modelos de desarrollo implementados por aquellos gobiernos progresistas, que no lograron cambios estructurales en los patrones de crecimiento y distribución de la riqueza en la región.


    La nueva situación nos obliga a replantear si en efecto hemos dejado atrás los procesos pendulares de alternancia, donde el agotamiento de los ciclos de crecimiento y conquistas populares daban lugar a procesos de sentido inverso que significaban el retroceso de las transformaciones y los avances obtenidos en el ciclo anterior.


    En este contexto, el objetivo de este capítulo es brindar elementos que permitan analizar la situación de América Latina a partir de las transformaciones producidas en los últimos años. Este análisis exige, en primer lugar, una descripción de los principales elementos comunes que muestran las políticas llevadas adelante por los gobiernos progresistas, de izquierda o nacionales y populares que condujeron los destinos de buena parte de nuestro continente. Incluye, asimismo, la recapitulación de los avances que los proyectos aplicados en la última década produjeron en el crecimiento económico, la mejora en la distribución del ingreso y la ampliación de derechos sociales en la región. En segundo lugar, nos proponemos colocar en debate algunos de los aspectos estructurales que no pudieron modificarse bajo el modelo de desarrollo que se intentó implementar, a pesar del cambio de paradigma propuesto. Aspectos que, según analizaremos, generan condiciones para permitir la reiteración de los procesos pendulares antes mencionados. Por último, realizaremos breves reflexiones acerca de las características particulares con que se expresó este fenómeno regional en la Argentina y tomaremos en cuenta las asignaturas pendientes que deja el proceso de transformaciones frente a la necesidad de avanzar hacia la construcción de un nuevo modelo productivo que tenga como objetivo principal terminar con la histórica brecha de desigualdad que persiste en nuestro país.


    Del casillero vacío al crecimiento con mayor igualdad


    Sobre el inicio de los noventa, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal) publicó un documento sobre la industrialización en América Latina en el cual acuñó el término de “casillero vacío”. Bajo este concepto, el autor del trabajo, Fernando Fajnzylber, hacía referencia a que, como consecuencia de los modelos de desarrollo que había adoptado la región en las décadas anteriores, ninguno de los países que la constituyen había avanzado al mismo tiempo en el crecimiento económico y la equidad social. En su estudio, encontró países que habían logrado incrementar fuertemente su producto bruto interno (PBI), pero que no habían distribuido los beneficios del crecimiento entre su población. También detectó algunos países (sólo dos) que habían avanzado hacia una mayor equidad, pero no habían logrado mostrar tasas significativas de incremento en su PBI. En su escrito, contrasta esta situación con un número importante de países de otras regiones del mundo que pudieron obtener, en el mismo período, altas tasas de crecimiento económico, acompañadas de importantes procesos de avance en la equidad social (Fajnzylber, 1990). El autor adjudica la causa de este fenómeno al patrón de industrialización que llevó adelante América Latina, cuando sostiene que “el casillero vacío está relacionado directamente a la escasa capacidad para absorber e incorporar creadoramente el progreso técnico”. Al mismo tiempo, vincula este proceso al modelo de sustitución de importaciones que, íntimamente relacionado con la evolución del mercado interno, se implementó en la región.


    El cuadro 1.1 muestra la relación entre equidad y crecimiento en América Latina que utilizó el autor:


    


    Cuadro 1.1. América Latina: objetivos estratégicos (crecimiento-equidad)


    
      
        
        
        
        
      

      
        
          	
            Crecimiento PBI per cápita (1965-1984)

          

          	
            Equidad: 40% más bajos ingresos / 10% más altos ingresos (1970-1984)

          
        


        
          	
            < 0,04a

          

          	
            ≥ 0,04

          
        


        
          	
            < 2,4%b

          

          	
            Bolivia


            Chile


            Perú


            Venezuela


            Haití

          

          	
            Costa Rica


            El Salvador


            Guatemala


            Honduras


            Nicaragua

          

          	
            Argentina


            Uruguay

          
        


        
          	
            (15,9)c

          

          	
            (11,5)c

          
        


        
          	
            ≥ 2,4%

          

          	
            Brasil


            Colombia


            Ecuador Paraguay

          

          	
            Panamá


            República Dominicana

          

          	
        


        
          	
            (72,6)c

          

          	
        

      
    


    a Mitad relación comparable de los países industriales.

    b Crecimiento del PBI per cápita de los países industriales 1965-1984.

    c Participación en el PBI regional.


    Fuente: Fajnzylber (1990).


    El crecimiento económico promedio de América Latina en este período fue modesto. De hecho, el secretario general de la Cepal (González, 1986) definió este ciclo como la “década perdida” para la región. Este crecimiento limitado fue traccionado sobre todo por los procesos de desarrollo que vivieron Brasil, México y, en menor medida, Colombia. Sin embargo, como señalamos, en ninguno de estos países el incremento del PBI trajo un mejoramiento de la equidad en la distribución del ingreso. Los únicos que mostraron mejoras sensibles en la igualdad social, Argentina y Uruguay, tuvieron tasas de crecimiento muy bajas. El final de los ochenta se dio en un contexto de aceleración del proceso de caída de la actividad económica, altos índices de desempleo y reducción de los salarios reales, aumento generalizado de los precios y las tasas de interés. Al mismo tiempo, existió un marcado deterioro de los términos de intercambio y un desproporcionado endeudamiento externo que condicionaría la autonomía en las decisiones y las posibilidades de crecimiento futuras.


    La última década del siglo XX no modificó sustancialmente esta realidad. El surgimiento de un mundo unipolar hegemonizado por los Estados Unidos; el paso de un largo ciclo expansivo del capitalismo (Hobsbawm, 2013) a uno de carácter recesivo, y la implementación del modelo neoliberal a escala global fueron algunas de las características predominantes del contexto mundial que vivió América Latina en los noventa (Sader, 2010). La adopción de las estrategias promovidas por el Consenso de Washington, basadas en la imposición de las fuerzas del mercado impulsadas por el proceso de internacionalización económica, impregnó el conjunto de políticas económicas y sociales a escala regional. A pesar del relativo éxito que, por momentos, mostró esta propuesta en la evolución de determinados indicadores macroeconómicos (como la tendencia al crecimiento del PBI, el control de la inflación y el logro de una disciplina fiscal), en el balance de la década tampoco existieron países que combinaran sustantivamente crecimiento y distribución (Filmus, 1999). La apertura indiscriminada de las economías y la eliminación de las barreras aduaneras fueron acompañadas de políticas privatizadoras, desindustrialización y repliegue y ajuste del Estado. Al mismo tiempo, la flexibilización laboral y la destrucción de gran parte de la red de protección social que sostenía el Estado contribuyeron a deteriorar el acceso y la calidad del mercado de trabajo y produjeron una fuerte regresión en la distribución de los ingresos. Es así como, a pesar de los relativos éxitos macroeconómicos que permitieron en algunos casos sostener gobiernos de larga duración como los de Carlos Menem, Alberto Fujimori, Fernando Henrique Cardoso y el PRI, la década concluyó con una fuerte crisis económica, social y de representatividad política. El proyecto neoliberal se mostró incapaz de combinar estrategias de crecimiento extendidas en el tiempo con políticas que permitieran disminuir las profundas desigualdades sociales en la región.


    Si actualizamos la tabla anterior con los datos de crecimiento y equidad correspondientes a los años noventa (cuadro 1.2), quedan dos casilleros vacíos. Gran parte de los países, principalmente los de mayor nivel de industrialización, muestran tasas de crecimiento del PBI muy modestas a lo largo del decenio. Sin embargo, el fenómeno sobresaliente de este período consiste en que ningún país, aun los que sostuvieron altas tasas de crecimiento económico, logró mejorar la equidad social medida a través del coeficiente de Gini.


    


    Cuadro 1.2. América Latina: crecimiento y equidad en la década del noventa


    
      
        
        
        
      

      
        
          	
            Crecimiento PBI per cápita (1990-2000)

          

          	
            Variación del coeficiente de Gini (1990-2000)


            según promedio cuatrianual 1990-1993 y 1997-2000

          
        


        
          	
            < 0,04

          

          	
            ≥ 0,04

          
        


        
          	
            < 2,4%

          

          	
            Argentina


            Bolivia


            Perú


            Colombia


            México


            Nicaragua


            Venezuela


            Brasil


            Paraguay


            Honduras


            Uruguay


            Ecuador

          

          	
        


        
          	
            ≥ 2,4%

          

          	
            Chile


            El Salvador


            República Dominicana


            Costa Rica


            Panamá

          

          	
        

      
    


    Fuente: Elaboración propia sobre la base de estadísticas de la Cepal (Cepalstat).


    La crisis generalizada producida por el fracaso de este modelo a nivel continental permitió, en un conjunto de países de la región, la llegada al gobierno a partir del voto popular de movimientos nacionales, algunos con larga tradición política, como los casos de Brasil, Argentina y Uruguay, y otros recientemente creados, como los de Bolivia, Venezuela, Ecuador y Paraguay. Estos movimientos, sostenidos en fuertes liderazgos personales, se propusieron un profundo cambio político, económico y social desde las orientaciones que promovieron a partir de la conducción del Estado. Se avanzó hacia una modificación en el paradigma del crecimiento y el desarrollo que dejó atrás las concepciones vinculadas a las teorías del derrame o del goteo. Aplicadas a rajatabla en los noventa, estas teorías plantearon que el crecimiento y la acumulación producidos por las políticas de desregulación económica debían generar distribución de sus beneficios en el conjunto de la población. Sin embargo, y como vimos, este efecto no se produjo. Por el contrario, la riqueza siguió concentrándose en los sectores privilegiados de la economía. En el sentido inverso, los nuevos gobiernos plantearon que era la expansión del consumo y el mercado interno la que debía permitir el incremento de la demanda y por ello el crecimiento de la economía (Rapoport, 2014). Este proceso, que permitió la expansión del mercado de trabajo y fue acompañado de la apropiación de parte del excedente por el Estado para su distribución mediante programas destinados a la inclusión social y a la promoción de la economía popular, fue lo que produjo una importante distribución de la riqueza que favoreció a amplias capas de la población.


    


    Cuadro 1.3. América Latina: crecimiento y equidad en los inicios del siglo XXI


    
      
        
        
        
      

      
        
          	
            Crecimiento PBI per cápita (2003-2013)

          

          	
            Variación del coeficiente de Gini (2003-2013)


            según promedio cuatrienal 2003-2006 y 2010-2013

          
        


        
          	
            < 0,04

          

          	
            ≥ 0,04

          
        


        
          	
            < 2,4%

          

          	
            México


            Honduras

          

          	
            El Salvador


            Nicaragua

          
        


        
          	
            ≥ 2,4%

          

          	
            Colombia


            Costa Rica


            República Dominicana


            Chile


            Paraguay


            Panamá

          

          	
            Bolivia


            Venezuela


            Brasil


            Argentina


            Perú


            Uruguay


            Ecuador

          
        

      
    


    Fuente: Elaboración propia sobre la base de estadísticas de la Cepal (Cepalstat).


    El cuadro 1.3 muestra que, con los mismos parámetros de crecimiento y distribución de la riqueza, el casillero en el que coinciden los países que combinaron el crecimiento económico y la distribución de la riqueza presenta por primera vez un número significativo de casos. Es verdad que ciertos factores del contexto internacional favorecieron importantes procesos de crecimiento de las economías de casi toda América Latina. La irrupción de China como consumidor de los productos que la región coloca en el mercado y el aumento sostenido de los precios de las commodities fueron algunos de los más importantes. Pero no se trató sólo de un “viento de cola”. Por un lado, los países que más crecieron son aquellos que no sólo aprovecharon el contexto internacional, sino que apostaron fuertemente al mercado y al consumo interno. Por otro, es evidente que sólo los países que adoptaron medidas activas en función de la igualdad social lograron que el crecimiento estuviera acompañado de una fuerte distribución de la riqueza. Incluso aquellos que no tuvieron altas tasas de crecimiento del PBI, como Nicaragua y El Salvador, pero que llevaron adelante políticas redistributivas, alcanzaron en esta última década mayores niveles de equidad.


    A continuación, describiremos algunos de los rasgos comunes de las políticas que llevaron adelante en la última década los países que encabezaron el proceso transformador y lograron combinar crecimiento económico y mayores niveles de igualdad social.


    Características comunes de los procesos de transformación en América Latina


    Respeto a la institucionalidad democrática


    Uno de los rasgos comunes a los procesos transformadores latinoamericanos ha sido el respeto por los sistemas democráticos. A diferencia de las experiencias ocurridas en los setenta, el impacto de las dictaduras en el continente generó una profunda conciencia sobre la necesidad de que los cambios políticos, económicos y sociales debían ocurrir en un contexto en que la institucionalidad democrática debía estar plenamente vigente. Este no es un tema menor si tomamos en cuenta que muchos de estos procesos transformadores surgen a partir de profundas crisis de legitimidad de la representación popular y de los partidos políticos. Crisis que en un conjunto de casos (Argentina, Venezuela, Bolivia, entre otros) desencadenaron situaciones de violencia y de peligro de ruptura del orden constitucional. Quizás el más emblemático lo constituya el acceso al gobierno del primero de los líderes de esta etapa, Hugo Chávez (1999), por la vía electoral, tras haber intentado llegar al poder mediante un levantamiento militar en 1992. Por el contrario, en numerosas ocasiones los gobiernos progresistas fueron los que debieron enfrentar embates contra la institucionalidad. Algunos exitosos, como las experiencias de Honduras (2009) y Paraguay (2012) y, más recientemente, Brasil (2016). En estos casos, mediante mecanismos espurios vinculados a los poderes Legislativo o Judicial, las fuerzas conservadoras lograron derrocar a los presidentes bajo una fachada de aparente continuidad democrática. También Evo Morales, Hugo Chávez y Rafael Correa sufrieron otros intentos de ruptura institucional. En todos estos casos, la fuerte movilización popular, combinada con un inmediato accionar de los presidentes y de los organismos regionales, impidió que los intentos golpistas de diferente tipo consiguieran deponer a los presidentes. La nueva institucionalidad regional, encabezada por el Mercado Común del Sur (Mercosur) y la Unión de Naciones Suramericanas (Unasur), jugó un papel preponderante en estos procesos, a partir de la aprobación unánime en cada uno de estos organismos de Cartas Democráticas que sancionan muy fuertemente a quienes produzcan la ruptura del orden institucional. El embate parlamentario, judicial y mediático que provocó la destitución en el cargo de Dilma Rousseff también se enmarca en este tipo de golpes “blandos” o “blancos”, que la ofensiva conservadora neoliberal intenta imponer en la región.


    Fortalecimiento del Estado


    La reconstrucción de un Estado fuerte y activo, capaz de liderar los procesos de transformaciones, fue uno de los principales desafíos de los nuevos gobiernos de la región. Ello implicó un profundo cambio en las estructuras y el papel que debía desempeñar el Estado, pero también exigió un gran cambio cultural respecto de la mirada social que la población tenía de este. La destrucción del Estado desarrollista que en América Latina lideró los procesos de crecimiento de la posguerra fue uno de los objetivos centrales planteados por el Consenso de Washington para aplicar las políticas de mercado y desregulación (Smith y Korzeniewicz, 2000). Para ello, se realizó un profundo trabajo de deslegitimación de su papel en la sociedad. Como plantearon algunos autores (Barbeito y Lo Vuolo, 1992), los gobiernos neoliberales de las décadas finales del siglo XX se esforzaron por transformar el Estado de bienestar en un Estado de Malestar, costoso, ineficiente, burocrático y regresivo, al que los medios de comunicación contribuyeron fuertemente en deslegitimar frente a la opinión pública. De esta manera, el desmantelamiento y la privatización de las funciones que desempeñaba el Estado, realizado durante los noventa, se llevó adelante con un alto grado de legitimidad y consenso social.


    Una década después, la enorme crisis que significó el fracaso del mercado como regulador del orden económico y social posibilitó que la tarea de reconstrucción se efectuara con un creciente consenso social respecto de la necesidad de recuperar su rol histórico. La ausencia de Estado no sólo generó la destrucción del aparato productivo en muchos países de la región, con su consecuente desocupación y pobreza, sino que al mismo tiempo impidió el acceso a políticas públicas de protección social a quienes quedaron marginados del proceso económico.


    La recuperación del papel del Estado se hizo sobre la base de la necesidad de su participación en la conducción del proceso de desarrollo y de distribución de la renta y los bienes que ese desarrollo genera. Un requisito previo fue la recuperación de la credibilidad en la capacidad estatal para servir al bien común. En este sentido, cumplió un rol destacado la confianza del pueblo en los líderes que accedieron a los gobiernos que condujeron la nueva etapa, lo que se tradujo en una importante relegitimación del Estado. De esta manera, como se señala en un reciente trabajo, podemos sostener que


    actualmente, y a diferencia de décadas pasadas, existe en la región un mayor consenso respecto de que el papel del Estado es decisivo a la hora de garantizar los bienes públicos, dinamizar el crecimiento, fomentar el desarrollo productivo, intervenir en el desarrollo territorial y promover políticas igualitarias para concretar derechos y generar consensos en torno a pactos fiscales con efectos redistributivos (Bárcena y Prado, 2016).


    Uno de los aspectos centrales del nuevo rol del Estado estuvo vinculado a su recuperación como actor económico a partir de las nacionalizaciones y estatizaciones de empresas de vital importancia en sectores estratégicos de la economía. Ello permitió cumplir un triple objetivo: apropiarse de la capacidad de conducir el proceso de desarrollo; recuperar soberanía nacional en la toma de decisiones y estatizar una parte importante de la renta para dirigirla a la inversión pública y a los programas sociales. Particular trascendencia tuvo la nacionalización de las empresas de hidrocarburos. Venezuela (1999), Bolivia (2006), Ecuador (2007) y Argentina (2012) recuperaron para el Estado la capacidad de conducir las empresas petroleras.


    Los países que más avanzaron en la nacionalización y estatización de sectores de la economía y empresas han sido Venezuela, Bolivia y Argentina. Bolivia tomó el control de las minas de estaño (2006), el acero (2007), los teléfonos (2008) y las compañías eléctricas (2010 y 2012). En Venezuela, las estatizaciones más importantes fueron las de la electricidad (2007), la telefonía (2007), el cemento (2007) y el Banco de Venezuela (2008). La Argentina, uno de los países donde los procesos de privatización habían sido más agresivos durante los noventa, emprendió un camino de recuperación de los principales resortes de la economía a partir de 2005, cuando estatizó el Correo Argentino. La empresa Aguas Argentinas (2006), los fondos de pensión (2008), la compañía aérea de bandera –Aerolíneas Argentinas– (2009) y la fábrica de aviones (2009) fueron algunos de los pasos que se dieron en el camino de colocar al Estado en un lugar central en torno a la conducción del proceso de desarrollo económico.


    Otro indicador del incremento del papel del Estado en el modelo de desarrollo es el importante crecimiento del gasto público, que permitió ampliar su capacidad para dinamizar la economía, favorecer el desarrollo y generar nuevas fuentes de empleo a través de la obra pública. Al mismo tiempo, y siguiendo una tendencia procíclica, también se amplió fuertemente el gasto social. Este había mostrado un leve incremento a mediados de la década de los noventa, pero culminó con un leve retroceso a comienzos de los dos mil. De esta manera, como muestra el gráfico 1.1, la participación del gasto público como porcentaje del PBI fue del 26,2% en el bienio 1992-1993 y descendió al 24,8% para el bienio 2002-2003. A partir del bienio siguiente, el gasto público creció hasta el 30,6% para 2010-2011.


    


    Gráfico 1.1. América Latina y el Caribe: evolución y participación del gasto público social y del gasto público total en el PBI, y del gasto público social en el gasto público total, 1990-1991 a 2012-2013
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    Fuente: Cepal - Panorama social de América Latina 2014.


    Cabe destacar que el mayor incremento del gasto ocurrió a partir de 2008, ahora en un claro papel contracíclico, para hacer frente tanto a los impactos de la suba de los precios a nivel internacional como a las consecuencias que la crisis financiera global tuvo sobre nuestras economías. Esta situación obligó a reforzar los programas sociales de lucha contra la pobreza y a reorientar el gasto para evitar el efecto regresivo del aumento de los precios de los productos básicos. Pero también los gobiernos tomaron diferentes medidas para la estabilización de la demanda interna, mediante el aumento del gasto público no social (en especial, la inversión en infraestructura) como, sobre todo, del gasto social, incluidos programas de empleo y fomento productivo (créditos a microempresas) y de vivienda (Cepal, 2015). En los últimos años, la desaceleración del crecimiento económico de los países de la región provocó una leve caída del gasto público con relación al PBI y, al sostenerse el gasto social, este alcanzó proporcionalmente los niveles más altos.


    Avance hacia un cambio de modelo productivo fortaleciendo la creación de fuentes laborales y el mercado interno


    Como señalamos, uno de los rasgos comunes de los procesos de los países latinoamericanos que lograron combinar crecimiento con distribución de la riqueza fue el esfuerzo por intentar cambiar el patrón de crecimiento favoreciendo el desarrollo de un modelo productivo más centrado en la generación de trabajo y el mercado interno. Sin lugar a duda, las condiciones de financiamiento externo favorables y el alza en los precios de los productos primarios exportables jugaron un papel fundamental en el proceso virtuoso que vivieron los países de la región. Sin embargo, estos factores no explican por sí mismos las transformaciones producidas. Las políticas de fomento a la industrialización, a la capacidad de agregar valor a partir de la innovación tecnológica y a la demanda interna, aunque incompletas, produjeron el acceso al consumo de grandes masas de población históricamente marginadas. A la vez, en muchos casos posibilitaron la movilidad social ascendente hacia la clase media de importantes sectores que vivían en la pobreza (Quenan, 2014). Estas medidas fueron acompañadas por políticas específicamente destinadas a proteger el trabajo registrado y revertir el proceso de flexibilización y desregulación laboral que imperó en los noventa.


    Al contrario de lo que había ocurrido en la década anterior, donde el crecimiento económico estuvo acompañado de un aumento constante de la desocupación y el trabajo informal, en el período 2003-2014 el incremento del PBI produjo un fuerte ascenso de los niveles de ocupación y de trabajo formal. En la década de 1990, la desocupación en la región se incrementó del 7,5 a casi el 12%. En la última década, en cambio, el porcentaje de desocupados se redujo casi a la mitad (gráfico 1.2).


    


    Gráfico 1.2. América Latina: tasa anual de variación del PBI y evolución de la tasa de desempleo abierto
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    Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la Cepal y OIT.


    Esta caída en la desocupación estuvo íntimamente vinculada tanto al cambio en el modelo de desarrollo –que privilegió las áreas productivas que favorecieron la creación de fuentes laborales– como a la puesta en marcha de políticas públicas dirigidas específicamente a expandir el empleo y a proteger y regular las condiciones del trabajo. La dimensión laboral ha adquirido centralidad en el ámbito de las políticas económicas y sociales de la última década de la región (Cepal-OIT, 2014). Gran parte de los países han desarrollado estrategias que mejoran los ingresos de los trabajadores, como el aumento del salario mínimo, y diversas medidas para promover la formalización y el fortalecimiento de la institucionalidad laboral. Los países que más avanzaron en esta dirección combinaron transferencias monetarias destinadas a asegurar determinados niveles de vida y condicionalidades orientadas a favorecer un incremento de las capacidades humanas, con políticas y programas tendientes a mejorar las condiciones de inclusión laboral y generación de ingresos actuales y futuros de sus destinatarios (Cecchini y Madariaga, 2011). En la mayor parte de los casos se actuó tanto sobre la oferta de trabajo, mediante el fomento de los estudios y la formación laboral, como sobre la demanda. Esto último, a partir del incentivo de la microempresa, la economía popular, el autoempleo y la generación directa o indirecta de empleo.


    Todas estas políticas permitieron que la baja en la desocupación estuviera acompañada del aumento en la proporción de asalariados con contrato formal (del 53,4%, en 2002, al 57,2%, en 2013), la importante ampliación de la cobertura de salud, que llegó a casi dos tercios de la población ocupada, y la disminución de la brecha de ingresos laborales entre hombres y mujeres. En este contexto, cobró especial importancia la disminución de la desigualdad de los ingresos laborales que, al ser la principal fuente de los recursos de los hogares, tuvo un impacto significativo en la tendencia hacia la mejora de la igualdad social en este período. De todas maneras, los principales cambios en el mercado de trabajo ocurrieron en el aspecto cuantitativo y no cualitativo, ya que la ampliación de este continuó sobre todo en sectores de productividad relativamente baja y media (Bárcena y Prado, 2016).


    Por otra parte, este cambio en la orientación del modelo de crecimiento, cuyas limitaciones analizaremos más adelante, también generó condiciones para enfrentar las consecuencias de la crisis financiera global que ocurrió a partir de 2008. Al contrario de lo que ocurrió en otras regiones del mundo, los países analizados mostraron un alto nivel de resiliencia a nivel de crecimiento económico, situación financiera y sostenimiento de condiciones de vida de la población. Como señala Carlos Quenan,


    América Latina evitó una recesión más profunda y pudo hacer frente a las turbulencias internacionales sin caer en una crisis monetaria o financiera desestabilizadora gracias a una disminución de las fuentes de vulnerabilidad durante la fase de crecimiento que se abrió en 2003 (Quenan, 2014).


    Sin embargo, es evidente que el impacto de la crisis global produjo una fuerte desaceleración del crecimiento económico en la región. Este menor ritmo de crecimiento estuvo acompañado de síntomas que nos alertan sobre el “amesetamiento” en torno a las mejoras sociales que obtuvo la población en la década anterior. Estos problemas estructurales que evidencian los procesos de desarrollo están vinculados a las debilidades que todavía hoy podemos observar en los cambios del modelo productivo e impactarán fuertemente en la generación de condiciones adversas para la continuidad de los procesos nacionales y populares en América Latina. Más adelante profundizaremos sobre estos aspectos.


    Prioridad en la lucha contra la pobreza y la desigualdad


    El desafío de la igualdad es el más importante que enfrentan los gobiernos de la región. Es sabido que América Latina no es el continente con mayor pobreza, pero sí con mayor desigualdad en el mundo. El papel activo del Estado fue fundamental para convertir esta problemática en uno de los temas centrales de la agenda de las políticas públicas. A partir de los años dos mil se comenzaron a instaurar con fuerza nuevas concepciones respecto de la igualdad. Estas nuevas ideas incorporan otras miradas sobre el rol del Estado y parten de la base que es obligación del mismo garantizar un enfoque integral de los derechos ciudadanos, al tiempo que se considera que estos no pueden restringirse solamente a la participación ciudadana en la institucionalidad democrática a través del voto. Los derechos humanos, económicos, sociales y culturales cobraron mayor preponderancia tanto en la legislación de cada uno de los países como en las políticas económicas y sociales.


    En cuanto a los ingresos, esta mirada permitió que la última década significara un quiebre importante con respecto a las tendencias de evolución de la pobreza y la desigualdad de las décadas anteriores. El balance de los ochenta había mostrado que el estancamiento económico de la región había sido acompañado de un importante crecimiento de la pobreza, que pasó del 40,5 al 48,4% de los habitantes. Casi la mitad de los latinoamericanos eran pobres sobre los inicios de los noventa. En esa década, a pesar del crecimiento económico, la disminución de la pobreza medida en porcentaje fue muy leve (del 48,4 al 43,8%). Pero en valores absolutos, la cantidad de pobres aumentó de 204 a 225 millones de personas. Las políticas aplicadas a partir de inicios del nuevo siglo permitieron que la pobreza descendiera fuertemente: del 43,9 al 29,2% entre 2002 y 2015. La caída de la indigencia también mostró indicadores importantes: del 19,3 al 12,4% en esos años. Sin embargo, es posible marcar dos momentos muy diferentes en este período. El primero termina con la crisis mundial de 2008 y se caracteriza por una baja de la pobreza de manera abrupta: entre 2002 y 2007, el número de personas pobres se redujo a un ritmo del 3,8% anual, y el de indigentes, al 7,1%. Como vemos en el gráfico 1.3, a partir de ese momento la disminución de la pobreza y la indigencia frenó su ritmo hasta amesetarse e inclusive invertir la tendencia en números absolutos en los últimos años.


    


    Gráfico 1.3. América Latina: evolución de la pobreza e indigencia, 1980-2014

    En porcentaje de la población
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    En millones de personas


    [image: 115628.png]


    Fuente: Cepal - Panorama social de América Latina 2015.


    Ello no implica que el impacto de las condiciones internacionales haya sido homogéneo en los distintos países de la región. Mientras que en algunos de ellos (como Uruguay, Bolivia, Argentina, Brasil, Perú, Chile y Ecuador) la pobreza continuó descendiendo, en otros (particularmente en México y Venezuela) la tendencia fue inversa.


    En cuanto a la desigualdad, también se verificó un cambio importante en comparación con la tendencia al aumento constante de las décadas anteriores. Los estudios basados en el coeficiente de Gini muestran que la desigualdad disminuyó en proporciones significativas en quince de diecisiete países de la región en el período comprendido entre 2002 y 2011. Por supuesto, el nivel de reducción de la desigualdad no ha sido similar entre los distintos países ni en los diferentes subperíodos. Entre 2002 y 2008, el ritmo de disminución de la desigualdad superó el 1% anual en Argentina, Brasil, Perú, Venezuela y Uruguay (Cepal, 2015). Paradójicamente, la reducción de la desigualdad se produjo en forma más manifiesta a partir de 2008. Uruguay, Bolivia, El Salvador, Argentina y Ecuador, entre otros, muestran un descenso más marcado del coeficiente de Gini en este período (gráfico 1.4).


    


    Gráfico 1.4. Cambios en la distribución del ingreso en países de América Latina. Índice de concentración de Gini
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    Fuente: Elaboración propia sobre la base de estadísticas de la Cepal (Cepalstat).


    En casi todos los casos, esta reducción de la desigualdad está mucho más vinculada al papel del Estado en la inversión social pública en áreas como la educación, salud y previsión social que a la acción fiscal directa a través de la redistribución producida por la acción impositiva. La posibilidad de una reforma tributaria progresiva de gran envergadura continúa pendiente.


    Como ya señalamos respecto de la desigualdad, el ingreso laboral constituye el principal factor del ingreso total de los hogares y, por lo tanto, el mayor determinante de la mejora de la condición económica de las familias. En la mayor parte de los países de la región se combinaron dos elementos que mejoraron el ingreso laboral. Por un lado, el incremento del ingreso laboral medio por ocupado, al haberse producido una reducción en la brecha salarial entre trabajadores calificados y de baja calificación. Por otro, la incorporación de más miembros de la familia al mercado laboral. Cabe destacar que, salvo en los casos de Argentina y Brasil, donde aumentó la participación de la masa salarial en el total del PBI, en el resto de los países no se modificó la distribución funcional del ingreso entre trabajadores y propietarios del capital. Ello significa que en la mayor parte de los países no se pudo volver atrás con los procesos de concentración del beneficio del crecimiento en manos del capital, que se había manifestado en las décadas de hegemonía neoliberal. Esta situación agrega incertidumbre al comportamiento futuro de la tendencia a la disminución de la desigualdad en la región en momentos de escaso crecimiento de las economías.


    Sin embargo, junto con la mejora producida por la situación laboral, hubo otras políticas públicas que marcaron una presencia activa del Estado y contribuyeron a la disminución drástica de la pobreza. Estas políticas fueron posibles porque se incrementó en gran medida el gasto social. Entre 2000 y 2010, el gasto público aumentó del 25 al 30% del PBI en la región. A su vez, el gasto social pasó de un promedio del 55% del presupuesto público en la década de los noventa a casi el 65% en los últimos años. Como al mismo tiempo el PBI de la región creció en un porcentaje cercano al 50%, el incremento de los recursos que los gobiernos destinaron a atender la cuestión social mostró una envergadura inédita. La mayor parte (el 51,3%) del aumento del gasto social como porcentaje del PBI se debe a la inversión realizada en seguridad social y planes de asistencia social. La importante ampliación de la cobertura a la atención de la previsión social, inclusive a sectores que no habían aportado en su vida como trabajadores, y el progresivo envejecimiento de la población en un conjunto de países explican el crecimiento del gasto en la seguridad social. Respecto de la asistencia social, el nuevo enfoque en torno a los derechos sociales que imperó en muchos países de la región en la última década significó el desarrollo de numerosos programas sociales destinados a los sectores más postergados y con precarias condiciones de acceso al trabajo formal. Entre ellos, cabe destacar los programas de transferencia condicionada (PTC), que constituyen transferencias monetarias y no monetarias a familias en situación de pobreza con hijos menores de edad con la condición de que cumplan con compromisos asociados a condiciones de salud, educación y nutricionales de los hijos. Surgidos a partir de las urgencias que planteó la crisis de los dos mil, durante la última década estos programas incrementaron fuertemente su cobertura, su alcance geográfico, el monto de las transferencias realizadas y el nivel de institucionalización dentro del ámbito de las políticas sociales de cada uno de los países. En muchos casos se convirtieron en verdaderos símbolos del compromiso del Estado con la universalización de los derechos a partir de cambios constitucionales y legislativos que comienzan a explicitar la necesidad de este tipo de políticas redistributivas.


    Algunos de los programas que mostraron mayor nivel de impacto fueron el Programa Bolsa Família (Brasil), la Asignación Universal por Hijo (Argentina), Plan Equidad (Uruguay), Chile Solidario (Chile), Bono Jacinto Pinto (Bolivia), Bono de Desarrollo Humano (Ecuador) y el Programa Tekoporã (Paraguay).


    La inversión en educación fue otro de los destinos del gasto social que mayor alza tuvo en la última década (1,9% del PBI). Gran parte de los esfuerzos estuvieron dirigidos a la ampliación de la cobertura tanto hacia la primera infancia como hacia el nivel medio. Acompañando el concepto de “igualdad de capacidades”, numerosos países latinoamericanos incorporaron a su legislación la ampliación de la enseñanza obligatoria en consonancia con los Objetivos de Desarrollo del Milenio de la ONU. Si tomamos en cuenta que para 2013 ya el 92% de la población de 15 a 19 años había culminado los estudios primarios, doce países de la región aprobaron leyes para establecer la obligatoriedad de todo el nivel medio y otros tres fijaron como obligatorio el ciclo básico de la escuela media. Ello permitió que la proporción de jóvenes de la región en edad de terminar el secundario que obtuvo el título medio pasara del 37 al 58% entre 1997 y 2013, según las estadísticas de la Cepal.


    Cabe destacar que la mayor inversión y el aumento de los índices de escolaridad en todos los niveles tuvieron su correlato en la disminución de la desigualdad educativa medida en años de escolaridad. El quintil más bajo de la población elevó del 22 al 42% la conclusión de la finalización de la secundaria respecto del quintil más alto entre 2002 y 2013. En lo que respecta a la postsecundaria, este porcentaje también pasó del 5 al 9%.


    


    Gráfico 1.5. América Latina (dieciocho países): logro educativo del quintil más pobre con respecto al del quintil más rico, por nivel de educación, 1997-2013
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    Fuente: Cepal - Panorama social de América Latina 2015.


    Este mejoramiento cuantitativo no se correspondió con una mayor integración de las experiencias escolares entre los niños y jóvenes de distintos sectores sociales, lo cual tendrá consecuencias desigualadoras tanto en lo que respecta a la calidad de los aprendizajes obtenidos como a las trayectorias laborales y sociales a partir del egreso. Como señalan Bárcena y Prado,


    los resultados sugieren que, en promedio, el grado de segregación escolar en el sistema primario y secundario en América Latina aumentó en las últimas dos décadas; también dan cuenta de que creció el grado de segregación escolar entre la red pública y la privada (2016).


    El gasto en salud y especialmente el destinado a vivienda, agua potable, saneamiento y equipamiento comunitario fueron los que menos se incrementaron en la última década. Sin lugar a duda, esta escasa inversión impacta en el mantenimiento de grandes bolsones de marginalidad territorial y habitacional que rodean a los principales centros urbanos de América Latina. La concentración poblacional de los sectores de menos recursos incide fuertemente en la reproducción social de un conjunto de fenómenos que, como la inseguridad, la marginalidad urbana, la precariedad del acceso a los bienes públicos, etc., profundizan las condiciones de segregación y pobreza.


    En síntesis, a pesar de las deudas sociales persistentes, el avance en torno a la igualdad en América Latina ha sido sustantivo. Como señala la Cepal (2012), el crecimiento, con mayor énfasis en la acción social del Estado y mayor equidad distributiva, significó un fortalecimiento de la ciudadanía social. En esta materia, el primer decenio del siglo XXI fue una década ganada para América Latina. Este progreso es particularmente valorado en un momento en que en la mayor parte de los países del mundo se verifican tendencias a profundizar la regresividad distributiva (Gómez Sabaini y otros, 2010). Por ello, el citado trabajo de la Cepal concluye que América Latina, una región tradicionalmente rezagada en el tema, comenzó a cerrar la brecha que la separa de las naciones más desarrolladas.


    Como señalamos antes, los resultados positivos en torno a la disminución de la desigualdad no han sido homogéneos. La mayor parte de los países que disminuyeron sustantivamente la desigualdad, aquellos que completaron “el casillero vacío” al que hicimos referencia, fueron los países cuyos gobiernos colocaron al Estado liderando el proceso de redistribución de ingresos hacia los sectores más postergados y estuvieron lejos de concebir la disminución de la desigualdad como un resultado “natural” del derrame producido por el crecimiento económico.


    Ampliación de derechos hacia actores sociales históricamente marginados y creación de nuevas formas de participación democrática


    La ampliación de los derechos de género, etnia y raza en los años que siguieron al inicio de siglo en América Latina fueron importantes, si bien los países avanzaron con dinámicas y tiempos diferentes.


    En lo que respecta a las mujeres, lograron una paridad absoluta en el acceso a los distintos niveles del sistema educativo, por lo que hoy la escolaridad no muestra brechas de género. En el caso de la educación superior, por ejemplo, al contrario de lo que ocurre en otras regiones en desarrollo, la diferencia es ligeramente mayor a favor de las mujeres. El 23,5% de ellas concurren a este nivel, mientras que en los varones matriculados el porcentaje se reduce al 21,5%. Es posible afirmar que las mayores desigualdades de género en el ámbito educativo se vinculan a que los tipos de carrera profesional donde predomina la matrícula femenina son relativamente menos valorizadas por el mercado.


    En cuanto al acceso al mundo del trabajo, las brechas se redujeron, aunque distan de alcanzar los niveles de igualdad del sistema educativo. En los últimos quince años, la participación de las mujeres en el mercado laboral tuvo un incremento del 40 al 53%. La proporción de mujeres sin ingresos propios bajó del 42%, en 2002, al 32%, en 2011. Ello se debió, en buena medida, a los PTC. Sin embargo, el índice de desocupación es un 35% más alto en el caso de las mujeres, quienes al mismo tiempo tienen mayor presencia en el sector informal y en actividades precarias, domésticas y de menores ingresos.


    Las mejoras obtenidas respecto de la igualdad de género en relación con el mercado laboral, aún con las limitaciones señaladas, están íntimamente vinculadas a las políticas públicas aplicadas por los estados. Algunas de ellas son la promoción del acceso al empleo, la creación de instancias de formación profesional, la ampliación de la licencia por maternidad, la puesta en marcha de programas de atención a la infancia focalizados en la transferencia de ingresos a las madres, la protección del trabajo doméstico, el reconocimiento del trabajo en el hogar y la implementación de nuevos programas de ampliación de la previsión y protección social para mujeres.


    Uno de los principales problemas que presenta la región, la violencia contra las mujeres, mostró importantes avances legislativos, aunque pocos cambios en los comportamientos sociales. La mayor parte de los países aprobaron leyes contra la violencia de género, específicamente en el ámbito familiar. Casi todos incorporaron como agravante la figura del femicidio y, en muchos casos, se avanzó en normativas que atienden los casos concretos de violencia contra niñas y adolescentes.


    El derecho a la participación política de las mujeres se amplió de manera sustantiva. Numerosos países implementaron legislaciones que promueven su participación en los poderes Legislativo y Ejecutivo. Pero cuatro de ellos alcanzaron la paridad de representación en sus Congresos: Ecuador (2007), Bolivia (2010), Venezuela (2008) y Costa Rica (2009).


    Es mucho también lo que se avanzó respecto de los derechos relacionados con la salud sexual y reproductiva que, en muchos casos, se incorporó a la Constitución. Sin embargo, en pocos países (Argentina, Colombia, Costa Rica, Ecuador, México y Paraguay) existe un marco legal de niñez y adolescencia para la prevención del embarazo adolescente. Un fenómeno similar se observa sobre el derecho a la educación sexual, ya que a pesar de haberse aprobado en esta década su obligatoriedad en distintos países, sólo ocho de ellos implementan programas específicos.


    Otro grupo que se convirtió en un beneficiario importante en la ampliación de los derechos dirigidos hacia las minorías ha sido el de los homosexuales. Casi todos los países incorporaron fuertes penalidades a la discriminación por género en sus legislaciones, pero algunos avanzaron aún más. Ecuador y Chile reconocieron las uniones civiles entre homosexuales. Argentina, Brasil y Uruguay se encuentran entre los primeros países del mundo en reconocer los matrimonios entre personas del mismo sexo. A fin de legislar sobre nuevos derechos para las minorías, Argentina y Brasil avanzaron hacia garantizar la posibilidad de que cada ciudadano pueda decidir acerca de su identidad sexual.


    La ampliación de derechos también ha tenido como uno de los actores protagónicos a las comunidades indígenas. Se trata de una población con un peso muy importante en la región, ya que significa cerca del 10% del total de habitantes agrupados en más de ochocientos pueblos indígenas reconocidos por los estados (Cepal, 2006). Sobre fines de los ochenta, Rodolfo Stavenhagen (1988) advertía acerca de la ausencia de reconocimiento de derechos indígenas en la gran mayoría de las Constituciones de América Latina. En la actualidad, en sólo cinco de veintiuna Cartas Magnas de la región no se reconocen algunos derechos a los pueblos originarios. Si bien los cambios legislativos datan en buena parte de la década de los noventa, el propio Stavenhagen –como relator especial de las Naciones Unidas para los derechos indígenas– alertó en los inicios de siglo sobre la enorme brecha existente entre las disposiciones constitucionales y legales y la ausencia de mecanismos para hacer exigibles estos derechos. Parte de esa brecha se debe a que las políticas neoliberales mostraron escasez de voluntad y recursos para que los derechos puedan hacerse efectivos.


    La ampliación de derechos implementada durante la última década, en particular en Ecuador y en Bolivia, ha sido denominada como “constitucionalismo plurinacional” (Yrigoyen, 2011) o “constitucionalismo dialógico e intercultural” (Aparicio, 2011). Influenciadas por la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas aprobada en 2007, estas reformas surgieron de asambleas constituyentes con amplia representación de estos pueblos y luego fueron ratificadas mediante referéndum (Aylwin, 2013). Su característica principal es que, sin cuestionar la unidad del Estado nacional, los define como plurinacionales, incorporando mecanismos de participación política y representación específica de los pueblos en las Asambleas Legislativas. En el caso de Bolivia, se crea con igual criterio un órgano judicial y un tribunal constitucional con el mismo tipo de representación. En ambos casos se incluye el derecho a la autonomía y a la libre determinación, derechos territoriales a la propiedad y posesión ancestral de sus tierras y el derecho al “buen vivir” a partir de garantizar el acceso a bienes como el agua, la alimentación, el medio ambiente, la comunicación, la vivienda, el trabajo, etc. También Venezuela incluyó en la reforma constitucional de 1999 el reconocimiento de la existencia y derechos de los pueblos indígenas, y garantizó su representación en la Asamblea Nacional y en los gobiernos federales y locales. En 2005, la Ley Orgánica de Pueblos y Comunidades Indígenas perfeccionó los mecanismos de participación y representación.


    La población afrodescendiente también tiene una gran importancia numérica en la región. Se trata de ciento veinte millones de personas que, en su mayoría, habitan en Brasil. En este caso, se implementaron importantes políticas para la integración social, dirigidas específicamente hacia la población afrodescendiente, es decir, un 45% del total. La creación de la Secretaría Especial para la Promoción de la Igualdad Social por parte del presidente Lula en 2003, en dirección a cumplir con los objetivos establecidos por la ONU en la Conferencia Mundial Contra el Racismo realizada en Durban en 2001, se constituyó en un paso fundamental para trabajar en pos de la igualdad de derechos. La secretaría encabezó un conjunto de políticas de igualdad y de acción afirmativa que tuvieron un impacto positivo en la lucha contra la discriminación. Como resultado de este trabajo, en 2009 se aprobó por decreto el Plan Nacional de Promoción de la Igualdad Racial, que articuló el trabajo de todos los ministerios en torno a este objetivo y, un año después, con la Ley 12.288, se instituyó el Estatuto de la Igualdad Racial, definido por Lula da Silva como la “Ley que recupera la ciudadanía del pueblo negro brasileño”.


    Uno de los principales programas desarrollados por el gobierno del Partido de los Trabajadores (PT) ha sido el de Diversidad en la Universidad, que procura favorecer el acceso a los estudios superiores de grupos socialmente más vulnerables, con énfasis en negros e indígenas.


    Cabe destacar que el gobierno surgido a partir del golpe “blando” que encabezó Michel Temer no integró ningún ministro afrodescendiente al gabinete. Al mismo tiempo, se disolvió el Ministerio de las Mujeres, la Igualdad Racial, de la Juventud y los Derechos Humanos creado por Dilma Rousseff en su gestión.


    A pesar de los grandes avances registrados en la década, las desigualdades vinculadas a la discriminación por género, raza y etnia siguen siendo muy marcadas. Una reciente investigación realizada por la Cepal sobre la base de datos de 2011 muestra que en América Latina el 38,8% de la población indígena es pobre. En el caso de los afrodescendientes, esta proporción es menor, un 22,3%, mientras que para quienes no son indígenas o afrodescendientes el porcentaje de pobreza desciende al 17%. En cuanto a los datos que reflejan la desnutrición infantil, la prevalencia de la desnutrición crónica es casi el doble en niños indígenas que en los no indígenas. La brecha se agranda para el caso de la desnutrición crónica severa: 9 a 1. Por último, como muestra el gráfico 1.6, la incorporación de la variable sexo amplía notoriamente las desigualdades respecto de los ingresos laborales por raza y etnia. Es evidente que la década mantiene como asignatura pendiente la atención principal del “núcleo duro” de la exclusión donde confluyen pobreza, etnicidad y género.


    


    Gráfico 1.6. América Latina (nueve países): ingresos laborales según sexo, raza/etnia y años de escolaridad, total nacional, 2013 o año más cercano


    [image: 115595.png]


    Fuente: Cepal - Panorama social de América Latina 2015.


    Fortalecimiento de la integración regional


    Otra característica común de los procesos transformadores de América Latina fue la decisión de priorizar la necesidad de enfrentar los desafíos comunes de una manera colectiva. Esta determinación significó profundizar y modificar las perspectivas desde las cuales se habían desarrollado los procesos de integración a partir de la posguerra. Varios autores definieron este período como la “cuarta ola” de la integración latinoamericana (Dabéne, 2014), en un intento de dejar atrás la mirada estrictamente volcada al “mercado” que impregnó las políticas de las décadas anteriores. En efecto, a partir de los ochenta, la recuperación de las democracias y la hegemonía de las políticas neoliberales terminaron con una época en la cual la actividad conjunta de los gobiernos militares estuvo centrada sobre todo en las acciones represivas como la Operación Cóndor. Desde la perspectiva del Consenso de Washington, el objetivo principal de la articulación de las políticas regionales estuvo dirigido a afirmar el libre mercado en la región. Tanto el Mercosur (1991) como el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN, 1992) surgieron con este objetivo. La apertura de los mercados basada en el descenso drástico de los derechos arancelarios fue exitosa y logró elevar al 25,2% el comercio regional que en 1990 representaba el 8,9% del intercambio total de América Latina. La crisis económica y financiera de fin de siglo retrotrajo el intercambio comercial regional a los niveles anteriores. En cuanto a las políticas de inserción internacional, el alineamiento con los Estados Unidos y las potencias hegemónicas resultó prácticamente total y no dio lugar a miradas autónomas por parte de los países latinoamericanos.


    El nuevo período, que se inició con la asunción de Hugo Chávez en Venezuela, mostró su impronta en la Cumbre de las Américas realizada en Mar del Plata en 2005. Allí, los principales países de la región optaron por no integrar el Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA) y privilegiar la ampliación de la capacidad de decisión e integración de América Latina. Esta mirada se plasmó en una nueva institucionalidad de la integración regional. La creación de la Alternativa Bolivariana para América Latina y el Caribe (ALBA) (2004), de la Unión de Naciones Suramericanas (Unasur) (2008) y de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (Celac) (2011) son resultado de esta etapa. También se creó en 2012 la Alianza del Pacífico con la participación de México, Colombia, Perú y Chile, aunque desde una perspectiva diferente, vinculada a intentar una inserción más dinámica con la zona Asia Pacífico y a profundizar el libre comercio con los Estados Unidos. Esta divergencia en la mirada comercial no impidió que América Latina mostrara sus principales logros de esta etapa de integración regional, sobre todo el de mantener un importante grado de cohesión en el diálogo y el accionar político. Como planteó la Cumbre de Cochabamba (2006): “La construcción de un nuevo modelo de integración no puede estar basada únicamente en las relaciones comerciales”.


    


    Gráfico 1.7. Comercio intrarregional de los países de la Alianza del Pacífico y el Mercosur, 2003-2014
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    Fuente: Intal - IADB, disponible en <www19.iadb.org/intal/conexionintal/2016/04/07/integracion-regional-en-prospectiva-contexto-y-oportunidades>.


    


    La creación de una institucionalidad regional que genere mayores condiciones de autonomía, un incremento en el grado de independencia en la toma de decisiones a nivel regional –y, en particular, como bloque– en los organismos multilaterales, el avance en el diseño de estrategias comunes en temáticas tradicionalmente no abordadas en forma conjunta –como la defensa, el desarrollo sustentable y las crisis globales– son algunos de los logros más importantes desde la perspectiva política en la última década. La unidad mostrada por los países latinoamericanos en torno a la inclusión de Cuba en las instituciones regionales, la oposición a la injerencia de los países centrales en nuestros territorios y el sólido apoyo a la posición de la Argentina respecto de la cuestión de las islas Malvinas son ejemplos de las coincidencias alcanzadas. La posibilidad de incidir favorablemente en algunas de las crisis institucionales nacionales y en conflictos entre países integrantes del bloque también fue importante. Con referencia a este último punto, los casos exitosos de intervención en las situaciones de cuestionamiento a las democracias de Ecuador, Bolivia y Venezuela, así como en los conflictos binacionales –como los protagonizados por Colombia, Ecuador y Venezuela– contrastan con las frustraciones del accionar de los organismos regionales respecto de Honduras, Paraguay y, recientemente, Brasil. Estos casos muestran que, a pesar de los progresos, todavía se encuentran fuertes límites a la acción frente a algunas de las crisis democráticas de la región.


    Respecto de los procesos de integración económica y productiva, los avances que se produjeron han encontrado fuertes limitaciones en las condiciones estructurales de los patrones de desarrollo. El intercambio comercial entre los países de América Latina, por ejemplo, tuvo un comportamiento claramente procíclico (Porta, 2008). Ello implicó que, después de acompañar la tendencia del crecimiento de las economías de la región hasta 2008, se estancara desde entonces e incluso disminuyera su importancia frente al total del intercambio comercial. De cualquier manera, aún en los mejores años, el comercio intrarregional nunca superó el 15% del total de las exportaciones.


    Una de las limitaciones más importantes al crecimiento del comercio regional está relacionada con los rasgos históricos que presenta su patrón de exportación, que se caracteriza por ser escasamente diversificado y concentrado en bienes primarios o manufacturas basadas en recursos naturales cuyo destino principal es el mercado extrazona.


    Esta relación se invierte si tomamos sólo las manufacturas de contenido tecnológico medio y alto. En este caso, las exportaciones regionales hacia los países de América del Sur alcanzan porcentajes cercanos al 40% (gráfico 1.8). Ello permite tener una dimensión de la importancia que reviste este comercio para el desarrollo productivo y la capacidad de agregar valor e incrementar la demanda laboral en cada uno de nuestros países. Como bien señalan Bárcena y Prado,


    el comercio interregional se caracteriza por ser más diversificado e intensivo en manufacturas, por tener mayor contenido tecnológico, ser más accesible a las pymes y por crear mayor empleo que el comercio en otras regiones […] por lo tanto constituye un eslabón crucial no sólo para la integración regional, sino también para los avances nacionales en las estrategias de cambio estructural para la igualdad (2016).


    En esta dirección, es decisiva la creación de cadenas de valor competitivas a escala regional y subregional que permitan incorporar las ventajas comparativas de los países y que enfrenten la tendencia de varias economías de la región a insertarse en cadenas de valor conducidas por empresas globales.


    


    Gráfico 1.8. Participación de las manufacturas de contenido tecnológico medio y alto en las exportaciones de países sudamericanos seleccionados, según mercados de destino. Promedio 2001-2014


    [image: 115574.png]


    Fuente: Intal - IADB, disponible en <www19.iadb.org/intal/conexionintal/2016/04/07/integracion-regional-en-prospectiva-contexto-y-oportunidades>.


    Cabe destacar que los importantes avances registrados en la disminución de las barreras intrarregionales al comercio de bienes no han sido suficientes para potenciar los mecanismos de integración económica. A los límites ya señalados respecto de la falta de diversificación productiva y exportadora, hay que incorporar los escasos avances en materia de innovación y competitividad internacional, integración regional de cadenas de valor y las carencias históricas en transporte, infraestructura y logística (Cepal, 2014b). Un ejemplo de la insuficiencia en la ampliación hacia otras estrategias de integración productiva y comercial es el magro resultado que muestran en la actualidad el Mercosur y la Corporación Andina de Naciones (CAN) en cuanto a la participación del mercado regional en las ventas totales.


    Mientras la proporción del comercio al interior de la Unión Europea (UE) por parte de sus países miembros alcanza el 63%, en el TLCAN, el 48%, y en la Asociación de Naciones del Sudeste Asiático (Asean), el 26%, en el caso del Mercosur y la CAN, esta relación es del 14 y el 7,5%, respectivamente. Cabe destacar que, en el último año, la caída del comercio intrarregional en cada uno de estos agrupamientos ha sido muy importante. Los intercambios económicos al interior del Mercosur se contrajeron un 23%, y en la CAN, el 20%. La frustrada puesta en marcha del Banco del Sur es un ejemplo de las dificultades de llevar a la práctica los procesos de integración.


    En síntesis, nunca se ha enfatizado tanto en los discursos y en las declaraciones de las organizaciones multilaterales de la región la necesidad de mayor integración de los países de América Latina como en esta última década. Ante los importantes logros obtenidos en esta dirección a nivel político y en la capacidad de mostrar una posición común frente al mundo, la realidad sigue estando alejada de los discursos en cuanto a nivel económico.


    Los límites en la transformación del modelo productivo


    Hasta aquí, hemos analizado algunas de las más importantes transformaciones que llevaron adelante los procesos nacionales y populares latinoamericanos en la última década. Los datos demuestran que este período significó el momento de mayor crecimiento en cuarenta años para América Latina. También observamos que, por primera vez en mucho tiempo, estos procesos estuvieron asociados a una serie de concepciones, decisiones y medidas que permitieron acompañar el crecimiento económico con una mejor distribución de la riqueza y con políticas destinadas a generar mayor igualdad social. El fortalecimiento del papel del Estado, la disminución sustantiva de las tasas de pobreza e indigencia y una mayor integración regional fueron otras de las consecuencias virtuosas de este proceso.


    Sin embargo, a pesar de la importancia de los logros alcanzados, hoy se pone en cuestión la capacidad de dar continuidad a estos procesos o de avanzar en su profundización: “Los progresos en una mayor equidad distributiva son innegables, pero inquieta la sustentabilidad de estas mejoras, que parecen respaldarse más en la evolución del ciclo económico que en transformaciones estructurales” (Bárcena y Prado, 2016). La desaceleración del crecimiento ocurrida en los últimos años pone de manifiesto la fragilidad de algunas de las mejoras conseguidas y, al mismo tiempo, hace evidente que América Latina muestra aún hoy una importante dependencia de la producción y exportación de productos primarios. El riesgo de repetir los comportamientos pendulares, incluida la cíclica restricción externa que le impide contar con las divisas para importar los insumos necesarios para sostener los procesos de industrialización, es notorio.


    La caída del ritmo de expansión de las economías latinoamericanas del último quinquenio, hasta el punto de llegar a una contracción del 0,4% del PBI en 2015, está íntimamente vinculada a la baja de los precios internacionales de las commodities. Entre 2011 y 2015, los precios de los productos agropecuarios disminuyeron un 30%, mientras que tanto para el caso de los metales como para el grupo de los productos energéticos la caída fue mayor, cerca del 50%. El impacto que este proceso ha tenido sobre los términos de intercambio fue notable. Sólo para el último año (2015), las pérdidas para la región ascendieron a 92.000 millones de dólares, lo que equivale al 1,9% del PBI regional (Cepal, 2016). La vulnerabilidad de las economías de América Latina ante situaciones como la que presenta la desaceleración de la economía mundial, en particular la de los países en vías de desarrollo y especialmente China, se ha vuelto a poner de manifiesto.


    Esta situación crítica por la que atraviesan las economías de la región nos obliga a reflexionar acerca de por qué, a pesar de haber transitado por un período de crecimiento muy importante liderado por un conjunto de gobiernos con vocación fuertemente transformadora, América Latina vuelve a mostrarse tan vulnerable a las condiciones del mercado internacional y, en particular, a los precios de los productos primarios. Sin pretender entrar en un estudio exhaustivo de las razones de este proceso, la evolución de los indicadores macroeconómicos de la región muestra que, si bien la industria manufacturera creció un 18% en la década que va de 2002 a 2011, su participación porcentual en el PBI de casi todos los países de la región disminuyó sensiblemente. Si comparamos 2014 con 2000, esta participación de la producción industrial cayó del 15,7 al 13,4% del PBI.


    


    Gráfico 1.9. Porcentaje del PBI anual por habitante de la actividad industrial sobre total del país
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    Fuente: Elaboración propia sobre la base de estadísticas de la Cepal (Cepalstat).


    En consonancia con esta tendencia, también se redujo el valor de las exportaciones de los productos manufacturados en relación con el total de las exportaciones de la región. Entre 2003 y 2012, esta proporción cayó del 32,2 al 21,4% (Eyras, 2014).


    Frente a esta realidad, desde algunas perspectivas se realizaron interpretaciones exclusivamente críticas que destacan la reprimarización y el neoextractivismo como las características principales de los procesos latinoamericanos de la última década (Svampa, 2011; Cypher, 2013). Desde estas perspectivas, se enfatizan mucho más los rasgos de continuidad que los de ruptura respecto de los procesos que vivió América Latina en los noventa. Sin pretender entrar en un debate que excede las intenciones del presente capítulo, dos elementos parecen imprescindibles tener en cuenta.


    En primer lugar, no se puede comparar este proceso con el modelo que se aplicó en la década de 1990, ya que uno de los objetivos principales y manifiestos del neoliberalismo fue la desindustrialización. Esto se evidenció durante la vigencia del Consenso de Washington, que implicó un modelo de acumulación basado en la revalorización financiera, y en el cual “se observaba simultáneamente una tendencia a la reorientación de la economía hacia las actividades agropecuarias, con la consecuente destrucción del tejido industrial, pérdida de empleos y efectos regresivos de la distribución del ingreso” (Slipack 2013). Durante ese período, lejos de crecer como en los dos mil, la industria cayó en forma considerable.


    Por otra parte, al contrario de lo que ocurrió en los noventa, en los últimos años hemos visto que el Estado se apropió de buena parte de la renta primaria para reinvertir en obras de infraestructura, en políticas de industrialización y en estrategias que permitieron una importante redistribución del ingreso. Ello diferenció sustantivamente las consecuencias sociales de uno y otro modelo.


    Por último, y como señalan Slipack (2013) y Arceo (2011), la reprimarización se transformó en un concepto polisémico que muchas veces se aplica sin rigurosidad en el análisis. Por ejemplo, estos autores destacan que, aun cuando el sector primario por cuestiones coyunturales amplía su participación en la economía, el manufacturero industrial o el moderno sector de servicios de alta tecnología pueden ser más dinámicos y estar realizando un mayor aporte a la definición del modelo de desarrollo.


    Pero más allá del debate sobre la reprimarización, es evidente que los indicadores muestran que estamos ante las fuertes limitaciones que implican los patrones de desarrollo implementados durante la década. Como lo señaló reiteradamente la Cepal, la inexistencia de un cambio estructural en la matriz productiva de la región impidió avanzar en dirección a terminar con la histórica heterogeneidad estructural que dificulta cerrar de una buena vez las brechas de desigualdad internas y externas. Las importantes tasas de crecimiento y las tendencias hacia la igualdad que mostró la región se lograron en una coyuntura internacional favorable. El nuevo contexto mundial exige transformaciones profundas en la estructura productiva de manera de poder sostener los niveles de crecimiento y redistribución. Al mismo tiempo, demanda mantener una activa presencia del Estado para conducir las condiciones de incorporación de los nuevos paradigmas tecnológicos a los efectos de garantizar que el aumento de la competitividad logre profundizar los procesos de aumento de los niveles de igualdad social.


    En este contexto, cabe destacar que el único país cuyos indicadores lo separan de algunas de estas tendencias es la Argentina, donde si bien las actividades vinculadas al sector primario crecieron fuertemente, no fue menor el crecimiento de la actividad industrial y de servicios con incorporación de mano de obra intensiva, lo que generó al mismo tiempo un incremento equilibrado entre el mercado interno y las exportaciones (Cypher, 2013). La industria manufacturera que, como vimos, mostraba un crecimiento inferior al 20% en América Latina, en el caso argentino logró un aumento en la producción del 93%. Ello permitió que, al contrario de lo que ocurrió en la región, su participación en el total del PBI se incrementara casi un 2% (véase gráfico 1.9). Siguiendo esta tendencia, no se observa en nuestro país una pérdida de participación de las manufacturas en el total de las exportaciones. La fuerte intervención de un Estado que recuperó importantes herramientas económicas y legislativas para fortalecer la demanda interna y desarrollar incentivos y protección a las industrias nacionales explican en gran parte este fenómeno, que fue complementado por un bajo nivel de endeudamiento externo. Por otra parte, la Argentina logró uno de los procesos redistributivos más importantes de la región, con la incorporación a la integración social y al consumo de grandes sectores de la población tradicionalmente excluidos. Estos factores permitieron que, al contrario de lo que ocurrió en Brasil, por ejemplo, aun en un contexto de crisis internacional, nuestro país sostuviera un crecimiento del PBI que llegó al 2,5% en 2015.


    Sin embargo, a pesar de estas fortalezas, los últimos años del gobierno de Cristina Fernández estuvieron signados por los límites al crecimiento impuesto, una vez más y sobre todo, por la restricción externa, como señala Marcó del Pont en este mismo volumen.


    En este sentido, y a pesar de las particularidades de nuestro caso, la Argentina no parece escapar a la necesidad de analizar críticamente las dificultades para la transformación del modelo productivo que muestran el conjunto de países latinoamericanos que emprendieron políticas progresistas, nacionales y populares. Dificultades que condicionaron la posibilidad de profundizar el proceso de distribución del ingreso y que, sin lugar a duda, tuvieron un importante, aunque difícil de mensurar, impacto en el resultado electoral de 2015.


    Por último, creemos que colocar en debate los límites que tuvieron las transformaciones del modelo de desarrollo que siguieron los procesos latinoamericanos en la última década no implica poner en cuestión los importantes logros alcanzados en materia económica, política y social. Muchos de esos avances fueron reflejados a lo largo de este capítulo. Por el contrario, se trata de un debate imprescindible para profundizar esas conquistas. Así como señalamos los rasgos comunes a estos procesos, nos animamos a plantear que esta discusión debe tener características principalmente nacionales, porque se trata de países con estructuras productivas, dinámicas históricas y políticas y procesos sociales específicos. Por ejemplo, y como señaló Álvaro García Linera (2016), es impensable que pueda modificarse en sólo diez años una dinámica extractivista como la boliviana, que lleva más de cinco siglos. Seguramente se puede plantear una situación similar para Ecuador o Venezuela. En cambio, las condiciones de industrialización de Brasil o la Argentina proponen una realidad distinta. Pero los límites también estuvieron marcados en muchos casos por la naturaleza de la coalición política y social dominante en el gobierno, por la correlación de las fuerzas económica y política, por la capacidad de organización y movilización social, y por la eficiencia y experiencia de las gestiones gobernantes, entre otros factores.


    Es evidente que el neoliberalismo, que pretende recuperar la iniciativa, no cuenta con propuestas nuevas para la región. Reitera las que ya fracasaron y llevaron a nuestros países a una profunda crisis. El debate sobre las asignaturas pendientes en materia de estrategias y modelo de desarrollo no tiene únicamente un valor histórico o académico. Debe aportar los insumos necesarios para redefinir las políticas que llevan adelante los procesos latinoamericanos que aún siguen su marcha bajo la conducción de gobiernos que representan las fuerzas nacionales y populares. Reflexionar sobre esto debe contribuir también a construir las bases programáticas que permitan presentar las mejores propuestas de desarrollo, progreso y justicia social en los casos en que, como el argentino, el objetivo principal consista en recuperar electoralmente la capacidad de encabezar gobiernos en condiciones de transformar las estructuras que impiden construir sociedades más justas e igualitarias.
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    2. Cómo resurgir de las cenizas del modelo neoliberal


    Los límites de la restricción externa al proceso de desarrollo independiente


    Mercedes Marcó del Pont[2]


    


    En el período 2003-2015, la economía argentina puso un paréntesis al proceso de valorización financiera que había hegemonizado la acumulación de capital a lo largo de las tres décadas previas. Lo hizo a contrapelo de las tendencias predominantes a escala mundial que desembocaron en la gran crisis internacional de fines de 2007 que aún sigue sin resolverse. La opción por un proyecto que buscó privilegiar la acumulación productiva por sobre la financiera constituye un rasgo central de los gobiernos de Néstor Kirchner y Cristina Fernández.


    No habría sido posible generar las transformaciones económicas y sociales que se sucedieron durante la década larga que va de 2003 a 2015 si no hubiera prevalecido la decisión política de volver a colocar en el centro de la acumulación de capital a la economía real –producción y empleo nacional–, desplazando a las colocaciones financieras como forma privilegiada para la obtención de rentabilidad. Con todas las limitaciones que aparecieron en el camino, durante los gobiernos kirchneristas se desplegó un conjunto de decisiones coherentes que buscaron interrumpir la lógica que había reinado en nuestro país a partir de la reinstauración neoconservadora iniciada con la sangrienta dictadura cívico-militar, en 1976, y que alcanzó uno de sus estadios más altos durante la década de los noventa, con el régimen de la Convertibilidad.


    Veníamos de la crisis de ese modelo, expresión contundente del fracaso de los experimentos neoliberales, pero no estaba escrito que de esas cenizas renaciera un proyecto económico y social acorde con las posibilidades del desarrollo de las fuerzas productivas y la mejora en la distribución del ingreso. Por el contrario, la fuerte devaluación ocurrida en un contexto de hiperdesocupación y elevada capacidad instalada ociosa, y un mundo caracterizado por precios crecientes para las materias primas y enorme afluencia de capitales financieros eran circunstancias que conducían inercialmente hacia la reproducción de un modelo similar al que había implosionado en 2001: más primarización, nuevos ingresos de capitales especulativos, mayor concentración del ingreso y, tras un ciclo corto de crecimiento, una nueva acentuación de las condiciones de insolvencia fiscal y externa.


    Es importante volver a repasar entonces las políticas desplegadas por el kirchnerismo dirigidas a forzar un cambio en el patrón de acumulación y distribución de la riqueza en un contexto económico muy complejo y que heredaba muy escasos grados de soberanía. Crecer a partir del mercado interno, negociar con nuestros acreedores externos condiciones de pago compatibles con los objetivos del crecimiento, superar la relación enfermiza con el Fondo Monetario Internacional (FMI) y rechazar el Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA) fueron iniciativas que desde el primer momento marcaron la cancha y orientaron las decisiones que se tomaron luego. Todas ellas constituyeron opciones fundamentales para poder avanzar en la recuperación de la soberanía en el manejo de las políticas públicas. En esa misma lógica y dirección se inscribió a posteriori la decisión de renacionalizar el sistema de seguridad social, en el preciso momento en que estalló la crisis financiera internacional. El pragmatismo con el que se respondió a la aparición de circunstancias críticas, de origen interno y externo, en la búsqueda por preservar el mercado interno y la distribución progresiva del ingreso permitió sostener una década larga de crecimiento, aumento de la producción nacional y bajo desempleo.


    Pero tan importante como reivindicar los avances logrados en esos doce años es identificar los frentes que no pudimos o supimos resolver, ver en qué nos quedamos cortos o en qué instancias subestimamos la capacidad desestabilizadora de algunos fenómenos estructurales heredados de décadas de neoliberalismo. Con el fin de bosquejar algunas conclusiones que puedan ser útiles para repensar nuestras propuestas, también debemos repasar las bases teóricas y la evidencia empírica que explican muchos de los problemas del subdesarrollo que condicionaron históricamente el progreso sostenido de nuestras naciones y que reaparecieron con toda contundencia en la última etapa del gobierno kirchnerista.


    El interés por identificar estos aspectos o las circunstancias que limitaron las posibilidades de consolidar un proyecto de desarrollo nacional –y que acaso también sean una parte de la explicación del resultado electoral de fines de 2015– no constituye un ejercicio de índole masoquista, sino que es un deber político. Del análisis de estas tensiones surgirá la posibilidad de construir una agenda a futuro para un país con una mejor calidad de vida para todos. Si no hacemos un esfuerzo por entender qué circunstancias condicionaron el funcionamiento económico a lo largo de los gobiernos kirchneristas, difícilmente podremos plantear una opción concreta de ejercicio de poder a futuro.


    Se podría argumentar que este abordaje crítico tiene escasa relevancia en las actuales circunstancias de la economía argentina, en que el gobierno que ganó las elecciones en octubre de 2015 ha impulsado la reinstauración plena de un modelo económico de libre mercado, con la especulación financiera como mecanismo privilegiado para la valorización del capital, y que empuja inevitablemente hacia una nueva correlación de fuerzas entre el capital y el trabajo, en la que una vez más se degrada la condición salarial.


    Sin embargo, para confrontar con este proyecto y proponer opciones superadoras se requiere de un ejercicio crítico que estudie las cuestiones que condicionaron nuestro propio modelo y que deben ser tenidas en cuenta a la hora de construir una nueva alternativa de poder. Es desde ese compromiso que este capítulo busca contribuir al debate a partir de la revisión de algunos fenómenos estructurales de la economía argentina, para detallar tanto los logros de la política económica del período como las tensiones, los problemas y las derrotas que experimentamos en este proceso político que, tanto para sus defensores como para sus detractores, marcó páginas importantes de la historia de nuestro país.


    El foco de este análisis está puesto sobre todo en desentrañar el fenómeno de la restricción externa, y las limitaciones que exhibió la estrategia económica del kirchnerismo para remover algunas de sus fuentes estructurales. La entidad que le damos a esta cuestión no es arbitraria, sino que constituye un problema que aqueja a las economías subdesarrolladas en general y que continúa siendo uno de los principales obstáculos para viabilizar su desarrollo económico y social. Se trata de una cuestión compleja donde concurren aspectos asociados al patrón de acumulación, el perfil de especialización, la fuga de capitales y la extranjerización de la economía, por mencionar algunos. Sus implicancias fueron históricamente muy desestabilizadoras para el funcionamiento de nuestra economía, pero también tuvieron enorme capacidad para enrarecer el escenario político.


    Para realizar este ejercicio corremos con ventajas y desventajas. A favor, tenemos el marco indispensable que constituye el análisis de la historia económica argentina, que representa un punto de partida para entender tanto los avances como las limitaciones del período que nos proponemos analizar. Las cuestiones que se abordan aquí representan temas troncales en el recorrido de nuestro país. Por lo tanto, los doscientos años que nos preceden arrojan lecciones y resultados que son una referencia ineludible para poder analizar el período 2003-2015.


    Sin embargo, al mismo tiempo, no puede ignorarse que para las reglas del análisis histórico estamos demasiado cerca de los acontecimientos, lo que dificulta las interpretaciones más integradoras, así como las conclusiones definitivas sobre ciertos aspectos de naturaleza estructural. Y a esto se suma que estamos directamente involucrados con esta experiencia; somos nosotros, son nuestros aciertos y también nuestros errores.


    Las dimensiones de la restricción externa


    La experiencia histórica es contundente: en los países en desarrollo el crecimiento no se detiene cuando se toca el límite de la capacidad productiva, como consecuencia de la falta de mano de obra o porque el capital está siendo utilizado a plena capacidad, como indican los manuales de texto convencionales. El parate de la actividad se produce antes de tocar estos límites por la escasez de dólares que requiere la economía para hacer frente a sus compromisos con el resto del mundo. Históricamente esa restricción estuvo asociada sobre todo al perfil de especialización primario de nuestras economías, que generaban un permanente intercambio desigual con los países desarrollados. Este estrangulamiento es característico de las estructuras económicas subdesarrolladas que, para garantizar la producción, demandan un flujo importante y creciente de bienes importados que, más temprano que tarde, terminan condicionando el crecimiento por la falta de dólares para pagarlos.


    El neoliberalismo, que siempre asignó a nuestros países el rol de productores de materias primas, minimiza la importancia del desequilibrio comercial externo ya que sostiene que este límite puede sortearse por la vía de la desregulación financiera y del endeudamiento en los mercados internacionales. La serie de crisis que sufrieron las economías emergentes a partir de la segunda mitad de la década de los setenta demostró que la alternativa del endeudamiento sólo podía funcionar como un espejismo, que a la postre las consecuencias del desequilibrio externo no podían evitarse y que con la liberalización financiera en todo caso los ciclos eran cada vez más cortos, y sus consecuencias negativas, más pronunciadas.


    Quedó demostrado, asimismo, que si los estados nacionales se subordinan pasivamente a esa lógica, la globalización financiera impone a los países subdesarrollados situaciones tan desestabilizadoras como las que cíclicamente provocaron los cambios en los términos del intercambio, es decir, en los precios de las materias primas en relación con los bienes industriales. En efecto, el endeudamiento externo masivo y sin contrapartida en términos de ampliación de la capacidad de repago de la economía, así como el flujo y reflujo de capitales especulativos potenciaron la vulnerabilidad externa de nuestras economías ya muy condicionadas por su elevada dependencia de lo que ocurría con las cotizaciones de las materias primas.


    El kirchnerismo se hizo cargo de esta evidencia histórica. Decisiones como el desendeudamiento o el control de la cuenta capital, por la vía de una regulación específica al ingreso de fondos de corto plazo especulativos, fueron políticas consistentes con el objetivo de privilegiar la acumulación en la esfera real de la economía. Estas decisiones posibilitaron, al mismo tiempo, ampliar los grados de autonomía de la política económica. De hecho, la baja exposición que tuvo nuestro país a las corrientes financieras internacionales permitió reducir los canales de contagio sobre la demanda interna, acotar la volatilidad cambiaria y preservar la estabilidad del sistema financiero.


    Aun cuando el “contrarrelato” intenta desdibujar la importancia del proceso de desendeudamiento, el gobierno que asumió en diciembre de 2015 recibió por primera vez, en más de tres décadas de transiciones democráticas, un país sin la mochila de la deuda externa, hija dilecta de las políticas neoliberales y núcleo duro de la restricción externa que perturbó seriamente el desenvolvimiento económico y social de la Argentina. En efecto, la deuda en moneda extranjera tanto pública como privada se ubicaba a fines de 2015 en apenas el 13% del producto bruto interno (PBI). Por su parte, la escasa inserción de la economía argentina en los mercados financieros internacionales, lejos de ser un problema como lo presenta el saber convencional que hoy ha vuelto a guiar la política económica argentina, constituyó una importante fortaleza en un escenario de crisis internacional y de constante arremetida desestabilizadora por parte de los fondos buitres. El haber minimizado a través de controles específicos el ingreso de capitales de corto plazo –a través del establecimiento de un encaje del 30% obligatorio y no remunerado para los ingresos de capitales con plazo de permanencia en el país menor a un año– permitió reducir drásticamente una fuente de vulnerabilidad externa que en la presente crisis está condicionando el funcionamiento de los países emergentes.


    Se advierte, en consecuencia, que la reaparición de la restricción externa, que en los últimos años del gobierno kirchnerista fue el principal condicionante del funcionamiento de la economía argentina, no estuvo relacionada con problemas de insolvencia para enfrentar nuestros compromisos de deuda pública o privada o con la huida de flujos financieros externos, sino, esencialmente, con la persistencia de fuertes desequilibrios en el entramado industrial y energético de nuestra economía. Estas tendencias se vieron potenciadas por la fuga de capitales en cabeza de los propios residentes argentinos que se mantuvo presente a lo largo de casi todo el gobierno kirchnerista, oscilando entre valores anuales de 10.000 millones de dólares en los buenos años y de más del doble en períodos en que la turbulencia del sector externo aumentaba como consecuencia de circunstancias internacionales o locales, o una combinación de ambas.


    Mirado en perspectiva, podemos advertir que menospreciamos las perversas herencias del neoliberalismo en materia de desintegración y atraso del aparato industrial, de extranjerización del entramado productivo, así como del grado de desinversión acumulada en materia energética.


    Durante buena parte del gobierno de Néstor Kirchner y el primer gobierno de Cristina Fernández, las buenas condiciones internacionales para nuestros principales productos de exportación y el proceso de sustitución de importaciones que se desarrolló habilitaron la generación de elevados saldos comerciales que disimularon la persistencia de serias deficiencias en la estructura industrial. Lo mismo ocurrió en el sector de los hidrocarburos, donde no supimos anticipar la prioridad que suponía garantizar el autoabastecimiento energético para no afectar negativamente las posibilidades del crecimiento.


    Por supuesto, y más allá de las deficiencias en el diagnóstico y en la generación de políticas específicas por parte del gobierno, en todos estos frentes críticos se evidenció el escaso compromiso de la burguesía nacional con los objetivos del desarrollo, una de las falencias que siempre condicionó el avance en etapas superiores de industrialización y desarrollo tecnológico. Como veremos más adelante, la conducta rentista que caracteriza al comportamiento de los principales grupos empresarios se manifestó en una insuficiente tasa de inversión, prácticamente nulos esfuerzos en materia de innovaciones tecnológicas y la mencionada pulsión a la fuga de excedente fuera del proceso de acumulación interna.


    También se subestimó la enorme capacidad desestabilizadora que genera el elevado grado de dolarización que caracteriza a la economía argentina. Este aspecto constituye otra herencia crítica de la vigencia de las políticas neoliberales implementadas desde mediados de la década de los setenta y que había sido muy exacerbado por el régimen de la Convertibilidad. A este fenómeno no se le dio la entidad que merece, ya que constituye un componente crítico de las condiciones estructurales del estrangulamiento en materia de divisas. Esta demanda de atesoramiento de dólares por parte de los argentinos se suma a la presión descripta antes, relacionada con la necesidad creciente de divisas para financiar las importaciones necesarias para crecer.


    


    Gráfico 2.1. Deuda externa pública y privada (como porcentaje del PBI)


    [image: 117085.png]


    * Estimado.


    Fuente: Fundación de Investigaciones para el Desarrollo (FIDE), a partir de datos del Banco Central de la República Argentina (BCRA).


    Es importante destacar que, aun en un contexto de fuerte desendeudamiento público y privado, durante el período 2003-2015 se mantuvo la fuga de divisas en cabeza de los residentes argentinos. La punta del iceberg de este proceso de acumulación de moneda extranjera con fines de ahorro en el mercado oficial alcanzó 103.000 millones de dólares, valor equivalente al 80% del superávit comercial generado durante todo ese período. La fuga durante los gobiernos kirchneristas tuvo una dimensión que, en términos del PBI, no fue muy diferente a la verificada en la década de los noventa. La diferencia cualitativa es que no se financió con endeudamiento externo, sino con las divisas generadas a través del superávit de nuestro comercio con el resto del mundo.


    La pulsión de una parte de los argentinos por ahorrar en una moneda que no es la propia constituye un fenómeno estructural cuya importancia tiene la misma jerarquía que el problema del intercambio desigual (es decir, el impacto de las fluctuaciones en los precios de nuestras exportaciones vis-à-vis nuestras importaciones) o que el endeudamiento sin contrapartida (el peso del pago de los intereses y el capital en moneda extranjera) a la hora de explicar la restricción externa que condiciona las posibilidades del desarrollo.


    El atesoramiento en dólares como expresión de la fuga


    La Argentina, como la mayoría de los países en desarrollo, no emite una moneda de reserva mundial que pueda utilizarse para realizar las transacciones comerciales y financieras con el resto del mundo. Por lo tanto, la disponibilidad de divisas (en este caso, el dólar) constituye una cuestión estratégica porque de ello dependen todas las operaciones externas que la economía requiere para crecer, industrializarse y, al mismo tiempo, garantizar la estabilidad cambiaria, financiera y monetaria.


    ¿De qué manera puede acceder un país que no emite moneda de reserva a las divisas? Las vías son fundamentalmente tres: superávit comercial en bienes y servicios, ingreso de inversión externa directa o endeudamiento, que puede venir tanto por la vía del ingreso de capitales financieros de corto plazo como por el financiamiento de más largo plazo, tal el caso de los créditos de los organismos multilaterales o la emisión de deuda soberana, por ejemplo.


    En la Argentina, desde hace décadas una parte del ahorro se transforma en depósitos en moneda extranjera aquí y en el resto del mundo y una parte muy significativa de ese excedente se destina a la compra de dólares para su atesoramiento fuera del sistema financiero, esto es, sin ningún fin reproductivo. Esta fuente de demanda de dólares fue, a lo largo de las últimas décadas, un canal adicional de presión sobre la balanza de pagos con montos que representan varios puntos del producto nacional y, por lo tanto, constituye una variable que asume importancia desde el punto de vista de la estabilidad macroeconómica. Estos ahorros, al convertirse en billetes o salir del país en la forma de depósitos en bancos en el extranjero, constituyen un drenaje del excedente económico por fuera del proceso de acumulación y distribución interna.


    Sin entrar en detalles engorrosos, el financiamiento de la inversión y los proyectos productivos o comerciales proviene, o bien del ahorro que los dueños del emprendimiento hayan podido realizar con antelación a la inversión, o del crédito que puedan conseguir en el sistema financiero. Los préstamos provienen del ahorro depositado en los bancos, así que para ninguna economía resulta trivial que los ahorros estén o no depositados en el circuito financiero. Tampoco es neutral que los depósitos en los bancos estén expresados en moneda nacional o en moneda extranjera, eso lo aprendimos a los golpes durante el estallido de la Convertibilidad: no es prudente que se otorguen préstamos en moneda extranjera (provenientes de depósitos en moneda extranjera) para financiar proyectos cuyos ingresos son en pesos.


    Por lo tanto, la suma de las decisiones individuales de los argentinos que ahorran en dólares tiene un impacto importante en la capacidad de financiamiento de la economía en su conjunto. El valor total de las compras para atesoramiento, a pesar de estar concentrado en un porcentaje minoritario de la población, constituye un canal de demanda con efectos concretos en la economía, tanto por el monto que involucra como porque estas compras tienden a funcionar procíclicamente amplificando los problemas estructurales de deficiencia de dólares que caracterizan a la economía argentina. Dicho de otro modo, los argentinos compramos más dólares en los momentos de tensión en el mercado cambiario y nos comportamos en sentido inverso en períodos de tranquilidad cambiaria, lo que retroalimenta las presiones estructurales cíclicas hacia la devaluación o apreciación de nuestra moneda.


    Como consecuencia de esta realidad, durante el segundo gobierno de Cristina Fernández, cuando se hizo manifiesta la insuficiencia de dólares asociada al achicamiento del superávit de la cuenta corriente y la persistencia de la fuga, se decidió avanzar en una regulación al acceso de los particulares al atesoramiento en moneda extranjera, política que se vulgarizó como “cepo”. No se trató de una pulsión contra los derechos individuales, sino que constituyó una opción de política económica con el objetivo de garantizar las divisas necesarias para el funcionamiento de la producción y el empleo en un contexto de creciente escasez de divisas. Los caminos alternativos que se buscó evitar fueron los de la devaluación y/o el endeudamiento, con costos difundidos en términos de regresividad distributiva y solvencia externa.


    Como ocurre con toda decisión de política económica, los efectos nunca son neutros, ni en el terreno de la economía ni en el de la política. A pesar de que el universo de personas que adquirían dólares para ahorro había involucrado en el momento más alto de la fuga a tan sólo el 7% de los mayores de 18 años, las repercusiones negativas ante la restricción de esa operatoria fueron amplias y exacerbaron los síntomas de descontento que ya venía manifestando una porción importante de la clase media. En materia económica, la contracara fue la ampliación de la brecha entre la cotización del dólar oficial y el ilegal, que intensificó las expectativas devaluatorias.


    Sería fatal desde el punto de vista del análisis asumir el discurso neoliberal del actual gobierno, que apunta al “cepo” como la causa de la insuficiencia de dólares que se tornó evidente en los últimos años del gobierno kirchnerista. La decisión de administrar el mercado de cambios fijando prioridades para el uso de las divisas que cada vez en menor proporción generaba genuinamente nuestra economía fue una consecuencia de esa realidad. La prioridad para la política económica pasaba entonces por obtener el ahorro externo necesario para cubrir el desequilibrio de pagos, pero al mismo tiempo atender los problemas estructurales que provocó la reaparición de la restricción externa.


    


    Gráfico 2.2. Fuga de capitales: formación de activos externos del sector privado no financiero (como porcentaje del PBI)
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    1995-2002: Balance de pagos, Indec; 2003-2015: BCRA.


    Fuente: FIDE, a partir de datos del BCRA.


    Ahora bien, igualmente fatal es pensar que los instrumentos de política que de forma transitoria sirvieron para administrar tensiones en el funcionamiento de la economía pueden perpetuarse sin provocar efectos contrarios a los buscados. Abordar la compleja realidad de la restricción externa buscando preservar el dinamismo del mercado interno y la recuperada solvencia externa imponía pensar nuevos mecanismos de regulación e intervención del Estado para lidiar con el fenómeno de la fuga.


    Más Estado, no menos, para regular la economía


    Mirado en perspectiva, no podemos dejar de advertir que a pesar del ciclo largo de buenas condiciones internacionales no llegamos a tiempo para producir los cambios en la matriz productiva y en el perfil de nuestro comercio exterior que evitaran la reaparición de fuertes desequilibrios de divisas en la industria y en la provisión de energía. Y esta realidad se hizo más contundente cuando, a partir de 2012, los precios de las materias primas comenzaron a caer.


    De esta experiencia también hay que destacar y estudiar la enorme capacidad desestabilizadora que caracteriza al complejo agroexportador y la ausencia de mecanismos desde el Estado para arbitrar ante esas situaciones. En efecto, en su pulseada permanente por imponer una devaluación que mejorara sus ingresos en moneda nacional, los sectores concentrados de la exportación de cereales y oleaginosas retuvieron porciones crecientes de las cosechas y estimularon la dolarización. Esta debilidad del Estado frente al poder monopólico de los grandes exportadores es otra de las herencias del neoliberalismo –el desmantelamiento de las instituciones regulatorias en el comercio de granos– que no fue atendida de forma integral por nuestro gobierno. Visto en retrospectiva, recrear una institucionalidad estatal moderna que garantice la disponibilidad de las divisas generadas por el comercio exterior, estructuralmente escasas, constituye una prioridad en una estrategia de desarrollo con inclusión.


    Lo cierto es que ante la reaparición del desequilibrio externo y la presencia de pulsiones hacia la dolarización no existen muchas opciones estratégicas fuera de administrar la escasez y salir a buscar ahorro externo para cubrir las necesidades de dólares. El aspecto que no hay que descuidar es priorizar la canalización de estos fondos hacia la ampliación de la capacidad productiva, dado que esta alternativa sólo resulta sustentable en el tiempo si a la vez se atacan los problemas estructurales que determinan la restricción externa.


    La otra opción es la que indica el manual ortodoxo: una fuerte devaluación, la elevación de las tasas de interés y un incremento sustantivo e indiscriminado del endeudamiento externo. La Argentina enfrenta, al momento de escribir este capítulo, una vez más, un contexto de política pública que prioriza esta visión. Otra vez la vía libre para que empresas y particulares adquieran dólares sin objetivo reproductivo alguno, bajo el estímulo de un rendimiento financiero que supera varias veces cualquier otra colación de ese excedente. Las consecuencias están a la vista: aceleración inflacionaria, caída del crédito, recesión y fuga de capitales con la consecuente contracción de la demanda interna y el deterioro de la condición salarial. Todo esto en un contexto engañoso de pax cambiaria con una apreciación nominal del peso que más temprano que tarde pagaremos caro, porque no es reflejo de una holgura estructural del frente externo, sino que representa el aprovechamiento de un rendimiento financiero coyuntural.


    Es importante tener en cuenta que el atesoramiento en moneda extranjera al que hacemos referencia se ha verificado por canales legales, habilitados por las propias regulaciones cambiarias. Se trata, en efecto, de la cara más visible y mensurable de la fuga de capitales, fenómeno mucho más amplio y profundo a menudo asociado a maniobras de elusión y evasión financieras y tributarias. Las diversas formas que asume la fuga de capitales a escala global, lejos de constituir una desviación contingente del sistema capitalista mundial, es parte de su funcionamiento básico.


    Esta realidad achica los grados de soberanía de todos los países del mundo, pero sobre todo la de los subdesarrollados. Durante los doce años de gobierno sólo abordamos marginalmente esta compleja problemática, que requiere de la recreación de nuevas regulaciones y capacidades de investigación y gestión así como una estrecha coordinación entre todas las instituciones regulatorias. Quizá lo más relevante es reconocer la importancia crítica que la sangría de excedente a través de las diversas formas de fuga supone como fenómeno que bloquea las posibilidades del desarrollo.


    Una digresión sobre la política cambiaria


    Huelga aclarar que una política cambiaria compatible con el desarrollo de las capacidades nacionales se aleja del manual convencional –como bien lo demuestran los primeros meses de gestión del nuevo gobierno en el BCRA–, mientras que su rol es trascendental para la política económica justamente por la necesidad de combatir la tendencia natural a la especialización en los recursos naturales con los que la Argentina ha sido dotada.


    Se trata de un viejo asunto sobre el que abunda literatura y que merece unos párrafos. La clave está en lograr el desarrollo de una estrategia que nos permita salir de la encerrona que implica la denominada “enfermedad holandesa”, también conocida como “la maldición de los recursos naturales”, que padecen los países en los cuales la abundancia de recursos naturales, fuertemente demandados por el resto del mundo como son la energía, los minerales y los alimentos, genera una afluencia de divisas tal que fortalece la moneda nacional. Esto vuelve imposible el desarrollo de los sectores no tradicionales de la economía y, por tanto, queda eclipsada la posibilidad de sentar las bases para la reindustrialización del país.


    En la búsqueda de ese objetivo de transformación y diversificación de nuestra estructura productiva, las retenciones jugaron un rol esencial para la política económica del período 2003-2015. Se constituyeron, en efecto, en el mecanismo que garantizó –en una fase de sostenido crecimiento en las cotizaciones internacionales de los productos primarios– la vigencia de tipos de cambio diferenciales para el campo y para la industria, promoviendo la agregación de valor a nuestros recursos naturales y el desarrollo del entramado industrial.


    En contrapartida, la captación de una parte de la renta agraria por parte del Estado permitió ampliar su rol redistributivo ya que destinó ese excedente hacia políticas públicas, de ingresos o inversión, que fortalecieron el mercado interno, base de sustentación irremplazable para tornar viable un proceso de desarrollo industrial.


    Las insuficiencias en la transformación productiva


    Como mencionamos, a partir de 2003 se alentó un cambio en la lógica de acumulación que buscó desplazar el eje desde la financiarización hacia la valorización productiva. El impulso a tal opción estratégica provino esencialmente del fortalecimiento del mercado interno. En este contexto, la industria fue uno de los actores principales en el proceso de crecimiento económico, impulsado sobre todo por la expansión de la demanda interna.


    Sin embargo, el importante crecimiento industrial verificado entre 2003 y 2011 sólo modificó de forma marginal la composición y las condiciones tecnológicas y de productividad de la matriz manufacturera argentina. Entre otras cosas, la reconfiguración del entramado productivo no logró realizar una transformación que permitiera conducir el proceso de sustitución de importaciones hacia etapas más complejas de la actividad manufacturera, densificar e integrar el aparato industrial y aumentar en forma significativa las exportaciones de alto valor agregado y contenido tecnológico. Por su parte, el coeficiente de importaciones creció a lo largo de la década, en gran medida y como de hecho era esperable, a causa de las necesidades originadas por la propia actividad industrial. La consecuencia fue la reaparición de un significativo desequilibrio comercial del sector industrial, aun en un contexto de aumento en las exportaciones manufactureras.


    En consecuencia, a pesar del crecimiento sostenido que se verificó entre 2003 y 2013, el talón de Aquiles de la actividad industrial argentina continúa siendo la deficiente integración en sus cadenas de valor, el atraso tecnológico y la heterogénea productividad que se verifica en las distintas ramas de actividad. Los enclaves creados en torno a los regímenes especiales de promoción industrial como, por ejemplo, el de la electrónica, acentuaron el desequilibrio de divisas, dado el muy elevado coeficiente de importaciones dentro de la producción total, situación que, con características diferentes, se replica en el sector automotriz.


    Si bien después de décadas de desindustrialización el debate sobre la política industrial volvió a la agenda de discusión económica, las medidas adoptadas fueron insuficientes para alterar ese patrón de especialización industrial. En general, se impulsaron medidas de carácter horizontal (para todos los sectores por igual, sin hacer un esfuerzo por reconocer el carácter estratégico de algunas actividades) y se intervino sólo marginalmente en la composición sectorial de la producción así como en las formas de apropiación y distribución del ingreso entre empresas y sectores.


    Desde el Estado se recrearon una serie de mecanismos de estímulo que se difundieron de manera horizontal hacia el conjunto del entramado, pero sin una identificación previa para cada cadena productiva de la trayectoria de transformación requerida. Salvo algunos casos excepcionales, en que el Estado intervino para aprovechar los impactos industrializantes de determinados proyectos de inversión pública (satélites, radares o reactores nucleares, por ejemplo), fueron predominantemente “las señales del mercado” las que definieron el perfil de especialización industrial. Tampoco se avanzó en la necesaria selección de sectores estratégicos que debían ser impulsados desde las políticas públicas para liderar el proceso de transformación industrial.


    Si algo queda claro de la experiencia de esta década es que el desarrollo en general, pero el industrial en particular, requiere no sólo de un marco macroeconómico que promueva la acumulación productiva, sino que es necesario además un Estado que se involucre directamente en la orientación del proceso de industrialización. En un contexto global donde se verifica que las brechas de productividad y tecnológicas de nuestras economías se ampliaron respecto de la de los países industrializados, es cada vez más evidente la importancia del rol que debe desempeñar el sector público. Como bien indica la literatura dedicada al análisis de los casos exitosos de industrialización, el Estado debe fijar las prioridades, definir los montos y los ritmos de las inversiones necesarias, identificar los actores económicos en condiciones de encarar los proyectos y seleccionar las condiciones y los instrumentos necesarios para impulsar determinadas actividades. La definición de las alianzas con el sector privado, así como la discusión acerca de cómo se distribuirá el excedente generado, también asumen una importancia estratégica.


    Ahora bien, a la hora de debatir la estrategia del desarrollo puede ser un error fatal eludir la necesidad de meterse con las contradicciones del capitalismo, que no son banales en una economía periférica como la argentina. Esta situación se torna más compleja en el marco del creciente poder que asumieron las multinacionales, particularmente sobre los sectores intensivos en tecnología, sumado al predominio de la financiarización con su estrategia siempre de corto plazo y gran movilidad a la hora de las decisiones de formación de capital.


    El escaso compromiso de la burguesía nacional con los objetivos del desarrollo constituye, sin duda, una de las falencias que condiciona el avance en etapas superiores de industrialización y desarrollo tecnológico. La sobrevida de ciertas opciones especulativas también alentó esa conducta contradictoria con las necesidades de inversión que se requieren para impulsar la transformación del aparato productivo. Como ya mencionamos, parte del excedente generado por las empresas no se reinvirtió, sino que se filtró fuera de la acumulación interna por el canal de la fuga.


    En consecuencia, continúa siendo uno de los principales desafíos de la economía argentina valorizar el acervo existente e impulsar la configuración de una base industrial que cuente con un núcleo endógeno de dinamización tecnológica donde la empresa nacional juegue fuerte. No cualquier sendero conduce a esa meta. La prioridad debe pasar por el desarrollo y la modernización de las industrias básicas y de bienes de capital que deben convertirse en fuente de progreso tecnológico para el conjunto del esquema manufacturero. Y ello supone montos elevados de inversión, con períodos largos de maduración.


    Para lograrlo habrá que discutir la viabilidad (y sus consecuencias) de alianzas estratégicas con el capital extranjero. Pero también ser realista acerca de la existencia o no de una clase empresaria local dispuesta a asumir este desafío y correr los riesgos. Puestos a repasar la historia económica (tanto del caso argentino como de otros países), la evidencia indica que, para lograr un salto significativo en las capacidades industriales, el rol del Estado deberá ganar, a contrapelo del discurso neoliberal hegemónico, aún más relevancia.


    La consolidación de un sendero de desarrollo de las capacidades industriales requiere también profundizar desapasionadamente el análisis de cómo evolucionó la principal alianza estratégica con nuestros más importantes socios comerciales (Mercado Común del Sur –Mercosur–). No puede dejar de advertirse que el proceso de integración con nuestro socio más relevante, Brasil, no ha contribuido a modificar nuestro perfil de especialización y, en algunos casos, profundizó desequilibrios interindustriales, ampliando el déficit estructural de divisas que caracteriza a la industria argentina. Por desgracia, esta es una tendencia de fondo que trasciende las dificultades por las que viene atravesando Brasil en los últimos años.


    Es, por lo tanto, imprescindible partir de un diagnóstico actualizado de las circunstancias externas que condicionan un proyecto de esta naturaleza. Dado que la fuerza motriz del proceso de internacionalización es la dinámica del gran capital, industrial y financiero, es fundamental conocer cuáles son los espacios que restan para un proyecto nacional en ese escenario.


    


    Gráfico 2.3. Saldo comercial en la industria (en millones de dólares)
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    Fuente: FIDE, a partir de datos del BCRA.


    


    Gráfico 2.4. Balanza comercial energética (en millones de dólares)
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    Fuente: FIDE, a partir de datos del BCRA.


    El análisis del contexto histórico en el cual nuestros países deben enfrentar el desafío del desarrollo pone de manifiesto que se han achicado enormemente los espacios para desenvolver políticas activas de impulso a la industrialización. Los acuerdos en el marco de la Organización Mundial del Comercio (OMC) y los tratados internacionales, entre otros, restringieron el uso de instrumentos de protección y de subsidios y, de manera creciente, el manejo de las patentes también está siendo utilizado como un mecanismo que condiciona la reducción de las brechas tecnológicas con respecto a las economías desarrolladas. No menos relevantes han sido los cambios operados en las últimas décadas en la estrategia de las empresas transnacionales en materia de localización de sus actividades fabriles fuera de la casa matriz; como veremos más adelante, la prioridad pasa por encontrar nichos para las distintas etapas de su ciclo productivo y de ese modo maximizar su rentabilidad a escala global. Se trata de una maniobra que torna más difícil armonizar sus objetivos con el interés nacional.


    La trampa de los tratados bilaterales de inversión y los acuerdos de libre comercio


    No son sólo las multinacionales las que afectan, con sus planes de maximización de ganancias a escala global, las posibilidades de un proceso de desarrollo nacional. Las condicionalidades impuestas por las instituciones multilaterales de crédito y los acuerdos regionales o bilaterales de comercio forzaron una acelerada liberalización del comercio de bienes industriales. Es innegable que este contexto internacional presenta condiciones más difíciles que en el pasado para que los países subdesarrollados avancen en la reducción de las brechas productivas y tecnológicas.


    Y estos grados de libertad tienden a achicarse todavía más con la promoción de los tratados de libre comercio que impulsan los países centrales, ahora más acuciados por la crisis de sobreproducción que afecta a sus economías. El no al ALCA decidido por los gobiernos populares de la región en 2005 en la Cumbre de Mar del Plata, con Néstor Kirchner como gran protagonista de esa definición histórica, amplió los márgenes de soberanía para desenvolver políticas de estímulo y protección de la industria nacional. También se mantuvo una posición muy firme a la hora de cuestionar las condiciones desfavorables para nuestros países que se derivan del acuerdo entre la Unión Europea y el Mercosur.


    Los tratados bilaterales de inversión (TBI) son otra rémora de los años noventa que no fue abordada por el kirchnerismo. Con cincuenta y cinco tratados firmados, la Argentina es el país de América Latina con más TBI en vigencia; Brasil nunca firmó ninguno y Bolivia, Ecuador y Venezuela abandonaron el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (Ciadi) en los últimos años, procediendo a la no renovación o denuncia de los tratados que tenían vigentes. Existen alternativas superadoras para librarse de la pérdida de soberanía implícita en estos acuerdos. Como ejemplo, la definición de un marco de protección de inversiones y resolución de controversias intra-Mercosur es una opción consistente con un proyecto de desarrollo en el marco de una más virtuosa integración regional.


    Estas alternativas, sin embargo, son impensables en el marco de política internacional que impulsa el nuevo gobierno argentino. A partir de la consigna pueril de “abrirse al mundo”, han vuelto a colocar en el centro de la discusión las iniciativas para ingresar en acuerdos de libre comercio. Y no sólo preocupa el activismo de la Cancillería en torno al acuerdo con la Unión Europea; el Tratado de Asociación Transpacífico constituye una fase superior a la que supuso el ALCA hace poco más de una década. Se trata de una propuesta que lejos de constituir un tratado de libre comercio es un acuerdo para administrar las relaciones comerciales y de inversión de las grandes empresas de algunos pocos países miembros, sobre todo de los Estados Unidos. Para la Argentina, ingresar en un proyecto de esa naturaleza supondría virtualmente el tiro final a la posibilidad de avanzar en una fase de desarrollo económico y social.


    Los mitos sobre la inversión extranjera directa


    El alcance y las limitaciones de la inversión extranjera directa merecen algunos párrafos específicos. En particular, en lo que respecta al objetivo de este capítulo dado el impacto que esta corriente de recursos tiene tanto en la estructura productiva como sobre la balanza de pagos del país.


    El aporte de la inversión extranjera tuvo, en algunas etapas del proceso histórico y en ciertos casos, un rol relevante en los procesos de crecimiento, y contribuyó no sólo a financiar los desequilibrios estructurales de divisas que caracterizan a los países subdesarrollados, sino también a acelerar el ritmo de la acumulación productiva y tecnológica necesaria para acortar las brechas entre los países desarrollados y subdesarrollados.


    Hay que tener en cuenta que si bien la inversión extranjera contribuyó a acelerar el ritmo de crecimiento de los países pobres, no fue la que lideró los procesos de industrialización. En la generalidad de los casos, el capital extranjero acompañó y fortaleció la actividad industrial en sectores donde ya existía presencia de empresas nacionales tanto del sector privado como estatales. Sí, en cambio, tuvo un rol decisivo en las actividades extractivas de recursos naturales. Tampoco aportó de manera sensible a la generación de empleo. De acuerdo con datos de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal), en la última década sólo cinco de cada cien empleos formales fueron creados por las firmas transnacionales.


    La conducta de las empresas multinacionales mostró cambios sensibles en el último medio siglo y, como ya mencionamos, con el auge de la financiarización se estrecharon aún más los márgenes para que su lógica de acumulación se armonice con los intereses de los países subdesarrollados por transformar sus estructuras productivas. Cierto es que esta realidad no es privativa de las empresas extranjeras ya que, en muchos casos, empresas de capital nacional que se han internacionalizado terminan operando con la misma lógica que las extranjeras. De allí la importancia de la acción del Estado para generar instrumentos e instituciones que maximicen la articulación entre los intereses de las grandes firmas y los del desarrollo nacional.


    La evidencia histórica muestra que el origen del capital no es neutro en términos de su contribución al desarrollo y, por lo tanto, es fundamental que en la planificación estratégica de su transformación productiva nuestros países asuman una actitud selectiva acerca del destino y las condiciones de funcionamiento de la inversión externa. Entre otros rasgos de conducta de estas empresas se advierte que la dislocación que hacen las casas matrices a otros países no involucra, en general, a las actividades de investigación y desarrollo, ya que las empresas multinacionales privilegian el desenvolvimiento de estas iniciativas en sus propios países de origen.


    El rol de la inversión externa no sólo es relevante por sus implicancias en el entramado tecnoproductivo. También tiene impactos macroeconómicos significativos sobre la dinámica de la balanza de pagos, agudizando a menudo los problemas de restricción externa que tienen los países subdesarrollados. En efecto, las diversas formas que asume la transferencia de dólares hacia el exterior –pago de utilidades y dividendos, regalías, royalties, derechos de autor, servicios profesionales, entre otros– se suma al mayor contenido de importaciones que caracteriza a sus procesos de producción, lo que afecta el sesgo estructural hacia el desequilibrio del balance de pagos.


    Si bien es cierto que, por su naturaleza, los flujos de inversión extranjera directa exhiben una mayor estabilidad que la que caracteriza a los capitales financieros de corto plazo, cuya volatilidad y comportamiento procíclico afecta muy negativamente a los países emergentes, no puede ignorarse que la extranjerización de la economía también genera fuertes compromisos en moneda dura que tienden a agudizar la restricción externa y que son más difíciles de regular que los capitales financieros.


    Es esencial a la hora de pensar las estrategias de desarrollo no sólo el contenido que asuma la inversión externa (no es lo mismo que vengan a comprar activos ya existentes o que generen nuevas capacidades, por ejemplo), sino también su destino. Estas corrientes de recursos sólo tendrán un rol virtuoso cuando se orienten a ampliar la capacidad productiva en áreas estratégicas, sustituir importaciones o generar nuevas exportaciones y achicar las brechas productivas y tecnológicas con los países centrales. Los casos recientes de inversiones chinas en la ampliación de generación hidroeléctrica o de capitales norteamericanos en la explotación del petróleo y gas no convencional constituyen ejemplos virtuosos de vinculación estratégica que contribuye al objetivo central de recuperar soberanía energética. Estas iniciativas pueden, a su turno, convertirse también en núcleos dinámicos de industrialización e innovación tecnológica.


    La brecha tecnológica


    En un contexto en que el rol hegemónico en la conducta del capital pasa por la financiarización, se advierte además que la revolución tecnológica y el proceso de dislocación productiva definen una problemática del desarrollo que trasciende el desequilibrio generado por la tradicional división del trabajo entre países productores de materias primas y de bienes industriales. En efecto, es importante tener en cuenta que la lucha por el desarrollo supone bastante más que superar el perfil de especialización primaria. La dislocación hacia los países subdesarrollados de las etapas más sencillas de los procesos productivos y el mantenimiento de las más complejas en los países centrales constituyen otra manifestación en su versión más moderna del intercambio desigual entre el mundo desarrollado y el subdesarrollado.


    Y esta realidad se verifica con mayor intensidad en las actividades de ciencia y tecnología, ya que se comprueba que la investigación y desarrollo (I+D) que realizan las multinacionales fuera de sus países de origen es reducido y de baja complejidad.


    Es decisiva, en consecuencia, la capacidad de las políticas públicas nacionales para garantizar que los recursos que el Estado orienta hacia las áreas de ciencia y tecnología se materialicen en proyectos útiles a las prioridades socioproductivas del país. De no existir tal planificación estratégica, se corre el riesgo de que tal acervo sea finalmente apropiado por las redes científico-tecnológicas de los países centrales.


    Pero en una estrategia de desarrollo también es imprescindible que se maximicen los impactos industrializantes y de avance tecnológico que ejerce el Estado nacional a través de sus grandes programas de inversión en infraestructura. En ese sentido, los planes de inversión de largo plazo en materia aeroespacial, nuclear, petrolera y ferroviaria pueden constituir, tal cual fueron pensados durante los gobiernos kirchneristas, vectores centrales de la política de industrialización e innovación tecnológica con importantes impactos sobre el entramado de pequeñas y medianas empresas proveedoras. Existen, asimismo, otras fuentes dinámicas de demanda generada por el sector público (la de los medicamentos, por ejemplo), que también deben aprovecharse bajo regímenes de compra gubernamental para la innovación, con el objetivo de intensificar la sustitución de importaciones y la densificación del entramado productivo ya existente.


    Hay muchos otros casos en los cuales se dispone de un acervo de capacidades productivas y tecnológicas que requieren de una política coordinada entre las diversas áreas del sector público para desarrollarse. La coordinación dentro de dicho sector y la generación de una institucionalidad capaz de promover, pero a la vez disciplinar, al sector privado son un requisito ineludible para avanzar en la industrialización.


    Se advierte, en efecto, que en todos estos años el sector privado en su conjunto mostró un pobre desempeño en materia de inversión en I+D. Los datos de la realidad muestran que el importante avance realizado por la Argentina en este terreno –la inversión en I+D como porcentaje del PBI virtualmente se duplicó entre 2003 y 2013 sobre un producto que creció un 93% en esos años– fue liderada por el sector público, ya que la participación de las empresas privadas dentro de ese total, lejos de crecer, se redujo a lo largo de la década.


    Recapitulando…


    Como planteamos al principio de este capítulo, no es tarea sencilla sintetizar en unas pocas páginas las transformaciones económicas ocurridas en la década larga de los gobiernos de Néstor Kirchner y Cristina Fernández. Estamos todavía muy cerca de todos estos acontecimientos y fuimos actores directamente involucrados en ese proceso. Sin duda alguna fue una década ganada para los intereses de las grandes mayorías populares, para la ampliación de soberanía y la acumulación productiva.


    En perspectiva, se comprueba que las determinaciones más relevantes tomadas por el kirchnerismo tuvieron un común denominador: siempre privilegiaron la acumulación productiva por sobre la financiera e implicaron ir contra corriente de lo dictado por el saber convencional. Esto se aprecia en acciones como el desendeudamiento con el FMI, limitar el ingreso del capital especulativo, rechazar la incorporación al ALCA, estatizar los fondos previsionales en poder de las Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones (AFJP), recuperar YPF y devolverle al Estado su rol redistribuidor de riqueza tanto a través del fortalecimiento de la condición salarial como desplegando un conjunto de políticas de ingresos que ampliaron derechos y generaron inclusión social.


    Esta es una lista corta que sólo contiene algunos ejemplos, pero es suficiente para probar la forma en que se aplicó, en la práctica, un modelo que se vio fuerte a partir de la adversidad, quemando las naves al descartar de plano cualquier recomendación de política que respondiera al viejo recetario ortodoxo del ajuste, enfriamiento de la economía y endeudamiento externo.


    Sin embargo, si se piensa en una opción de poder a futuro no podemos plantear (y mucho menos creer) que la simple radicalización del mismo programa de gobierno habilitaría el ingreso en un sendero sostenible de crecimiento e inclusión. Ello implicaría desconocer, entre otras cosas, los problemas estructurales que bajo nuestro gobierno condicionaron la consolidación de los avances logrados e ignorar los cambios operados a nivel internacional y fundamentalmente en la región. Quizá lo más preocupante de esta postura es que implica no haber tomado nota de las limitaciones de los principales actores sociales y de las coaliciones específicas necesarias para mantener el apoyo social.


    Estas páginas buscan profundizar la discusión acerca de las fuentes de la restricción externa que aún son el principal límite a las posibilidades del desarrollo de nuestras naciones. Se proponen indagar acerca de los problemas estructurales heredados del neoliberalismo que fueron insuficientemente encarados por nuestras políticas de gobierno. Y, en todos los casos, dejar planteadas algunas orientaciones que deberían ser parte de una nueva agenda de propuestas hacia el futuro.


    Huelga aclarar que otros temas de crucial importancia para un modelo de desarrollo económico, como la política energética y la cuestión de la inflación, apenas se mencionaron aquí. Elegimos poner el foco en un par de cuestiones más estrechamente vinculadas con la restricción externa. Sin embargo, estos dos temas constituyen ejemplos de las dificultades que tuvimos como gobierno para establecer políticas públicas consistentes. En el primer caso, llegamos con muy poco y muy tarde, como se dice en otras latitudes. Mientras que, en el segundo, la subestimación del problema erosionó nuestra credibilidad y, con el paso del tiempo, desgastó nuestra base electoral. Pero, además, nos arrebató la posibilidad de discutir desde una perspectiva heterodoxa un programa antiinflacionario que no fuera por los carriles establecidos por los regímenes reaccionarios del tipo de metas de inflación, incompatibles con un modelo de desarrollo de las fuerzas productivas nacionales, que hoy vuelven a la escena como la panacea.


    Insistimos en que más allá de las condiciones más o menos favorables imperantes a lo largo de esta década, tanto en el plano local como en el internacional, es importante identificar aquellas cuestiones en las que no nos fue posible dar un salto estructural y definitivo. También lo es reivindicar todo lo logrado: los derechos que se han recuperado, y entre ellos muchos que se alejan de la temática de este capítulo, pero que sin duda constituyen un avance de carácter institucional y democrático importantísimo y que son la base desde la que confrontamos con el nuevo gobierno.


    Hay mucho para perder. No se trata del rebote de un gato muerto, como alguna vez dijo un funcionario del FMI luego de la crisis de 2002, cuando la economía argentina empezó a crecer. Aquí el animal está vivo y en buenas condiciones. A partir de esa vitalidad social –herencia virtuosa de los últimos doce años– y a la hora de convocar para la recuperación de un proyecto nacional de desarrollo y equidad, es nuestro deber político no sólo defender todo lo construido, sino, además, profundizar en las propuestas abordando críticamente los puntos débiles de nuestra gestión y encarando los nuevos desafíos que impone el regreso de la hegemonía neoliberal a la Argentina.
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    3. La apuesta por la integración regional y la defensa de la soberanía


    Un cambio de 180 grados en la política exterior argentina


    Jorge Taiana


    


    Al analizar la política exterior de los doce años de gobierno de Néstor Kirchner y Cristina Fernández, me concentraré en algunos ejes que considero estratégicos:


    


    
      	la defensa de los derechos humanos como parte de la política exterior;


      	la defensa del multilateralismo y del derecho internacional;


      	la apuesta por un nuevo orden multipolar más justo y democrático;


      	el no al Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA) y la profundización de la integración regional;


      	las negociaciones económicas y comerciales en el ámbito multilateral, y


      	la defensa de nuestra soberanía territorial con la reivindicación de la cuestión Malvinas y la presentación ante la Organización de las Naciones Unidas (ONU) de la plataforma continental argentina.

    


    A partir del 25 de mayo de 2003, con la asunción de Néstor Kirchner, la política exterior tuvo un eje distintivo que fue el claro y decidido compromiso con la defensa y promoción del interés nacional. Desde esa perspectiva, la política exterior reflejó las prioridades y necesidades de la nación en la agenda internacional, con el rescate y la actualización de nuestros reclamos históricos, la promoción de valores y principios basados en el respeto y la defensa de los derechos humanos y la democracia, la vigencia del derecho internacional y el multilateralismo, la no intervención en los asuntos internos de otros estados, la solución pacífica de las controversias y el respeto a la soberanía y autonomía de las naciones.


    En un contexto de progresiva recuperación de la Argentina, después de haber sufrido la peor crisis económica y social de su historia, la política exterior inició un camino de fortalecimiento y expansión en el que la defensa de los derechos humanos, la unidad latinoamericana y la integración regional fueron un proyecto estratégico y una verdadera política de Estado.


    Derechos humanos


    La política exterior de la Argentina respecto de los derechos humanos fue muy activa y logró un reconocimiento global. La política exterior de un país exige que su proyección internacional represente su identidad como nación. Esa identidad se construye con su historia, idiosincrasia y valores; con su organización social, política y económica y, por sobre todas las cosas, con los intereses y las necesidades de todos sus habitantes.


    El gobierno decidió avanzar significativamente en la promoción y protección de los derechos humanos tanto en el plano interno como internacional, entendiendo que democracia, desarrollo y derechos humanos conforman un trinomio indisoluble que forma parte de las políticas fundamentales de las naciones más justas. Fuera del país, se desplegó un conjunto de iniciativas, entre las que se destacan el apoyo y la colaboración con los órganos de supervisión universales y regionales, la presentación de reconocidos expertos argentinos para formar parte de diversos órganos y relatorías de derechos humanos, la creación del premio internacional de derechos humanos Emilio F. Mignone, así como la activa participación en acciones de prevención del genocidio y de conmemoración del Holocausto, entre otras.


    Una Argentina con un alto perfil en derechos humanos nos ayudó a consolidar nuestra identidad como nación y a acrecentar nuestra capacidad de liderazgo en un área esencial para el presente y futuro de la comunidad internacional. Nuestro país realizó un aporte inédito al derecho internacional al presentar y lograr la aprobación del derecho a la verdad por parte de la comunidad internacional. Fue la primera vez que la ONU adoptó una resolución que lo reconoce universalmente como un derecho de las víctimas, de sus familiares y de la sociedad toda, en los casos de graves y sistemáticas violaciones de los derechos humanos.


    Desde el inicio del debate sobre la reforma del sistema de Naciones Unidas, la Argentina apoyó con firmeza el fortalecimiento de los mecanismos de protección de los derechos humanos y contribuyó de manera decisiva a la creación del Consejo de Derechos Humanos de la Organización que reemplazó a la antigua y poco eficaz Comisión de Derechos Humanos.


    También se suscribieron instrumentos de gran relevancia como la “Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad” y se ratificó el “Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer”, que dieron continuidad y contenido concreto a una política que le otorgó a la promoción de los derechos humanos un papel central.


    Luego de veinticinco años de lucha del movimiento internacional de derechos humanos y tras años de debate y negociación en Naciones Unidas, se adoptó el texto del primer instrumento jurídico universal contra la desaparición forzada de personas, que establece el derecho de toda persona a no ser desaparecida, e incluye el derecho a la verdad así como el carácter de crímenes de lesa humanidad para las desapariciones masivas y sistemáticas. La Argentina junto con Francia fueron los principales impulsores de la propuesta y jugaron un papel decisivo para lograr por unanimidad la adopción del texto en la Asamblea General de las Naciones Unidas.


    Hoy, nuestro país cuenta con la suficiente credibilidad internacional para presentar iniciativas de esta naturaleza, porque es la primera vez en nuestra historia democrática que la lucha contra la impunidad se sustenta en los cuatro pilares fundamentales para su éxito: memoria, justicia, verdad y reparación. Esos pilares se afirman en la sociedad y los tres poderes del Estado.


    Esta nueva realidad nos permite construir un futuro como nación en el cual la defensa de la democracia y de los derechos humanos es ya parte de la identidad argentina. Este es un tema que indefectiblemente permanecerá en las relaciones internacionales del siglo XXI y que nos coloca en una posición de privilegio como nación.


    Defensa del multilateralismo


    Es en este contexto que la Argentina decidió participar de manera activa a favor de un nuevo orden mundial más democrático, justo y equitativo; y que mantuvo un firme compromiso con todas las iniciativas, tanto multilaterales como regionales, tendientes a promover la democracia, la paz y el desarrollo sustentable, entendiendo que el pleno respeto de los derechos humanos es un punto de partida imprescindible para alcanzarlos.


    Si pensamos en las graves dificultades por las que atravesaba el país en 2003 y, en especial, la relación con el sistema financiero internacional, es fácil entender que la política exterior más de una vez debió enfrentar un sistema de poder e intereses representado por los grandes centros financieros mundiales y por los organismos financieros, económicos y de comercio multilaterales, cuyas políticas y condicionalidades no son compatibles con el modelo de desarrollo e inclusión que deseamos para la Argentina.


    Por lo tanto, resultaba imperioso recuperar una voz propia y un grado de autonomía en las decisiones internacionales. En definitiva, estábamos ante el desafío de construir una política exterior al servicio del desarrollo nacional y el bienestar de las mayorías, incorporando las perspectivas y acciones más eficaces para la defensa de nuestros intereses en el mundo.


    En 2003, en casi toda la región, no sólo en la Argentina, se percibía un claro malestar social con los gobernantes. Esto no era “nostalgia” por el viejo autoritarismo, sino que, por el contrario, ese descontento ponía de manifiesto que los problemas y las limitaciones de la democracia se iban a solucionar con más y mejor democracia. Un elemento central de estos cuestionamientos se originó en la crisis del mal llamado “proceso de modernización económica”, que fue la expresión del neoliberalismo en América Latina. Esa crisis posibilitó, entre otras consecuencias, el surgimiento de nuevos liderazgos en la región, con una mirada distinta y, en materia de las relaciones internacionales, una aspiración de mayor autonomía nacional.


    En ese mismo año se produjo la invasión a Irak, el momento de máxima unipolaridad por parte de los Estados Unidos como potencia hegemónica global. Desde la caída del Muro, la única superpotencia parecía imponer sus condiciones y ordenar el mundo según sus intereses. Sin embargo, en el gobierno supimos comprender que nos encontrábamos ante un orden en transición, que el mundo se encaminaba hacia un sistema multipolar más complejo, con un mayor número de actores protagónicos, con importantes modificaciones en la correlación de fuerzas y en el grado de autonomía de los estados y que nuestro futuro como nación dependía de la coordinación y la cooperación, sobre todo con nuestros socios estratégicos, para fortalecer el multilateralismo y la integración regional.


    En ese contexto se decidió rescatar y desarrollar una política exterior caracterizada por la coexistencia de una fuerte defensa del interés nacional con una histórica aspiración de integración regional, encarnada en el sueño de la Patria Grande, y con la defensa de los valores y principios del multilateralismo y del derecho internacional. Una política exterior que tradicionalmente sostuvieron los gobiernos democráticos de nuestro país y de América Latina y que estuvo signada por el propósito de una efectiva integración regional, la defensa de la soberanía y la autonomía en el plano internacional.


    Para ello era necesario enfrentarse políticamente a esa unipolaridad reinante, que nos negaba cualquier grado de autonomía en la toma de decisiones en materia de relaciones internacionales, y empezar a bregar, en todos los ámbitos en los que teníamos voz, por un nuevo orden mundial en el que las resoluciones fueran consensuadas y adoptadas de manera democrática en todos los organismos y en las reuniones multilaterales. Es decir, fortalecer un orden internacional basado en el multilateralismo y en el derecho internacional.


    Para que el sistema multilateral funcione, es necesaria la existencia de un mundo multipolar. “Multilateral” y “multipolar” son palabras similares, pero tienen distinto significado. La multilateralidad está asociada al sistema de Naciones Unidas concebido en la posguerra, mientras que la multipolaridad depende del surgimiento de países o regiones en condiciones de desafiar o cuestionar un orden mundial subordinado a los intereses de una única potencia hegemónica.


    El gran acierto de la política exterior del kirchnerismo fue apostar a una firme defensa del multilateralismo y, en especial, a la reforma de los organismos multilaterales, como el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial.


    El multilateralismo de unas Naciones Unidas activas nos podía defender de las imposiciones unilaterales de los Estados Unidos, a la vez que generaba una masa crítica entre los países en desarrollo para reformar los organismos multilaterales de crédito, en especial el FMI y el Banco Mundial, conocidos por promover políticas que, en lugar de beneficiar la producción y el desarrollo, invariablemente servían a los centros financieros internacionales cada vez más concentrados y poderosos.


    La grave crisis por la que había atravesado nuestro país como consecuencia de las políticas económicas promovidas y aplaudidas por los centros financieros, los principales organismos económicos multilaterales y la mayoría de los gobiernos de los países industrializados, en particular el estadounidense, había estado acompañada por una política exterior que definió entre sus prioridades las “relaciones carnales” con los Estados Unidos. Este alineamiento “automático” debilitó nuestra relación con los demás países en desarrollo, tanto a nivel regional como multilateral, a la vez que implicó un distanciamiento con las tradicionales posiciones de los gobiernos democráticos argentinos. Por otra parte, tampoco sirvió para evitar el colapso económico y financiero de 2001, ya que en ese momento quedó en evidencia el fracaso del modelo y el aislamiento de la Argentina, que a diferencia de otros países de la región que sufrieron crisis de la deuda, como México en 1995 o Brasil en 1998, no fue rescatada por el FMI o el Tesoro de los Estados Unidos, que tradicionalmente intervenían como prestamistas de última instancia. El resultado es conocido y derivó en la más grande cesación de pagos conocida a nivel mundial.


    La insistencia de Kirchner en denunciar la gravedad de la crisis argentina y la corresponsabilidad del sistema financiero internacional en haber contribuido a generarla tenía un objetivo muy claro: llamar la atención sobre la situación nacional y plantear un camino de recuperación y de crecimiento que no podía ser ahogado por los reclamos de aquellos que también eran corresponsables. La única opción que tenía nuestro país para enfrentar los compromisos pendientes era tener la posibilidad de salir del estado de crisis y emprender un camino sostenido de crecimiento, reconstrucción productiva e inclusión social.


    Este mensaje, reiterado tanto en los foros multilaterales como en las relaciones bilaterales, en especial con los países desarrollados, creó las condiciones políticas para que la propuesta de canje de deuda de 2005 tuviera una elevada aceptación y permitiera a los argentinos el ahorro de no menos de 67.000 millones de dólares.


    La Cumbre del ALCA


    En noviembre de 2005, la Argentina debía ser el anfitrión de la IV Cumbre de las Américas, debido al compromiso que había tomado el gobierno de la Alianza en 2001. El proceso de las Cumbres de las Américas, iniciado en 1994, se inscribió en un escenario mundial signado por la caída del Muro, la formación de bloques, la integración económica y el apogeo del llamado “Consenso de Washington”, basado en la antigua teoría del derrame que suponía que los prometidos beneficios del crecimiento llegarían de algún modo a los sectores más pobres de la población. En este período, América Latina muestra el avance de las transiciones a la democracia, al mismo tiempo que adopta de modo predominante un modelo económico que propiciaba la desaparición del llamado Estado de bienestar, la desregulación de la economía y el libre funcionamiento del mercado como forma de alcanzar el crecimiento.


    Bajo este paradigma surgió la propuesta de establecer el Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA), con un cronograma de negociaciones que finalizaría en 2005. La Argentina, como país anfitrión bajo el gobierno de Néstor Kirchner, decidió romper el paradigma del ALCA, cambiar la agenda hemisférica y proponer como lema “Crear trabajo para enfrentar la pobreza y fortalecer la gobernabilidad democrática”, centrando el debate en la producción y el trabajo. Este lema englobaba tres conceptos muy importantes: “trabajo”, que respondía a la vieja tradición peronista de que “el trabajo dignifica”, pero también la necesidad de crear empleo en la región después del huracán neoliberal que había devastado millones de puestos de trabajo. Por su parte, “enfrentar la pobreza” y “fortalecer la democracia” se basaban en la idea de que, al menos en el largo plazo, las transiciones o recuperaciones de la democracia no pueden ser exitosas si no son capaces de resolver la pobreza y la exclusión, íntimamente ligadas al trabajo.


    Es importante señalar que en ninguna de las Cumbres de Naciones Unidas realizadas durante la década de los noventa con el objetivo de generar una base multilateral al funcionamiento de la gobernanza mundial se trató la cuestión del trabajo. El empleo fue el gran ausente durante el auge del neoliberalismo, desapareció del centro de la escena política y, por el contrario, se recomendaba la precarización laboral como la solución al desempleo.


    La experiencia argentina y de otros países de la región durante la década de los noventa nos había enseñado que el crecimiento económico es una condición indispensable y necesaria, pero no suficiente, para enfrentar las elevadas tasas de desocupación, informalidad y precariedad laboral que aquejan a nuestras sociedades. Por lo tanto, era preciso articular políticas activas que, mientras que propiciaran el desarrollo y la inversión productiva, tuvieran como objetivo prioritario la generación de empleo decente. Por eso, también hablábamos de mejorar la distribución del ingreso y sosteníamos que el trabajo era un vehículo para ello. Por supuesto, no cualquier trabajo, sino el realizado en condiciones formales y dignas.


    El cuestionamiento a la conformación del ALCA no respondía a una posición ideológica, aunque por supuesto tenía muchos componentes ideológicos, sino a una estrategia de inserción en el mundo que cuestionaba una integración hemisférica subordinada a los intereses de los Estados Unidos. A eso nos enfrentamos porque, si la aceptábamos, perdíamos posibilidades de tener un modelo de desarrollo autónomo y una política industrial sustentable. Todos los estudios y modelos de simulación demostraban que el ALCA no hubiera tenido un efecto positivo en las economías y el empleo de la Argentina, Brasil, ni del Mercado Común del Sur (Mercosur) en su conjunto, porque los Estados Unidos, además de ser una potencia industrial, es nuestro gran competidor agrícola. Recordemos que en la Argentina apenas empezábamos a reconstruir el tejido industrial arrasado por la apertura indiscriminada de la década de los noventa.


    La decisión de los presidentes del Mercosur y de Venezuela de rechazar el ALCA fue un paso trascendente para profundizar la integración regional. No habría existido la Unión de Naciones Suramericanas (Unasur) como proyecto de integración y de representación política de Sudamérica, ni habría nacido la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (Celac), si hubiera existido el ALCA, porque en esencia son contradictorios y mutuamente excluyentes, ni tampoco hubiera continuado el Mercosur como proyecto de integración. Tanto la Unasur como la Celac tienen entre sus objetivos el encuentro de los países de la región y la decisión de desarrollar un proyecto de inserción basado en la integración entre iguales, entre países en desarrollo. Y a pesar de las marchas y contramarchas, de los avances y retrocesos, fue y aún es una decisión estratégica correcta.


    Integración regional


    Otro de los ejes principales de la política exterior fue la integración regional, que no se contrapone a la defensa del multilateralismo ni a la apuesta por un mundo multipolar, sino que, por el contrario, se complementan. En un mundo cada vez más interdependiente, la actuación en solitario es tan equivocada como la subordinación al poderoso de turno.


    Así como en el ámbito global bregamos por reglas que todos deban cumplir y que no perjudiquen a un país de desarrollo medio como el nuestro, en el regional apostamos a la integración entre iguales, a la alianza entre países en desarrollo como la respuesta más eficaz para defender nuestros derechos y garantizar las posibilidades de alcanzar un desarrollo sustentable.


    En 2003 nos encontramos con un Mercosur muy debilitado por las distintas crisis por las que habían atravesado sus miembros. Estas reflejaban el fracaso de una concepción de la integración que prevaleció en los años noventa y que, basándose en el neoliberalismo (entonces en boga), sostenía la tesis del “regionalismo abierto” y asimilaba integración con liberación del comercio.


    La crisis de 2001-2002 puso de relieve la importancia del sector externo para las perspectivas de crecimiento de nuestro país y la necesidad de contar con un modelo de desarrollo que nos permitiera mejorar nuestra inserción en la economía regional e internacional. El sector externo no debía condicionar negativamente el crecimiento y el desarrollo económico de la Argentina como muchas veces ocurrió a lo largo de nuestra historia. A partir del cambio de paradigma en la región y del claro liderazgo de los presidentes Kirchner y Lula da Silva, el Mercosur fue una herramienta estratégica a la hora de delinear la política regional, hemisférica y global, en particular en el período 2003-2010. Tanto es así que a partir del papel que jugó en la IV Cumbre de las Américas, Venezuela pidió acceso como miembro pleno al bloque.


    La ampliación del Mercosur fue un mensaje de alto contenido político que puso de manifiesto la existencia de una nueva dirigencia política en la región, con una visión crítica del pasado y con una decidida vocación integracionista. El sueño de una América Latina cada vez más unida, la convergencia de nuestros desarrollos nacionales, los ideales de nuestros libertadores y la reconstrucción de la Patria Grande volvían a estar presentes.


    Esta nueva realidad nos permitió profundizar en la integración económica y política del bloque. Avanzamos en la construcción de una relación estratégica que permitiera a cada uno de los miembros aprovechar y potenciar las oportunidades del proceso de globalización, al tiempo que nos ayudara a minimizar los riesgos que ella implica, superando la vieja visión defensiva que prevaleció durante años. Esa iniciativa abarcadora y multidimensional de la integración quedó de manifiesto en los diferentes acuerdos y entendimientos en materia económica, productiva, política, social, educativa, de derechos humanos, de género, de seguridad y de justicia que se alcanzaron durante estos años.


    Esta estrategia tenía por objetivo vincular un modelo de desarrollo interno con un mayor intercambio e integración productiva con los vecinos de la región, planteando así la necesidad de cambiar una dinámica de relaciones que en varios casos era marginal o casi inexistente y que, donde se había desarrollado, lo había hecho desde una perspectiva únicamente comercial. En el plano económico se trabajó para que el Mercosur potenciara las políticas nacionales de estímulo al aumento de la capacidad productiva nacional y la competitividad. Se pasó de un enfoque de integración exclusivamente comercial a otro de cooperación y de integración productiva que fomentara la complementariedad entre las cadenas de valor regionales.


    Con el objetivo de reducir las asimetrías entre los miembros, se creó el Fondo de Convergencia Estructural del Mercosur (Focem), donde por primera vez se reconoce de manera institucional la necesidad de achicar la brecha entre los países para poder avanzar en el proceso de integración. Se trata de un fondo de 100 millones de dólares anuales que, desde 2006, fueron aportados sobre todo por Brasil y la Argentina (70 y 27%, respectivamente) y destinados en su mayoría a Paraguay y Uruguay (48 y 32%, en cada caso). Aunque insuficiente, este instrumento marcó un punto de inflexión al reconocer las asimetrías existentes y la necesidad de tratarlas.


    Un paso importante en el camino de profundización del proceso de integración fue la creación del Parlamento Mercosur, el Parlasur, establecido por el Protocolo Constitutivo del Parlamento del Mercosur, firmado en 2005 por los presidentes y ministros de Relaciones Exteriores de Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay.


    Su creación fue concebida como una instancia para avanzar en la institucionalización y en la participación de las sociedades en el proceso de integración. Asimismo, su constitución tuvo como objetivo superar las dificultades para la internalización de las normas Mercosur en los ordenamientos jurídicos internos y la falta de obligatoriedad del cumplimiento de estas por parte de sus miembros. También cabe destacar que el Parlasur es independiente de cualquier órgano ejecutivo y que, además, constituye la principal herramienta política de los ciudadanos del Mercosur, debido a que está integrado por legisladores de Argentina, Brasil, Paraguay, Uruguay y Venezuela, de distintos orígenes, visiones, prácticas y partidos políticos. La pluralidad de voces que lo integran fomenta la democratización del Mercosur, enriquece los debates, canaliza las expectativas, necesidades y demandas de los distintos actores, sectores y regiones de cada uno de los países miembros. Por eso el fortalecimiento del Parlasur es un objetivo prioritario en la tarea de revitalizar y avanzar en el proceso de integración.


    La estrategia de integración regional no se limitó a fortalecer los espacios regionales existentes, como el Mercosur, o a dar los pasos tendientes a la creación de otros que tuvieran un alcance geográfico más amplio, como la Unasur y la Celac. Además del accionar en estos foros, la política hacia la región buscó multiplicar las relaciones bilaterales y favorecer los acercamientos políticos y los acuerdos a fin de dotarlos de mayor densidad, volumen y diversidad.


    En este contexto, la Argentina decidió profundizar sus vínculos y su intercambio con los países latinoamericanos, que en conjunto representaban casi el 40% de nuestras exportaciones y el principal mercado para bienes industriales, es decir, aquellos con mayor valor agregado y mano de obra intensivos. Asimismo, alrededor del 45% de nuestras importaciones tenían origen en la región. Esta política de integración no se limitó a las relaciones comerciales, sino que también promovió la firma de acuerdos estratégicos con varios países de la región que contemplaban el desarrollo de proyectos conjuntos en las áreas de energía, infraestructura, investigación y tecnología, complementación productiva, entre otras, así como la cooperación en materia cultural, de transferencia de tecnología y del conocimiento.


    En el caso de los países limítrofes, se fortaleció de manera notoria la relación bilateral. Las coincidencias políticas permitieron coordinar aspectos importantes de las relaciones exteriores, se intensificó el comercio bilateral y, con respecto a la integración física, hubo avances decisivos que facilitaron las comunicaciones y la interconectividad entre regiones confinantes, así como el aprovechamiento conjunto de recursos compartidos. Al mismo tiempo, se crearon mecanismos de cooperación en materia de salud, ciencia y tecnología, y cultura y educación, entre otros.


    Las relaciones bilaterales son estratégicas para la inserción de nuestro país en la región y en el mundo. La profundización de la relación de la Argentina con Brasil en el período 2003-2015 se refleja en la cooperación en todas las dimensiones, en los frecuentes encuentros y visitas bilaterales a nivel presidencial y ministerial y en la existencia del Diálogo de Integración Estratégica Brasil-Argentina, mecanismo de alto nivel para el tratamiento de los principales asuntos de interés bilateral.


    La creciente integración económica ayudó al crecimiento del comercio bilateral que, entre 2003 y 2015, pasó de 9240 millones a 23.090 millones de dólares, registrando un incremento del 150%, con un máximo de más de 34.000 millones de dólares en 2012. La fuerte dinámica comercial bilateral, marcada por el alto porcentaje de productos de alto valor agregado, impacta de manera importante en sectores estratégicos de la industria de ambas economías.


    Brasil y Argentina están unidos por una línea fronteriza que se extiende a lo largo de 1261 km. Sin duda, la política de integración de fronteras constituyó una dimensión esencial en la agenda de cooperación bilateral que se desarrolló a partir de 2003 y que culminó en 2011 con la creación de la Comisión de Cooperación y Desarrollo Fronterizo (Codefro). Esta comisión representa la más alta instancia bilateral en materia de políticas binacionales en la frontera y para la atención de las demandas suscitadas en el ámbito de los Comités de Integración Fronteriza Brasil-Argentina, que se reúnen anualmente en las localidades lindantes de los dos países.


    En la relación con Chile, el Tratado de Maipú de Integración y Cooperación, suscripto el 30 de octubre de 2009, constituyó un hito muy trascendente en el proceso de integración bilateral. Este tratado, complementario al Tratado de Paz y Amistad de 1984, refleja el progreso alcanzado en las relaciones bilaterales y los logros obtenidos en todas las áreas de interés común, inaugurando un verdadero proceso de integración. Los compromisos derivados de este tratado y de sus protocolos complementarios son variados y se refieren a materias de conectividad física y facilitación fronteriza, comerciales, de defensa, consulares, entre otros.


    La relación con Uruguay ha sido tradicionalmente muy intensa y abarcadora de casi todos los temas posibles. La estrecha interconexión y la diferencia de tamaño de ambos países hacen que la economía de Uruguay sea muy sensible al nivel de actividad y a las políticas económicas que aplique la Argentina. Más allá de algunas diferencias comerciales, lo cierto es que en 2004-2010 la relación entre los gobiernos de la Argentina y Uruguay estuvo tensionada por la decisión de las autoridades uruguayas con respecto a la instalación de dos plantas productoras de pasta de celulosa sobre el río Uruguay, sin respetar los mecanismos de información y consulta previa establecidos en el Estatuto del Río Uruguay, lo que motivó la reacción la Argentina y llevó a una controversia bilateral que se resolvió en la Corte Internacional de La Haya. Finalmente, la controversia se superó con la relocalización de una de las plantas y la firma en 2010 del acuerdo técnico que estableció las pautas del monitoreo ambiental conjunto que debe realizarse en la planta UPM (ex Botnia) y el río Uruguay.


    Al mismo tiempo que se profundizaban las relaciones con los países limítrofes, que por razones obvias constituyen un eje fundamental en el proceso de integración regional, se reforzaron notoriamente los lazos con los demás países latinoamericanos, destacándose los importantes acuerdos estratégicos alcanzados con Venezuela y México.


    A lo largo de la historia, las relaciones entre la Argentina y Venezuela fueron fraternas, pero no habían alcanzado un desarrollo significativo en el plano económico y comercial. Desde el primer encuentro, los presidentes Chávez y Kirchner expresaron una firme voluntad política de cambiar esa situación, intensificar las relaciones políticas bilaterales y profundizar la integración energética, económica y productiva entre ambos países. Se propusieron avanzar en una intensa cooperación bilateral, con el establecimiento de mecanismos aptos para promover las relaciones económicas y las inversiones, y ahondar en el intercambio cultural y científico al servicio de la creación de un sendero de cooperación e integración latinoamericana. El resultado de ese accionar fue un notorio crecimiento de las exportaciones argentinas a ese destino.


    Las relaciones con México también mostraron resultados importantes, entre los que se destaca la firma, por parte de los presidentes Calderón y Kirchner, del Acuerdo de Asociación Estratégica en 2007 y la puesta en marcha del Consejo de Asociación Estratégica en 2008, durante la visita del entonces mandatario mexicano a nuestro país. La suscripción de estos acuerdos puso de manifiesto la voluntad política de ambos gobiernos de fortalecer y profundizar la relación bilateral en todas sus dimensiones.


    Economía y comercio en el ámbito multilateral


    Durante estos últimos doce años, la Argentina destacó la urgencia de reemplazar la actual estructura financiera y económica internacional por otra capaz de garantizar la estabilidad económica global, entendiendo que el mundo debe avanzar hacia sistemas económicos nacionales y mundiales basados en adecuados controles y regulaciones, mayor transparencia y democratización en la toma de decisiones. Asimismo, nuestro país propuso que los organismos multilaterales de crédito se centraran en temas importantes para el conjunto de la población mundial como son la seguridad alimentaria, el desarrollo humano, las obras de infraestructura, la reducción de la pobreza, la inclusión social y económica y la promoción de un patrón de crecimiento más equilibrado socialmente y sustentable en términos ambientales.


    En particular, esta posición fue sostenida en las reuniones ministeriales y en las cumbres presidenciales del G-20. Vale la pena recordar que el Grupo de los 20 se creó en 1999 como consecuencia de la profunda crisis asiática y de la volatilidad financiera mundial, y su objetivo fue facilitar el diálogo y la coordinación de políticas entre los países del G-7 y las economías emergentes más importantes.


    El estallido de la crisis internacional en 2008 puso en evidencia la inestabilidad del sistema financiero internacional y la incapacidad de sus principales instituciones para prevenir y evitar una crisis sistémica, así como la ineficacia del G-7 para actuar como “directorio” de la economía mundial. Es en este contexto que en noviembre de 2008 se realiza la primera cumbre de presidentes del G-20. Con dicha incorporación, este organismo ganó relevancia, y al mismo tiempo comenzó a reflejar la emergencia de un nuevo orden mundial multipolar.


    La Argentina, junto con otros países emergentes, sostuvo que esta nueva crisis de la economía mundial era consecuencia de la excesiva desregulación financiera, tanto de los sistemas financieros domésticos como del sistema internacional. Por lo tanto, los países debían coordinar políticas tendientes a promover medidas anticíclicas de impulso a la demanda, una reforma del sistema financiero internacional y de los organismos de crédito multilaterales, la erradicación de los paraísos fiscales y un cambio en la política de flexibilización en el mercado de trabajo por otra que favoreciera la creación de trabajo decente. La posición argentina tenía por objetivo que, en el corto plazo, las políticas anticíclicas fiscales y monetarias permitieran superar la crisis; y, en el mediano y largo plazo, que la regulación del sistema financiero y la reforma del sistema monetario mundial posibilitaran una mayor estabilidad de la economía global.


    Nuestro país, a partir de la crisis económica mundial, empezó a ser observado y analizado por renombrados economistas, no sólo por las causas que provocaron el estallido en 2001, sino también por las políticas heterodoxas aplicadas que le habían permitido empezar a crecer a altas tasas. Asimismo, se generó un importante debate a nivel global acerca de los principios que deberían regir la reestructuración de las deudas soberanas.


    En 2015 la Asamblea General de la ONU aprobó la resolución propuesta por la Argentina, consensuada por el G-77 + China, que estableció los principios para la reestructuración de las deudas soberanas, entre los que se destaca que si una renegociación de deuda es aprobada por una mayoría calificada, debe ser acatada por el resto de los tenedores de títulos. También es importante el principio de la “sostenibilidad”, que establece que las reestructuraciones de la deuda deben realizarse de manera oportuna y eficiente, y crear una situación de endeudamiento estable en el Estado deudor, preservando desde el inicio los derechos de los acreedores y a la vez promoviendo el crecimiento económico sostenido e inclusivo y el desarrollo sostenible, minimizando los costos económicos y sociales, garantizando la estabilidad del sistema financiero internacional y respetando los derechos humanos.


    Si bien la resolución no tiene efectos retroactivos ni los principios son vinculantes, representa un paso importante para una futura regulación del sistema financiero global, a fin de limitar el accionar del capital financiero especulativo, en particular de los llamados “fondos buitre”.


    La resolución fue aprobada por una amplia mayoría de votos, con la oposición o la abstención de los países de la Unión Europea, Estados Unidos, Japón y Canadá. Por otro lado, cabe señalar que las relaciones con estos países se vieron condicionadas en cierta medida por las restricciones que produjo el default y las complejas consecuencias que dejó, por ejemplo, las reestructuraciones de la deuda, las controversias en el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (Ciadi), la deuda con el Club de París, los juicios realizados por tenedores de bonos, principalmente en los Estados Unidos, Italia, Alemania y Japón.


    Sin embargo, las relaciones a nivel bilateral con la mayoría de los países desarrollados registraron un importante crecimiento de la balanza comercial y se recuperó el flujo de inversiones luego de la reestructuración de la deuda en 2005. A nivel político, se mantuvieron coincidencias sobre todo en los temas vinculados a la democracia, la no proliferación, la lucha contra el terrorismo internacional y en el área de la cooperación científico-tecnológica. Un ejemplo de esas relaciones fue la Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno de la Unión Europea y América Latina y el Caribe, copresidida por la Argentina y España.


    En el ámbito multilateral, el gobierno también se destacó por su firmeza en las negociaciones en la Organización Mundial de Comercio (OMC). Este organismo, que reemplazó al Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT) a partir del Acuerdo de Marrakech de 1994, inició en 2001 la llamada “Ronda de Doha” o “Ronda del Desarrollo”. Este proceso de negociación largo, complejo y plagado de dificultades por los intereses contrapuestos tuvo entre sus mandatos el desarrollo y la corrección de los desequilibrios sistémicos del sistema multilateral de comercio.


    Sin embargo, los países desarrollados exigían que en agricultura se les reconociera un alto número de productos que no fueran alcanzados por las reducciones arancelarias y, entre otros beneficios, pedían amplias flexibilidades para continuar los subsidios a su producción. Por el contrario, demandaban una reducción exagerada (mayor al 50%) de los aranceles industriales de los países en desarrollo. Las diferencias señaladas impidieron que se pudiera llegar a las coincidencias necesarias como para finalizar la Ronda.


    La posición del gobierno fue clara desde el principio y apuntaba a resolver progresivamente los desequilibrios que presenta el sistema multilateral de comercio. La Argentina, junto con otros países en desarrollo, debía aceptar un acuerdo sólo si era capaz de garantizarse un espacio adecuado para diseñar y ejecutar políticas industriales. Al mismo tiempo, se debía avanzar en una reforma que terminara con las políticas agrícolas aplicadas por los países desarrollados, que limitan la expansión de las exportaciones agrícolas de los países en desarrollo a esos mercados. Esta posición fue coherente con el propósito de fortalecer el sistema multilateral y de defender el interés de nuestro país y el de los países en desarrollo.


    En la Reunión Ministerial de Cancún, en 2003, la Argentina se transformó en un actor relevante y participó en la creación del G-20. Este grupo está integrado por países en desarrollo que comparten el objetivo de avanzar en una reforma de la política agrícola puesta en práctica durante más de cuatro décadas por los países desarrollados. El liderazgo argentino también se reflejó en la Declaración Ministerial de Hong Kong, al introducir un párrafo que sirvió para demostrar por dónde pasaba el equilibrio de las negociaciones e impedir que los países desarrollados impusieran sus pretensiones de protección de la agricultura, al tiempo que demandaban una profunda liberalización en bienes industriales.


    Nuestra posición y actuación en la OMC siempre respondió al convencimiento de que para alcanzar una sociedad más justa es necesario promover un sistema económico mundial equilibrado, en el cual los beneficios se distribuyan en forma equitativa entre las naciones. Si bien las negociaciones económicas multilaterales fueron decisivas, sobre todo para evitar que se impusieran reglas generales contrarias a nuestro interés, estas tuvieron que complementarse con un activo accionar bilateral que permitiera hacer efectiva la apertura de los mercados externos y el ingreso de nuestros productos. Esto suele requerir una tarea paciente que implica la firma de numerosos acuerdos que se alcanzan luego de negociaciones en las que se establecen las condiciones de ingreso de los bienes, se fijan estándares de calidad, normas fitosanitarias y la superación de no pocas barreras paraarancelarias que limitan la venta de nuestros productos.


    La defensa de nuestra soberanía


    Al asumir la presidencia, el 25 de mayo de 2003, Néstor Kirchner adelantó el cambio de rumbo que la política exterior adoptaría sobre la cuestión de las islas Malvinas, lo que dio comienzo a una política de firmeza y coherencia, tanto a nivel bilateral como multilateral, sobre los legítimos derechos de soberanía argentina sobre las islas Malvinas, Georgias del Sur y Sandwich del Sur y los espacios marítimos circundantes. Una política cuyo objetivo consistía en restablecer el énfasis en las posiciones sustantivas argentinas y en la reanudación de las negociaciones de soberanía con el Reino Unido.


    Un elemento fundamental de esta política fue la activa y constante presencia argentina en los organismos internacionales y regionales para reafirmar sus legítimos derechos soberanos y denunciar el incumplimiento por parte del Reino Unido del mandato impuesto por la comunidad internacional, que representa un comportamiento inadmisible para un país miembro permanente del Consejo de Seguridad, con responsabilidades en materia de paz y seguridad internacionales.


    Además del apoyo anual recibido en las Naciones Unidas, a partir de 2004 y tras un proceso de revitalización de la Asamblea General, la cuestión Malvinas pasó a figurar de modo permanente en la agenda de la ONU, así como en el seno de la Organización de Estados Americanos (OEA). La persistente acción diplomática multilateral en defensa de la soberanía argentina de las islas se extendió a múltiples organizaciones regionales y birregionales. Foros regionales como el Mercosur, la Unasur y la Celac manifestaron su respaldo a nuestros legítimos derechos soberanos, además de sumarse al llamado de la comunidad internacional para que ambos gobiernos reanudaran las negociaciones a fin de solucionar la disputa. Otros foros multilaterales como el G-77, la Cumbre América del Sur-Países Árabes (ASPA), Cumbres Iberoamericanas de Jefes de Estado y de Gobierno, y la Zona de Paz y Cooperación del Atlántico Sur (ZPCAS) reiteraron el mandato de la comunidad internacional, instando a ambos países a encontrar una solución pacífica a la disputa de soberanía.


    El resultado de la persistente acción argentina ha sido volver a poner en la agenda internacional la permanencia de una arcaica situación colonial que el Reino Unido quiere ocultar y tergiversar, mientras que numerosos países se suman al reconocimiento expreso de los derechos soberanos argentinos.


    En esta política de reafirmación de la cuestión Malvinas, un objetivo prioritario fue el avance por convertir el reclamo argentino en uno que sea sentido como propio por América Latina en general y por América del Sur en particular. No tenemos duda alguna de que en la medida en que Malvinas se convierta en un reclamo regional, las perspectivas de sentar a los británicos para discutir sobre la soberanía estarán más cercanas. Asimismo, Malvinas se convertirá en un reclamo regional si se consolida la integración. En este siglo XXI signado por la disputa por los recursos naturales ningún país de la región puede aceptar que una potencia extranjera ocupe militarmente un territorio y explote sus recursos en forma ilegal.


    Esta misma firmeza caracterizó la relación bilateral con el Reino Unido que, además de negarse a iniciar negociaciones, tomaba decisiones unilaterales e ilegítimas sobre aspectos prácticos del Atlántico Sur, contrarias a las resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas y a los entendimientos bajo fórmula de soberanía. Esos acuerdos, firmados en los años noventa, no sólo no lograron acercar a las dos partes a la mesa de negociaciones, sino que además le brindaron al Reino Unido una oportunidad para intentar consolidar una situación de hecho y transmitir una deliberada sensación de supuesta normalidad y relativa satisfacción de la Argentina con los acuerdos alcanzados.


    A partir de 2003, el gobierno argentino invitó al Reino Unido a reflexionar sobre su renuencia a cumplir con el reiterado llamado de la comunidad internacional, a la vez que le manifestó que la Argentina sólo estaba dispuesta a continuar la cooperación bajo fórmula de salvaguardia de soberanía en aspectos prácticos del Atlántico Sur, siempre y cuando esta resultara equilibrada y contribuyera a establecer un ambiente propicio para la reanudación de las negociaciones de soberanía.


    Así, en noviembre de 2003, se comunicó al Reino Unido que la Argentina no autorizaría, en adelante, vuelos no regulares de terceros países a las islas Malvinas. Al mismo tiempo, se propuso al Reino Unido alcanzar un entendimiento para establecer servicios aéreos regulares y directos, bajo fórmula de salvaguardia de soberanía, entre las islas y el territorio continental argentino realizados por empresas aerocomerciales nacionales. Sin embargo, tras varios intercambios, el Reino Unido no aceptó poner fin a la exclusión argentina, a pesar del tiempo transcurrido desde el conflicto de 1982 y el compromiso de nuestro país de encontrar una solución por la vía pacífica a la disputa de soberanía.


    En relación con la conservación de recursos pesqueros, la cooperación bilateral se vio gravemente afectada en 2005 a raíz de la pretensión del Reino Unido de adjudicar derechos de propiedad por hasta veinticinco años sobre recursos pesqueros de las aguas circundantes a las islas Malvinas. La Argentina notificó al Reino Unido su rechazo y protesta por esta ilegítima medida que derivó en que nuestro país cuestionara su participación en la Comisión de Pesca del Atlántico Sur.


    También en materia de exploración y explotación de hidrocarburos, el gobierno argentino advirtió reiteradamente al Reino Unido acerca de las implicancias de su continuo accionar unilateral en abierta contradicción con el compromiso de cooperación asumido por ambos países. Ante este comportamiento, violatorio de nuestros derechos soberanos, en marzo de 2007 el gobierno decidió dar por terminado dicho compromiso debido a la exploración unilateral de áreas de la plataforma continental argentina con el propósito de extraer recursos no renovables que pertenecen a los argentinos.


    Ese mismo año la Secretaría de Energía adoptó una resolución que establece un sistema de restricciones en el Registro de Empresas Petroleras, en el cual debe revistar toda empresa que opere en el país. Asimismo, en 2011 el Senado convirtió en ley por unanimidad una iniciativa impulsada en Diputados por Fernando “Pino” Solanas, que sanciona a aquellas empresas que realicen exploraciones petroleras en zonas de la plataforma continental argentina sin permiso del gobierno nacional, defendiendo especialmente la soberanía argentina sobre las islas del Atlántico Sur. La ley interpreta la resolución de la Secretaría de Energía que prohíbe a las empresas petroleras o subsidiarias que operan en Malvinas trabajar en la Argentina.


    En diciembre de 2013, en el ámbito del Ministerio de Relaciones Exteriores, se crea la Secretaría de Asuntos Relativos a las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sandwich del Sur y los Espacios Marítimos Circundantes, y se nombra a su cargo a Daniel Filmus. A lo largo de su gestión, hasta diciembre de 2015, Filmus se ocupó de implementar una serie de importantes estrategias y acciones en las relaciones exteriores que profundizaron la defensa de los derechos e intereses argentinos respecto de la cuestión Malvinas.


    La decisión de elevar el área al nivel de secretaría fue una reafirmación de la presidenta Cristina Fernández del profundo compromiso con la defensa de la soberanía y con todas aquellas estrategias tendientes a recuperar las islas de manera pacífica. Sin embargo, entre las primeras medidas de política exterior del presidente Macri se resolvió bajar el rango de secretaría a subsecretaría, enviando de esta manera un inequívoco mensaje acerca de la prioridad que el actual gobierno le otorga a un tema tan relevante para nuestro país.


    En 2009, la Argentina se presentó ante la Comisión de Límites de la Plataforma Continental (CLPC) –órgano científico integrado por veintiún expertos internacionales de reconocido prestigio y creado por la Convención de las Naciones sobre el Derecho del Mar– y rechazó la intención del Reino Unido de hacer una presentación relativa al límite exterior de la plataforma continental generada a partir de las Malvinas. La CLPC desistió de considerar tal presentación debido a que la Argentina ya había efectuado la suya, la que naturalmente incluyó el territorio continental e insular y el Sector Antártico Argentino.


    El 11 de marzo de 2016, la CLPC adoptó por unanimidad las recomendaciones sobre la presentación argentina. Esta decisión tiene gran relevancia para nuestra soberanía. Nuestro país, al igual que otros que poseen amplias plataformas continentales, debió hacer su presentación en cumplimiento de las disposiciones de la Convención sobre el Derecho del Mar para ser evaluada por la CLPC en el marco de Naciones Unidas. El trabajo realizado significó una exhaustiva recopilación de datos, relevamiento y procesamiento que se extendió por casi diez años y que culminó cuando el informe final, de más de cuarenta tomos, fue presentado en abril de 2009.


    El 25 de mayo de 2003, cuando asumió la presidencia Néstor Kirchner, nos encontramos con que los trabajos programados estaban retrasados debido al impacto de la crisis económica y que, por lo tanto, estábamos en riesgo de no poder cumplir las tareas en el plazo previsto por no contar con todos los datos necesarios para fortalecer la posición argentina. Desde el gobierno le otorgamos la máxima prioridad a los trabajos de recopilación geofísica y geológica, la información batimétrica, cartográfica, geodésica, al establecimiento de las líneas de base, así como al equipamiento de un buque especial del Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (Conicet) que realizó su primera campaña batimétrica a comienzos de 2007, relevando datos adicionales.


    La presentación realizada por nuestro país permitió establecer el límite exterior de la plataforma continental, sobre la cual ejerce derechos de soberanía la nación argentina en materia de exploración y explotación de sus recursos naturales, comprendiendo el lecho y subsuelo de las áreas submarinas que se extienden más allá de su mar continental y a todo lo largo de la prolongación natural de su territorio continental, las islas del Atlántico Sur y el Sector Antártico Argentino. De esta manera, logramos adicionar 1.782.645 km2 de plataforma continental a los ya existentes.


    Si bien la CLPC, al igual que en otros casos conflictivos, dejó en suspenso el análisis del área de las islas del Atlántico Sur hasta que se resolviera la disputa por soberanía, es muy importante que Naciones Unidas, una vez más, haya reconocido la existencia de una disputa de soberanía sobre la cuestión Malvinas y no haya ordenado la formación de una subcomisión para analizar la posición británica, lo que hubiera dejado en suspenso la aprobación del límite de nuestra plataforma continental.


    Esta importante labor fue coordinada por la Cancillería argentina a través de la Comisión Nacional del Límite Exterior de la Plataforma Continental (Copla), constituida en 1998 e integrada por representantes del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Ministerio de Economía y Producción y el Servicio de Hidrografía Naval. La información contenida en la presentación comprende desde las mediciones iniciales para asegurar la continuidad de la plataforma argentina con el espacio continental hasta complejos estudios de gabinetes técnicos y los resultados de las doce campañas oceanográficas en las que se recolectó la información necesaria para dar el sustento técnico en conformidad con las directrices de Naciones Unidas.


    La presentación nacional estableció el límite exterior de la plataforma continental de manera inequívoca sobre todos los espacios que integran el territorio nacional, el que naturalmente incluye las islas Malvinas, Georgias del Sur y Sandwich del Sur, así como el Sector Antártico Argentino, culminando un esfuerzo técnico-diplomático conjunto que redunda en una reafirmación aún más sólida de nuestros legítimos derechos soberanos. Este nuevo límite exterior de la plataforma continental argentina es un hecho histórico que reafirma los derechos de soberanía del país en una zona política, económica y estratégicamente tan importante como es el Atlántico Sur.


    Conclusiones


    En un mundo inestable, con cambios trascendentes en el sistema económico y financiero y la emergencia de nuevos centros de poder, la apuesta por profundizar la integración regional fue acertada, dado que es una estrategia que en sí misma favorece las posibilidades de desarrollo de los países, a la vez que les permite potenciar su voz en la escena internacional y defenderse de las imposiciones unilaterales y de las presiones de poderosos intereses financieros y corporativos globales.


    La crisis financiero-económica mundial desencadenada en 2008 frenó el ritmo de avance de la integración. Luego de la recuperación que se logró en 2010-2011, gracias a las políticas anticíclicas, la región se vio cada vez más afectada por la pérdida de impulso de la economía y el comercio mundial, en particular de China y Europa, lo que afectó en especial a Brasil, nuestro principal socio.


    Como consecuencia de la crisis los gobiernos han vuelto a focalizarse en los aspectos comerciales del proceso de integración desde una perspectiva defensiva, creando más trabas y barreras dentro del Mercosur y paralizando la construcción de cadenas de valor e integración productiva. Se trata de un error político-estratégico, porque en este nuevo escenario, con un mundo multipolar en conformación y con la consolidación de nuevos bloques, una de las principales prioridades como país debería ser volver a dar impulso a la integración. Para esto es necesario identificar y fomentar las complementariedades sectoriales, cooperar y coordinar en materias tan importantes como infraestructura, ciencia y tecnología, desarrollo nuclear y espacial, protección de los recursos naturales y del medio ambiente, así como avanzar en la consolidación y profundización de la institucionalidad del Mercosur y la Unasur.


    A pesar de los importantes avances que se produjeron en estos últimos doce años, tanto en el Mercosur como en la Unasur, aún son varias las asignaturas pendientes. Un ejemplo claro de la pérdida de impulso del proceso de integración es el atraso de la puesta en marcha de un banco de desarrollo regional. Si bien el Banco del Sur existe formalmente en los papeles, es una iniciativa que no terminó de concretarse porque los países miembros no integraron el capital al que se habían comprometido. El Banco del Sur fue concebido como un organismo de desarrollo que buscaba superar las limitaciones y los condicionamientos de los créditos tradicionales del Banco Mundial, el FMI o el propio Banco Interamericano de Desarrollo (BID). Es lamentable que no se haya puesto en marcha, mientras que los Brics –Brasil, Rusia, India, China y Sudáfrica, que crearon un banco de desarrollo a fines de 2013 en la Cumbre de Sudáfrica– están muy avanzados en esa tarea.


    Alcanzar los objetivos planteados tanto en el Mercosur como en la Unasur requiere mucho más que la voluntad política de los presidentes, es necesario poder avanzar en la creación de instituciones que permitan profundizar y consolidar el proceso de integración en todas sus dimensiones: cooperación, infraestructura, energía y finanzas, educación, salud, defensa, creación de cadenas de valor, integración productiva, etc.


    En el caso de la Unasur esa construcción debe tener la flexibilidad necesaria para admitir las diferentes estrategias económicas y de inserción internacional que se dan en la región. La Unasur fue exitosa como ámbito de coordinación política, como espacio de identidad regional, y debe consolidar la cooperación en el área de defensa, en el desarrollo de la infraestructura, la conectividad y la energía en la región. En un mundo donde se multiplican los conflictos violentos, América del Sur, como Zona de Paz libre de armas de destrucción masiva, tiene un valor y una relevancia destacada.


    También fue acertado apostar por un orden que implicaba el fin del unilateralismo y la emergencia de un mundo más multipolar. La política de afianzar lazos con los grandes países emergentes, que nos llevó a firmar acuerdos bilaterales de asociación estratégica con China, India y Rusia, nos permitió diversificar el destino de nuestro comercio, el origen de las inversiones directas y las fuentes de recursos de financiamiento. Esa apuesta por un mundo multipolar no sólo incluyó profundizar las relaciones con los grandes países emergentes; en un sentido más amplio, se fortalecieron todas las relaciones Sur-Sur, tanto en lo político como en lo económico y en la cooperación técnica.


    En estos años, a pesar de tener que superar una profunda crisis económica, logramos desarrollar una política exterior activa que nos permitió recuperar autonomía en las decisiones y fijar prioridades para su inserción internacional. A nivel multilateral integramos por dos períodos el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, fuimos un actor importante en los temas de no proliferación, jugamos un papel destacado en las negociaciones comerciales de la Ronda de Doha, así como un rol activo en el G-20 por el reclamo de la reforma del sistema financiero internacional. En la región, nuestro país fue un actor fundamental para consolidar el Mercosur y en la gestación de la Unasur y la Celac.


    La crisis económica mundial impactó negativamente en las economías de los países de la región que registraron una importante baja en los precios de sus principales productos de exportación, una marcada desaceleración en las tasas de crecimiento y una caída del comercio intrarregional. Estamos ante un escenario de escasez y dificultades, agravado por la reprimarización, concentración y extranjerización de nuestras economías. La situación económica tuvo y tiene un correlato en la política que se refleja en un creciente descontento que erosiona las bases de los proyectos populares y progresistas, que durante la última década impulsaron políticas destinadas a mejorar la redistribución del ingreso y el consumo en los sectores populares. Hoy, en toda la región las fuerzas conservadoras recuperan espacio y buscan hacerse del gobierno para iniciar un nuevo ciclo político económico que actualice las propuestas del neoliberalismo, apostando una vez más a la teoría del derrame que significa favorecer a los grupos más concentrados y disciplinar socialmente a las mayorías.


    En la política exterior, esta nueva realidad se expresa en una pérdida de la centralidad del proyecto de integración regional, en un retorno a las formas de “regionalismo abierto” que sean compatibles con una total liberalización comercial y en la apuesta a un fuerte alineamiento con los Estados Unidos, los organismos multilaterales de crédito y el sistema financiero global. En la Argentina estas políticas se iniciaron con un nuevo ciclo de endeudamiento externo, que se presenta como una herramienta central de la política económica y que justifican como el único remedio posible para salir de la recesión y la destrucción de empleo que ellos mismos provocaron a partir del 10 de diciembre. Este nuevo ciclo de endeudamiento vendrá acompañado de las condicionalidades que siempre imponen el FMI y el sistema financiero a los países tomadores de deuda, restándonos autonomía y grados de libertad en nuestras decisiones soberanas.


    La pérdida de centralidad del Mercosur, el alineamiento con los Estados Unidos, la búsqueda de un acuerdo con la Alianza del Pacífico y la decisión de profundizar la liberalización del comercio agravarán aún más los problemas por los que atraviesa el Mercosur y dejarán en segundo o tercer orden el impulso a la Unasur y a la Celac. Ante esta perspectiva, los que creemos que la única posibilidad de desarrollo sustentable radica en la integración regional debemos multiplicar nuestros esfuerzos para que el debate por la integración y la lucha contra la pérdida de autonomía nacional sea una tarea que se coordine entre las distintas fuerzas sociales, económicas y políticas que aspiramos a una Argentina justa, libre, soberana y regionalmente integrada.

  


  
    4. Las políticas de la década kirchnerista


    Aciertos y equivocaciones de una verdadera y modesta revolución democrática


    Mempo Giardinelli


    


    Introducción


    Echar una mirada sobre los doce años de gobierno de Néstor Kirchner y Cristina Fernández parece sencillo a primera vista. No es difícil enumerar logros, e incluso críticas, y delinear un panorama en general positivo de sus tres períodos de gobierno: uno de él y dos de ella. De hecho, muchos periodistas lo hicieron, y en la campaña electoral de 2015 fue evidente que esos doce años, en términos de cambios políticos, económicos, sociales y culturales, fueron una verdadera y modesta revolución democrática, tanto para sus partidarios como para sus enemigos. Y así será, probablemente, para todo exégeta de la política de este país en el futuro.


    Sin embargo, la pregunta fundamental por ahora (mayo de 2016, cuando se escribe este capítulo) parece la siguiente: ¿por qué la sociedad argentina decidió no seguir el camino de los mejores logros de aquella experiencia y, por el contrario, aceptó la dudosa promesa de un “cambio” que la remitió de inmediato a tiempos que parecían superados?


    En otras palabras: si tan buenos y tan grandes fueron los avances del kirchnerismo en materia de reindustrialización y empleo; soberanía y autodeterminación; y educación, salud y previsión social, ¿por qué la mitad ligeramente mayoritaria del electorado decidió clausurar todo eso y retomar viejas fórmulas políticas que sin duda destruían al Estado entendido como comunidad de intereses? ¿Por qué la inmensa mayoría de la ciudadanía prefirió olvidar o negar todo lo que ya había afectado su trabajo, dignidad, educación, salud y ascenso social en el proceso culminado en 2001 y 2002?


    La respuesta no es sencilla. Más aún, es el problema. Porque en la realidad argentina de 2016, y de cara al futuro inmediato, no sirven respuestas resultantes de miradas binarias. Aunque es un hecho que hoy este es un país en exceso binarizado, si se permite el neologismo. Y prueba de ello es no sólo la propaganda o moda del concepto de “grieta”, sino el hecho concreto y visible de que aquel esbozo de revolución en pocos meses está siendo reemplazado por una revolución verdadera, esta más contundente y veloz, aunque de sentido diametralmente inverso. Es la revolución conservadora que viene a restaurar los privilegios y las asimetrías históricas de la Argentina en todos los órdenes –político, económico, social y cultural– por medio de la destrucción del Estado, al que una vez más empequeñece y pone al servicio de tradicionales, retrógrados intereses minoritarios y de clase.


    Esta restauración, inesperadamente rigurosa y precisa, prefigura un futuro muy incierto cuyas señales son, mientras escribo este texto, todas sombrías. Lo que exige una mirada forzosa y sincera, nada complaciente, ya que esa y no otra es la mejor manera de entender la transición brutal que vive la Argentina desde el 10 de diciembre de 2015. De ahí que las preguntas complementarias que aquí se proponen para promover la reflexión son, entre otras: ¿acaso el kirchnerismo fue sólo una ilusión engañosa? ¿Qué autocrítica correspondería hacer, entonces? ¿Qué debería plantearse una dirigencia política opositora al actual modelo neoliberal macrista? ¿Es posible, vislumbrable, un retorno del kirchnerismo en el corto o mediano plazo? ¿O el kirchnerismo, como se diría vulgarmente, “ya fue”? Todo eso.


    Todas esas preguntas son bastante resistidas porque los interrogantes llevan de manera directa e ineludible a una primera hipótesis odiosa: el proceso más avanzado en términos de justicia social y derechos humanos en toda la historia argentina de los últimos cincuenta años se derrotó a sí mismo, puesto que terminó, en gran medida, a causa de sus propios errores, tanto de gestión como de cálculo y procedimiento electoral. Acabó, puede decirse, por miopías o cegueras propias que es imprescindible exponer, autocriticar y, si cabe, corregir de cara al futuro.


    Durante por lo menos el aciago año 2015, todos los datos de lo que se venía estuvieron a la vista, y las señales y luces amarillas, encendidas. Pero la cerrazón del gobierno kirchnerista y en particular de la presidenta fueron casi totales. Y así le fue. Y así nos fue. Y esto hay que decirlo desde el comienzo del análisis, aunque duela o moleste, so pena de leer una vez más erróneamente el presente político.


    Kirchnerismo versus neoliberalismo


    Cristina Fernández de Kirchner como presidenta de la República Argentina, que se recuerde, fue la mandataria que más polarizó afectos y adhesiones de un lado, y todo el malhumor y el resentimiento de que es capaz esta colectividad del otro. Igual o casi que Juan Domingo Perón en su segundo mandato, iniciado cuando ganó las elecciones de 1952 y hasta que fue derrocado por el golpe de Estado de 1955. Y bastante más que Carlos Saúl Menem durante la década de los noventa.


    No parece casual que todos ellos, con sus diferencias, tuvieran una misma matriz ideológica. Sin duda, esa condición común a todos ellos –el peronismo– motivó en esencia el repudio de buena parte de la ciudadanía hacia Cristina Fernández. De diversos modos y con dificultades para disimular y ocultarlo, esos sectores siempre han sentido un profundo odio de clase hacia todo lo que cabe en el concepto “nacional y popular”. Dicho con brutal franqueza y parodiando el lenguaje de las dizque clases altas y oligarquías aristocráticas, ese odio se destina a la negrada, las clases bajas que vienen de antiguos gauchajes o descienden de inmigrantes anarquistas, comunistas, socialistas radicalizados y de otros suburbios de la sociología política, quienes siempre reclamaron lugares en la mesa abundantísima del país que se autocalificaba “granero del mundo”, pero que jamás consiguió resolver el hambre de su pueblo.


    Lo cierto es que esta mujer, parafraseando el memorable cuento de Rodolfo Walsh, acabó colocada –y es claro que también se colocó ella misma– en todos los podios del binarismo vernáculo. Y por eso concita aún hoy tanta fascinación y adhesión de unos, como desprecio y rechazo de otros, y todos con una intensidad muy pocas veces vista en la historia argentina.


    En 2003, Néstor Kirchner llegó al poder luego de resultar segundo en la primera vuelta electoral con el 22% de los votos, y por la mera circunstancia de que Menem renunció al ballottage. Ni el Partido Justicialista al que pertenecía lo apoyaba en pleno, pero él, demostrando rápidamente saber leer la política, advirtió en el acto que de ningún modo podía plantearse un gobierno que hiciera más de lo mismo, aunque tampoco podría encabezar revolución alguna, toda vez que él no era un revolucionario.


    Sin embargo, lo que él sí tenía era una clara conciencia de la necesidad de un cambio que sacara al país del atolladero. La inmensa mayoría del pueblo estaba apenas empezando a recuperarse de la brutal crisis de 2001-2002, y la sociedad desconfiaba de todo y de todos, retornada a pobrezas nunca vistas y al primitivismo del trueque y todavía gritando “Que se vayan todos”.


    El primer gran mérito de Néstor Kirchner fue, entonces, la correcta lectura de que en la Argentina el único camino posible para un presidente de tan débil legitimidad era el de marcar diferencias. Eso que años después muchos consideraron revolucionario o fundacional, en 2003 él lo supo enseguida: debía ser diferente y, además, original. Acaso entonces descubrió que le sobraba audacia para producir transformaciones de relativo bajo costo y gran efecto popular. Por caso, bajar el cuadro del dictador Videla del Colegio Militar.


    Si había algo que le estaba vedado por completo era la aplicación de alguna forma de ajuste, de esos que siempre afectan dolorosamente al pueblo, es decir, a los trabajadores, maestros, jubilados, amas de casa de las clases más castigadas históricamente. Eso no. Pero entonces, ¿qué?


    En primer lugar, el aprovechamiento de la coyuntura económica internacional, en ese momento favorable. A la par, un mensaje típicamente peronista y populista, y de gran efecto, como el pronunciamiento de que no iba a dejar sus convicciones en la puerta de la Casa Rosada. Casi a la vez anunció la “transversalidad” como nuevo eje de convocatoria política, y en términos económicos demostró una extraordinaria lucidez y habilidad financiera para lograr una quita de la deuda externa sin precedentes en el mundo, y todo con la decisión de recuperar la soberanía y autodeterminación como modo de ganar tiempo y de restaurar el mercado interno, que estaba destruido.


    Así consiguió timonear el barco, enderezar lo torcido e incluso convertirse en uno de los líderes continentales a partir del encuentro de presidentes en Mar del Plata, en 2005, donde con Lula da Silva y Hugo Chávez sentaron las bases de un proceso de autodeterminación latinoamericana como no se veía desde los tiempos de los Libertadores José de San Martín y Simón Bolívar.


    Cuando a finales de 2007, y por el voto popular su esposa, Cristina Fernández, lo sucedió en la presidencia, podría decirse que empezó la extraordinaria resistencia al kirchnerismo, entendido como ideología de cambio reformador burgués inadmisible para los poderes concentrados que eran los verdaderos dueños de la Argentina desde por lo menos 1930. Esa resistencia, que con el tiempo adquirió muy diversos sentidos, se inició con violencia apenas comenzó 2008: el conflicto con los poderes agrarios históricamente más conservadores, fanatizados en contra de la Resolución 125 sobre retenciones agrarias, fue una suerte de despertar del monstruo económico y mediático representado en el activismo militante del Grupo Clarín, colocado a la cabeza de la oposición y como estandarte de los sectores concentrados del capitalismo local más insensible y beligerante.


    El neoliberalismo aquí tenía historia, antigua y reciente, y un enorme poder. En su versión contemporánea había comenzado, podría decirse, en 1955 con la autocalificada Revolución Libertadora, sangriento golpe de Estado que derrocó al gobierno constitucional de Juan Domingo Perón. Luego se profundizó con la dictadura de Juan Carlos Onganía y Alejandro Agustín Lanusse (1966-1973), que derrocó al presidente radical Arturo Umberto Illia. Y se consagró en todo su poder y contundencia con la dictadura de Jorge Rafael Videla y Eduardo Massera (1976-1983), de la mano de la jerarquía católica más reaccionaria, un empresariado prebendario y corrupto y el talento del superministro José Alfredo Martínez de Hoz, que dirigió el asalto final a las estructuras del Estado para ponerlas al servicio del capital privado más especulativo, insolidario y neocolonizado. Asalto que inesperadamente fue coronado en democracia durante la década menemista (1989-1999), bajo el comando del segundo superministro, Domingo Felipe Cavallo. Durante más de treinta años decenas de economistas charlatanes predicaron recetas de ajustes y retracciones en los medios del Grupo Clarín.


    El presidente radical Fernando de la Rúa fue elegido en 1999 en nombre de una llamada Alianza entre el radicalismo y la centroizquierda, supuestamente para detener el asalto sistemático al patrimonio colectivo y social de los argentinos. Pero esa ilusión duró muy poco: pronto se vio que por ineptitud y vacilaciones no sólo todo seguía igual, sino que una vez más de la mano de los nuevos superministros Machinea, López Murphy y Cavallo se consumaba el asalto final a los bienes del Estado y al propio Estado como regulador de la vida de la nación. El estallido social resultante, en diciembre de 2001 y con su dramática carga de muertos, fue resultado del agobio de una ciudadanía empobrecida y desesperanzada, harta de la entrega vil de casi todos los recursos nacionales, lo que condenaba a la sociedad a la pobreza generalizada y la sumisión absoluta, tanto interna como ante los poderes globales.


    Frente a todo eso, aquella Argentina desesperada y caótica había empezado en 2003 y de la mano de Néstor Kirchner una asombrosa, notable recuperación. El conflicto agrario en 2008 vino entonces a ponerle límites al ya consagrado “kirchnerismo”, por entonces definido por el poder neoliberal y oligárquico como sinónimo de populismo demagógico al que había que domar y someter.


    Pero la verdad es que el kirchnerismo era por entonces menos que un proyecto, en todo caso una práctica política orientada a fortalecer su base social, lo que había conseguido fuertemente mediante una serie de medidas necesarias, que recuperaban el patrimonio colectivo y de arraigo popular. La estatización del Correo Argentino, que estaba en manos del Grupo Macri, y del sistema distribuidor de aguas, en las de empresarios franceses, con la creación de Aysa, así como la reconsideración de la educación pública mediante la Ley de Financiamiento Educativo y la nueva Ley de Educación Nacional sancionadas en 2005 y 2006. Más adelante, la regularización del siempre escandaloso PAMI y algunas medidas extraordinarias e incluso inesperadas como la disolución de las Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones (AFJP) en 2008, con el retorno de la previsión social a la responsabilidad estatal. Y también, claro, el lanzamiento en 2009 de la Asignación Universal por Hijo (AUH) a modo de seguro social por cada hijo de personas desocupadas, empleados en negro o por debajo del salario mínimo, que alcanzó de entrada a 3,5 millones de beneficiados. Y todo a la par de la regularización de las jubilaciones y el aumento fenomenal de la masa de pasivos regularizados. Y también hay que citar las leyes de cine, de teatro, la creación del Ministerio de Cultura y una serie de planes y programas de fuerte contenido social: Conectar Igualdad, el Plan Fines, Procrear, el Plan Nacional de Lectura, el Plan Progresar, el Programa Nuestra Escuela, de formación docente, la plataforma Educ.ar. Todo eso que, desde mediados de 2016, fue clausurado o agoniza.


    Por todas esas medidas y decisiones beneficiosas para los sectores populares, tanto el gobierno del Frente para la Victoria (FPV) como el pueblo argentino iban a pagar costos altísimos, como se vería años después, cuando desde el propio gobierno kirchnerista empezaron los mayores tropiezos y se desató la marea reaccionaria de un neoliberalismo disimulado que ahora proclamaba valores republicanos, democráticos y hasta progresistas, y proponía el “cambio”.


    Era obvio que se trataba de meros cambios cosméticos, superficiales, propios de un discurso efectista y mediático, deliberadamente vacuo y falaz. Pero que no fueron bien leídos por los sucesores de Néstor Kirchner, quien falleció en octubre de 2010 dejando un enorme hueco de protagonismo y astucia política. Sus exégetas y continuadores, y en primer lugar Cristina Fernández, su compañera de toda la vida, no advirtieron sino hasta el último minuto (noviembre de 2015) el daño autoinfligido por su propia incapacidad de diálogo, de apertura y negociación, y por la necia insistencia en un estilo político que sólo entusiasmaba a los convencidos, a la vez que ensanchaba tontamente lo que después se llamó “la grieta”, término aprovechado hasta el hartazgo por lo peor, es decir, lo más retrógrado de la sociedad, el periodismo y la política local.


    A la muerte de Néstor Kirchner, empezó a crecer un resentimiento inexplicable y corrosivo que anidó en las clases medias y medias altas, pero que, todavía desarticulado, no impidió que en 2011 la reelección de Cristina Fernández fuera aplastante, con el 54% de los votos en la primera vuelta. Sin embargo, ese odio larvario sí caló, lenta pero profundamente, pocos años después. Se extendió como irrefrenable mancha de aceite hasta que en 2015 hizo pie, de manera inesperada, en vastos sectores marginales sobre todo del Gran Buenos Aires, y también en las llamadas “nuevas clases medias” que habían surgido en Córdoba, Mendoza o Rosario gracias al kirchnerismo.


    Neoliberalismo versus kirchnerismo


    Los think tanks neoliberales, apoyados por canales de televisión abierta y el más fenomenal sistema de televisión por cable, muy inteligentemente explotaron todas y cada una de las limitaciones, carencias, contradicciones y torpezas del kirchnerismo en el poder, y socavaron poco a poco y con precisión la base social que lo sustentaba. La propaganda antikirchnerista fue un fenomenal trabajo de ingeniería, tan perverso como eficiente, para formatear un sentimiento nacional de disgusto y creciente hartazgo, que en realidad era más bien un espejismo puesto que no tenía razones profundas que derivaran de la vida cotidiana de las grandes mayorías. Cierto que persistían inaceptables bolsones de pobreza e indigencia extrema –que el gobierno desatendía–, pero precisamente esas “nuevas clases medias” se habían desarrollado en calidad de vida, bienes y servicios como no lo habrían imaginado una década antes. Y, sin embargo, fue en esos sectores medios donde se instaló el resentimiento “anti-k” como verdad revelada.


    El sistema mentimediático, con el acompañamiento de una dirigencia opositora que funcionaba como si fueran empleados legislativos o judiciales al servicio de Clarín, La Nación y los aparatos de propaganda, parió entonces la idea más brillante, aunque vacía de contenidos, que tuvo jamás el neoliberalismo argentino en democracia: “Cambiemos”. Un vocablo positivo y esperanzador, pero también, y sobre todo, una falsa promesa de mejoría de lo que no estaba tan mal ni era tan insatisfactorio, y que el sistema de multimedios dominante supo imponer como urgente necesidad nacional y popular.


    Y es en este punto en el que hay que decir que el kirchnerismo, luego del impactante triunfo electoral de 2011, no comprendió ni la etiología ni la gravedad de la conflictividad política que se gestaba.


    La presidenta se encerró paulatinamente, aunque todos a su alrededor lo negaban. Y así nació, de hecho, un ominoso “sícristinismo”, que a la larga sería tan dañino como el “síraulismo” lo había sido veinte años antes para el presidente Raúl Alfonsín. Nadie lo sabía con exactitud, pero era vox populi que todas las decisiones las tomaba a solas, o acaso en consulta con sus laderos más fieles –Oscar Parrilli y Carlos Zannini, quienes ya en tiempos de Néstor habían sido sus fieles escuderos– y con su hijo Máximo, de quien nadie sabía qué preparación, qué experiencia ni qué virtudes intelectuales o políticas tenía.


    Además, era evidente que ella había recurrido a todos sus jefes de Gabinete más para darles órdenes que para consultarlos, quizá porque los dos primeros que designó le resultaron tan fallidos que acabaron siendo durísimos opositores: Alberto Fernández (2007-2008) y Sergio Massa (2008-2009). Desde entonces, la relación que impuso a los siguientes fue más de sumisión que de complemento ejecutivo.


    Claro que si era cierto que decidía a solas, hay que reconocerle a Cristina Fernández talento y decisión para tomar medidas extraordinarias, cualidades que hablaron siempre de su notable olfato en materia de ampliación de derechos civiles, soberanía y autodeterminación, así como para lanzar medidas de alta aprobación popular, como la cancelación del perverso sistema previsional de las AFJP, la Ley de Medios, la reforma de la carta orgánica del Banco Central, el relanzamiento de Aerolíneas Argentinas como línea de bandera, la renacionalización de YPF, las repatriaciones de centenares de científicos y técnicos, la creación del Ministerio de Ciencia y Tecnología, el lanzamiento de los satélites Arsat-1 y Arsat-2; y, en materia internacional, el afianzamiento de los lazos que había tendido Néstor Kirchner con el Mercado Común del Sur (Mercosur) y la Unión de Naciones Suramericanas (Unasur).


    Todo eso le permitió alcanzar cierto protagonismo internacional hasta entonces nunca igualado por presidentes argentinos, pues además ella mostró, gracias a una oratoria fenomenal y a su firmeza de ideas, un decidido carácter de estadista. Ahí quedarán para la historia su fuerte defensa de las soberanías nacionales latinoamericanas, el ingreso al G-20, la lucha por integrar el Brics (que no fue posible por la ceguera y los celos del gobierno brasileño) y el firme enfrentamiento a los fondos buitres, así como sus posiciones democratizantes en la Organización de las Naciones Unidas (ONU) y otros organismos internacionales.


    Cierto que hoy es fácil decirlo, pero es un hecho que el gobierno de Cristina Fernández no supo homogeneizar a esa masa informe que se llamaba “kirchnerismo” y que la oposición despreciaba sintetizándola en la condena a la undécima letra del abecedario. Tampoco se hizo esfuerzo alguno por institucionalizar al partido del gobierno, y también eso se pagó caro. Como se pagó el obsesivo modo presidencial de tomar decisiones mediante lo que en la política mexicana se llama “dedazo” y que liquida, porque distorsiona, toda práctica democrática.


    En este sentido el Partido Justicialista, en tanto miembro hegemónico del FPV, resultó más instrumento y comparsa que estructura democrática. Y eso se vio especialmente en la primera mitad de 2015, cuando muchísimos argentinos reclamábamos ejercer el derecho ciudadano a decidir en las Primarias Abiertas Simultáneas y Obligatorias (PASO) quiénes serían los candidatos a la sucesión presidencial, lo que fue sustituido por la tozuda decisión de Cristina Fernández de elegir ella, y a dedo, quiénes integrarían esa fórmula electoral.


    Quizás ella estaba convencida de su talento y olfato, quién puede saberlo, pero fue un error. Difícil establecer ahora si Daniel Scioli hubiese resultado igualmente candidato, o si acaso la voluntad popular habría consagrado a Florencio Randazzo, Julián Domínguez, Sergio Uribarri, Aníbal Fernández, o incluso al vetado (por la presidenta) Jorge Capitanich, a quien ordenó no presentarse como candidato. Como fuera, quienquiera que hubiese logrado la candidatura por mayor cantidad de votos en las PASO con certeza habría sido un candidato con fuerte apoyo de masas, y no uno cuestionado hasta la última semana anterior al ballottage, y a quien la propia Cristina Fernández –para colmo– despreció y humilló de infinitos modos. Esto reveló el inexplicable absurdo político de que el candidato designado caprichosamente por la presidenta saliente era uno que la disgustaba.


    Ese tipo de contradicciones –de algún modo hay que llamarlas– se repitieron en los últimos años y favorecieron la corrosiva labor del sistema multimediático que revitalizó y fogoneó la vieja, amohosada cuestión peronismo-antiperonismo, aunque sin llamarla así. La versión moderna de las trágicas polaridades argentinas y latinoamericanas desde las luchas por la Independencia –republicanos o monárquicos; unitarios o federales; radicales o conservadores; peronistas o antiperonistas– fue ahora algo así como nac&pops versus neoliberales, aunque ese sistema no los nombraba de ese modo.


    Para la derecha oligárquica argentina, parida desde antes de Julio A. Roca pero consolidada con él entre 1880 y 1910, y luego vuelta a consagrar en los años treinta con el auge del conservadurismo, tanto en la política como en el mundo empresarial, y en los medios como en la calle, la cuestión era y sigue siendo una sola: liquidar al pueblo bajo, ese que siempre reclama condiciones dignas de trabajo y de vida. Lo que después del 17 de octubre de 1945 se llamó “peronismo” debía ser sometido y silenciado y, si acaso, exterminado. Los intentos fueron muchos y constantes, y es evidente que hoy continúan, renovados y con otros nombres o sin ellos.


    De manera consecuente, terminar con el kirchnerismo ha sido y es para la derecha criolla un imperativo: el de aniquilar toda expresión popular contestataria y cuestionadora, reclamante y de activa militancia. Claro que no le resulta fácil acabar con un factor sociológico tan vasto, que encima devino hecho cultural, por historia y por presente, e incluso ahora gracias al fabuloso aporte tecnológico que son las redes sociales como medios de participación y militancia política.


    El peronismo, entonces, en tanto “hecho maldito” de la política argentina, fue y sigue siendo un problema irresoluble incluso para la derecha peronista, cuyo factor más poderoso fue y es la derecha sindical, eterna carne de corrupción, prebendas y traiciones. Eso se vio de modo dramático durante la dictadura, y con variantes más o menos atenuadas durante toda la reconstrucción democrática, hasta que ahora ha reflotado con dirigencias sindicales inescrupulosas y obviamente maniatadas, porque su debilidad congénita contemporánea son la corrupción y los negocios personales y familiares. O sea, esa matriz mafiosa.


    El rol corrosivo de la corrupción


    La gran novedad del invento político de Néstor Kirchner –y que continuó, con menos habilidad, Cristina Fernández– fue que el peronismo, ahora llamado “kirchnerismo”, se constituyó con ellos en un hecho cultural de fuerte raigambre, más allá de afiliaciones y embanderamientos. De ahí el inmenso apoyo popular que logró y que todavía, apenas menguado, sigue teniendo. Ese es un karma insoportable para las oligarquías empresariales, ruralistas y proglobales, que lo sienten como maldición de la sociedad y de la política argentina: el eterno retorno de masas de marginales que, por convicción o circunstancias, son peronistas aunque no tengan carnet de afiliación ni militancia concreta.


    Es sabido que el futuro es siempre impredecible, y el del kirchnerismo también lo es, como el del peronismo todo. Pero hoy, todavía, uno encarna necesariamente al otro porque, más allá de nombres, como expresión cultural, social e ideológica de las masas llamadas “pueblo”, es en el kirchnerismo o peronismo donde ellas se identifican hoy. En sus mejores y en sus peores expresiones, con sus ilusiones y resentimientos, sus alegrías simples y hermosas y también con sus capacidades autodestructivas, sus glorias y sus fracasos.


    Entender lo anterior en toda su complejidad es imprescindible para responder con absoluta franqueza a la pregunta de por qué pasó lo que pasó y continúa sucediendo en 2016. No hay otro camino que la sinceridad absoluta y meter dedos en llagas. Porque de este lado, nuestro lado, se hicieron demasiadas cosas absurdas, tontas y necias. Se tomaron decisiones equivocadas, se sostuvieron funcionarios impresentables, ineptos o corruptos, o ambas cosas, y jamás –jamás– se admitió la crítica interna ni se esbozó siquiera la más mínima autocrítica.


    Eso siempre se paga muy caro en política, por muchos logros que una administración pueda mostrar y por alto que sea el calor popular. Se paga igual e inexorablemente más allá del hecho cierto de que el adversario también juega y lo hace con ingenio, con muchísimo dinero, con el apoyo y estímulo de los grandes poderes políticos y económicos mundiales, y con un desproporcionado sistema de multimedios a su servicio. Ya conocemos todas las mañas del campo históricamente hegemónico y por eso en este capítulo carece de sentido insistir en la descripción o denuncia de sus pésimas costumbres e infinitas maniobras, mentiras, corruptelas y perversidades, aunque sí hay que tenerlas muy en cuenta como complemento necesario y perfecto de la torpeza propia.


    Cuando el domingo 10 de febrero de 2008, bajo el título “Los trenes bala. Carta abierta a la presidenta”, denunciamos en el diario Página/12 un obvio negociado encubierto, dada la dudosa transparencia de la supuesta recuperación ferroviaria que se escondía bajo el anuncio grandilocuente de la construcción de una serie de trenes bala de tecnología francesa, la respuesta fue el silencio. Cierto que rápidamente se diluyó aquel faraónico proyecto, presupuestado en más de 4000 millones de dólares, pero se canceló en silencio, y, mientras este cronista pasaba a la categoría de aguafiestas, el entonces secretario de Transporte Ricardo Jaime (hoy en prisión) no sólo no fue exonerado, sino que continuó varios años en el mismo puesto.


    Tanto o más que la crisis energética, ya entonces el transporte era el mayor freno al desarrollo de la Argentina. Insoluble problema, era decididamente imposible una política seria de industrialización, pleno empleo e inclusión social como se anunciaba si este seguía siendo un país desconectado. No se podía combatir la pobreza y la indigencia si provincias enteras habían sido privadas de ferrocarriles y líneas aéreas, mientras las carreteras argentinas se mantenían tercerizadas y en general en condiciones deplorables, y los lobbies de fabricantes o importadores de camiones, los transportadores contaminantes, los sindicatos de camioneros y los concesionarios de todas las marcas impedían –como todavía lo hacen– una solución nacional seria y consensuada.


    En realidad, el tren bala prenunció algo que con el tiempo fue letal. Millones de electores votaron dos veces a Cristina Fernández con la esperanza –siempre presente– de que finalmente un gobierno terminara con la corrupción, o al menos la controlara. Pero nada se hizo al respecto y un simple ejercicio de evaluación mostraba que en 2015 –considerando los muchos cambios políticos, económicos, sociales y culturales, y aun disculpando demoras, indecisiones y fracasos– el kirchnerismo acabó opacado por la falta de transparencia en la gestión.


    Sin devaluar ni un milímetro los muchos logros alcanzados en doce años por el autocalificado “modelo”, la verdad es que la falta de transparencia fue una penosa política de Estado que carcomió al gobierno y hasta le sirvió en bandeja al macrismo la cínica simulación de que ellos llegaban para moralizar a la república.


    El hecho es que en esa docena de años no se instrumentó ni se puso en marcha un solo programa de transparencia. Ni uno de alcance nacional, por lo menos, ni uno como política de Estado o siquiera como plan de gestión. Así como jamás se limpiaron las malditas policías de todo el país, incluyendo la Federal y la Bonaerense, y se mantuvo casi intacto el inhumano sistema carcelario creado por el genocida Ramón Camps durante la dictadura, la corrupción imperó en todos los órdenes y acabó por manchar incluso a funcionarios honestos del kirchnerismo, que quizá fueron mayoría.


    Pero lo cierto es que no se tocaron ni de costado los innumerables bolsones de corrupción de punteros, dirigentes y funcionarios, que jamás van presos por sus exigencias de peajes, coimas y mordidas. Y todo eso resultó a la postre políticamente letal, porque es insostenible que casi no haya habido corruptos presos en tres cuatrienios. No los hubo, y la condena a Felisa Miceli no alcanza como excepción a la regla.


    En síntesis, fue y es reprochable la nula actitud del kirchnerismo frente a la corrupción, así como la inexistencia de políticas de transparencia y la inexplicable tolerancia e inacción ante funcionarios y amigos ostensiblemente corruptos. Esos mismos que hoy son investigados, y en algunos casos encarcelados, y que las torpes y manipuladas clases medias macristas pretenden enrostrar incluso a los que jamás avalamos esas taras.


    Se sabía y se sabe que la corrupción es endémica en este país, y que está instalada en todos los estamentos, por lo menos desde la sucesión de dictaduras que quebrantaron una y otra vez la Constitución nacional y tras el carnaval menemista de los años noventa. Eso exigía de un gobierno innovador, nacional y popular, una clara política de transparencia. Por no hacerlo, ahora son los zorros los que administran el gallinero.


    El diálogo, ese ausente


    Otro gravísimo error fue la falta de diálogo con la oposición, que es esencial en democracia. Y fue también, por cierto, un yerro que caracterizó a Cristina Fernández, y acaso por una sencilla razón: no supo o no quiso (en ambos casos es reprochable) convocar a diálogo alguno. Lo que fue otro error político que paga hoy la ciudadanía.


    Es cierto que hubo una oposición necia y mayoritariamente malintencionada, y ese no es un mal atribuible a ningún gobierno. Una oposición articulada y fuerte, capaz de acompañar los logros sin mezquindades y de señalar errores con grandeza y espíritu constructivo es una necesidad de toda democracia representativa. En el caso argentino su falta sin duda afectó a la nación entera; la ceguera y la carencia de autoridad moral para señalar errores pusieron a la oposición al kirchnerismo, a conciencia o no, al servicio de grupos monopólicos tradicional e históricamente corruptores. Vacíos de propuestas, movidos por conveniencias y oportunismo, en particular radicales y socialistas tiraron por la borda casi todos los principios de sus padres fundadores. El espectáculo que dieron en el Congreso y en los medios fue lamentable.


    Pero, frente a eso, el kirchnerismo no dio respuestas. Incapaces de llamar a los diferentes al diálogo, fue evidente que los gobiernos kirchneristas no quisieron hacerlo. Y ese es el más grave error de todo político, de todo dirigente. En lugar de azuzar a los opositores, aun a los más necios y obtusos, se debió redoblar la paciencia. Hubiera bastado, en muchísimas ocasiones, con un llamado telefónico personal, un café descontracturado, una reunión amable, un intercambio educado y humilde; es decir, un acto de grandeza. Es lo que se espera de un gobierno, y más si tiene fuerte base popular y está siendo acosado.


    Porque la política es también buscar y encontrar interlocutores; es calmar a las fieras, persuadir antes que golpear. Y eso nunca lo supo hacer el kirchnerismo. Y así, el único resultado fue darle de comer en la boca a una prensa hostil por ideología y por intereses. El gobierno cayó en casi todas las provocaciones y facilitó que muchos opositores llenaran sus discursos de barricada acusando a la presidenta y sus íntimos de autoritarios, corruptos, provocadores, e incluso responsables de la crispación generalizada que estimulaban –¡ellos mismos!– desde los medios.


    Encerrado en sí mismo y sin dialogar, el kirchnerismo alimentó la nada conceptual de la oposición. Con lo que nadie ganaba; sólo la antipolítica, que fomentó ese odio profundo a Cristina Fernández y al gobierno que fue decisivo a finales de 2015. De ahí la dolorosa paradoja que todavía no termina de digerirse: Cristina Fernández fue la gestora de mucho de lo mejor que sucedió en lo que va del siglo XXI en este país, pero a la vez fue la responsable de que no se hiciera todo lo imprescindible para que la Argentina dejara de ser la sociedad enervada, neurótica, resentida y por eso mismo tan desigual e injusta que todavía es.


    Por las razones personales o políticas que fueran, el hecho de encerrarse en actitudes soberbias jamás contribuyó al clima dialogal que es lo sanamente opuesto a toda crispación. Así, la ciudadanía toda asistió a un perfecto monologar de sordos que se expresaban en diarios y programas de televisión. Nadie se escuchó durante años. Y si es verdad que la democracia no se construye ni se enaltece de ese modo, también lo es que siempre es el gobierno el que debe convocar, el que tiene la obligación de sosegar a los exaltados, llamar a la calma y templar los ánimos.


    Siempre estuvo claro que la presidenta tenía derecho a sentirse ofendida y fastidiada cada vez que la agredían tratándola de yegua, bipolar, farsante o adicta a lo caro. O cuando le deseaban la muerte, como antes a su marido. Fue horrible ese trato, además de inmerecido. Pero fue un error responder al odio con soberbia. Porque esa conducta sólo contribuyó a profundizar la llamada “grieta” y así trazó el camino que llevó a la Argentina al inesperadamente tremendo 2015.


    La “grieta” y la derrota del “modelo”


    La debacle kirchnerista se veía venir y muchos lo alertamos; de ahí el fastidio que produce que desde el poder no lo vieran. O no hayan querido verlo, acaso por oscuras y quizá repugnantes razones, como el ya sugerido supuesto de que tal vez algunos en el gobierno deseaban la derrota… Quién sabe, este texto no adhiere a conjeturas, pero no descarta ninguna.


    Lo cierto es que en las vísperas electorales de noviembre de 2015 se veía ya a muchos personajes contentos, exultantes, en Buenos Aires y otras capitales. En coches de alta gama, vistiendo ropas caras y sobrados de optimismo, lucían caras de contentos, esos contentos. Convencidos de lo que consideraban una urgente necesidad de “cambio”, venían de un largo mes de contentura ardiente desde que en la primera vuelta electoral el FPV había alcanzado un triunfo tan moderado como de mal augurio.


    Insinceros y gelatinosos, oblicuos y evasivos, los dirigentes del partido Propuesta Republicana (PRO) y su candidato prometían lo que no pensaban hacer, y todos esos contentos sonreían, de lo más contentos. A lo largo de todo aquel noviembre era imposible no pensar, desde la sensatez y el sentido común, que la erupción de tantos contentos se debía a que ahora las derechas son “modernas” y saben ocultar sus intenciones. Incluso disponen de colectivos de intelectuales que les dan lustre, a la vez que cierta izquierda idiota los acompaña y vota como ellos. O vota en blanco, que es lo mismo. Y en esa coincidencia fenomenal caben incluso los sindicalistas que en la segunda vuelta también votaron, de lo más contentos, a quienes iban a acabar con las paritarias, la industria y el empleo. Y para justificarse repetían a coro los adjetivos superlativos que los mentimedios aplicaban a la inflación –“incontrolable”, “galopante”, “irrefrenable”, “hiper”–, y por si fuera poco se tragaban las mentiras sobre la eliminación del impuesto a las ganancias. Era patético verlos perorar acerca de “la grieta” como si fuera novedad, olvidando que existe desde hace doscientos años en toda nuestra América y sus nombres propios derivaron siempre de las diferentes y constantes expresiones de la lucha de clases.


    Por cierto, la promocionada idea de “grieta” como parteaguas de la sociedad argentina fue una estrategia con la que los mentimedios bombardearon al país, con eje en la prédica corrosiva de Radio Mitre, TN y otros instrumentos ideológicos de quienes lograron finalmente acceder al poder, y ahí están, estos días, contrariando una por una sus promesas electorales.


    La grieta, en realidad, no era kirchnerista ni era algo nuevo en la Argentina, que fue, desde los inicios como nación, una sociedad muy compleja, dinámica, conflictiva y conflictuada, siempre en pugna. Cierto que con enormes virtudes y extraordinarios recursos naturales, pero también con gravísimas taras históricas que no se pudieron superar. Por citar dos: el comportamiento irracional de las burguesías urbanas acomodadas, en general poco y mal educadas, de maciza ignorancia y casi nulo espíritu solidario, por un lado. Y por el otro, el comportamiento irregular de vastos sectores marginales vencidos por exceso de telebasura, demasiado resentimiento y también muchísima ignorancia.


    Si se observa el abismo histórico entre ambas grandes franjas se ve, primero, que esa grieta es parte constitutiva, y desdichada, de la vida nacional. Esto también sirve para explicar la decadencia de las relaciones comunitarias en las últimas décadas y para desmentir la estúpida nostalgia que suelen sentir los sectores privilegiados, que añoran una Argentina supuestamente desarrollada y de gran poder económico durante la primera mitad del siglo XX. Esa es otra mentira promocionada por los mismos mentimedios, pues la verdad es que la Argentina de casi todo el siglo XX fue un país muy injusto e inequitativo.


    Entre 2003 y 2015, cuando se acusó alevosamente al kirchnerismo de provocar esa supuesta grieta, y acerca de la cual se dijeron tantas estupideces, en realidad este país vivió su mejor presente en materia de equidad social, políticas solidarias internas y autonomías soberanas. Sin duda el kirchnerismo, y sobre todo en los últimos cuatro años, cometió errores garrafales y necedades políticas que hoy se pagan carísimo. Y es cierto también que hubo oídos cerrados a las advertencias y a los pedidos que muchos hicimos. Pero el balance de doce años de kirchnerismo sigue siendo positivo y es lo que explica la todavía serena esperanza de una ciudadanía que aguarda y necesita respuestas que no llegan y que son ya urgentes; como también lo es el surgimiento de nuevas dirigencias que reanuden lo mejor de esa gesta maravillosamente esperanzadora e imperfecta. Que exige una autocrítica tan necesaria como inaplazable.


    La hora de las autocríticas


    Lo que hoy llamamos “macrismo” es la expresión de una restauración antipopular y de fuerte desprecio clasista, reivindicante de privilegios y protectora de “climas de negocios” antes que de los intereses nacionales. Pero también hay que decir que en tanto expresión típica del mundo globalizado, no llegó al poder en la Argentina (y ahora en Brasil, y todo indica que continuará en otros países) por puros aciertos publicitarios ni por sus supuestas virtudes ideológicas.


    Hay que decirlo: el macrismo llegó al poder, como devastador tsunami, también y quizá fundamentalmente por los errores propios del kirchnerismo, es decir, las tremendas metidas de pata y necedades de dirigentes y funcionarios. Y a esto hay que revisarlo tanto en sentido horizontal como vertical, y sobre todo en este último, porque en toda propuesta vertical, como ha sido históricamente el peronismo, es arriba mucho más que abajo donde se deberían identificar las fallas.


    Si se deja por un momento la mirada nostálgica y melancólica sobre todo lo plausible que se hizo en los últimos doce años en la Argentina, se puede ver que tanto el kirchnerismo, el FPV, como lo mejor del peronismo, con la ex presidenta como máxima figura, aparte de los muchos aciertos que por supuesto tendrán un peso definitivo en las balanzas de la historia, tomaron decisiones equívocas, que devinieron muy gruesos errores. Señalarlos puede y debe ser una oportunidad de superación, incluso respetando desde el vamos la clásica resistencia a todo tipo de crítica que caracteriza a la mirada argentina.


    Este capítulo propone, en primer lugar, subrayar la ya sugerida indecisión y/o incapacidad de tejer alianzas, producto del diálogo con los opuestos, lo que es básico en política. El ya señalado autoencierro fue un letal indicador de que Cristina Fernández no confió en su propio talento para invitar, dialogar y seducir a los opositores, y proponerles agendas de negociación. Cierto que sufrió ese hostigamiento feroz, pero un estadista igual convoca, discute, propone, logra acuerdos mínimos. Eso es la famosa gobernabilidad.


    Sin duda el kirchnerismo hizo una revolución democrática con innovaciones políticas, reformas institucionales, económicas y sociales, y todo frente a una prensa mundial hostil, enervada desde medios locales con una miserabilidad sin precedentes. Y con seguridad estos doce años fueron una fiesta para vastos sectores populares, pero entonces la pregunta es por qué también desde esos sectores se votó a quienes ahora serán sus verdugos, y ahí es donde la respuesta posible exige una esclarecedora autocrítica. Sobre todo porque se pudieron atender cuestionamientos de quienes acompañaron el proceso, y no sólo referidos a la falta de una política de transparencia, algo que nunca se hizo.


    Habría que decir también que fue ese aislamiento el que llevó a Cristina Fernández a dirigirse siempre a los ya convencidos, con o sin cadenas nacionales. Lo que no sumaba y, al contrario, irritaba a buena parte de la sociedad que la había acompañado en 2007 y más en 2011. El kirchnerismo, ya se ha dicho y no es inútil repetirlo, nunca fue capaz de darse una política de diálogo con los diferentes. Y fue una pena, y una parte de la tragedia política, porque talento y convicción a ella le sobran. Por citar sólo un ejemplo, supo reacomodar con inteligencia su discurso, actitud y conducta cuando Jorge Bergoglio devino papa y figura mundial. Inevitable preguntarse entonces por qué no supo hacer lo mismo hacia dentro de la casa. Fue ella quien debió convocar a los radicales, incluso a los más doblados. Y llamar al socialismo al diálogo, incluso a los más derechizados. Y a la izquierda ni se diga. Y aunque hubiese logrado poco, otra hubiese sido su imagen en la opinión pública, desautorizando los motes de autoritaria, soberbia o autosuficiente.


    Otro error fue la reiterada elección de colaboradores a dedo, posiblemente por simpatías momentáneas. Fueron demasiadas las veces que el dedo presidencial se orientó en sentido equivocado. No sólo respecto de la elección del candidato Daniel Scioli por sobre las PASO. También pifió con lo que parecían enamoramientos políticos poco o mal fundados, como cuando en 2011 ungió candidato a la vicepresidencia a Amado Boudou, decisión que a la larga resultó una pesadilla; o el fugaz entusiasmo por Martín Insaurralde en 2013. Y se diga el error garrafal que fue haber elegido a Mauricio Macri como el enemigo más “fácil” de vencer por ser un candidato frívolo, empresarial y de pocas luces, a despecho de que era sostenido con enorme inteligencia por un aparato colosalmente poderoso.


    Y otro aspecto que merecería una fuerte autocrítica fue desatender por completo la cuestión ambiental, que fue uno de los rubros más débiles de su gestión a punto tal que ahí están ahora, intactos y felices, Monsanto, Barrick Gold y otros nombres letales, todos favorecidos por el kirchnerismo y ahora prebendarios del macrismo.


    Haber perdido las provincias de Buenos Aires y Córdoba en las elecciones de 2015 de manera abrumadora también impone autocrítica. Y no puede dejarse de lado el no tener en cuenta que, más allá de que la ciudadanía fue sometida a un bombardeo de los mentimedios, resultó insostenible haber descalabrado el Instituto Nacional de Estadística y Censos (Indec) y no haberlo reconstruido cuando todavía había tiempo.


    Si más de la mitad del electorado optó por el voto castigo a una gestión, no es sensato protestar después contra ellos si no se hace una revisión profunda y sincera de las propias malas decisiones. Quizá no en la gestión económica y social, acaso los puntos más altos del kirchnerismo, y sin duda no en materia de derechos humanos y conquistas igualitaristas, pero sí en muchos otros rubros. Las autocríticas son siempre necesarias, aunque algunos se molesten y otros cuestionen, limitados, “la oportunidad”.


    La ilusión del retorno


    Son muchas las revisiones urgentes que hacen falta. En gran medida porque hay riesgos ciertos de que el macrismo termine mal. La historia nunca se copia a sí misma, y seguramente no se repetirá una huida en helicóptero, pero sí son capaces, los neoliberales más furibundos, vengativos y malvados, de volver a ensangrentar las plazas con matazones que nadie desea y que serían terribles para el país.


    El único camino para evitar el caos que de modo sistemático promueven –con sus ajustes, la destrucción del aparato productivo y el empleo, y el endeudamiento atroz que sólo beneficia a negociadores y especuladores– consiste en la organización popular para que el ideario nacional de soberanía, equidad y autodeterminación gane abrumadoramente las elecciones legislativas de 2017. Esto es fundamental, tanto como la construcción de nuevos liderazgos decentes, dialógicos, preparados, confiables y muy firmes en convicciones y lealtad al pueblo argentino para los comicios presidenciales de 2019.


    De ahí que el hipotético retorno de Cristina Fernández al gobierno es todavía más un deseo de muchos que una certeza. Hay muchísimo que agradecer al kirchnerismo y echar de menos, pero también es muy largo el repertorio de críticas propositivas y de buena fe desatendidas, como es inmutable el estilo de la expresidenta: una mujer brillante y decidida, pero que no dialoga, no escucha y toma decisiones muchas veces desacertadas. Y que no comprende que no se puede gobernar sin abrirse a los contrarios. Esos errores los estamos pagando ahora.


    Una mínima autocrítica deberá recordar también que la política exige conductas y modos, y no sólo decisiones. Si el gobierno K hubiera hecho política, habríamos tenido kirchnerismo para rato, y se hubiese ido limpiando y democratizando, porque había un buen rumbo. Pero se eligió gobernar sólo para los propios, y así, entre otras penosas consecuencias, se entregó el viejo radicalismo y el viejo socialismo a lo peor de las ideas argentinas. No se puede gobernar desde el ensimismamiento. Sería bueno aprenderlo en el camino de recuperar las mejores ideas, que necesitamos escuchar y ver en boca y actitud de dirigentes. Si eso sucediera, la recuperación sería un hecho. Porque en política nada es definitivo ni para siempre, y no todo está perdido. Sólo un ejemplo: el festival de decretos del macrismo se podrá terminar, también, a decretazos. Y en general, recuperar este país será posible porque tenemos un corpus legal que en gran medida se sancionó en los últimos doce años. Y hay buenos idearios para apuntalar el retorno con principios y valores, y sin miedos.


    Lo anterior no desdeña ninguna expresión popular. Ni el masivo reconocimiento a Cristina el 9 de diciembre, ni la movilización espontánea durante el ballottage a pesar del candidato deslavado, ni mucho menos las multitudinarias plazas porteñas (casi todas sólo porteñas) de protestas antimacristas y, especialmente, la colosal manifestación popular de acompañamiento a la expresidenta a los tribunales de Comodoro Py en abril de 2016. Todo eso está muy bien, es alentador y amalgama un sentimiento herido que necesita restañarse. Pero conviene ser conscientes de que con eso no alcanza. Las movilizaciones son importantísimas en lo emocional, y habría que sumar al interior de la república, pero la lucha es otra y exige las mejores propuestas, los más valiosos dirigentes, coherencia ideológica y una galvanizada resistencia. Todo eso propone una inmensa tarea por delante. Que cada día parece haber comenzado ayer.


    Por eso la ilusión del retorno del kirchnerismo debería fortalecerse desde el sereno balance de los errores cometidos. Lo cual no implica sumarnos a los cínicos coros de condena, pero sí comprender mejor lo que pasó y lo que no se hizo o se hizo mal, para posicionarnos en un mejor entendimiento futuro.


    Sólo como ejemplo, la inflación ahora está desbocada y aunque el actual presidente diga que va a “bajar drásticamente” en seis meses o un año o jamás, lo que deberíamos recordar es que el kirchnerismo no la supo controlar. Como no fue capaz de domar ese potro que es el dólar para los argentinos. Ni de someter a los cuervos bancarios locales. Ni de desmontar la nociva Ley de Entidades Financieras de Martínez de Hoz, que desde hace cuarenta años es un palo en la rueda de este país. Ni de implementar subvenciones racionales para los servicios públicos, sostenidos absurdamente en forma indiscriminada y en descontrol. Esto es: no quedarnos en ver nada más que la paja en el ojo ajeno.


    Todo lo anterior explica, además y aunque duela, el voto fastidiado de muchísima gente de bien que creyó en la mentira de un “cambiemos” miserable.


    Por supuesto, fue heroica la lucha contra los fondos buitres, y se hizo una gran tarea que casi el mundo entero apoyó. Pero si el resultado es el sainete genuflexo que se vio en Diputados, es que algo se hizo mal. Es lamentable el presente ominoso que vivimos, sobre todo porque veníamos creciendo, desendeudados y emparejando la distribución de los ingresos. Muy bien. Y los salarios y las jubilaciones corrían por encima de la inflación, y había paritarias libres y muchos otros logros. Estupendo. Pero algo se hizo mal si en pocos meses y tras una sola maldita jornada, todo eso se fue al tacho. El análisis de estos doce años, hoy, es una tarea muy compleja y nadie debe enojarse. Con la verdad no se ofende ni se teme, como postulaba el gran Artigas.


    Carta pública al nuevo presidente


    Al día siguiente del triunfo electoral de la Alianza Cambiemos, quien firma se pronunció en el diario Página/12 mediante una carta llena de prevenciones que, desdichadamente, meses después se cumplieron punto por punto y dibujan el presente argentino de mediados de 2016. Cabe reproducirla:


    


    Sr. Mauricio Macri:


    


    Usted será, desde ahora y por los próximos cuatro años, también mi presidente. No me alegra, pero respeto incondicionalmente el voto de la mitad mayoritaria de los argentinos. Por eso, y más allá de pensar que fue un voto equivocado, quiero decirle con el mayor respeto, como merece su investidura, lo siguiente:


    


    1. Ante todo, que fue lamentable el sainete que usted y los suyos montaron para asumir. Festín de los mentimedios que lo sostuvieron y que son los verdaderos triunfadores del pasado 22N, fue una innecesaria muestra de rencor y autoritarismo. Pésimo comienzo.


    


    2. De todos modos, y de cara al futuro, deberá recordar usted que la inmensa mayoría de los argentinos queremos –los que no lo votaron y muchísimos que sí– una economía nacional sometida al poder político y al servicio de los intereses populares, y no al revés.


    


    3. Por eso no queremos que se ceda y se pague a fondos buitres a los que usted ya mandó a buscar 48 horas antes de asumir. Y no lo queremos no sólo por razones ideológicas o técnicas, sino también porque cada vez que nos endeudan sus economistas (muchos otrora servidores de la dictadura y el menemismo), lo hacen porque reciben comisiones fenomenales de los bancos, los buitres y los organismos multinacionales.


    


    4. Queremos una reforma judicial que termine de una vez con esa corporación o “familia” cuasi mafiosa, que es arcaica, prebendaria, partidizada y corrupta. Y queremos una Corte Suprema que deje de ser funcional a sus mandantes mediáticos y a su partido, y que retome el espíritu de la Corte de 2004.


    


    5. Queremos que Aerolíneas Argentinas e YPF sigan en manos del Estado. Que se mantengan y actualicen las AUH y se respeten y mejoren las condiciones de millones de jubilados. Que nunca más vuelvan las AFJP como se sabe que amigos suyos están planeando. Que continúe la restauración y mejoramiento de los ferrocarriles, a cargo y en manos del Estado. Que se sostenga y fortalezca el Plan Procrear para que más familias accedan a viviendas propias y dignas. Y que el fútbol siga siendo para todos y no lo reconviertan en negocio de dirigentes y empresarios.


    


    6. Queremos que se defiendan las universidades públicas, se mantenga la gratuidad y en 2018 se celebre el Centenario de la Reforma Universitaria, que ha sido y es ejemplo en el mundo. Queremos que continúe la repatriación de científicos y se coloquen más satélites ARSAT en el espacio; que continúen las políticas educativas y culturales inclusivas, y que el mejoramiento de la calidad educativa no sea un negocio. No queremos economistas puestos a educadores.


    


    7. Queremos que se apoye por todos los medios a la industria nacional, que da trabajo y genera divisas, y no que se reabran las importaciones basura que ya nos infectaron en los noventa.


    


    8. Queremos que continúen las políticas de derechos humanos, y bueno sería que usted se retracte públicamente de haber dicho que son “un curro”. Y que prosigan los juicios a los militares responsables de la dictadura, y se procese también a empresarios y civiles cómplices.


    


    9. Queremos que continúen las vacunaciones gratuitas y que se mejore la salud pública en todo el país, en cantidad y en calidad. Que se siga con la fertilización asistida, el matrimonio igualitario y la ley de identidad de género, a todo lo cual usted y su partido se opusieron y votaron en contra.


    


    10. Queremos que su gobierno persista en la recuperación de las islas Malvinas por vías pacíficas, como bien hizo el gobierno saliente.


    


    Y queremos muchas cosas más, señor presidente, entre ellas garantizarle algo importante: que no llamaremos “yegua” a su vicepresidenta ni a la gobernadora bonaerense, así como no los amenazaremos con la horca aunque roben, ni ofenderemos a sus familiares, vivos o muertos.


    Y por supuesto también queremos que cesen los beneficios judiciales que le está brindando a usted ese lamentable fiscal, rápido para los mandados, que lo ayudó en la causa en que está usted procesado y, además, recortó en doce horas el mandato de la presidenta, perfeccionando así una última ofensa gratuita con una medida que es, además, absolutamente contraria a la Constitución, aunque la apruebe una veterana y camaleónica jueza, siempre oportuna.


    En abril de 2010 escribí en este diario una nota rechazando la Medalla del Bicentenario que otorgara su gobierno municipal a la Fundación que presido en el Chaco. Lo hice para no tener que darle mi mano, que estaba y sigue limpia, y porque yo tenía, como tengo, una muy mala opinión respecto de sus cualidades personales, de gestión y sobre todo éticas. Ahora sigo pensando que es usted una persona por lo menos insincera, que por supuesto no es el presidente que la mitad apenas minoritaria de los argentinos quería. Pero así es la democracia y por eso no puedo sino desearle todo lo mejor por el bien de mi país. Que no es estrictamente el suyo.


    Por último, corresponde recordarle que somos muchos, muchísimos los argentinos que esperamos que su paso por la primera magistratura de esta república dure sólo cuatro años y no sea especialmente dañoso. Confiamos en ello porque muy estrecha fue su mayoría y porque el pueblo argentino siempre vuelve. Y nosotros volveremos, no lo dude. Reciba mi más respetuoso saludo.


    Final provisorio


    Cuando transcurre el gobierno neoliberal que hoy padece la Argentina, está cada día más clara la perversidad del modelo macrista de reconversión social retrógrada, antinacional y antipopular. La lectura cotidiana de los hechos, en los diarios y portales que muestran la realidad de lo que pasa, evidencia el grado de insensibilidad, revanchismo y maldad de este gobierno.


    Las notas de los mentimedios al servicio del nuevo régimen votado por una mayoría exigua, pero mayoría al fin (y hay que reconocerlo aunque duela y/o fastidie) hablan de otras cosas, otra realidad, otro país. Sus diarios y su sistema de estupideces y falsedades televisivas celebran machaconamente el retorno a los brazos del imperio, distorsionan los datos de la crisis social que crearon en pocos meses, mienten cifras y pronostican paraísos como arcángeles lelos, celebran tonterías todo el tiempo y se espantan ante corrupciones ajenas nada más que para tapar la propia, la imperante, la de ellos y de ahora mismo, esa que coprotagonizan el presidente, su familia, sus amigos y centenares de sus funcionarios, pletóricos de soberbia y de cuentas offshore en cloacas financieras.


    Como sea, también está claro que el kirchnerismo fue una gran oportunidad perdida para este país. No gustará que se diga, y qué lástima, pero sería sano reconocer que como proceso reformista pudo y debió ser más consistente. Y esta opinión no es de ahora; la hemos vertido en forma sostenida. El kirchnerismo pudo y debió ser el inicio de una transformación política, económica y social, pero se frustró. Produjo algunos hechos fenomenales, claro está, y nadie negará que realizó cambios culturales importantes, pero el intento de remover estructuras no fue profundo. Y muchos, muchísimos de los que lo apoyamos lo hicimos con la intención de ayudarlos a esas remociones.


    Se dirá que es fácil decirlo ahora, pero muchos/as lo mencionamos durante todos estos años y reinvindicamos el derecho de recordarlo. Porque a la postre el hecho triste, solitario y final es que en términos de evolución, despegue y afirmación de otro modelo más justo, más libre y más soberano, hemos fracasado en el intento. Y el plural vale y se sostiene porque no fueron sólo el gobierno, Néstor Kirchner o Cristina Fernández los responsables. También la ciudadanía, que no cambió la más fea y acendrada de las muchas características argentinas: el conservadurismo. Ni el peor de sus rasgos colectivos: el resentimiento.


    Y es claro que mucho quedará para analizar y para el juicio de la historia. Pero hoy, a mediados de 2016, es fuerte la impresión de que el pueblo argentino no sabe qué hacer con la desazón que le produce la revancha del régimen ultraconservador macrista, que es norteamericanamente republicano, de implacables clasismo y racismo, y capaz de un cinismo a conciencia que lo convierte –y acaso para siempre– en el verdadero hecho maldito de la política argentina.


    La tragedia del país riquísimo que se come a sí mismo y al que sus hijos destruyen generación a generación no ha terminado. Este es sólo otro capítulo, quizás el más horrendo porque, para colmo, tienen de su lado a la inmensa mayoría de los cerebros del país tinellizados, legrandizados, intratabilizados, animalesueltizados… la lista es larga y ominosa.


    Las futuras generaciones, hoy formateadas en disvalores, ruidos e individualismos, quizá ni se den cuenta. Aciago final sería para lo que fue, acaso, la última gran esperanza transformadora de la Argentina. Y si alguien se enoja ante el escepticismo, y puesto que no es políticamente correcto acusar a los arrepentidos ni a los que todavía no terminan de arrepentirse, tan sólo habrá que recordarle que toda mala conducta, como todo lo que es malo, sólo se empieza a corregir a partir de que se reconoce su nocividad.


    Este texto apenas quiere llamar la atención sobre eso, porque aún estamos a tiempo para empezar a crecer.

  


  
    5. El Estado como ariete del cambio social


    Cómo superar tensiones y desencuentros entre el bienestar individual y el colectivo


    Nicolás Trotta


    


    El mejor ejemplo de gobierno no se saca de un libro, se saca de una madre. Ella va siempre a cuidar al más debilitado. Si tiene que dar un pedacito de carne más, ella dará al más debilitado. Ella adora y ama a todos, pero aquel debilitado no es el más bonito, no es el más inteligente, es el más necesitado. Ese es el espíritu de madre. Yo confieso que gobierno el país con espíritu de madre, o sea, nosotros tenemos que cuidar a las personas más pobres. El rico no necesita del Estado.[3]


    Luiz Inácio Lula da Silva, dirigente obrero y presidente del Brasil (2003-2010)


    Introducción


    La historia de la humanidad se caracterizó por una disputa entre la construcción de modelos de concentración y distribución de la riqueza. Esta disputa no sólo sigue vigente, sino que se ha profundizado pues vivimos el momento de mayor concentración de riqueza del que la humanidad tenga memoria (Oxfam, 2014). Y esta situación, producto del avance de instituciones como el mercado, sólo puede ser revertida a través de un mayor y más profundo desarrollo, de la otra institución clave de las sociedades contemporáneas: el Estado. Sólo los estados y sus organizaciones democráticas tienen el poder y la capacidad para limitar el proceso de concentración de la riqueza que favorece el capitalismo y, de este modo, redefinir el mundo en el que vivimos, impulsar reformas y ordenar las prioridades colectivas.


    Jean-Jacques Rousseau proponía en 1762 una definición acerca de la igualdad que aún conserva plena vigencia. Decía que aspirar a una sociedad igualitaria no equivalía a proponer que todas las personas tuvieran lo mismo, sino a que ningún ciudadano (o ciudadana) fuera tan opulento como para ser capaz de comprar a otra persona, ni tan pobre como para tener que venderse. No hay justicia cuando tan pocos tienen tanto y pueden elegir a qué régimen legal someterse; y tantos, tan poco que ni siquiera pueden hacer valer sus derechos. Esa realidad es la consecuencia de un mercado que tiende a concentrarse, e incluso coopta al Estado y sus instituciones. De allí que sólo podemos aspirar a revertir esta situación consolidando un Estado democrático, presente e independiente de las influencias de las corporaciones económicas; capaz de romper ese modelo de concentración y de injusticia, haciéndose cargo y administrando sus diversas instituciones y herramientas para lograr un desarrollo equilibrado y armónico.


    Una sociedad justa es aquella que brinda a todos sus integrantes un piso de oportunidades que garanticen su libertad para tener la vida que desean. Lejos de ese ideal, en nuestra sociedad las diferencias de oportunidades condicionan las posibilidades futuras aún antes del nacimiento. Sólo las políticas públicas inclusivas permiten garantizar el progreso de cada ciudadano sin importar la cuna que le tocó en suerte. Es por ello que el éxito de una gestión gubernamental no reside sólo en el alza de los indicadores que miden la generación de riqueza, sino en aquellos que nos hablan de una distribución más equitativa del producto del esfuerzo social y de una mejora en el bienestar de la población en general (Sen, 2000). El Estado debe cumplir un rol central en el desarrollo económico del país y la distribución de su riqueza, y no puede limitarse a intentar disminuir las consecuencias sociales de los defectos del mercado (Mouffe, 2003).


    Una gestión gubernamental es exitosa cuando sus políticas públicas permiten articular el desarrollo, afianzar la soberanía y promover la equidad social. Por eso, pensar el Estado es diseñar el país. Es reflexionar sobre el pasado, el presente y el futuro. Siempre ha existido en nuestras democracias, más aún en momentos difíciles, tensión entre los diversos actores sociales y económicos; y es el Estado el que puede administrar y canalizar esas tensiones, evitando sus efectos disolventes, a través de la universalización de derechos sociales y políticos. En ese sentido, la tensión entre capitalismo y democracia es constitutiva del Estado moderno, y la legitimidad de este se vincula a la administración de esa tensión. En este contexto, el fascismo se caracteriza por representar la mínima legitimidad estatal, mientas que los estados de bienestar de Europa del norte y Canadá condensan la máxima expresión de esta legitimidad (De Sousa Santos, 1998).


    La Argentina de los últimos años se ubica claramente más cerca del polo de la legitimidad, luego de haber estado al borde de la disolución en 2001, tras el fracaso del experimento neoliberal. Sin embargo, luego de doce años de recuperación del Estado, los discursos que nos llevaron al infierno, parafraseando a Néstor Kirchner, vuelven a cobrar vigencia cuando apenas vislumbrábamos la posibilidad de dejar atrás el purgatorio. Parece que una especie de techo de cristal nos impidiera avanzar y consolidar el modelo de desarrollo con inclusión social que una amplia mayoría de la sociedad desea[4] y por el que bregábamos desde hace tanto tiempo. Este movimiento pendular ya no puede ser pensado en función de tal o cual coyuntura, porque nos asedia desde hace décadas. De allí que la hipótesis que se presenta en estas páginas es que su vigencia se debe a la débil institucionalización de las políticas inclusivas producto del estilo “decisionista” (Schmitt, 1934) que caracteriza al modelo de gestión gubernamental en nuestro país.


    La vida institucional democrática se expresa en una tensión permanente entre la lógica racional-burocrática y la capacidad decisoria de quienes ejercen las funciones ejecutivas. Esa tensión es necesaria y constitutiva en la medida en que no existe modo de aplicar la ley sin interpretación, ni puede haber ejercicio del poder democrático sin someter la decisión e iniciativa individual a la ley. En esa tensión se pueden recortar esquemáticamente a grandes rasgos dos modelos: el decisionismo y el normativismo. Este último, que responde a la lógica racional-burocrática en el modelo weberiano, supone que toda decisión gubernamental debe estar subordinada al imperio de la ley. El principal cuestionamiento que se le ha efectuado a este enfoque es su carácter conservador y su falta de sentido práctico, ya que supone el carácter unívoco y transparente de la ley (Verdú, 1990).


    Por su parte, el decisionismo se caracteriza por la subordinación de la lógica institucional a la iniciativa de los dirigentes, lo que se expresa muchas veces en la devaluación del debate legislativo como herramienta de construcción de consensos (Nieto, 2014). En ese contexto, la votación y deliberación son apenas una escenificación de la fuerza que el oficialismo y la oposición lograron alcanzar. En tal sentido, se ha señalado que “la esencia del decisionismo”, desde su perspectiva ético-política, “no implica la ausencia de valores y normas”, sino “la convicción de que estos no pueden ser seleccionados por medio de un proceso de deliberación racional entre visiones alternativas del mundo”, por eso en “su dimensión filosófica, el decisionismo de Schmitt es una reacción contra los principios de la crítica heredados del iluminismo” (Negretto, 1994).


    Por supuesto, los dos modelos en estado puro implican una negación del orden democrático; pero, en cambio, es cierto que ambos coexisten en diversas proporciones dentro de determinado orden institucional. En nuestro país, el modelo presidencialista que hemos desarrollado lleva a que el decisionismo predomine sobre el normativismo. De hecho, es habitual que se diga que el Congreso es “una escribanía” del Poder Ejecutivo, pero también que el Ejecutivo no logre la aprobación de la Ley de Presupuesto, jaqueada por una mayoría opositora circunstancial que traba una norma rectora para el funcionamiento del gobierno.


    Para abordar esta cuestión, ofreceremos una reflexión acerca de las oportunidades y los límites que presenta el modelo decisionista que caracteriza la gestión del Estado desde la restauración democrática para construir una sociedad más igualitaria. En el segundo apartado, analizamos la configuración estatal a lo largo de la última década, deliberando acerca de la tensión entre eficacia y eficiencia en la gestión gubernamental. Luego, presentamos una síntesis de los aprendizajes y desafíos que podemos identificar estudiando algunas de las políticas públicas claves implementadas entre 2003 y 2015 para, por último, identificar los desafíos que se presentan a futuro si queremos superar la realidad pendular que nos impide avanzar en la construcción de una sociedad más justa.


    Presidencialismo, decisionismo y debilidad institucional: lecciones desde la restauración democrática


    Nuestras naciones latinoamericanas se caracterizan por una visión y realidad estadocéntrica (Cavarozzi, 1996). El Estado no es un actor más, juega un rol ordenador central y su impacto en la realidad social es evidente, tanto para aquellos que defienden que asuma una impronta activa como integrador social como para quienes lo jaquean e impulsan su desarticulación. La alternancia entre estos distintos modos de gestionar el estado da lugar a una realidad pendular que también nos caracteriza, que a la larga debilita al estado frente a los intereses de los actores corporativos que dominan el mercado (Evans, 1996).


    Esta visión estadocéntrica se profundiza, sobre todo en nuestro país, por un marcado presidencialismo que otorga una enorme preponderancia al Poder Ejecutivo y a las políticas públicas como ordenadores sociales y económicos (Valenzuela, 2004). Esto provocó que desde 1983 cada inicio de gestión haya significado un nuevo comienzo a partir del cual todas las reglas del juego se ponen en discusión. De este modo, luego de más de treinta años de alternancia democrática, la falta de vocación en la construcción de consensos de largo plazo, las caracterizaciones estereotipadas de las controversias entre oficialismo y oposición, la falta de franco debate en la arena política y, principalmente, la primacía de la situación económica “de bolsillo” por sobre cualquier otro eje conceptual de discusión debilitaron la capacidad de acción política del Estado y desvirtuaron el debate de ideas y programas como herramienta para forjar el futuro.


    Si bien escuchamos este diagnóstico –o alguna variación acerca de él– en boca de varios intelectuales y dirigentes, lo cierto es que la construcción de consensos de largo plazo está siempre en la agenda de la circunstancial oposición, pero raramente en la de los oficialismos. La explicación de esto es bastante sencilla: un modelo estadocéntrico y presidencialista resulta muy tentador para quien gobierna, en la medida en que permite impulsar rápidos cambios en la agenda política nacional, lo cual refuerza el decisionismo (Negretto, 1994) y evita el engorroso esfuerzo de acordar y discutir, incluso con aquellos sectores que piensan parecido, aunque no igual. Este estilo gubernamental, que puede parecer una bendición cuando se detenta el poder o en los momentos en los que las políticas están en línea con nuestras expectativas, se convierte en una pesadilla cuando el signo ideológico del gobierno cambia, y las medidas que pudieron ser implementadas en un corto período de tiempo son desarticuladas a igual velocidad sin mediar, para colmo, fuertes resistencias sociales.[5]


    Este ir y venir puede explicarse por la débil institucionalidad que caracteriza a nuestras sociedades latinoamericanas, que colocan en una posición preponderante a las personas y sus liderazgos y reducen la posibilidad de la continuidad de los cambios, sobre todo cuando se confunde el proceso político con la persona que lo lideró. Por eso, al final de cada gestión gubernamental todas las políticas parecen puestas en juego (Carrizo y Galván, 2006). Y en la medida en que la autoridad de cada gobernante se basa en su decisionismo, cada nuevo gobierno intenta construir su legitimidad desarticulando las bases de las principales políticas de su predecesor, lo cual promueve la ficción de que no es necesario construir consensos para llevar a cabo cambios profundos.


    Así, como al mítico Sísifo, se nos impone la maldición del reinicio constante. Cada nuevo proceso electoral brinda la oportunidad y presenta la irresistible tentación de poner en marcha una retórica y un accionar fundacionales. Cada presidente cree inaugurar una nueva era, inclusive el nacimiento de la patria. Esa debilidad institucional se suma al carácter pendular que caracteriza a nuestra historia, que lleva a una alternancia polar acerca del rol del Estado y del modelo de desarrollo que debe seguir nuestro país (O’Donnell, 1977b). En un polo, quienes sostienen un rol prescindente y mínimo del Estado para garantizar la consolidación del país exportador de commodities; en el otro, quienes sostenemos la necesidad de impulsar un fuerte proceso de industrialización y desarrollo basado en la redistribución de los ingresos a través del Estado. Esta pendulación entre proyectos irreconciliables profundiza el presidencialismo extremo y otorga una enorme capacidad de accionar político para moldear la realidad social en pos del rumbo que define el o la líder que circunstancialmente detenta el poder político.


    Nuestra hipótesis es que esta alternancia, lejos de conducir a un “empate hegemónico” como sostenía O’Donnell, nos lleva a un deterioro de las oportunidades de los sectores populares, que no se pueden recuperar con un simple cambio de rumbo porque la lógica de los actores de mercado gana terreno en forma inexorable.


    Un elemento central para comprender esa debilidad relativa es el carácter permanente del poder del mercado frente a la naturaleza cambiante de las relaciones políticas. El mercado, a través de sus principales actores corporativos, se caracteriza por una estrategia consolidada y permanente de defensa de sus intereses y una agenda que impacta en la propia conformación del modelo estatal. Por el contrario, la posición en cuanto al rol del Estado, su legitimación y fortalecimiento interno, varía en función de la agenda política de quien lidera el Poder Ejecutivo. Así, los actores económicos concentran poder en los procesos políticos en los que el Estado se retrae y adoptan una agenda cada vez más liberal, desarticulando las políticas públicas y el peso del Estado como actor económico.[6] De este modo, cuando líderes que intentan promover un Estado activo llegan al gobierno deben enfrentarse a poderes fácticos cada vez más autónomos y difíciles de disciplinar. Más temprano que tarde, estos poderes fácticos generan situaciones que exponen los límites del decisionismo gubernamental, poniendo de relieve la debilidad relativa del proceso y su baja institucionalidad, y dan espacio a una nueva restauración conservadora.[7]


    La debilidad a la que hacemos referencia sólo puede leerse como tal en el contexto de un modelo estadocéntrico y decisionista en el que los enfrentamientos políticos no se sostienen en argumentos y programas, sino en identidades y afinidades políticas, afinidades que pueden ser hasta contradictorias con los propios intereses sectoriales de los electores. Por eso sostenemos que un mayor arraigo institucional de las políticas, construido a través de la creación de consensos amplios y respetuosos de las diferencias, es la única herramienta para cimentar modelos inclusivos perdurables en el tiempo. Este aprendizaje institucional es hoy imprescindible, porque la oposición a este modelo ya ha tomado nota y pudo comprobar que no necesita destruir el orden democrático para imponer su agenda liberal, porque puede hacerlo a través de elecciones democráticas y libres.[8]


    En nuestro país el proceso de mayor ataque al rol del Estado no fue instrumentado por una dictadura, sino en democracia y de la mano del propio peronismo. La ola neoliberal alcanzó América Latina a comienzos de la década de los noventa, cuando Carlos Menem llegaba a la presidencia con la promesa de una revolución productiva en una nación en crisis. El ex gobernador de La Rioja se transformó, condenando al desempleo y la pobreza a millones de argentinos, en el alumno predilecto de los impulsores de las reformas del Consenso de Washington.


    El acto de presentación del proceso privatizador, a cargo del ministro de Obras Públicas Roberto Dromi, con Menem sentado a su derecha en el Salón Blanco de la Casa Rosada, resume las trágicas políticas implementadas en esa nefasta década. Dromi enunció las privatizaciones de siete sectores estratégicos de la economía, mencionando la próxima aparición de un supuesto decálogo menemista de la reforma del Estado, encabezado por el primer mandamiento: “Nada de lo que deba ser estatal permanecerá en manos del Estado”. Ese supuesto furcio fue un aviso de la instauración del modelo de no nación que caracterizó el fin del milenio.


    La reformas neoliberales se plasmaron en medidas que lograron estabilizar la inflación, lo que posibilitó alcanzar un consenso social para impulsar medidas que destruyeron nuestro tejido social y productivo, algo que la sociedad no percibió en su comienzo. La bautizada Segunda Década Infame, que tuvo en el gobierno de Fernando de la Rúa una incapacidad de cambio, cimentó una trágica realidad social que implosionó en diciembre de 2001. La salida a esa crisis fue posible merced a la vocación política de Néstor Kirchner y Cristina Fernández, que persiguieron la recuperación de las tradicionales banderas del peronismo de justicia social, soberanía política e independencia económica, superando de este modo muchos desafíos, pero poniendo de relieve los límites de los procesos políticos demasiado dependientes de los liderazgos personales.


    La recuperación del Estado como respuesta a la crisis neoliberal


    La renuncia del gobierno de la Alianza fue percibida como el fin de una dictadura porque, a pesar de la profunda crisis institucional, la democracia era la única herramienta que el pueblo avizoraba como posible solución. El pueblo no quería que ningún grupo se autoproclamara como salvador de la patria, sino ser escuchado en asambleas, marchas y plazas donde poder expresar su diversidad.


    La destrucción de las capacidades estatales por parte de las políticas neoliberales desnudó la evidente imposibilidad del mercado de convertirse en articulador social, un discurso sostenido por los principales comunicadores, con los periodistas Bernardo Neustadt y Mariano Grondona como referentes. Sin moneda, sin trabajo y sin esperanza, la sociedad argentina protagonizó una fuerte ola de movilización callejera, con sus diversas y heterogéneas expresiones. El “Que se vayan todos” sintetizaba la matriz del descontento, al expresar el hartazgo frente a una dirigencia que parecía haber olvidado que la política debe ser una herramienta para construir la equidad y que, ante el caos, su deber era sentar las bases de un nuevo contrato social, entendido como


    un paradigma sociopolítico capaz de producir de manera normal, constante y consistente cuatro bienes públicos: legitimidad del gobierno, bienestar económico y social, seguridad e identidad colectiva (De Sousa Santos, 1998: 12).


    Pero esos días nos mostraron también que, salvo esos puntos de acuerdo, importantes pero insuficientes, el camino que teníamos por delante para afianzar las instituciones era largo y complejo. La resolución por la vía institucional de la renuncia de Fernando De la Rúa permitió el acceso a la presidencia de Eduardo Duhalde, quien a pesar de haber sido derrotado en las elecciones de 1999, rápidamente consolidó el poder. La restauración de una política monetaria nacional (abandonando la agotada Convertibilidad), la instrumentación de retenciones a las exportaciones al sector agropecuario y a los hidrocarburos, y la implementación del Programa Jefas y Jefes de Hogar Desocupados fueron puntos centrales en la redeterminación del accionar estatal e iniciaron un nuevo ciclo luego del reinado neoliberal (Trotta, 2006).


    Atenuar la crisis social e incentivar el crecimiento económico fue el objetivo del gobierno de transición. La violenta represión en Avellaneda, que incluyó el asesinato de Maximiliano Kosteki y Darío Santillán a manos de la policía de la provincia de Buenos Aires, puso fecha de vencimiento a la gestión del bonaerense. El candidato ungido por el oficialismo fue un gobernador crítico de Duhalde. De esta forma, un desconocido Néstor Kirchner ocupó el segundo lugar en las elecciones de 2003, accediendo a la presidencia por la renuncia de Carlos Menem a la segunda vuelta. Lo curioso fue que obtuvo menos votos que desocupados había en la Argentina. La fragilidad de su legitimidad de origen era exteriorizada y amenazada por un poco democrático editorial de José Escribano en el diario La Nación, diez días antes de asumir, quien afirmaba que “la Argentina ha resuelto darse gobierno por un año”.[9]


    Sin embargo, a poco andar el presidente Néstor Kirchner demostró ser el dirigente que mejor había interpretado una coyuntura que exigía que el Estado se pusiera al frente de la refundación del contrato social, navegando entre la tensión del bienestar individual y el colectivo. El kirchnerismo logró transformaciones importantes en muchas áreas de la sociedad, pero estuvo lejos de completar el camino de consolidación institucional que se le planteó a principios de la década pasada y que constituye el principal pasivo al final de la gestión. ¿Cómo es esto posible si gobernó en un contexto de apoyo popular casi permanente? ¿Por qué fracasó en esto si logró, al menos en ocasiones, construir amplios consensos? Porque como vimos, esto no alcanza. La voluntad política es fundamental para imprimir un sentido a la gestión, pero aunque se trate de una condición necesaria, no resulta suficiente.


    Como sostiene una vasta y amplia tradición, el Estado no constituye en ningún caso una entidad homogénea y menos aún una que pueda ser gobernada enteramente desde el Ejecutivo. El Estado es una relación social que expresa las heterogeneidades sociales y también los puntos de acuerdo acerca de lo que es justo y posible (véanse Abrams, 1988; O’Donnell, 1977 y Rosanvallon, 1995).


    Cuando sancionamos una ley que nos agrada somos conscientes de su importancia, pero también sabemos que es sólo el principio, la punta del ovillo (véanse Fleury, 2002; Hajer, 2003). Luego, en el proceso de reglamentación e implementación concreta de las medidas y disposiciones que esa ley inaugura, comienza el proceso de institucionalización y, en tanto las disposiciones normativas expresen la complejidad del campo político, esa institucionalidad será duradera y robusta a través de la transformación de pautas, costumbres y hasta ideas (véanse Grau, 2010; Lasswell, 1971; Torres, 2004; Vaquero, 2007). Sabemos que hemos llegado a este punto cuando la mayor parte de los ciudadanos observan esa ley como si siempre hubiera estado vigente y hasta olvidan o recuerdan con extrañeza el estado de cosas previo (véanse Cohen, 1989; Gibson y otros, 2005; Cadavid, 2016).[10]


    A lo largo de los doce años que nos proponemos analizar hubo importantes y muy profundos cambios en el Estado, cuya madurez institucional logró ser puesta en cuestión en pocos meses. Esto ha puesto de relieve los límites del decisionismo como fundamento de la transformación social, porque si bien permitió que la sociedad argentina se viera modificada en muchos sentidos, también llevó a desaprovechar algunas valiosas oportunidades.


    Desde este enfoque, comenzaremos por hacer un balance de algunas políticas públicas vinculadas con la gestión del Estado para comprender importantes avances y los límites a la transformación por la dificultad en la construcción de consensos que trasciendan a un mismo espacio político. Posteriormente, revisaremos las principales asignaturas pendientes en términos de fortalecimiento institucional.


    La construcción de un Estado al servicio del desarrollo y la igualdad: logros y temas pendientes


    A lo largo de los doce años que nos proponemos analizar hubo importantes y muy profundos cambios en el Estado. Como anticipamos, creemos que muchos de los aciertos se pueden explicar por la profunda vocación de muchos de nuestros dirigentes de recuperar viejas y sentidas reivindicaciones del pueblo argentino. También sostuve que las deudas y los asuntos pendientes se deben, en buena medida, a una inadecuada conceptualización acerca del Estado que llevó al intento estéril de crear institucionalidad desde arriba y desde afuera, es decir, desoyendo las reivindicaciones de sectores claves para la implementación de estas políticas fallidas o poco desarrolladas, u obturando procesos de debate y confrontación con otros sectores que podrían haberse convertido en aliados si se hubieran sentido representados en sus aspiraciones e intereses.


    Es necesario destacar que ninguna medida de gobierno requiere de unanimidad social, la cual, además, es imposible alcanzar. Muchas veces se esgrime desde los sectores más poderosos, con mayor capacidad de divulgación y multiplicación de sus mensajes, la necesidad de amplios consensos. Este punto es central al revisar el modelo de construcción de dichos consensos a lo largo de nuestra historia. Fue recurrente la ausencia de los sectores populares de las mesas de diálogo y acuerdo, lo que expone un acuerdo sólo de los poderosos, que invisibiliza las necesidades e intereses de los sectores populares. Ese coartado consenso también se caracterizó por la supremacía de la agenda porteña, impidiendo un desarrollo federal de nuestro país y condenándonos a una realidad macrocefálica en torno a nuestra capital.


    A continuación, haremos un sintético repaso de las medidas que –estimo– contribuyen a sostener esta hipótesis, agrupadas en tres de los grandes temas que hacen a la concepción del Estado.


    El Estado y la construcción de soberanía nacional


    La deuda pública puede ser una herramienta de desarrollo cuando es adquirida y utilizada con ese propósito (Calcagno, 2006). Los organismos multilaterales de crédito, el Fondo Monetario Internacional (FMI), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) o el Banco Mundial, fueron creados con el propósito de alentar y alimentar la inversión pública, garantizando de este modo que el Estado pudiera llevar a cabo el rol contracíclico que se esperaba que desempeñara desde una perspectiva keynesiana. A pesar de lo que nos quieren hacer creer, luego de la Segunda Guerra Mundial el modelo que se impuso no fue el propuesto por John Keynes, y estos organismos se erigieron como herramienta de consolidación de los intereses de las potencias del hemisferio norte.


    De este modo, la autoridad monetaria estadounidense se convirtió en el árbitro de la economía y el desarrollo mundial, y la función de estos organismos fue muy diferente al que les dio origen. Su rol no fue fomentar el desarrollo y fortalecer el Estado como actor económico, sino tutelar las políticas monetarias y económicas, limitando seriamente la soberanía política de los países. La imposición de modelos económicos extractivos en los países periféricos, diseñados en oficinas de los organismos internacionales, sin detenerse ni siquiera en el análisis de las particularidades de cada nación, condenó al atraso y la desigualdad a nuestras naciones. Por su parte, la creciente concentración de la riqueza financiera llevó a que el propio gobierno norteamericano perdiera capacidad de acción soberana, convirtiéndose muchas veces en agente de sus intereses corporativos, en desmedro de su propio pueblo (Calcagno, 2006).


    Cuando, en los años ochenta, los países sudamericanos comenzaron a constituir zonas de libre comercio, buscando emular la experiencia europea, la supremacía de los grandes capitales financieros pareció ponerse en cuestión. La oleada neoliberal que sacudió la región brindó una oportunidad única en la historia: formalizar la dominación estadounidense a través de un tratado de libre comercio que involucrara –y subordinara– a todos los países americanos: el Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA). De este modo, la presión del capital financiero concentrado sobre la soberanía política de los países de la región sería ya no sólo a través del crédito, sino a través del comercio (Stiglitz, 2003).


    Recuperar soberanía en la toma de decisiones de los países implicaba iniciar una política de desendeudamiento y enterrar un acuerdo de libre comercio como el promovido por los Estados Unidos. Un pacto entre naciones con tanta disparidad en su desarrollo industrial y sin una planificación e inversión colectiva puestas al servicio del desarrollo común hubiese implicado la renuncia de nuestros países a su desarrollo y la subordinación de nuestras economías y matriz productiva a los intereses del país más poderoso del globo.


    El 5 de noviembre de 2005, en el contexto de la IV Cumbre de las Américas, los presidentes Néstor Kirchner (Argentina), Hugo Chávez (Venezuela), Luiz Inácio Lula da Silva (Brasil), Tabaré Vázquez (Uruguay) y Nicanor Duarte Frutos (Paraguay) se manifestaron contra la creación del ALCA (Barcelona, 2015). Se enterró la posibilidad de creación de una zona de libre comercio desde Alaska hasta Tierra del Fuego, con la eliminación de barreras arancelarias, liberalización de servicios, acuerdo de protección de inversiones y limitación de la capacidad estatal para la realización de compras públicas.


    En un contexto de enormes asimetrías de productividad y competitividad esto suponía, sin ningún tipo de matiz, la destrucción de la producción nacional de la mayoría de los países y la inevitable reprimarización de sus economías. Además, limitaba seriamente un comercio exterior basado en decisiones soberanas ampliando, por ejemplo, el alcance del bloqueo a los países enemigos de los Estados Unidos. Esta medida sorpresiva por su alcance, pero también por poner de manifiesto un nuevo tiempo de liderazgo progresista en la región de la mano de Kirchner, Lula y Chávez, es recordada como uno de los hitos centrales de la gestión.


    Apenas un mes más tarde, Néstor Kirchner anunciaba la salida del FMI en una decisión consensuada con los demás presidentes de la región. Desde diciembre de 2001, la Argentina había entrado en cesación de pagos, en default, respecto de toda su deuda soberana. Al asumir la presidencia, Kirchner fue muy elocuente: “Los muertos no pagan las deudas”, dijo. Ningún acreedor podía cobrar si no dejaba que la Argentina recuperara la senda del crecimiento económico. Pero, además de elocuente, fue muy pragmático y planteó dos estrategias diferentes con respecto a los acreedores. A los privados les ofreció una reestructuración de la deuda que supuso una quita del 75% del valor nominal de los títulos, lo que fue aceptado por la mayoría, sobre todo porque en los momentos previos a la crisis los bonos de deuda argentina cotizaban apenas a un 10% de su valor nominal.


    Luego negoció un plan de pagos con los organismos multilaterales de crédito, que le permitió cancelar en 2005 y con un solo pago los 9810 millones de dólares que nuestro país adeudaba a este organismo. Al hacer el anuncio, Kirchner destacaba que esto implicaba un ahorro de 1000 millones en conceptos de intereses, pero sobre todo que esta medida permitiría “ganar grados de libertad para la decisión nacional”.[11] El FMI era, para la sociedad, corresponsable de la implementación de las políticas neoliberales en nuestro país, y su injerencia constante en las decisiones económicas nacionales generaba enorme malestar y rechazo.


    La política de desendeudamiento produjo un enorme consenso social en un contexto de fuerte crecimiento económico y permitió sostener el superávit gemelo, tanto en el presupuesto del Estado, a pesar de su gran expansión, como en la balanza comercial. La Argentina comenzaba a recuperar una soberanía en la toma de decisión política y económica e ingresaba en un círculo virtuoso de desarrollo.


    Sin embargo, más de diez años después difícilmente podemos sostener que esa mayor autonomía permitió mejorar la competitividad de nuestras empresas o alterar el peso de las commodities en las exportaciones de nuestro país de manera significativa. La correcta decisión de abortar el proyecto del ALCA no fue acompañada de una institucionalización regional, política y económica que permitiese consolidar el desarrollo de nuestros países y la integración de sus matrices productivas, para desde allí proyectarse a los mercados internacionales.


    Quizá nunca se vuelva a repetir un escenario político como el que transitó nuestro subcontinente en los albores del siglo XXI. Gobiernos progresistas, alto valor internacional de las materias primas y gran empatía personal entre los presidentes pudieron haber significado un salto extraordinario en la institucionalización de nuestra integración. El resultado dista mucho del esperado.


    Por eso, frente al cambio de signo político e ideológico de los gobiernos de la región, hoy no es descabellado pensar que el ALCA pueda resurgir, y es inminente el regreso del FMI a la Argentina. En tal sentido, es muy difícil no pensar hoy que estas dos grandes medidas fueron oportunidades mal aprovechadas. Una vez más, el movimiento pendular que nos lleva a variar nuestra estrategia de construcción soberana desde una apuesta por lo regional a una posición subordinada frente al capital financiero es la evidencia de los límites de la construcción de alternativas desde el decisionismo.


    La ventaja aparente de este estilo centrado en la determinación política, posponiendo para un momento que nunca llega la difícil discusión y construcción de consensos con el poder real –que incluye al mercado, pero también a la sociedad civil en su complejidad–, se transforma en sustrato de la derrota cuando vivimos momentos de restauración conservadora. La Argentina de Macri es muestra de ello, pero también el Brasil de Temer.


    En el caso específico de la integración regional, sin embargo, creo que la falta de consolidación no es atribuible sólo a las decisiones gubernamentales. La crisis financiera internacional desatada en 2008, la profunda recesión de las principales economías y la débil propensión de nuestro sector empresario a invertir también son explicaciones válidas. A pesar del enorme esfuerzo y las transformaciones en estos años, observamos que el pasado nos vuelve a alcanzar y desnuda el poder de los sectores concentrados.


    Otro elemento que debilitó la posición nacional fue la imposibilidad de acordar con los acreedores externos, bajo la presión extorsiva del juez estadounidense Griesa y los fondos buitres, lo que dificultó el financiamiento a tasas competitivas para el Estado y las empresas privadas. Eso atentó contra la dinamización del crecimiento y la inversión pública y privada en momentos de crisis internacional y baja del precio de nuestra producción.


    Una pieza central en la determinación de la capacidad soberana de una nación se relaciona con la maduración de su matriz productiva y tecnológica. La devaluación de la moneda, la capacidad industrial instalada, que no pudo competir en tiempos de la Convertibilidad, una fuerte protección del mercado interno en un contexto de salida de crisis y con un alto precio de nuestras materias primas generaron un escenario de fuerte expansión económica. La constante inyección de recursos por parte del Estado y la recuperación del empleo aumentaron la demanda, dinamizando el sector industrial.


    Los primeros pasos, solidificados por el esquema de sustitución de importaciones, fueron muy auspiciosos. El liderazgo ejercido por el Poder Ejecutivo fue central en el crecimiento de la economía, pero no se logró conjugar una agenda común con el sector privado y los trabajadores que permitiera dar un salto en la industrialización nacional, otorgándole competitividad internacional a nuestra producción. Nuestro sector empresario se caracteriza por una visión de rentabilidad de corto plazo, agravada por la crisis sistemática de nuestra economía, y no emprende procesos de inversión de largo alcance mientras pretende, la mayoría de las veces, ganar competitividad a partir de recurrentes devaluaciones que atacan el valor del salario y la calidad de vida de los trabajadores.


    El salto del crecimiento, con tasas que emularon a las de los países del sudeste asiático, con un liderazgo político sostenido, no fue suficiente para lograr un escenario que marcara los lineamientos centrales de un programado desarrollo industrial. La mencionada crisis internacional, el conflicto político con el sector agropecuario, la incapacidad estatal en la ejecución de la “sintonía fina” en la economía nacional y una visión cortoplacista del empresariado abortaron un proceso de industralización en un escenario positivo irrepetible.


    En lo que respecta al desarrollo de una política científica nacional, nuestro país vivió una década dorada. La creación del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva fue un paso de extrema trascendencia en pos de la articulación de las diferentes iniciativas en la materia. La recuperación del Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (Conicet), de Arsat, la conclusión de las obras de la Central Nuclear Atucha y la creación de Y-TEC[12] son algunos de los hitos de una gestión científica inimaginable en el comienzo de la nueva década.


    En este caso también se repite una marcada decisión política y un bajo nivel de resultado en la articulación con otros actores sociales y económicos. Casi el 80% de la inversión en investigación y desarrollo (I+D) es realizada por el sector público, lo que demuestra la falta de compromiso de los privados, que pese a la jerarquización de la agenda científica y su traducción en mayores recursos no invirtieron. Allí se desnuda la marcada imposibilidad de articulación, como ocurrió en el desafío de la industrialización, con el sector del capital, que pone un techo al desarrollo de nuestro país.


    El Estado como garante de la justicia social


    En los días previos al estallido de la crisis de 2001, exactamente entre el 14 y el 17 de diciembre, se llevó a cabo una consulta popular organizada por el Frente Nacional contra la Pobreza (Frenapo), constituido por líderes piqueteros, dirigentes sindicales, religiosos, de organismos de derechos humanos y de partidos políticos, bajo el liderazgo de la Central de Trabajadores de la Argentina (CTA). La convocatoria se estructuraba en torno a la demanda por “un seguro de empleo y formación” de 380 pesos, más 60 pesos por “cada menor a cargo” para “todos los jefes de hogar desocupados” y de 150 pesos para “cada persona mayor de 65 años sin jubilación”. Pese a la falta de infraestructura, de publicidad y de recursos económicos, la propuesta fue avalada por casi tres millones de votos, lo que superó ampliamente las expectativas de los organizadores.


    Sin embargo, los resultados de la consulta popular no ocuparon un lugar central en los principales matutinos del día 18 de diciembre de 2001. La “ola de saqueos” en Rosario, Mendoza, Entre Ríos, la Capital Federal y el Gran Buenos Aires se había convertido en el tema del día: se exteriorizaba la crisis social más importante desde la restauración democrática. Años más tarde, estas reivindicaciones –garantizar un ingreso a todo jefe de hogar según la cantidad de personas a su cargo y un subsidio para todo anciano que no estuviera en condiciones de percibir una jubilación– fueron reconocidas por el gobierno de Cristina Fernández. De hecho, dos de las políticas sociales insignia de su gestión fueron la Asignación Universal por Hijo (AUH) y la ampliación de la cobertura jubilatoria.


    En 2016, a poco de haber asumido funciones el nuevo gobierno, la primera de estas medidas parece tener garantizada su continuidad, mientras que ya se anunció la discontinuidad de la segunda. Creo que la clave para comprender esta diferencia reside en su proceso de institucionalización.


    La percepción de una suma fija no remunerativa por cada hijo a cargo, que se otorga desde los tres meses de gestación, fue uno de los beneficios tradicionalmente asociado al salario en nuestro país. La AUH, implementada en 2009, permitió extender este beneficio a trabajadores informales y desocupados, con resultados muy positivos en materia de reducción de la indigencia. A partir de su puesta en marcha, el porcentaje de menores de edad alcanzados por los beneficios de la AUH (no contributiva) y las asignaciones familiares (contributivas) está por encima del 89,9%. En este porcentaje, el 36,6% corresponde a la AUH (Basualdo y otros, 2010). Esta asignación exige, asimismo, la continuidad educativa de los menores y el adecuado seguimiento de su situación sanitaria desde el embarazo, lo que mejoró los indicadores sanitarios de acuerdo con estimaciones del Ministerio de Salud.[13]


    El Programa de Inclusión Previsional permitió revertir el fracaso del sistema de seguros de retiro por capitalización implementado desde 1994. En 1996, el 55,8% de la población en edad de jubilarse accedía al beneficio jubilatorio, mientras que en 2005 estaba en apenas un 47,3%. A partir de la aplicación de un proceso de ampliación del beneficio y de moratoria para quienes no hubieran completado los años de aporte requeridos, se logró revertir esta tendencia y se alcanzó el 56,5% en 2006, que subió al 70,5% en 2007. En la actualidad, la tasa de cobertura luego de sucesivas reaperturas del proceso supera el 80%.[14]


    El esfuerzo de ampliar esta cobertura de derechos fue asumido por el Estado, sin involucrar a las empresas y con políticas emanadas desde el Poder Ejecutivo. Esto hace que el reconocimiento de estos derechos sea fácilmente reversible a futuro y quede sujeto a cuestiones de coyuntura política y económica. El estilo decisionista permitió avanzar en la integración de los sectores vulnerables mucho más rápido que lo que varios líderes sociales se atrevían a imaginar. Sin embargo, al intentar acaparar el rédito político por estas medidas se cerraron las puertas a una legitimación ampliada y con mayor diversidad de actores políticos y sociales comprometidos. Paradójicamente, la incapacidad del gobierno de reclamar para sí todo el mérito por la AUH le da hoy mayor estabilidad a esta política que a la moratoria jubilatoria, identificada con el Frente para la Victoria, aunque como vimos haya sido otra demanda histórica de sectores que excedían la coalición gobernante.


    De momento, se anunció que una vez vencida la moratoria jubilatoria, en septiembre 2016, no se volverá a abrir. Esto privará de la posibilidad de jubilarse a quienes no logren reunir la documentación necesaria antes de la fecha o no tengan la edad mínima requerida para el beneficio.


    En cambio, la AUH se actualizó, conforme a una ley votada en el Congreso, y aún se utiliza como canal de redistribución de ingresos. Por ejemplo, todos los beneficiarios recibieron un aporte de 400 pesos que se entregó por única vez en diciembre de 2015. ¿A qué se debe el distinto tratamiento de ambas medidas? No cabe duda de que la sanción de una ley que protege el derecho a percibir la AUH constituye una diferencia en este sentido. Sin embargo, como quedó de manifiesto con lo ocurrido con la Ley de Servicios Audiovisuales –derogada impunemente por un decreto–, este atributo no resulta suficiente en una democracia como la nuestra. Acaso la diferencia radique en que la AUH fue reivindicada como propia desde los más diversos sectores, incluso por parte de algunos dirigentes de la actual coalición gobernante,[15] y en su fuerte legitimidad social.


    Esta política no resulta contradictoria con el enfoque predominante en los organismos internacionales de crédito acerca de la necesidad de brindar asistencia a los niños más pobres, condicionando su percepción a la continuidad escolar y el correcto seguimiento sanitario (Fernández Soto, 2013). En cambio, las moratorias previsionales no gozan de la misma legitimidad porque el acceso a la jubilación aún se piensa –desde ciertos enfoques– a partir de un prejuicio moralmente arraigado acerca de que sólo quienes tuvieron empleo durante una determinada cantidad de años merecen percibir el beneficio.


    Este prejuicio parte de numerosas premisas falsas. Primero, que trabajar es lo mismo que tener un empleo; segundo, que acceder al empleo es cuestión de mera voluntad; tercero, que las retribuciones jubilatorias se pagan entera o mayoritariamente con los aportes de los empleados en actividad; cuarto, que los trabajadores informales o desocupados no contribuyen al sistema. Lo cierto es que la alta informalidad y el no reconocimiento del trabajo de cuidado hace que muchas personas que contribuyeron con su trabajo y esfuerzo no tengan garantizado un ingreso en la vejez; que el esfuerzo fiscal para pagar jubilaciones y pensiones excede ampliamente lo que se percibe a través de aportes y contribuciones patronales y, por ende, todas las personas que consumen aportan de algún modo al sistema, y que en la medida en que estamos de acuerdo en que las personas que alcanzan determinada edad no debieran trabajar, es nuestro deber como sociedad garantizarles un ingreso. Lo contrario es sobrecargar a sus familias, cuando las tienen, y estas quieren y pueden asumir la responsabilidad de proveerlos o condenarlos a la indigencia. Pero como estas medidas no se sustentaron en un amplio debate que pusiera de relieve estos aspectos y convocara a otros sectores que sin duda estarían de acuerdo en pensar de qué modo se podría haber generado el acceso a este derecho (compartiendo el crédito político por la medida), esta política pudo ser discontinuada sin que casi se escucharan voces opositoras.


    Estos ejemplos dejan en evidencia el desafío de la construcción de consensos en la ampliación de derechos para permitir su consolidación y transformación en un patrimonio social que transcienda la coyuntura política. Vale la pena detenerse en otro ejemplo de esos años que sintetiza una experiencia exitosa de ampliación de derechos, un activo recurrente de esos años: el matrimonio igualitario.


    La Argentina se transformó en el primer país latinoamericano en reconocer el derecho al matrimonio entre personas del mismo sexo. Un paso extraordinario en la construcción de la igualdad que parecía imposible de alcanzar años antes. En 2007, tan sólo tres años antes de la aprobación de la ley, siendo candidato a diputado por el Frente para la Victoria en la ciudad de Buenos Aires, sólo dos personas de nuestra lista, que llevaba a Cristina Fernández como candidata a la presidencia (Vilma Ibarra y yo), suscribimos el compromiso de apoyo de la Ley de Matrimonio Igualitario promovido por la Federación Argentina de Lesbianas, Gays, Bisexuales y Trans (FALGBT). Enuncio este ejemplo para demostrar que el matrimonio igualitario no contaba con consensos mayoritarios en la agenda política, ni siquiera en el distrito más progresista del país.


    Pero allí confluyeron actores que permitieron acelerar el proceso de cambio y de ampliación de derechos. Un fuerte activismo de diferentes colectivos sociales representantes de minorías sexuales le otorgó sustento social al decisionismo que caracteriza a nuestra democracia. Como ocurrió en la Ley de Divorcio Vincular, sancionada recién en 1987, el mundo parecía derrumbarse para los sectores conservadores vinculados al mundo eclesiástico, que vaticinaron distintos escenarios sobre la crisis terminal de la institución familiar. Nada de ello ocurrió, porque nunca una decisión de ampliación de derechos debilita a una sociedad; por el contrario, permite ganar en libertad, desarrollo, progreso e igualdad.


    El liderazgo de Néstor Kirchner, entonces diputado por la provincia de Buenos Aires, con fuerte acompañamiento de la sociedad civil, permitió volver a colocar a nuestro país en la vanguardia de la ampliación de derechos en América Latina. La fuerte oposición de diferentes cleros, sobre todo el católico, fue contrarrestado y hoy el matrimonio igualitario cuenta con un gran reconocimiento social y casi unánime apoyo de la dirigencia política.


    El Estado como herramienta de transformación


    Entre 2003 y 2015, el Estado argentino intentó convertirse en factor de desarrollo ampliando la calidad, cantidad y diversidad de servicios que se ofrecen desde las reparticiones públicas. Este proceso, que fue profundizado a partir de 2007, comenzó a tomar forma en 2003 y tuvo lugar no sólo a través de la incorporación de trabajadores a las reparticiones públicas, sino también mediante la creación de organismos descentralizados, fondos fiduciarios, universidades y otros entes, así como a través de la estatización de empresas de servicios públicos.


    Según el art. 8 de la Ley 24.156, el Servicio Público Nacional (SPN) está compuesto por los entes que conforman la Administración Pública Nacional (APN),[16] las empresas públicas[17] y los fondos fiduciarios. Según el Centro de Implementación de Políticas Públicas para la Equidad y el Crecimiento (Cippec), entre 2003 y 2015 el SPN pasó de 193 a 259 entes. El crecimiento se explica en buena medida por la creación de organismos descentralizados (33%) y universidades nacionales (49%).


    Si se considera el período diciembre de 2003-junio de 2015, se incorporaron al Estado más de 290.000 nuevos trabajadores, según el siguiente esquema: 100.000 en la APN, 90.000 en administración descentralizada y 90.000 en empresas públicas, pasando de 484.000 a 779.000 efectivos. La mayor cantidad de trabajadores en la APN se registró en la justicia y en el Ministerio de Desarrollo Social, mientras que en organismos descentralizados el foco estuvo en la Administración Nacional de la Seguridad Social (Anses), PAMI y Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP); y entre las empresas públicas las que efectuaron más incorporaciones fueron YPF, Correo y Ferrocarriles Argentinos.


    Analizando la distribución de recursos humanos en el SPN y considerando la función que desempeñan, observamos que la mayor cantidad de efectivos (173.570) se desempeñan en educación e investigación, considerando personal docente, no docente e investigadores del Conicet. En segundo término, encontramos los efectivos que se desempeñan en las áreas de seguridad y defensa con un total de 167.092, contando el personal militar y de seguridad que representa un total de 146.520 efectivos. Por último, la administración gubernamental y de justicia cuenta con 116.863 entre trabajadores dependientes de los poderes Ejecutivo (86.051), Legislativo (10.040) y Judicial (20.772), y las empresas públicas con un total de 26.819 efectivos.


    El análisis pormenorizado de estos datos nos permite vislumbrar la consolidación de un Estado que brinda servicios para la inclusión social y para el desarrollo, mediante actividades como el subsidio, el crédito o el fomento que permiten potenciar las capacidades locales que se desarrollaron a lo largo de los años.


    Se tomó la decisión de fortalecer el alcance del Estado, su presencia en todo el territorio nacional, y se redefinió su tamaño. Estos puntos fueron centrales para impulsar una reconfiguración de numerosas variables económicas y sociales. La jerarquización simbólica y material del Estado es uno de los mayores logros de las administraciones en análisis, cuestión no menor e inédita en los últimos cuarenta años: un Estado como garante del bienestar colectivo. Pero no se logró transformarlo para mejorar el impacto y la articulación de las políticas públicas.


    Un Estado diezmado en trabajadores y responsabilidades, como el del modelo neoliberal, niega su propia existencia. De igual modo, uno creciente en presencia y dimensión tampoco garantiza la eficiencia de su accionar. Ahí, como en el software, se debe dejar atrás el Estado versión 1.0 y actualizarlo, lo que no significa hacerlo sólo en la adopción de los adelantos tecnológicos, sino en la reconfiguración de su funcionamiento, su articulación interna y con los demás agentes públicos y privados, con los estados subnacionales y en la jerarquización de una carrera profesional para sus trabajadores.


    Superada la etapa de los grandes lineamientos, surge un camino empinado: abordar el cambio hacia dentro del propio Estado para dejar atrás sus prácticas disfuncionales y canalizar en forma efectiva su fuerza institucional detrás de pautas claras. Frente a la emergencia, en un contexto de cuasi disolución social, alcanza con ser eficaz, pero poner el Estado al servicio del desarrollo exige, además, ser eficiente (Iglesias, 2006). Únicamente de esa forma, trabajo interministerial mediante, estableciendo claros y contundentes objetivos, el Estado se erige como líder democrático ante los demás actores sociales.


    Ser eficiente implica no sólo hacer un uso planificado y adecuado de recursos, sino también dar consistencia a las medidas para que el esfuerzo fiscal se traduzca en la consolidación de derechos. Invertir recursos, tiempo y dar batalla en este campo no trae votos, porque es algo que no se percibe. Allí se comete un grave error; la transformación, superada la crisis, demanda un Estado más planificado y coordinado. Los presidentes cometen el pecado de la soberbia al pensar que su liderazgo y carisma todo lo puede. Elementos imprescindibles para los primeros trazos de una gestión son insuficientes para pasar a las etapas de la consolidación.


    En gobiernos con gran determinación política en lo relacionado al activo rol del Estado vemos la incapacidad de ejecutar en forma acabada, precisa y eficiente las decisiones políticas que emanan del máximo nivel del Poder Ejecutivo. Nuestro Estado padece una enfermedad que impide que las órdenes pongan en funcionamiento los diferentes estamentos gubernamentales. Cuanta mayor interacción demanda una medida gubernamental, más difíciles son las posibilidades de éxito.


    El Estado que supimos construir, el que heredamos y reformamos tibiamente, es insuficiente para alcanzar los objetivos de desarrollo y bienestar social. Por supuesto, es más sencillo desarticular el Estado que realizar un abordaje que permita su transformación en una polea de transmisión perfecta entre la decisión política y su impacto en la realidad social y económica. El decisionismo encuentra su techo en la construcción de consensos amplios y en la propia incapacidad funcional del Estado.


    La mejora del funcionamiento del Estado y el impacto de sus políticas públicas en su accionar multidimensional demandan la elaboración de claros y objetivos índices, indicadores y estadísticas. La intervención del Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (Indec) es una de las más graves equivocaciones cometidas por el gobierno en análisis. No hay políticas públicas efectivas sin recursos, y tampoco las hay eficientes sin una medición de su impacto. El Indec y su metodología de medición debían ser actualizados, pero se eligió el peor de los caminos. Esta medida dañó la credibilidad gubernamental, situación capitalizada por diferentes sectores conservadores, que les permitió horadar la legitimidad de diferentes medidas muy positivas del gobierno.


    El consenso crítico sobre la falta de confiabilidad de indicadores básicos (inflación y pobreza, por ejemplo) fue desoído por un sector del gobierno y produjo múltiples conflictos en el equipo económico. Los negacionistas del conflicto se impusieron y bloquearon cualquier iniciativa positiva. La falta de estadísticas confiables puso en duda muchos de los importantes logros alcanzados y en el mediano plazo fue funcional al debilitamiento político del kirchnerismo.


    Reflexiones finales


    La relación pendular entre gobiernos que consideran que el Estado debe ser esa madre que se preocupa por el más débil de sus hijos y aquellos que lo ponen al servicio de la concentración de la riqueza hace cada vez más difícil conjurar la enorme desigualdad que caracteriza a nuestras sociedades. Cada vez que un gobierno popular accede al poder, luego del sistemático fracaso de los experimentos neoliberales, como ocurrió con el liderado por Néstor Kirchner, debe enfrentar un Estado anquilosado, oxidado, que ha cumplido el rol de ser herramienta de ajuste y sufrir su propio ajuste y mutilación. En la medida en que el enorme esfuerzo de reparación que se debe encarar no logra plasmarse en instituciones duraderas y arraigadas, lleva a desaprovechar oportunidades y a que los avances se pierdan ante cada restauración conservadora. Para revertir esta situación es necesario volver a pensar nuestro esquema institucional; no hacerlo implica permanecer en un esquema de debilidad que no permitirá sostener los cambios y que dejará truncas las transformaciones.


    En los años analizados no se instrumentaron iniciativas para adecuar el Estado y sus instituciones al nuevo escenario político, económico y social. Como desarrollan Horacio Cao y Arturo Laguado,


    se manifiestan, de esta forma, temas y problemas que sin tener relación con la orientación de las políticas tienen incidencia en su despliegue y en los resultados finales a los que estas llegan: falta de planificación, problemas de coordinación –en particular entre ministerios y entre nación/provincias/municipios–, proliferación y solapamiento de estructuras organizacionales, etc. (2015: 40).


    Un nuevo modelo estatal requiere, también, un profundo debate sobre el federalismo. A lo largo de nuestra historia existió una supremacía de la agenda centralista de la región pampeana. La relación entre el Estado federal y las provincias y municipios es esencial y excede el debate sobre los recursos públicos, tema no menor. La fuerte centralización de los recursos federales fue una dificultad constante para el desarrollo de las economías regionales. Dicha centralización es producto de la Ley de Coparticipación que delega la recaudación de impuestos en el gobierno federal, el cual, a su vez, lleva a cabo una redistribución entre las provincias en virtud de un coeficiente preestablecido (Tommasi, 2006). No es objeto de este capítulo analizar esta ley y la estructuración y distribución de ingresos que postula –aunque considero necesario que se lleve a cabo una profunda revisión–, sino poner de manifiesto cómo esta escasa autonomía de las provincias desalienta profundamente la propensión a encarar inversiones de largo plazo y a fomentar políticas de inversión de alto riesgo. La previsibilidad de los ingresos es la principal condición para la inversión productiva y nuestras provincias carecen de esta indispensable herramienta.


    El debate sobre el perfil productivo de cada una de nuestras regiones es una asignatura incompleta y tema ausente en la agenda política nacional. La eliminación del colegio electoral en la elección presidencial, impuesta por la reforma constitucional de 1994, es otro elemento que atenta contra un modelo de desarrollo federal, concentrando la agenda política en su región centro (CABA, Buenos Aires, Córdoba y Santa Fe). Esos cuatro distritos concentran el 62% del electorado nacional y subyugan el desarrollo del país.


    Se realizaron grandes inversiones de infraestructura, con recursos nacionales, pero poco se avanzó en la institucionalización de una nueva estrategia de federalismo. Liderar un proceso de estas características demanda una conducción del gobierno nacional y una voluntad de romper un modelo de política hegemónica y de imposición sobre los gobiernos provinciales. La construcción de consensos y gobernabilidad parece cimentarse sobre los recursos federales y su reasignación discrecional. Esto se repitió a lo largo de toda nuestra democracia, inclusive en el proceso político liderado por el gobierno actual, que había basado su campaña en mayor institucionalización, promesa rápidamente abandonada frente a la debilidad de sus bloques legislativos en el Congreso nacional.


    El freno a la transformación del Estado y la ausencia de construcción de mayores consensos, en el nuevo contexto conservador que transitan la Argentina y la región, han desatado un rápido retroceso de las principales políticas públicas desarrolladas. Ahora se nos presenta la incertidumbre y la necesidad de comprender por qué no se abordaron esos desafíos.


    La construcción de mayor institucionalidad implica invertir tiempo, muchas veces elemento escaso ante la demanda de la realidad, para alcanzar consensos que permitan que una política pública deje de ser de un presidente o fuerza política y se transforme en una política del país. Cuantos más intereses enfrenta determinada política, más complejo es alcanzar esos consensos, que desde ningún punto de vista implican unanimidad o aclamación social. En estos procesos se desnuda la enorme influencia de ciertos actores económicos en la agenda política, transformándose en defensores de sus intereses sectoriales. En este sentido, uno de los principales dispositivos es la utilización de los medios de comunicación para presionar y anular transformaciones que afectan o simplemente rozan sus intereses.


    Los doce años de gobierno de Néstor Kirchner y Cristina Fernández fueron transformadores. Como todo proceso político, presenta sus claroscuros, errores e imperfecciones; pero fue sin duda una etapa inédita en nuestra historia contemporánea. Por primera vez en décadas, la política retomó el control del Estado y marcó el rumbo de la sociedad; se estableció una agenda que posibilitó transformar la baja legitimidad de origen en una notable fortaleza: la legitimidad de ejercicio. Se abordaron temas centrales a través de una agenda progresista, que reconfiguró ideológicamente al peronismo, recuperando su asociación a una expresión reformista.


    El gobierno se puso al frente de un Estado desarticulado y deslegitimado, y con decisión y vocación política lo situó como principal actor social, tanto en el diseño de políticas públicas primarias (educación, seguridad social, vivienda, ciencia, entre otros) como en su responsabilidad en la regulación del mercado y la promoción de ciertos sectores estratégicos de la economía, incluidas la inversión pública y la retardada nacionalización de YPF.


    Se inició un proceso de consolidación política y rejerarquización del Estado. Las principales transformaciones impulsadas en el período analizado permitieron alcanzar en nuestro país un crecimiento económico sin precedente y un Estado que inducía y forzaba el derrame de la riqueza. Pero faltó esta vocación reformista en lo que se vincula a mejorar el funcionamiento del propio Estado o la generación de un marco de institucionalización que garantizara los cambios. Además, también se exteriorizaron los propios límites para la transformación social; la victoria de un candidato conservador en las elecciones de 2015 reveló la incapacidad de construir una alternativa de continuidad a las políticas y nos regresó a un proceso pendular. Detrás de un discurso vacuo, con asombrosa rapidez y pasividad social, se desplegaron políticas neoliberales que impactaron de lleno en los sectores populares y beneficiaron a los actores hegemónicos.


    No fue posible construir un entramado normativo que le colocara límite democrático y definitivo a los sectores dominantes. Un proceso político, que nació sorpresivamente en 2003, se afianzó con una construcción plural, convocando a diversos sectores sociales, sindicales y fuerzas políticas, y dejó atrás su supuesta debilidad de origen. El transcurso de la gestión, acompañado de errores propios, la sospecha de un entramado de corrupción en un sector del gobierno, un complejo escenario internacional y la constante y articulada resistencia del poder tradicional llevaron al gobierno a reducir su capacidad de convocatoria y transformación, afianzando una perspectiva binaria que debilitaría su propio poder. Eso no debe impedir analizar que fueron años de suma transcendencia para nuestra historia y que los errores deben permitir un consciente aprendizaje.


    Pero también es evidente que el cambio fue insuficiente. En democracia es esencial construir con los diferentes, ampliando al máximo los límites preestablecidos, para alcanzar una mayoría que garantice que las transformaciones sean permanentes y trasciendan los liderazgos personales. Es tiempo de una construcción colectiva que permita descartar la constante tentación de lo autorreferencial, de enamorarnos de nuestro propio ombligo. Sólo una política que congregue, que se abra a todas las fuerzas progresistas, incluyendo a las diversas expresiones del Justicialismo, permitirá, poniendo en valor la experiencia de lo realizado y de los errores cometidos, impedir el marcado retroceso con el que la sociedad se autoflageló en el pasado proceso electoral.


    Eso no implica no analizar el por qué. ¿Cómo un proceso político de cambio permitió la victoria de un candidato conservador? El liderazgo individual, el modelo decisionista, no es suficiente. Es imprescindible convocar a la sociedad y a sus diferentes expresiones políticas para sostener los cambios posibles, que surjan de un consenso amplio. Pero sin dejar de lado una cuestión estratégica, es necesario un nuevo marco constitucional que otorgue estabilidad a las transformaciones en dos ejes centrales a los que los sectores conservadores acuden para abortar los procesos progresistas en América Latina: los medios de comunicación y la corporación judicial.


    El fracaso en el proceso de democratización del Poder Judicial y los medios de comunicación, sectores que concentran un poder que condiciona a la propia vida democrática, fue evidente. La decisión de construir consensos para avanzar en un nuevo esquema que fortaleciera a nuestra sociedad no surgió de la convicción del proceso político en análisis, sino sólo al verse amenazado. Eso implicó una decisión tardía, en momentos en que estos sectores pudieron articularse y situarse en posición de fortaleza. Lo mismo sucedió con el retardado intento de reforma del sistema de inteligencia nacional, que desapareció de la agenda política luego de la renuncia del ministro de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, Gustavo Beliz, en 2004.


    Un nuevo proceso constituyente,[18] instancia de mayor expresión de una sociedad democrática, que aborde estas cuestiones centrales e incluya la institucionalización de un real federalismo político y económico permitiría establecer un nuevo escenario de poder en nuestro país. La experiencia en nuestro continente demuestra que los procesos políticos que lograron resistir, cada uno con sus particularidades, los embates de los sectores conservadores son aquellos que se dieron un nuevo marco constitucional que reflejara un equilibrio entre los diferentes actores sociales.


    Es tiempo de poner en valor lo realizado, con la certeza de que nuestra sociedad desea ser convocada a un nuevo proceso que permita un desarrollo que beneficie a todos. Pero también es necesario no volver a tropezar con los mismos obstáculos. En toda construcción política no debe existir una necia obsecuencia disfrazada de lealtad, ni tampoco el espacio para las prácticas corruptas. El doloroso transitar de la década neoliberal, las transformaciones impulsadas luego de la crisis y lo que no se quiso o no se pudo hacer son aprendizajes centrales para debatir la Argentina del futuro. No hay tiempo que perder porque, mucho más temprano que tarde, una construcción progresista y plural volverá a conducir los destinos de nuestro país.
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        [3] Extracto de la entrevista en el ciclo Presidentes de Latinoamérica, realizado para el Canal Encuentro.

      


      
        [4] Los resultados electorales obtenidos por Juan D. Perón (1952, 1973) y Cristina Fernández (2011), cuando debieron convalidar sus gestiones más exitosas en términos de inclusión social, lo ponen de relieve.

      


      
        [5] Los primeros meses de gestión de Mauricio Macri configuran un escenario que pone en crisis muchas de las principales políticas implementadas por las anteriores gestiones. Su enorme impacto social se comienza a percibir sobre todo en los sectores populares. La esperanza inicial que significó su asunción, según las principales encuestas de opinión pública, se transformó en un malestar generalizado, mientras se descomponen los indicadores sociales y la capacidad adquisitiva del salario.

      


      
        [6] El “partido militar”, hoy caído en desuso, fue la herramienta utilizada por las corporaciones económicas, nacionales y extranjeras, para dinamitar proyectos de consolidación de un Estado activo. Así pueden analizarse los golpes militares que se impusieron en la Década Infame e inauguraron una recurrente ruptura democrática de gobiernos populares, pasando por el golpe al gobierno peronista a manos de la Revolución Fusiladora de 1955, el golpe al desarrollista Arturo Frondizi en 1962 y al radical Arturo Illia en 1966 (ambos electos bajo la proscripción del justicialismo), y la instauración de la dictadura más sangrienta en nuestro continente a través del golpe militar de 1976.

      


      
        [7] Cada gobierno que asume y pretende, con sus matices, reconfigurar el rol estatal debe volver a empezar. Hereda una tierra arrasada, por la que puede avanzar rápidamente, pero también carece de insumos y herramientas para construir ese Estado. Debe invertir su energía en conducir un proceso político hacia dentro del propio Estado, pagando el alto costo del aprendizaje mientras gobierna, impulsando nuevos marcos legislativos, administrando sobre una realidad presupuestaria compleja. Se encuentra con instituciones desarticuladas y un funcionamiento estatal inadecuado a sus propósitos. Debe construir el Estado mientras brinda respuestas concretas, presionado por legítimas demandas sociales de mayor bienestar y jaqueado por los intereses de las corporaciones.

      


      
        [8] El proceso político que se encuentra transitando Brasil instaura un nuevo modo de acceso al poder de los sectores conservadores a partir de la confluencia del Poder Judicial y la presión de los medios de comunicación concentrados. La articulación es reflejo de los nuevos tiempos y los denominados “golpes de Estado blandos” como camino para interrumpir los procesos progresistas en la región. Esto de ningún modo implica no reconocer los errores cometidos en nuestros países que impidieron consolidar los procesos de cambio o los insuficientes pasos en la construcción de fuerzas políticas con mayor base social.

      


      
        [9] Disponible en <www.lanacion.com.ar/496350-treinta-y-seis-horas-de-un-carnaval-decadente>.

      


      
        [10] Eso es verdad tanto para pequeñas disposiciones, como la prohibición de fumar en espacios públicos, como para grandes reformas de ámbito público, como la habilitación constitucional para que un mismo presidente pueda tener dos mandatos; o aquellas que modifican la vida cotidiana, como la ley de divorcio vincular. Nos parece increíble pensar que hace unos años se fumaba en los cines, un presidente gobernaba seis años y no podía ser reelegido sin un período intermedio o no era posible contraer segundas nupcias. Esas normas ganaron institucionalidad y trascendieron el ámbito de la discusión pública, a pesar de que en su momento generaron dudas, debates y escepticismo.

      


      
        [11] Disponible en <www.lanacion.com.ar/765314-historico-el-pais-saldara-en-un-solo-pago-la-deuda-con-el-fmi>.

      


      
        [12] Y-TEC es una empresa tecnológica creada por YPF S.A., a partir de su nacionalización, y el Conicet, que se reparten el 51 y 49% de la participación accionaria, respectivamente. Su objetivo es brindar soluciones tecnológicas al sector energético.

      


      
        [13] Disponible en <www.msal.gov.ar/sumar/index.php?option=com_content&id=373:asignacion-universal-por-hijo-y-asignacion-por-embarazoasignacion-universal-por-hijo-y-asignacion-por-embarazo>.

      


      
        [14] Disponible en <www.anses.gob.ar/jubilados-pensionados/pip-programa-inclusion-previsional-30>. Véase también Calabria y Calero (2012).

      


      
        [15] Es cierto que, al momento de votar la ley, muchos de estos dirigentes se abstuvieron o votaron en contra; pero más allá de esos detalles folklóricos, la fuerte legitimidad social de la medida hace que raramente se la ponga en cuestión. Una de las pocas voces que cuestionó la AUH, de manera vergonzosa, fue Ernesto Sanz, entonces senador por la provincia de Mendoza: “Algunas herramientas que son buenas, en teoría, terminan desvirtuándose en el camino. En el Conurbano bonaerense la Asignación Universal por Hijo, que es buena en términos teóricos, se está yendo por la canaleta de dos cuestiones, el juego y la droga. Usted advierte del dos al diez de cada mes (cuando se liquida la asignación) cómo aumenta la recaudación de los bingos y de los casinos y cómo se nutre el circuito ilegal de la droga a través de la plata que recaudan los famosos dealers”.

      


      
        [16] La APN está compuesta por la administración central y la administración descentralizada que incluye organismos descentralizados, universidades, institutos de la seguridad social y otros entes públicos.

      


      
        [17] Se consideran empresas públicas las empresas del estado, las sociedades del estado, las sociedades anónimas, las sociedades de economía mixta, las empresas en liquidación, las empresas interestaduales y otras organizaciones empresariales.

      


      
        [18] Iniciativa impulsada por intelectuales progresistas como Boaventura de Sousa Santos y Eugenio Zaffaroni.

      

    

  


  
    6. Con la gente adentro


    Qué se logró (y qué quedó pendiente) en materia de empleo, equidad y justicia social


    Marta Novick[19]


    


    Introducción


    El significado que cada sociedad le otorga al trabajo admite más de una perspectiva de análisis, según se lo examine por su contribución a los cambios en términos de la generación de valor, por su impacto sobre la construcción de las subjetividades y de las identidades, o por su repercusión como mecanismo de integración y cohesión social.


    El trabajo, tal como lo conocemos, no siempre ha determinado el orden social. Al plantear el interrogante sobre sus significados, no podemos pasar por alto que ello supone enfrentarnos, como señala Méda (1995, 2015), a una categoría histórica, resultado de una construcción social. Esto obliga a precisar el anclaje de las reflexiones actuales y conectarlas con sus referencias históricas. En efecto, la confrontación de los diversos significados del trabajo constituye una instancia crítica de revisión del legado de la economía política clásica del siglo XIX y del industrialismo del siglo XX, y para resignificarlo necesitamos saber lo que actualmente permanece como lo que está en ruptura con ese legado.


    Pero, sin duda, y más allá del concepto y su permanente transformación, el empleo, el trabajo o la ocupación que se desempeña en una sociedad en un momento histórico determinado siempre se trata de una dimensión que otorga al sujeto una identidad, un rol social y, sobre todo, se constituye como un espacio de “ciudadanía” en el sentido de portador de derechos. A los derechos de autonomía individual frente al poder del Estado y de participación en las decisiones públicas, se agregaron los denominados derechos económicos, sociales y culturales, que responden a la igualdad, a la solidaridad y a la no discriminación. Entre ellos, se reconocieron y consagraron los derechos al trabajo, a un nivel de vida adecuado, a la salud, a la alimentación, al vestido, a la vivienda, a la educación, a la seguridad social y otros.


    El trabajo es, además, el principal vínculo entre la economía y el bienestar de los hogares; para casi el 80% de ellos, es la principal fuente de ingresos. La dinámica y las instituciones que actúan en el mercado de trabajo son el principal nexo entre la esfera económica y productiva y los hogares. Hay un impacto del modelo productivo dominante (la especialización elegida o la heterogeneidad estructural) y la inserción internacional sobre la generación de empleo, el tipo, el nivel y la dinámica de los ingresos salariales; la proporción en que estos logran participar del ingreso total de la economía se convierte en un aspecto esencial para la sustentabilidad económica y social.


    No puede soslayarse que el trabajo asalariado aún es el fundamento principal de la ciudadanía como “vehículo concreto sobre cuya base se erigen los derechos y deberes sociales, las responsabilidades y el reconocimiento, al mismo tiempo que las sujeciones y coacciones” (Castel, 1997).[20]


    El empleo y los salarios juegan un papel fundamental a la hora de analizar las desigualdades. La mayoría de los organismos internacionales explican el aumento de la inequidad –aunque reconociendo la multiplicidad de dimensiones y factores que actúan– por la pérdida de la participación del ingreso del trabajo y de los trabajadores en las rentas nacionales. La desigualdad es un fenómeno que se vincula estrechamente con la calidad y cantidad del empleo, la distribución del ingreso entre capital y trabajo y la institucionalidad laboral, entre otras dimensiones.


    Este capítulo intenta desarrollar las relaciones de determinación entre el trabajo, el empleo, sus instituciones y las políticas que se implementan ante la desigualdad económica y social. Primero, desarrollaremos una perspectiva conceptual e internacional para, en segundo lugar, analizar el caso argentino; en particular, el período 2003-2015, sus avances y deudas pendientes.


    Desigualdad, trabajo e instituciones laborales


    A nivel internacional, sea de manera conjunta con el crecimiento económico de los primeros años del siglo XXI o a raíz de las duras consecuencias de la “Gran Depresión”, como se denominó a la crisis que comenzó en 2008, primero financiera, luego económica y finalmente social, el mundo fue testigo de un significativo aumento de la desigualdad.


    Esta inequidad y esta desigualdad –de índole económica y social– afecta a los derechos de millones de personas: el acceso a bienes sociales básicos como salud, educación, vivienda, trabajo y salario digno. Un hecho pionero en este proceso lo marca la creación en 2008, por el gobierno francés, de la Comisión para la Evaluación del Desempeño Económico y el Progreso Social (CMEPSP, por su sigla en inglés) (Stiglitz y otros, 2009), que permitió avanzar en una creciente comprensión, que se extendió al campo político y académico, de que las políticas públicas en general y las medidas económicas en particular no deberían tener como único objetivo la maximización del producto bruto interno (PBI). Esto último, en la medida en que pueda haber crecimiento económico que no impacte positivamente sobre la calidad de vida o el bienestar de los ciudadanos. El crecimiento económico por sí sólo está lejos de garantizar el bienestar o una mejor calidad de vida a los ciudadanos, como ya lo experimentaron la Argentina y otros países hermanos en la década de los noventa.


    Precisamente por eso, entre las dimensiones adicionales a considerar, la CMEPSP jerarquiza el concepto de desigualdad y la principal recomendación del informe que presenta es: “Los indicadores de calidad de vida en todas las dimensiones cubiertas deben evaluar desigualdades de una manera comprehensiva [punto 3] […] [y] dar mayor importancia a la distribución del ingreso, al consumo y a la riqueza [punto 4]” (Stiglitz y otros, 2009: 59).


    También el índice de desarrollo humano (IDH), elaborado y aplicado por el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) combina los logros medios de un país en los ámbitos de la salud, la educación y los ingresos con la forma en que se distribuyen entre los ciudadanos, “descontando” al promedio obtenido en cada dimensión un valor que depende del nivel de desigualdad del país. Por tanto, el IDH-D es el nivel promedio de desarrollo humano sensible a la distribución.[21]


    Por ende, para avanzar en la inclusión social es necesaria una mejora en el bienestar de la sociedad, en la disminución de la desigualdad, lo que significa una distribución del ingreso equitativa en un marco de crecimiento económico. Ello delimita la idea de que las políticas públicas no pueden focalizarse sólo en el crecimiento del PBI. Y, a la vez, significa que no son las políticas macroeconómicas, en especial las fiscales y monetarias, las que determinan el bienestar de una población. Se requieren políticas generales coordinadas y específicas tendientes a mejorar el acceso a los bienes públicos y a los derechos para el logro de una reducción multidimensional de la desigualdad.


    


    Gráfico 6.1. Evolución de la desigualdad entre 1990-1995 y 2005-2010


    [image: 120872.png]


    Nota: La medida utilizada es el coeficiente de Gini para el primer año entre 1990 y 1995, cuya información sea accesible y el último año entre 2005 y 2010, cuya información esté disponible. Debido a la limitación de datos de los países africanos se utilizó una definición menos estricta y tomamos información de los siguientes países y años: Burkina Faso: 1994 y 2003; Camerún: 1990 y 2002; República Central Africana: 1992 y 2003; Zambia: 1992 y 2003; Costa de Marfil: 1990 y 2002; Mauritania: 1990 y 2000; Mozambique: 1996 y 2005; Nigeria: 1990 y 2004; República de Tanzania: 1990 y 2001.


    Fuente: Standardized World Income Inequality Database (SWIID), en Berg (2015).


    A diferencia del enfoque económico tradicional, deben integrarse las instituciones al análisis. Son estas las que determinan la coordinación y la regulación entre las distintas áreas y son el resultado de elecciones sociopolíticas. Las complementariedades existentes entre las instituciones permiten caracterizar distintas configuraciones que dan cuenta del modo en el cual interactúan, a la vez que destacan la importancia de las que se encuentran en lo alto de la jerarquía de la arquitectura institucional, representando el núcleo del compromiso social y político. En realidad, el planteo central y unánime es que la desigualdad no es una consecuencia del funcionamiento de la economía, sino el resultado de decisiones políticas expresadas en instituciones, y la jerarquía de estas es también un determinante del compromiso de cada Estado con su sociedad (Amable, 2005).


    En esta línea, es necesario destacar el consenso de los organismos internacionales, académicos y estudiosos, acerca de que:


    La inequidad no es inevitable. Es una elección hecha a partir de las reglas que estructuran nuestra economía. Las reglas que determinan el balance de poder entre lo público y lo privado, trabajadores y empleadores, innovación y crecimiento compartido y todos los otros intereses que hacen a una economía moderna (Stiglitz, 2015).


    Como señala Piketty (2014): “La historia de la distribución de la riqueza ha sido siempre profundamente política y no puede reducirse sólo a mecanismos económicos”.


    El gráfico 6.1, extraído del libro de Berg (2015) sobre mercados de trabajo, instituciones y desigualdad, muestra claramente el aumento de la desigualdad en los países más ricos, sobre todo en lo que se denomina el “Norte”. Esto no significa que los países en los que aumentó la desigualdad sean los más desiguales del mundo ni, a la inversa, que aquellos donde disminuyó, los más igualitarios. Lo que nos interesa destacar es que –al mismo tiempo que aumentaba la desigualdad en el mundo y, en especial, en los países desarrollados– se verificó una disminución que tuvo foco especialmente en la mayoría de los países de América Latina. Esto no impide que nuestra región sea, en términos de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal), “la más desigual del planeta”. En el marco de este continente más desigual –aunque no el más pobre–, resultado de una modernización basada en la peor distribución del ingreso del mundo, la desigualdad recorre cinco siglos de discriminación racial, étnica y de género. Pero esta última década fue promisoria en términos de reducción de la desigualdad. Para la región esto supone la presencia de otro valor, caro a sus habitantes, que requiere seguir profundizándose en la práctica: la democracia. Está claro que no puede haber igualdad sin democracia, de ahí el planteo sobre la necesidad de articulación entre el proceso de desarrollo económico, productivo, social y ambiental alrededor de la premisa de la igualdad, basada en la convicción de que hay que igualar para crecer y crecer para igualar (Bárcena, 2015).


    Los datos de la SWIID sobre altos ingresos (el 1% de la población) muestran que más allá del esfuerzo realizado en estos años, la desigualdad en nuestro continente –al menos en los países estudiados por su equipo (Atkinson y Piketty, 2007)– aún es muy alta. Si bien no se encuentra la información sobre todos los países de la región en esa base, aquellos que fueron analizados confirman los altos niveles de desigualdad. De este modo, el 1% de la población más rica acumula en la Argentina el 16,75% de la riqueza (datos hasta 2003);[22] en Colombia supera el 20% (datos hasta 2010), y en Uruguay el 14% (datos entre 2009 y 2011).


    Según Amarante y Jiménez (2014), los cambios en los indicadores de desigualdad de la región han ocurrido de manera gradual y son apenas perceptibles en las variaciones interanuales, pero resultan evidentes al comparar períodos más largos. Durante el período 2002-2013, en quince de los diecisiete países considerados se evidencian mejoras distributivas reflejadas en la disminución del índice de Gini. Las excepciones son Costa Rica y República Dominicana, cuyos datos son superiores en 2013 respecto de 2002. Esta reciente tendencia a la baja es estadísticamente significativa y tuvo lugar en un contexto de crecimiento económico sostenido y reducción de la pobreza en la región. La tendencia a la disminución de la desigualdad fue más pronunciada a partir de 2008. Sin embargo, la caída en los últimos años del precio de las commodities y los cambios políticos e ideológicos a nivel institucional generan mayores incertidumbres, menor crecimiento económico y un paulatino proceso de debilitamiento de las instituciones y de la protección social.


    Las causas de la desigualdad


    Estudios recientes profundizaron el análisis acerca del efecto que la distribución funcional del ingreso tiene sobre las desigualdades y cómo afecta al conjunto del desempeño económico. Un informe de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), realizado de manera conjunta con el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial, sostiene que “la tendencia a la caída de la participación del salario afecta a los principales agregados macroeconómicos, a través del consumo de los hogares, la inversión del sector privado, las inversiones y el consumo neto gubernamental”. También destaca que a pesar de una causalidad no demostrada “la caída en la participación de los trabajadores en el ingreso tiende a evolucionar ‘mano a mano’ con el incremento de las desigualdades de ingreso en el mercado”.[23]


    En otro proyecto realizado entre la República de Corea y la OIT surgen evidencias en esta misma línea. El marco analítico básico es que las instituciones del mercado de trabajo afectan la distribución del ingreso (la personal y la funcional entre capital y trabajo) que finalmente conforman el desempeño económico. El estudio también subraya que la caída de la participación laboral en el ingreso en los últimos años tiene una fuerte relación con el empeoramiento en la distribución personal del ingreso (índice de Gini) y otras medidas de desigualdad.[24]


    Por un lado, la distribución funcional del ingreso (la repartición entre capital y trabajo) impacta sobre los índices de desigualdad. Dado que el ingreso de los trabajadores es sustancialmente más bajo que los ingresos por el capital, una reducción permanente de la participación salarial incrementa la desigualdad por ingreso. La descomposición de la desigualdad por fuente de ingresos muestra que los ingresos laborales son el factor más importante que contribuye a la desigualdad. También debe destacarse que la desigualdad afecta al crecimiento del producto bruto interno (PBI), al reducir la demanda, disminuir ingresos al fisco y debilitar las expectativas a futuro, ya que es un obstáculo para el crecimiento y para el desarrollo económico.


    Trabajo, empleo y desigualdad en la Argentina: etapas de la economía y la dinámica laboral


    El proceso de trabajo, de empleo y de ciudadanía en la Argentina tuvo una evolución dinámica, centrada en un proceso de industrialización tardío, en relación con los países desarrollados, aunque también oscilante debido a las perturbaciones políticas, a los gobiernos dictatoriales y a las profundas transformaciones tecnológicas y organizacionales del mundo del trabajo y de la economía. En homenaje a Aldo Ferrer, recientemente fallecido, recordaremos su último artículo publicado, donde afirmaba que la Argentina alternó en el siglo XX entre modelos nacionales populistas y neoliberales, sin que ninguno pudiera consolidarse en el tiempo; aunque la comparación de resultados es muy favorable al nacional y popular (Ferrer, 2016).


    A grandes rasgos, la primera década del siglo XXI encontró a la Argentina y a otros países latinoamericanos en la búsqueda, una vez más, de un sendero de desarrollo sostenible que combinara crecimiento con equidad. La privatización de los activos públicos, la desregulación de los mercados y una fuerte exposición a la competencia internacional constituyeron en los años noventa los ejes del conjunto de políticas neoliberales. El modelo social, vía la redefinición de dimensiones centrales de los regímenes laborales y de bienestar vigentes, fue totalmente dependiente del esquema de políticas de reforma económica. Cabe destacar que la reforma implicó un cambio más profundo que el mero giro de políticas e instrumentos, abarcando a la propia concepción de la relación entre política económica y social. Específicamente, a diferencia del modelo de industrialización por sustitución de importaciones (ISI) –que, con todas sus inconsistencias macroeconómicas, suponía una articulación entre las dimensiones económica y social de manera que la política económica “endogeneizaba” los objetivos sociales–, el modelo de los años noventa implicaba una suerte de de-linking entre ambas dimensiones al concebir el desarrollo sólo desde la economía, destacando un absoluto predominio del mercado y de la noción de eficiencia por sobre la de equidad. El enfoque dominante era que el crecimiento económico garantizaría por sí solo un “derrame” hacia lo social, por lo cual el progreso en esta esfera sería el resultado casi automático de aquel.


    Paradójicamente, las experiencias de las etapas de la ISI y de reforma promercado culminaron de manera similar. Ambas desembocaron en profundas crisis financieras, con sus correspondientes episodios de no pago de la deuda externa, como asimismo en procesos graves de fractura institucional. Lo que reviste de un carácter trágico a la experiencia de los noventa son los niveles de desempleo, pobreza y desigualdad sin precedentes. El colapso institucional de 2001, en un contexto de convulsión social aguda, es el corolario de un período inédito de exclusión y marginación social que la Argentina llevó a cabo en poco más de veinte años. No resulta llamativo, en consecuencia, que una nueva orientación de la política laboral y de bienestar social se haya puesto en marcha (Lengyel y Novick, 2008).


    Desde 2002, y en particular desde 2003, los regímenes de empleo y de protección social exhibieron un nuevo giro con respecto a la configuración adoptada en la década precedente. Este se dio en el marco de una nueva política económica que, a partir de un cambio en los precios relativos, hizo hincapié en la generación de un patrón de crecimiento con un sesgo mucho más integrador e inclusivo. Ello requirió no sólo de la aplicación de una batería de medidas macroeconómicas que promovieran el crecimiento y el empleo, sino también de la recuperación y resignificación del rol del Estado y de las políticas activas. Fundamentalmente, implicó la (re)articulación de las políticas económica, laboral y social, en contraposición con el enfoque de “desenganche” entre ellas y de priorización de la dimensión económica que prevaleció en los noventa.


    Los ejes conceptuales de este giro fueron, por una parte, una nueva noción del trabajo no ya como un mero problema del mercado laboral, sino como eje articulador de las dimensiones económica y social y, al mismo tiempo, como elemento constitutivo de la ciudadanía; y, por la otra, la concepción del empleo como motor fundamental de la creación de riqueza y, por ende, del progreso social. Para esto, una premisa esencial fue el trabajo decente, es decir, productivo, protegido y vehículo de un ingreso digno en condiciones saludables.


    Sin embargo, a lo largo del período estudiado no siempre actuó y dominó un “círculo virtuoso”, sino que hubo que enfrentar importantes desafíos y situaciones desfavorables que ocasionaron fuertes dificultades en los resultados de algunas políticas. Los doce años que transcurrieron entre los tres períodos de gobierno de Néstor Kirchner y Cristina Fernández tuvieron etapas y momentos diferentes, condicionados tanto por situaciones de la economía como por la política nacional y la internacional. Hemos dividido la última década en etapas que reflejan diferencias en términos de la relación entre el desempeño económico, el contexto político global y local, el tipo de empleo creado predominantemente y en la necesidad de implementar un esquema de política diferente en cada etapa.


    Entre el período 2003-2008, antes del estallido de la crisis internacional, hubo una etapa de aumento del empleo formal, registrado, caracterizado por una importante tasa de creación de puestos de trabajo. Entre 2006 y 2008, la tasa de empleo no registrado cayó siete puntos porcentuales. En 2009, se registra el impacto de la crisis internacional y la caída en la creación de empleo. Posteriormente, se puede ver una recuperación entre 2010 y 2011, todavía con una alta creación de empleo formal. Desde 2012, la creación de empleo se estancó, al igual que la disminución del trabajo no registrado, a pesar de los esfuerzos y la legislación puestos al servicio de la lucha contra la informalidad.


    


    Gráfico 6.2. Dinámica y tipo de generación de empleo en las diferentes etapas del empleo (tasa de variación anual) y cambios en el tipo de generación
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    El Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social (MTEySS) recuperó la capacidad de coordinación de las relaciones laborales, en el marco de la autonomía de las partes (empresarios y trabajadores). De hecho, el rol de articulación que tuvo el MTEySS en las negociaciones colectivas salariales anuales se convirtió en un determinante central de los salarios en la Argentina. La puesta en funcionamiento del Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario en 2004, que había estado inactivo durante once años, constituyó un espacio importante para el diálogo tripartito. Esta función de coordinación y mediación estatal se puso de manifiesto también en la canalización institucional de los conflictos laborales.


    Sin embargo, es necesario tener en cuenta que la existencia de mercados de trabajo heterogéneos y aún con alta precariedad reduce los márgenes de acción de la política laboral al no poder influir directamente sobre amplios segmentos de la población ocupada. Deben señalarse los distintos programas de empleo destinados a diferentes colectivos vulnerables, acompañados por políticas activas de formación articuladas sectorial y regionalmente, a través de mecanismos de diálogo tripartitos.


    En relación con las políticas de ingresos, cabe mencionar los aumentos del salario mínimo vital y móvil, los incrementos de salarios pactados a través de la negociación colectiva, los aumentos salariales de suma fija, todas medidas que permitieron la recuperación de los salarios reales de los trabajadores registrados acompañados de una recuperación, aunque en menor proporción, del salario real de los trabajadores no registrados.[25]


    Estas políticas facultaron para que, una vez afianzado el nuevo régimen macroeconómico, comenzara a operar cierta reversión de las tendencias en los indicadores del mercado de trabajo. Su intensidad fue diferencial de acuerdo con la variable por analizar: el empleo se recuperó a gran velocidad desde 2003 y la pobreza se redujo sustancialmente. Otras variables, sin embargo, mostraron una recuperación menos intensa, como es el caso de la tasa de empleo no registrado ya mencionada.


    Sin embargo, a pesar de la recuperación de estas instituciones y del empleo, el dinamismo de los salarios requirió mayor tiempo para recobrar la capacidad adquisitiva erosionada con la devaluación de la moneda. Aun cuando los salarios mostraron una senda ascendente y sostenida hasta 2008, las situaciones de precariedad y de bajos salarios que todavía experimenta un conjunto considerable de trabajadores hacen emerger la figura del “trabajador pobre”, fuertemente asociada a la carencia de inscripción en el sistema de la seguridad social, como un elemento importante en la composición de la pobreza.


    Las políticas para reducir la desigualdad


    Como se dijo, la desigualdad no es sólo el resultado de mecanismos económicos, ya que el contexto legal e institucional juega un rol muy importante (Boyer, 2015; Amable, 2005). Un sinnúmero de estudios recientes (Berg y Kucera, 2008; Berg, 2015; OIT - OCDE, Declaración Ministros de Trabajo del G-20) acentúan el papel central de las instituciones laborales y presentan evidencia empírica sobre su impacto en la mayor equidad en la distribución del ingreso. Entre ellas, se resalta la importancia de la negociación colectiva, el salario mínimo, el tipo de contrato de empleo dominante, la regulación del tiempo de trabajo, las políticas activas de empleo. Estas son una parte central de las políticas redistributivas, que impactan en la distribución del ingreso y, en particular, en la funcional y en la personal.


    A continuación mencionamos algunos ejes de políticas considerados a nivel internacional para la reducción de la desigualdad, señalando lo realizado por la Argentina en el período en estudio.


    Políticas integrales enfocadas en la creación de empleo de calidad (pleno empleo como un valor social)


    Dado que el empleo es la principal fuente de ingreso de los hogares, el desempleo tiene un impacto importante en el nivel de ingresos. Además, en la medida que el desempleo afecta a la población de menor nivel educativo −a los jóvenes, a las mujeres y a otros grupos vulnerables−, se incrementa la desigualdad del ingreso y, sobre todo, la disparidad de ingreso entre grupos. El alto desempleo afecta a los salarios (y a su distribución) tanto de los que están desempleados como de aquellos que tienen una débil capacidad de negociación (individual o colectiva).


    En esta dimensión está claro el rol de la política de inclusión encarada en la Argentina a partir de 2003, de la revalorización del trabajo, de su cultura y del fortalecimiento de los actores sociales. Se concibió –aunque no con la misma intensidad en todo el entramado gubernamental– la noción de trabajo digno como un elemento clave para la justicia social, la aplicación de derechos y el logro de ciudadanía. Y se trató de jerarquizar el concepto de un trabajo digno, “decente” como lo denomina la OIT, con salarios adecuados y representación sindical. Se incluyó a grupos tradicionalmente excluidos de estos derechos como los trabajadores de casas particulares y los peones rurales.


    Con el objetivo del pleno empleo, en términos cuantitativos puede mencionarse que la tasa de desempleo cayó dieciocho puntos, pasando del 24, en 2003, al 5,9% en 2015, lo que significó una disminución superior al 73%. La desocupación de los jóvenes pasó del 33 al 19%, con un aumento significativo del porcentaje de los trabajadores menores de 24 años registrados en empresas privadas.


    Políticas laborales y diálogo social


    Una de las instituciones más mencionadas respecto de la participación de los trabajadores en el ingreso y, consecuentemente, en la distribución personal, es la negociación colectiva. La evidencia señala una relación significativa entre esta y la fortaleza sindical (su capacidad de negociación) así como con la densidad sindical. Distintos estudios nacionales muestran que la dispersión salarial es mucho menor en los sectores sindicalizados que en aquellos que no lo están (Freeman y Medoff, 1984; Gosling y Machin, 1998; Hara y Kawaguchi, 2008). En esta materia, el proceso argentino de 2003-2015 fue emblemático; y en él se evidenció un importante incremento de la cantidad de negociaciones colectivas: en 2008, se homologaron 1231 convenios y acuerdos, 1025, en 2007, y 1963, en 2014, cifras que contrastan con el promedio de 190 negociaciones anuales de la década de los noventa.


    Al mismo tiempo, se puso en marcha desde 2003 un proceso dinámico y creciente en materia de recuperación y fortalecimiento de las relaciones laborales a través la promoción e implementación de los mecanismos de incentivación de la negociación colectiva, acompañado de la convocatoria al Consejo del Salario, recuperando una institución con un efecto nivelador para los sectores más bajos de la escala salarial y también un efecto económico por la demanda agregada que genera sobre el conjunto de la economía. Hubo una revitalización de los sindicatos (Echemendy y Collier, 2007), una recuperación del salario real y un fuerte incremento del salario mínimo. Se crearon instancias de diálogo social, sea para políticas de género, formación laboral, trabajo en casas de familia o trabajo agrario (Echemendy, 2011; Cappelletti y Marx, 2015).


    La política del salario mínimo


    Constituye otra estrategia que puede mejorar la participación de los ingresos laborales y reducir otras inequidades. El salario mínimo de acuerdo con bibliografía reciente y estudios empíricos (Belser y Rani, 2015) es una herramienta efectiva para reducir las asimetrías salariales y disminuir la incidencia de los salarios bajos, tanto en los países desarrollados como en los en vía de desarrollo (Maurizio, 2014). Actúa también como un “efecto de demostración” para trabajadores informales y sus empleadores (Kostzer, 2009; Marinakis, 2007). Es, asimismo, una dimensión de la macroeconomía, ya que tiene un impacto importante en la demanda doméstica. A pesar de estas evidencias, algunos debates señalan que la política del salario mínimo podría no estimular el reingreso de trabajadores al mercado de trabajo, sobre todo en los países industrializados.


    Tanto en el caso argentino como en el brasileño y el uruguayo –como lo señala Maurizio (2014)–, el salario mínimo actuó no sólo en la reducción o desaparición de trabajadores pobres , sino también en una significativa mejora de la desigualdad. En la Argentina, se incrementó en términos nominales un 2930% (al aumentar de 200 a 6060 pesos luego de haber estado congelado durante diez años) y también en términos reales.


    Políticas para la reducción de la informalidad y la segmentación laboral


    El incremento de los contratos o empleos a media jornada o temporarios en los países desarrollados y la persistente informalidad en aquellos en vías de desarrollo son poco favorables dados los resultados que se expresan en el mercado de trabajo, como en déficits salariales. Los estudios recientes muestran que el incremento de contratos temporarios tiende a exhibir mayor desigualdad salarial, aun considerando otros factores (Cazes y De la Iglesia, 2014). Especialmente en las economías emergentes, la fuerte incidencia de la informalidad está asociada con altos niveles de desigualdad en el ingreso. Una importante literatura teórica y empírica al respecto (Chong y Gradstein, 2008; Johnson y otros, 1998; Mishra y Ray, 2010) concluye que este fenómeno depende de la diferencia relativa entre el sector formal y el informal, y de la dinámica salarial diferencial en las características de desigualdad entre ambos sectores. Una reciente investigación realizada en cinco países latinoamericanos muestra que la reducción de la desigualdad está fuertemente asociada con la disminución de la informalidad (Amarante y Amir, 2015). El estudio prueba que el resultado es similar –a pesar de las diferentes políticas implementadas– en Brasil, Ecuador, Uruguay y la Argentina.


    Políticas universales de protección social


    Las políticas impositivas progresivas y no regresivas, acompañadas de medidas activas de empleo y protección, pueden reducir la desigualdad. Uno de los modos es la interacción entre la oferta y la demanda del mercado de trabajo, muchas veces desajustadas no sólo por el famoso missmatch entre la oferta y la demanda, sino por las dificultades de intercambio de información o desconocimiento de empresas y trabajadores. En esa línea, los Servicios Públicos de Empleo –inexistentes en la Argentina hasta 2006– cumplen una función ineludible mejorando la información y la participación laboral. De hecho, se instalaron a nivel municipal más de seiscientas oficinas de empleo con un rol de intermediación.


    Las pensiones (contributivas y no contributivas) constituyen una de las políticas de mayor poder distributivo (en algunos países es más del 80% del conjunto de las transferencias directas a los hogares) para la población mayor y cambian según el tipo de diseño del modelo de seguridad social. Las moratorias previsionales (2005, 2009 y 2014) permitieron alcanzar una cobertura de más del 90% de la población mayor de 65 años en el país.


    Los programas de transferencias condicionadas, como se los denominó en América Latina (Programa Jefes de Hogar en 2002 en la Argentina, Progresar/Oportunidades en México, Bolsa Familia en Brasil, entre otros que se extendieron a la mayoría de los países de la región) y a la Asignación Universal por Hijo (AUH) –entendida como un derecho y no como un programa al extender los derechos de los hijos de trabajadores registrados al conjunto de los de trabajadores desocupados o informales– demostraron una eficiencia significativa en la mejora de las condiciones de vida de esas familias y una herramienta útil para la igualdad de oportunidades. Es así como los programas de transferencias de ingresos, focalizados en la población vulnerable, se orientaron a reducir la incidencia de la pobreza por ingresos en el corto plazo, mientras en el mediano y en el largo plazo algunos apuntaron a incrementar las capacidades y competencias de la población. Esta modificación de la política de protección social puso en el centro a los niños y adolescentes, cuyos padres se encuentran por fuera de los derechos que brinda una relación laboral formal. Por lo tanto, la AUH constituye una nueva fuente de ingreso clave para los hogares más vulnerables de la Argentina. Conocido el hecho de que para los estratos sociales más vulnerables las inserciones inestables en el mercado de trabajo generan altas tasas de entradas y salidas, la AUH establece un quiebre en esta dinámica. Por un lado, funciona efectivamente como un estabilizador de los ingresos de los hogares, protegiéndolos de la caída en la estructura distributiva. Por el otro, sumada a los ingresos laborales, colabora para que algunos hogares suban en esta estructura. El estudio de la participación en el mercado de trabajo aporta indicios de que los integrantes de hogares beneficiarios de la AUH no se han visto desincentivados de su participación en ese mercado y en el empleo (Bustos y Villafañe, 2011).


    Consecuencias de las políticas laborales y de protección social sobre la desigualdad


    Este conjunto de políticas –incompletas, mejorables y perfectibles– acompañadas de las políticas macroeconómicas, fiscales, sociales, produjeron una importante mejora en la igualdad, al menos hasta 2015. Seguramente, esta caída en la desigualdad se amesetó o disminuyó en el último trimestre de 2015 y el primero de 2016, a raíz de la estampida de precios en productos y servicios (Panigo y otros, 2016), que afecta sobre todo a las capas más bajas de la sociedad.


    


    Gráfico 6.3. Evolución de la distribución del ingreso personal. Índice de Gini del ingreso per cápita familiar (IPCF)
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    Fuente: Elaboración propia en base a información de la EPH-Indec.


    Como se observa en el gráfico 6.3, la caída en el coeficiente de Gini mejoró un 21% después de un proceso de aumento de la desigualdad constante durante la década de los noventa. Las mejoras en este índice se explican mejor cuando se analizan sus componentes (Trujillo y Villafañe, 2011) y se demuestra la importancia que tuvo el peso del componente laboral salarial en esta mejora de la igualdad sobre el conjunto de los trabajadores, principalmente en los asalariados registrados (44%), en los independientes e, incluso, en los no registrados. Jubilaciones y pensiones tienen también un peso cercano al 20%.


    


    Gráfico 6.4. Descomposición del cambio en el índice de Gini, entre 2003 y 2014
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    Fuente: Trujillo y Villafañe (2011).


    A pesar de ello, y como señalamos al comienzo, aún somos una sociedad desigual e inequitativa. Incluso con la importante mejora del índice de Gini, la Argentina está lejos de los parámetros más igualitarios de los años cincuenta o de los setenta. Los cambios pendulares en las políticas muestran muy rápidamente su fragilidad, que en materia económica se ha denominado stop and go y suelen estar asociadas a períodos de retroceso y/o pérdida de bienestar social.


    Estos doce años que analizamos constituyen un claro avance en materia de los derechos y la institucionalidad laboral, facilitado por un contexto económico ventajoso. La volatilidad política de la Argentina pone en cuestión la fortaleza de ese entramado institucional que sólo los actores del mundo del trabajo pueden consolidar.


    Deudas y asignaturas pendientes


    Sin duda, resulta acuciante resolver la inequidad y la exclusión que persisten en el país pese a los avances en materia de reducción de la pobreza y de la pobreza extrema. El crecimiento económico sirvió de marco para un giro de políticas económicas y sociales que no terminaron constituyéndose e institucionalizándose en un nuevo modelo. Se avanzó hacia un mercado de trabajo menos segmentado, al mismo tiempo que hubo transformaciones significativas en materia de protección social y, sobre todo, de recuperación de la institucionalidad laboral; pero no se logró una transformación de la estructura productiva y, por ende, tampoco de la social, a pesar de los enormes esfuerzos realizados.


    Estructura productiva e innovación


    En esta asignatura pendiente, reconocemos un espectro de políticas de diferente tipo, más cercanas o más lejanas, endógenas al tema laboral o aparentemente exógenas, pero siempre conectadas y con impacto sobre el empleo, su cantidad y su calidad. No es objetivo de este capítulo realizar un desarrollo de estas políticas no endógenas, sino profundizar sobre los temas laborales. Sin embargo, creemos imprescindible hacer una breve mención al tema. A pesar de que entre 2003 y 2013 se crearon algo más de 202.000 nuevas empresas privadas (15.000 industriales), o sea, un aumento del 50% en el stock empresario, lo que evidencia un proceso de reconstitución del tejido económico luego de la crisis de 2002, no puede decirse que estemos en presencia de lo que los economistas denominan un “cambio estructural”. La idea de que la generación de empleo está estrechamente vinculada con la estructura productiva implica poner el foco de la preocupación en los procesos innovadores, en el desarrollo de capacidades, en la adopción de nuevas tecnologías y en los procesos de generación del conocimiento, los que, actuando sobre las competencias de las firmas, determinan mayor competitividad y condicionan la generación de empleo. Las diversas investigaciones realizadas –muchas de las cuales se hicieron en el Ministerio de Trabajo durante el período 2003-2015 (Novick y Redondo, 2013; Cimoli y Correa, 2003; Anlló y otros, 2008)– muestran que estamos frente a una difusión importante de tecnologías de la información y la comunicación (TIC) pero, en general y salvo excepciones en las grandes empresas y de inversión extranjera directa (IED), no son de alta complejidad. Esto tiene su efecto en la creación de empleo de calidad, sobre todo por el escaso número de cadenas de valor más complejas y con alto valor agregado.


    La equidad también se construye sobre la base de un sistema productivo con capacidad de asimilar y generar conocimiento e innovación y difundirlos a través del conjunto, el tejido económico y productivo. Esto requiere un dispositivo industrial integrado y abierto, participación en los mercados internacionales a través de la especialización productiva y con valor agregado. Se trata de generar desarrollo no sólo a través de la explotación de recursos naturales, sino también en el pleno desenvolvimiento de las actividades fundadas en la ciencia y la tecnología (sea en sectores de base tecnológica, como biotecnología, electrónica, informática y bienes de capital, pero también atravesando el conjunto de los sectores industriales y de servicios). El desarrollo de un modelo con equidad requiere la creación de condiciones endógenas para generar progreso técnico, su difusión e integración en el tejido productivo y social.


    Segmentación e informalidad


    Se mencionaron los esfuerzos realizados con un conjunto de políticas sobre la cultura del trabajo y la lucha contra la segmentación laboral. Sin embargo, la informalidad no pudo descender desde el 33%, lo cual demuestra –más allá de la diversidad en su interior– que una economía heterogénea, con sectores de baja productividad y cierta insuficiencia o debilidad en las políticas aplicadas, no logró la instalación y el fortalecimiento de la “cultura” del trabajo ni en empleadores ni trabajadores.


    La cultura de la informalidad está acentuada también en el imaginario de los actores. Para el empresario, parecería “ser barato” y, para el trabajador, en algunos sectores, es válido “mejor tener cualquier trabajo que no tenerlo”, lema vigente en los años noventa que no se ha erradicado por completo.


    El problema de la tercerización o “subcontratación fraudulenta”, a pesar de su envergadura y hechos de fuerte contenido mediático, no se atacó suficientemente. Desde hace varias décadas –y en el marco de la actual fase de la globalización–, en la búsqueda de mejoras en la calidad y reducción de precios, los modelos productivos han cambiado hacia una mayor subcontratación y tercerización de procesos o etapas de la producción. Los hay virtuosos, cuando se externalizan tareas o actividades productivas especializadas, sea de servicios de alta calificación, como la ingeniería de mantenimiento de equipos especializados, u otras tareas que suelen ser intermitentes; como también de carácter espurio o de baja gama, en el que la subcontratación se delega en terceros para la reducción o externalización de costos y responsabilidades laborales. La bibliografía ya mostró una heterogeneidad de situaciones que es necesario diferenciar (Humphrey y Schmitz, 2002; Novick y Gallart, 1997). En el caso de América Latina, se realizaron importantes estudios cuyo objetivo era identificar las particularidades que las vinculaciones entre firmas adquieren en la región, sus formas de surgimiento, sus dificultades, etc. (Novick y Gallart, 1997; Paiva Abreu, 2000; Bisang y otros, 2005).


    La visión actual de la OIT sobre cadenas globales de suministros está centrada en su preocupación por los sistemas “espurios”. De este modo, señala que este proceso de producción globalizada fue posible gracias a la fragmentación del ciclo de producción y a su dispersión por medio de sistemas organizados a escala mundial, centrados en el interés de las empresas por maximizar los beneficios. Desde entonces, los sistemas de producción se establecen sobre todo en los lugares en que existe mano de obra barata y no sindicalizada. Las condiciones laborales se ven sumamente afectadas y están muy lejos de los altos niveles alcanzados en los países industrializados. Las cadenas y redes mundiales de producción que se crearon en este contexto redefinieron por completo la composición de la fuerza de trabajo y las relaciones laborales en todo el mundo. Este proceso condujo a una espiral negativa, en la que los gobiernos nacionales y locales crean ventajas comparativas artificiales insostenibles, reduciendo las normas del trabajo, recortando las disposiciones en materia de bienestar social y concediendo exenciones fiscales.[26] La Argentina no sólo no está exenta de este proceso, sino que las principales y más grandes empresas del país hacen uso de estas modalidades espurias (Senén González, 1998; Ynoub, 2012; Basualdo y Morales, 2014), que no son controladas ni están sujetas a una legislación especial (salvo en lo que se refiere a la empresa “cliente” como solidaria responsablemente).


    Sistema de relaciones laborales


    Un tema pendiente –aunque no se agota en las políticas del último período, sino que es general en el mundo del trabajo– es lo que hace al sistema de relaciones laborales y su desarrollo. El sindicalismo argentino –en tanto movimiento obrero organizado– nació en la etapa política del primer peronismo (1945-1955), a la sombra de un Estado de bienestar que hizo del trabajo un valor, y del sindicalismo organizado, su “columna vertebral”. Los rasgos esenciales del núcleo duro institucional que le dio identidad, tradición y presencia al sindicato en la Argentina son, a nuestro juicio, la negociación colectiva centralizada, el modelo de unicidad sindical y la estructura de las obras sociales (Novick y Tomada, 2001). En los años noventa, se intentó debilitar gran parte de los rasgos de este “modelo”, ya que prevaleció un sistema de descentralización en subsistemas de relaciones de trabajo –particularmente en las grandes empresas–, lo que permitió importantes cambios, sin grandes conflictos, que produjeron un debilitamiento del sindicalismo, una reducción en la tasa de afiliación, tanto por la caída y la precarización del empleo, como por la privatización de empresas públicas, y el incremento en la dinámica de subcontratación y, por consiguiente, de la precariedad. Además, se trató de desregular las obras sociales, que el sindicalismo logró “morigerar”, y se bajó el nivel de negociación a la empresa.


    En estos últimos años, el sistema de relaciones laborales vigente puede ser descripto en términos de un modelo en el que intentó recuperarse la coordinación entre el Estado, las instituciones y los actores de las relaciones laborales, con todas las dificultades que ello implica. Como se señaló, se produjo una fuerte recuperación de las instituciones laborales, sobre todo de la negociación colectiva y un sistema tripartito para la fijación del salario mínimo, un modelo institucional “prolabor”, pero con un fuerte rol promotor por parte del Estado.


    Sin embargo, podríamos mencionar que el sindicalismo argentino –a pesar de la mencionada “revitalización” dada por una alta tasa de agremiación y poder económico, y a diferencia de lo que sucede a nivel internacional– fue básicamente reivindicativo, sobre todo en lo salarial y en intentar sostener el poder gremial en lo económico y en lo político. De hecho, las cláusulas predominantes en los convenios colectivos en el último período continuaron concentrándose en salarios, en reivindicaciones gremiales y poco en higiene y seguridad. No hubo mayores avances ni en mayor demanda de información, ni de participación en los cambios técnicos, y aunque se introdujeron cláusulas de capacitación, no siempre tuvieron carácter obligatorio para el empleador.


    Pero lo más significativo, en un universo cambiante y en un mundo laboral pleno de incertidumbre hacia el futuro, es la ausencia de preocupación sobre el necesario nuevo papel del sindicalismo en esta globalización, con muchas fuerzas en tensión, un avance significativo de los poderes financieros, sistemas de tercerización precarizantes, etc. La fragilidad de la representatividad política general en la sociedad argentina actúa sobre el comportamiento sindical, que suele elegir opciones políticas sólo en términos de eventuales reivindicaciones coyunturales, y no en función de proyectos estratégicos.


    Conclusiones


    Podríamos sintetizar lo dicho hasta aquí parafraseando una vieja publicidad que sostenía “has recorrido un largo camino”, ya que en materia de institucionalidad y logros laborales se ha avanzado sustantivamente. El mundo del empleo, del trabajo y de los actores sociales que lo integran recuperó instituciones fundamentales como la negociación colectiva, el salario mínimo, la inspección laboral. En materia de empleo, políticas activas para los sectores más vulnerables, una inversión sustantiva en mejora de competencias, en formación para un mejor acceso al mundo del trabajo a ocupados y desocupados, hombres y mujeres, jóvenes y mayores. Sin embargo, hay debilidades y asignaturas pendientes significativas. La segmentación del mercado de trabajo permanece tanto en términos de formalidad-informalidad como por edad, sexo, región y nivel educativo, entre otros. No haber podido disminuir aún más el trabajo no registrado o las condiciones desiguales y de precarización en la tercerización o cadenas de suministros es una tarea pendiente hacia una menor desigualdad. Avanzar en una mayor equidad de género en materia transversal (y no solo en cuanto a legislación) también lo es. La brecha salarial por género continúa vigente y las dificultades de acceso al mercado de trabajo de las mujeres en condiciones favorables son el resultado de políticas integrales no implementadas en materia de política de cuidados. El crecimiento, por sí solo, no es una condición para la mejora del bienestar; se requieren cambios profundos y estructurales para que el crecimiento no se base en la explotación de los recursos naturales sujetos a mercados volátiles y especulativos. El rol de los actores sociales, empresarios y sindicatos es decisivo tanto en la política de cambios estructurales como en la defensa de los derechos y las instituciones recuperadas. Es necesaria una consistencia de políticas de diferente tipo, y se requiere, sobre todo, la reivindicación del valor de la igualdad de oportunidades, de derechos y de acceso a los bienes sociales. Y es imprescindible una toma de conciencia, la defensa y lucha por la preservación y extensión de estos derechos para no reiterar el stop and go no sólo de la economía argentina, sino de los movimientos pendulares en el bienestar y en la justicia social.
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        [19] Agradezco a mis ex colegas de la Subsecretaría de Programación Técnica y Estudios Laborales, del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, Soledad Villafañe, Bárbara Perrot y Darío Judzik, quienes prestaron colaboración para mi tarea como representante ante el G-20 laboral (2009-2015) y con quienes trabajamos de manera conjunta muchos de los temas incluidos en este capítulo.

      


      
        [20] No se ahondará aquí sobre el debate en torno del fin del trabajo, pero existe una vasta literatura abocada a este tema que permite distinguir posiciones que van desde aquellas que bendicen esa situación por las oportunidades que propicia para la desalienación del hombre, pasando por las que poseen una impronta pesimista y sugieren políticas para mitigar las consecuencias de la crisis de la sociedad salarial, hasta aquellas que rechazan esa tesis, sin desconocer por ello la magnitud de los cambios ocurridos en los procesos productivos.

      


      
        [21] Dos países con diferente distribución de logros pueden tener el mismo valor promedio de IDH. En una situación de igualdad perfecta, el IDH-D es idéntico al IDH, pero es inferior a este cuando aumenta la desigualdad. La diferencia entre el IDH-D y el IDH es el costo que supone la desigualdad para el desarrollo humano; dicho de otro modo, la pérdida de desarrollo humano debido a la desigualdad. El IDH-D permite establecer un vínculo directo con las desigualdades en las distintas dimensiones, puede ayudar a orientar las políticas hacia la reducción de la desigualdad, y sirve para conocer mejor las desigualdades entre la población y su contribución al costo total del desarrollo humano (PNUD).

      


      
        [22] Como dato curioso, puede señalarse que el estudio sobre la Argentina en los años de las primeras presidencias de Perón (1946-1955) coincide con una declinación clara en el porcentaje de ingresos del percentil más alto que descendió al 15,3% en 1953. Esto fue especialmente a expensas de la renta rural por la acumulación de reservas internacionales y los ventajosos términos de intercambio después de la Segunda Guerra Mundial y la Guerra de Corea. El gobierno peronista profundizó el proceso de industrialización empujado por la necesidad de sustituir importaciones durante la guerra (Alvaredo, 2007). Un importante instrumento en la política peronista fue el IAPI (Instituto Argentino de Promoción del Intercambio) que estableció un monopolio del Estado sobre las exportaciones y limitó las ganancias de los grandes latifundistas, Esta gestión estatal parece haber sido una importante herramienta en extraer una parte de surplus de los exportadores El IAPI fue desactivado inmediatamente después de que Perón fuera depuesto en 1955.

      


      
        [23] La consolidación fiscal en 17 países de la OCDE en el período 1978-2009 tiene también efectos distributivos en el incremento de la desigualdad y la disminución de la distribución del ingreso

      


      
        [24] Al mismo tiempo, la baja participación en el ingreso es un subproducto de la desregulación del mercado de trabajo, apertura del comercio internacional y cambio tecnológico. En promedio, se calcula que un 1% de disminución en la participación en el ingreso de los trabajadores incrementa en índice de Gini en un 0,7%.

        Las políticas de la distribución del ingreso pueden ser procapital (profit-led) o protrabajo (wage-led) (Lavoie y Stockhammer, 2015). Las primeras son aquellas que resultan de una caída de la participación de los salarios en el ingreso nacional en el largo plazo, mientras que las wage-led resultan de un aumento de la participación salarial, asociadas a las que buscan un Estado de bienestar más robusto, más fuerte. Uno u otro establecerán un sistema salarial que esté por arriba o por debajo de la productividad laboral. Pero, a su vez, un régimen económico es también resultado de cómo actúa la opción capital versus trabajo sobre el crecimiento de la economía. Pueden oponerse y generar efectos contradictorios, porque un régimen económico no puede ser entendido como un régimen diseñado por la política económica, sino como determinado por la estructura institucional de la economía.

      


      
        [25] Entre 2001 y 2008, la recuperación del salario real de los trabajadores privados registrados ha sido de 42% mientras que la de los trabajadores no registrados fue de 11% (SSPTyEL - Indec).

      


      
        [26] Según estimaciones recientes de la OIT, aproximadamente uno de cada cinco trabajadores desempeña sus funciones en las cadenas mundiales de suministro (CMS). Si bien es difícil estimar el número exacto de trabajadores que participan en las cadenas mundiales de suministro teniendo en cuenta el número abrumador de trabajadores de la economía informal que pueden estar vinculados con CMS, existe un consenso acerca de que el número de trabajos vinculados con estas cadenas está creciendo. La Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (Unctad, por sus siglas en inglés) estima que aproximadamente el 80% del comercio mundial está vinculado con redes internacionales de producción de empresas multinacionales (EMN), y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y la Organización Mundial del Comercio (OMC) han estimado que entre el 60 y el 80% del comercio mundial pasa por las CMS. Véase el sitio <www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_370222/lang–es/index.htm>.

      

    

  


  
    7. La educación en el centro del debate


    El desafío simultáneo de la universalización y la mejora de la calidad de la enseñanza


    Juan Carlos Tedesco[27]


    


    Introducción


    La política educativa vigente en el período 2003-2015 ha sido objeto de varios estudios. Algunos de ellos enfocaron problemas específicos y otros intentaron ofrecer visiones generales, pero referidas a políticas que aún estaban en ejecución (Filmus y Kaplan, 2012; Tedesco, 2013, 2015; Rivas, 2015a, 2015b; Veleda, Rivas y Mezzadra, 2011). Recién ahora, con el cambio de autoridades y de proyecto político, es posible hacer un balance general de logros y carencias desde el cual se puedan definir los desafíos futuros. El presente capítulo se ubica en esa perspectiva y brinda más atención a los desafíos que al estudio del pasado. Ambas dimensiones, sin embargo, están íntimamente relacionadas, ya que uno de los supuestos aquí planteados consiste en sostener que los retos del futuro están asociados tanto a los logros como a las carencias de las estrategias aplicadas en los últimos doce años de gobierno.


    Considerar esos años como una unidad puede conducir a subestimar la importancia de las diferencias de criterios así como de la existencia de etapas dentro del período completo. Este fenómeno no afecta exclusivamente a la educación, sino al conjunto de las políticas públicas. Pero un análisis desagregado de las estrategias aplicadas en diferentes momentos exigiría más información, tiempo y espacio que el disponible en estas páginas. Cuando ha sido posible y necesario, estas diferencias estarán señaladas.


    Con estas salvedades, el capítulo está dividido en tres grandes secciones. En la primera se presenta un somero balance de los logros obtenidos en este período; en la segunda se analizan los desafíos relativos a los distintos niveles del sistema, tanto cuantitativos como cualitativos y, en la tercera, se plantean algunos temas abiertos a debate, con la intención de enriquecer el nivel de la discusión sobre los problemas educativos.


    Los logros de la política 2003-2015


    La Argentina atravesó, durante la primera década de los dos mil, un momento de significativo progreso en su política educativa. El crecimiento económico que caracterizó particularmente el período 2003-2008 estuvo asociado a una fuerte voluntad política para modificar el marco regulatorio de la educación, así como para mejorar las condiciones materiales en las cuales se desarrolla el proceso de enseñanza y aprendizaje.


    Entre 2003 y 2006, se sancionaron la Ley 26.058/2005 de Educación Técnico-Profesional, la Ley 26.075/2005 de Financiamiento Educativo, la Ley Nacional 26.150/2006 de Educación Sexual Integral y, por último, la Ley 26.206/2006 Nacional de Educación, que reemplazó a la Ley Federal de Educación de los años noventa. Desde el punto de vista político, estas leyes definen a la educación como un bien público y un derecho cuyo cumplimiento el Estado debe garantizar. Entre sus disposiciones más importantes se encuentran la determinación de un mínimo de inversión de un 6% del producto bruto interno (PBI) en educación,[28] la creación del Instituto Nacional de Formación Docente, la unificación de la estructura del sistema educativo (con una escuela primaria de seis-siete años y un secundario de cinco-seis años, dependiendo de cada provincia), la ampliación de la jornada escolar, el establecimiento de la obligatoriedad del nivel secundario y de la educación inicial a partir de los 45 días para el Estado y de los 4 o 5 años de edad tanto para el Estado como para las familias.


    El aumento del porcentaje del PBI destinado a educación, asociado al incremento del tamaño del PBI, permitió asignar recursos a actores y factores que habían sufrido un fuerte deterioro en las décadas anteriores. En este sentido, el principal destino del incremento de la inversión en educación fue el salario docente, que en promedio se elevó un 665%[29] entre 2003 y 2012 (Coordinación General de Estudio de Costos del Sistema Educativo –CGECSE–, 2015). El análisis de la inversión de recursos en salario docente debe considerar que no sólo aumentó el sueldo que percibe cada persona, sino también el conjunto de la masa salarial, ya que la expansión de la matrícula en todos los niveles y la inversión en programas de extensión de la jornada escolar requirieron el reclutamiento de nuevo personal. Según la información disponible, el número de docentes pasó de 518.021, en 2003, a 707.580, en 2014.


    Además de inversión en personal, el otro rubro importante en el destino de los recursos financieros fue la mejora de la infraestructura y el equipamiento de las escuelas. Con respecto a la infraestructura, en el período 2003-2015 se construyeron 2128 escuelas y 527 estaban en proceso de construcción al finalizar el segundo mandato de Cristina Fernández. El nivel preprimario y el universitario fueron prioritarios: según datos oficiales, en 2013 se registraron 234 obras terminadas en universidades, 62 en ejecución y 66 en proceso de licitación. En cuanto al nivel inicial, entre 2001 y 2013 se construyeron 4213 salas de 3 años y 9232 salas de 4 años, lo que fue acompañado por designaciones docentes y políticas de equipamiento, que incluyeron ludotecas y bibliotecas para niños, docentes y directivos (Batiuk y Coria, 2015).


    Con respecto al equipamiento, los programas más importantes estuvieron ligados a universalizar el acceso a las tecnologías de la información y a modernizar los equipos disponibles en las escuelas técnicas. La universalización del acceso a las tecnologías estuvo basada en la aplicación del modelo “1x1” (una computadora por alumno), dentro del cual el programa más importante es Conectar Igualdad, cuyo propósito es entregar netbooks a estudiantes secundarios de escuelas públicas, escuelas especiales, y a institutos de formación docente. De acuerdo con datos oficiales, desde su creación en 2010 se repartieron más de cinco millones de computadoras en todo el país. En cuanto a la inversión financiera en las escuelas técnicas, se dispuso de un fondo especial creado por la Ley 26.058, que fue utilizado a través de planes de mejora presentados por los propios establecimientos para renovar los equipos disponibles.


    Complementariamente con la inversión en los aspectos materiales de la oferta educativa, también se destinaron recursos financieros considerables para mejorar las condiciones con las cuales la población escolar accede a los distintos niveles del sistema. En este sentido, una medida destacada fue el establecimiento de la Asignación Universal por Hijo (AUH), destinada a familias desempleadas o con trabajo informal. Para recibir la asignación se requiere como contraprestación que los padres presenten un certificado de vacunas y asistencia escolar de sus hijos al día. En esta misma categoría de políticas se encuentra, por ejemplo, el Programa Nacer/Sumar, que hoy llega a 360.000 embarazadas y niños de 0 a 5 años más vulnerables en todo el país (Ministerio de Salud de la Nación, 2015), y que constituye una base importante sobre la cual diseñar políticas de primera infancia.


    Para la población escolar de los distintos niveles del sistema educativo, se diseñaron e implementaron programas de becas que también requirieron fuertes inversiones financieras. El Pro.Gre.Sar, por ejemplo, es un programa dirigido a jóvenes de 18 a 24 años que no se encuentren trabajando o que lo estén haciendo de manera informal o formalmente con ingresos menores a tres salarios mínimo, vital y móvil, cuyo objetivo es que los beneficiarios “finalicen la escolaridad obligatoria, inicien o faciliten la continuidad de una educación superior y realicen experiencias de formación y/o prácticas calificantes en ambientes de trabajo”.[30] En el nivel universitario, se creó el Programa Nacional de Becas Universitarias y el Programa Bicentenario, orientado a jóvenes que se encontrasen estudiando o decidieran estudiar carreras prioritarias para el país. Para quienes no habían logrado finalizar la escuela secundaria, se diseñó el Plan Fines, que brinda una nueva oportunidad con modalidades alternativas al formato tradicional.


    Si bien no es posible establecer relaciones de causalidad, se puede apreciar que estas mejoras en la normativa y en la asignación de recursos se correlacionan con cambios en la cobertura del sistema escolar, que registra distintos niveles de expansión de la participación de la población. Sin duda, lo más destacado fue el progreso en el nivel preprimario, en el que la tasa de matriculación pasó de 55,83, en 1999, a 60,82, en 2003, y a 71,34%, en 2014 (en particular, según datos de Batiuk y Coria, la tasa de asistencia a los 5 años en 2010 era del 96,3%, lo cual muestra que los desafíos mayores están en sala de 3 y 4 años). También se destaca el aumento de las tasas de escolarización universitaria (la bruta pasó de 25, en 2001, a 37,6%, en 2007) y de educación superior (que pasó de 36, en 2001, a 53,2%, en 2013), de acuerdo con datos del Ministerio de Educación (2014). La participación en el nivel primario se mantuvo en los altos niveles que había alcanzado ya desde décadas anteriores. El mayor desafío en términos de alcance es indudablemente el nivel secundario, en donde prácticamente no hubo avances a lo largo de la década. Según datos disponibles, la tasa neta de escolaridad en este nivel fue de 85,78%, en 2003, y de 86,63%, en 2001. Sin embargo, es importante destacar que se produjo un aumento gradual en los niveles de escolarización de la población que participa de la AUH en comparación con la población no beneficiaria, provocado ya sea por una mayor retención o reinserción de los beneficiarios como por el aumento de los adolescentes que perdieron el beneficio (Salvia y otros, 2013; Tuñón y otros, 2013).


    En síntesis, es posible sostener que las disposiciones legales y los esfuerzos realizados en materia de infraestructura, equipamiento y becas han permitido avanzar significativamente en el proceso de inclusión educativa. Sin embargo, también es preciso reconocer que persisten problemas y desafíos importantes, provocados tanto por los muy bajos niveles registrados en los puntos de partida desde los cuales fue necesario intervenir como por las limitaciones de estrategias que no aprovecharon plenamente la oportunidad para definir los cambios necesarios en la organización institucional y la cultura con la cual se desempeñan los principales actores del proceso de enseñanza y aprendizaje. Los desafíos futuros, en consecuencia, se ubican en todas las áreas mencionadas: el marco normativo, la cobertura, los insumos materiales del aprendizaje y la calidad de los resultados. Todas están articuladas y conforman un bloque único tanto de problemas como de estrategias para enfrentarlos. Sin embargo, para mayor claridad analítica, algunos temas serán considerados por separado.


    Desafíos


    La escolarización en la primera infancia


    Universalizar la educación temprana es, probablemente, una de las metas educativas que goza del mayor consenso tanto a nivel nacional como internacional. Esto se basa en la evidencia empírica disponible que confirma las hipótesis según las cuales aquellos que han accedido a la educación preprimaria tienen trayectorias educativas más exitosas y desarrollan habilidades no cognitivas fundamentales tanto para la formación de su personalidad como para su desempeño en los diferentes ámbitos de la sociedad.


    Si bien la expansión cuantitativa registrada en la última década ha sido muy importante, será necesario continuar con los esfuerzos destinados particularmente a incorporar a los niños y niñas entre 45 días y 4 años de edad. Al respecto, cabe recordar que, según un estudio de Cippec, sólo un 5,3% de la población de 45 días a 2 años de vida está matriculado en establecimientos de educación temprana. En este mismo sentido, también existen necesidades no satisfechas en términos de infraestructura: de acuerdo con el estudio citado, para incorporar al 60% de los niños de 3 años será preciso construir 996 establecimientos y, para universalizar la sala de 4, habría que construir 824.


    Pero los desafíos no se plantean sólo en términos de cobertura e infraestructura, sino también de calidad. La mayoría de los espacios de cuidado y educación para la primera infancia (EPI) no son formales. En este sentido, será necesario avanzar en la regulación de las instituciones, así como en mejorar la oferta de formación para cuidadores y personal directivo (Aulicino y otros, 2015). Asimismo, algunos estudios recientes destacan la considerable distancia que existe entre lo estipulado en la ley y en los Núcleos de Aprendizaje Prioritarios (NAP) para el nivel, y lo que efectivamente sucede en el aula, tanto en lo que hace a las propuestas lúdicas como a la alfabetización (Batiuk y Coria, 2015).


    El factor crucial para el cual será necesario diseñar estrategias de corto y mediano-largo plazo es el referido al personal docente. La profesionalización que requiere el desempeño en esta etapa de la trayectoria infantil es tan compleja como la de los niveles posteriores. Las exigencias en el ámbito de la educación temprana implican un alto nivel de profesionalismo, pero no individual, sino colectivo, que exige un elevado nivel de competencias tanto técnicas como afectivas. Es necesario, al respecto, superar la concepción habitual en la política educativa según la cual cuanto más temprana sea la oferta educativa, más simples son los problemas y las soluciones.


    Cumplir con la meta de universalizar una educación temprana de alta calidad es muy exigente en términos presupuestarios, profesionales y políticos. Serán necesarias políticas de mediano y largo plazo, pero también otras de emergencia que no posterguen la satisfacción de las necesidades de las poblaciones con mayores indicadores de carencias.


    La inclusión en el nivel primario


    La universalización de la escuela primaria es un logro alcanzado por el país desde hace ya varias décadas. Sin embargo, los resultados de aprendizaje no son satisfactorios y exigen renovados esfuerzos desde el punto de vista material y pedagógico.


    Una de las principales variables al respecto es la relativa al tiempo de exposición al aprendizaje, que afecta tanto a los días como a las horas de clase. El debate sobre la cantidad de días de clase suele tener un carácter formal, ya que más allá de lo que establezca el calendario escolar (190 días), la realidad indica que en algunos contextos la pérdida de días (ya sea por ausentismo docente o por conflictos gremiales prolongados) es muy importante. Así, por ejemplo, en 2014 Buenos Aires y Río Negro perdieron 18 días de clase, Neuquén, 24, y Chaco, 46. Este factor de pérdida sólo se puede enfrentar mejorando las condiciones de trabajo de los docentes, de manera tal que se eviten conflictos y se neutralicen los factores que provocan ausentismo.


    El aumento de horas de clase, en cambio, ha sido motivo de normas legales que fijaron metas para expandir la jornada escolar. Tanto la Ley de Financiamiento Educativo como la Ley Nacional de Educación establecieron este objetivo que, sin embargo, está lejos de lograrse. Con diferencias importantes según las jurisdicciones, el promedio nacional no alcanza al 10% de las escuelas estatales. Las dificultades para avanzar en esta meta radican sobre todo en la dimensión presupuestaria, que alude tanto a la infraestructura (se estima que para llegar al objetivo del 30% de escuelas de jornada extendida será necesario construir 4100 establecimientos) como al salario docente. Este punto debe ser objeto de negociación y acuerdos entre el gobierno nacional y las provincias, para determinar en cada caso cuáles son los costos y cuánto asume cada uno de los actores. Adicionalmente, también será preciso discutir el modelo sobre el cual se apoyará la extensión de la jornada, ya que el solo aumento de horas no impacta en los resultados. Al respecto, la evidencia disponible indica que los resultados difieren según cuál sea la oferta educativa durante las horas que se agregan (Veleda, 2013). Mientras que algunos países y provincias optan por utilizar el tiempo extra para la aplicación de la currícula obligatoria (en especial, para reforzar Lengua y Matemática), en otros las escuelas están habilitadas para hacer uso libre de esas horas, que muchas veces se asignan a tecnologías de la información y la comunicación (TIC), inglés o actividades extracurriculares. De acuerdo con la experiencia, el aprovechamiento de ese tiempo para el trabajo con chicos con dificultades de aprendizaje ha demostrado tener un impacto positivo (Tenti Fanfani, 2010).


    En el ámbito de la escuela primaria, es necesario prestar una atención prioritaria al aprendizaje de la lectoescritura. Los mayores índices de repetición y fracaso se registran en los primeros grados de la escuela primaria donde, además de modificar los sistemas de evaluación, es urgente promover estrategias que permitan garantizar en esos años un aprendizaje efectivo de la lectura, la escritura y la aritmética básica.


    La inclusión en la escuela secundaria


    El nivel secundario obliga a transformaciones profundas derivadas de la disposición legal que la declara obligatoria. La obligatoriedad cambia el significado de los problemas tradicionales y vigentes de cobertura, abandono prematuro y calidad. Desde este punto de vista, será necesario garantizar que todos los alumnos que finalicen la escuela primaria ingresen y egresen de la secundaria. Según datos de 2013, de los que terminan la escuela primaria, cerca de un 85% se matricula en la escuela secundaria, cifra que se ha mantenido casi invariable a lo largo de la última década. Los que no logran continuar se concentran, obviamente, en los sectores sociales más vulnerables. Por otra parte, los datos sobre egreso indican que sólo el 44% de los estudiantes del nivel secundario finalizan sus estudios en debido tiempo y forma.


    La meta máxima de incluir a todos y lograr que culminen la escolaridad obligatoria en el tiempo adecuado supone invertir los recursos necesarios para construir alrededor de 850 establecimientos escolares (Acuña, 2015). Con respecto al equipamiento de las escuelas, será necesario sostener el Programa Conectar Igualdad y atender los problemas pendientes. Se sabe, de acuerdo con una encuesta realizada por Unicef en 2013, que el 18% del total de las instituciones del sistema de educación básica no cuenta con computadoras. Por otro lado, el acceso a internet es todavía limitado en servidores provistos por el Estado (a diferencia de lo que ocurre en escuelas privadas). Asimismo, sólo un tercio de las escuelas cuentan con los tres recursos (computadoras, internet e intranet) para docentes y estudiantes. Finalmente, la baja presencia de técnicos en TIC, disponibles para brindar asistencia en escuelas públicas, desalienta el uso de los dispositivos por parte del plantel escolar (Tedesco y otros, 2015).


    Pero estas metas cuantitativas sólo podrán alcanzarse con cambios cualitativos que afecten tanto el diseño institucional de la escuela secundaria como los contenidos curriculares y los patrones que rigen el proceso de enseñanza y aprendizaje.


    Una escuela secundaria para el siglo XXI necesita romper con las viejas estructuras de la escuela original, creada para un grupo privilegiado de la población. El proceso de masificación del siglo XX no fue acompañado por reformas que absorbieran de manera adecuada las nuevas demandas, lo que produjo exclusión, estigmatización y pérdida de sentido. En este contexto, será necesario asumir que el objetivo primordial de la educación secundaria obligatoria es la orientación. Al final de este ciclo, el estudiante debería estar en condiciones de definir su proyecto de vida, tanto desde el punto de vista de su inserción en el mercado de trabajo como desde su identidad como sujeto y ciudadano. Este objetivo constituye el pilar sobre el cual pueden discutirse los cambios institucionales, curriculares y pedagógicos, muchos de los cuales ya se conocen, pero son difíciles de implementar en gran escala. Así, por ejemplo, será necesario que los profesores de la escuela secundaria pertenezcan a determinado establecimiento, dispongan de horas institucionales para analizar en equipo las problemáticas de cada estudiante, puedan articular proyectos interdisciplinarios, concertar modalidades de vinculación con las familias y articular estilos de trabajo frente a problemas de disciplina y convivencia.


    En este mismo sentido, una escuela obligatoria no puede seguir utilizando criterios de evaluación que coloquen las mayores responsabilidades por los resultados de aprendizaje en los estudiantes y utilicen el fracaso como recurso primario para responder a esos resultados. El diseño curricular de una escuela obligatoria destinada a que cada estudiante pueda definir su proyecto de vida exige otro planteo: el actual diseño enciclopédico debe ser progresivamente reemplazado por una propuesta integral, que brinde oportunidades de vivir experiencias de aprendizaje en todas las dimensiones. Dicha integralidad debería permitir a cada estudiante conocerse a sí mismo y saber qué le resulta más interesante y más apropiado a sus capacidades. Una articulación entre contenidos obligatorios y optativos será necesaria para que, progresivamente, el estudiante pueda aprender a construir su propia trayectoria educativa. Estas transformaciones en el modelo institucional y pedagógico de la escuela secundaria implican colocar a los docentes en el centro de las estrategias de cambio.


    El interrogante central se ubica alrededor de la definición de la estrategia de transformación de la enseñanza media. Venimos de una larga historia de intentos frustrados. Será necesario adoptar un enfoque sistémico que permita secuencias diferentes y adecuadas a la diversidad de contextos y puntos de partida. En este sentido, tal vez sería pertinente diseñar para el conjunto de la escuela secundaria un dispositivo similar al que existe para las escuelas técnicas: un fondo especial destinado a financiar proyectos de mejora elaborados por las propias escuelas, con asistencia técnica y monitoreo de las administraciones centrales y orientado a cumplir con las metas y objetivos de la política educativa nacional.


    La inclusión en el nivel superior


    El crecimiento de la matrícula de la educación superior ha sido particularmente intenso en la última década: entre 2000 y 2010 la cantidad de estudiantes en el nivel universitario en la Argentina creció a una tasa del 2,5% anual (1,8% en el sector público; 5,8% en el privado). Los nuevos inscriptos han mostrado un crecimiento más leve (1,6%), pero igualmente constante durante la década: 0,8% en el sector público; 4,9% en el privado. El conjunto de América Latina y el Caribe ha seguido una tendencia similar (Brunner, 2011). Como resultados de este proceso, la tasa neta de matriculación creció del 16 al 50,5%, entre 2000 y 2010. Dicha expansión puede explicarse como resultado de la convergencia de múltiples factores, donde se destacan el incremento de la oferta institucional (entre 2003 y 2015, se crearon 17 nuevas universidades públicas nacionales), la mayor demanda social por acceder a estudios educativos superiores y las mejores condiciones de vida de la población producida por el crecimiento económico de los últimos años.


    Una de las consecuencias más importantes de la expansión de la matrícula es la mayor heterogeneidad en la composición de la población universitaria. Un alto porcentaje de los nuevos estudiantes pertenecen a la primera generación de su familia que accede a este nivel. Así, por ejemplo, el último censo disponible de la Universidad de Buenos Aires (UBA), de 2011, indica que sólo un 26% de sus estudiantes tenía padres profesionales. Asimismo, particularmente en las universidades públicas de reciente creación, es significativa la presencia de estudiantes adultos que deciden ingresar después de algunos años de haber culminado el secundario o retornar a la universidad después de haber abandonado prematuramente sus estudios. Estos estudiantes (aunque no sólo ellos) tienen dificultades para dedicarse a la universidad en forma exclusiva. A diferencia del modelo tradicional basado en estudiantes de tiempo completo y profesores de dedicación parcial, hoy la universidad tiende a recibir alumnos que destinan sólo parte de su tiempo al estudio, con profesores que se dedican cada vez más exclusivamente a su desempeño en la universidad, ya sea como profesores o en investigación.


    El acceso de los nuevos sectores sociales a la universidad está impulsado por la normativa que asegura el carácter irrestricto y gratuito del sistema universitario argentino. Los objetivos de estos dispositivos, sin embargo, están erosionados por prácticas regresivas desde el punto de vista institucional y pedagógico. Si bien no se dispone de información que abarque al conjunto de las universidades, el porcentaje de fracaso en los cursos de ingreso y en el primer año de las distintas carreras ronda entre el 50 y el 70%. Las razones de este fracaso son múltiples y conocidas. No son pocas las universidades que están desarrollando programas destinados a brindar una oferta pedagógica que permita un tránsito exitoso para aquellos que acceden a la universidad sin el capital cultural y las condiciones materiales tradicionalmente exigidas para desempeñarse en este nivel. Quienes se matriculan en la universidad y luego son exitosos durante el ciclo de ingreso y/o primer año de la cursada (así como quienes terminan graduándose) tienden a ser aquellos que ya pertenecen a los sectores más privilegiados. Para consolidar los avances en cobertura de la educación superior, será necesario diseñar estrategias pedagógicas que garanticen la permanencia del estudiante en el sistema (Tedesco y otros, 2014). Asimismo, es urgente introducir reformas curriculares que habiliten títulos intermedios, superando el enfoque y la cultura universitaria de apostar todo a las carreras largas, lo que provoca el fracaso de aquellos que abandonan durante el curso de los estudios. Este abandono temprano de los estudios universitarios tiene dos consecuencias principales: quien es expulsado no necesariamente se lleva un título o certificado que le sea de utilidad en el mercado laboral; en cambio, suele llevarse una experiencia de fracaso.


    Pero en el ámbito de la educación superior también existe un desafío pendiente desde el punto de vista normativo. La Ley de Educación Superior sancionada en la década de los noventa continúa vigente, a pesar de los numerosos anteproyectos presentados en el Congreso nacional por parlamentarios de diferentes corrientes políticas. Parecería, al respecto, que no existió voluntad política ni interés en modificar esta norma por parte de los principales actores de la vida universitaria. Las razones de este comportamiento deberían ser objeto de algún estudio específico pero, mirando el futuro, existe una necesidad de abrir el debate sobre una nueva ley de educación superior que se corresponda más orgánicamente con el objetivo de la justicia social, en el marco de una sociedad donde la producción y la distribución de conocimientos ocupan un lugar fundamental.


    Dicha ley debería, en consonancia con la Ley Nacional de Educación, reafirmar el carácter público de la educación y del conocimiento, así como el papel del Estado como garante del derecho a la educación. Además, sería necesario debatir algunas cuestiones más específicas tales como la normativa relativa a la creación de nuevas universidades y nuevas carreras, la regulación de modalidades de educación superior vinculadas al uso de las TIC (educación a distancia, MOCC, etc.), y la creciente globalización de la educación superior y sus consecuencias sobre las instituciones nacionales. Todos estos temas aluden, en forma más o menos directa, a la definición del alcance de la autonomía universitaria, que también debe ser objeto de discusión.


    Debates abiertos


    La discusión sobre la medición de resultados


    Uno de los temas que ha tenido mayor protagonismo en el debate público sobre educación es el relativo a la medición y publicación de los resultados de las evaluaciones de aprendizajes, tanto las que se realizan a nivel internacional, como la administrada por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) –las pruebas PISA– o las regionales, administradas por la Unesco, como las nacionales, administradas por el Ministerio de Educación de la Nación o por algunas jurisdicciones provinciales. En este ámbito, una de las decisiones políticas más importantes asumidas durante la década pasada fue la de volver a incorporar a nuestro país a las mediciones internacionales y sostener la regularidad de las pruebas nacionales.


    Los resultados, más allá de las metodologías utilizadas, coinciden en señalar dos hechos fundamentales: el primero es que medir, por sí sólo, no mejora el rendimiento. Tanto en nuestro país como a nivel internacional, la creación de mecanismos de evaluación estandarizada de resultados no ha provocado mejoras ni tampoco ha permitido reducir el determinismo social de esos resultados. El segundo hecho es que los logros de aprendizaje son mediocres o, en algunas áreas, aun peores. De acuerdo con el último Operativo Nacional de Evaluación (ONE), de 2013, entre un 25 y 27% de los alumnos del último año del secundario tuvo bajo desempeño en Lengua y Matemática, lo que casi se ha mantenido sin cambios desde 2010; en Sociales y Naturales la situación es peor, ya que un 30 y 34%, respectivamente, de los estudiantes se encuentra en el grupo de bajo desempeño. Para el nivel primario la situación es similar, con casos muy alarmantes en Sociales y Naturales de 6º grado, donde el porcentaje de estudiantes en el nivel bajo gira en torno al 40%.


    Los resultados de los exámenes internacionales, aunque sea necesario considerarlos en el marco de pruebas que se aplican en países que difieren considerablemente en sus niveles de desarrollo económico y educativo, confirman las tendencias generales. La prueba PISA, aplicada en los países de la OCDE (más algunos entre los cuales se encuentra la Argentina) en estudiantes de 15 años de edad, coloca a los países de América Latina en los últimos lugares de la tabla (Rivas, 2015a). Los exámenes regionales de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco) no sólo son útiles porque permiten una comparación entre países con procesos históricos parecidos que se encuentran en similares estadios de su desarrollo, sino también para ampliar la mirada, ya que las mediciones se realizan sobre la escuela primaria (3º y 6º grado). En este caso, lo que se puede ver a lo largo de la década es que la Argentina ha dejado de ocupar puestos de liderazgo en la región. Si bien entre la segunda y la tercera medición[31] se han producido algunos progresos, la mejora de nuestro país en el promedio de las tres materias evaluadas (Matemática, Lengua y Ciencias) en los dos grados ha sido menor a la del promedio de la región (Rivas, 2015a).


    En términos generales, los resultados educativos de nuestros estudiantes mejoraron menos de lo que lo hicieron las condiciones materiales de vida de las personas en el país en estos años. En otras palabras: el desempeño progresó menos de lo previsto, dado el nivel de mejora socioeconómica de la población, algo que probablemente deba entenderse en el contexto de al menos tres décadas de deterioro previo (Rivas, 2015a). Sin embargo, este dato también refuerza la hipótesis acerca de la necesidad de poner el acento en las estrategias pedagógicas con las cuales se enfrentan los problemas de aprendizaje de los sectores sociales más vulnerables.


    Este somero balance indica que continuar participando de las evaluaciones y mejorar los instrumentos de medición y su utilización es, sin dudas, muy importante. Al respecto, cabe recordar que uno de los productos de la Unidad de Planificación Estratégica de la Educación (UPEA) creada en 2009 fue, precisamente, un borrador de decreto por el cual se establecía una Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad. Por desgracia, se perdió la oportunidad de crear esta instancia en el marco de un proyecto político-educativo orientado a la justicia social. Pero este balance también indica, vale la pena repetirlo, que el centro del debate y de los esfuerzos para mejorar la calidad no puede ser la medición, sino la definición de estrategias pedagógicas que permitan romper el determinismo social de los resultados.


    Abrir el debate sobre la profesión docente


    A nivel internacional, el debate educativo de la década de los años dos mil se caracterizó por colocar en el centro de la escena a los docentes. Este giro conceptual y político estuvo vinculado a la difusión del “Informe McKinsey” (Barber, 2007) donde, a partir del estudio de los diez países más exitosos en materia educativa (junto con los distritos estadounidenses de mejor trayectoria), se llegaba a tres conclusiones principales:


    


    
      	la calidad de un sistema educativo tiene como techo la calidad de sus docentes;


      	la única manera de mejorar los resultados es mejorando la instrucción; y


      	el alto desempeño requiere del éxito de todos los alumnos.

    


    En el caso argentino, esta valorización de la función del docente se insertaba en un contexto de alto deterioro del ejercicio de la enseñanza, la cual había sufrido una sistemática erosión, tanto en términos materiales como simbólicos, que provocó fenómenos de desmoralización, abandono de la profesión y fortalecimiento de patrones culturales vinculados a la resistencia y al conflicto (Tedesco, 2012).


    Para superar este pasado, en la última década se mejoraron significativamente las condiciones de trabajo, se instaló el mecanismo de las paritarias para la discusión de dichas condiciones, se creó el Instituto Nacional de Formación Docente y se incluyeron en la Ley de Educación Nacional una serie de normas destinadas a garantizar la continuación de esos avances así como para instalar algunos aspectos cruciales de la profesionalización de la actividad, tales como la creación de la carrera docente y las políticas destinadas a brindar mejores condiciones a los puestos de trabajo donde se concentra el fracaso de los sectores socialmente más desfavorecidos.


    La experiencia de la década deja varios aprendizajes importantes para definir los desafíos y estrategias del futuro. En primer lugar, será necesario enfrentar políticamente la necesidad de un debate abierto con las organizaciones sindicales docentes, que permita reglamentar los artículos de la ley sobre los cuales no ha sido posible avanzar. El tema de la carrera docente, así como el de la prioridad a los puestos de desempeño más crítico deben ser objeto de discusiones destinadas a definir acuerdos para la acción. Asimismo, es necesario un debate franco sobre la cantidad y la calidad de los institutos superiores de formación docente, cuya acreditación es imprescindible. Al respecto, no se trata sólo de un tema de cantidad, sino también de revisión de sus diseños curriculares y de la formación de los formadores de docentes. Sabemos que existe una gran disociación entre la formación inicial de los docentes y los requerimientos para el desempeño. La primera no prepara para el ejercicio de la docencia en contextos específicos como las zonas rurales, las zonas de pobreza, los grupos numerosos y heterogéneos, los adultos, el manejo y el uso de las TIC, entre otros. Asimismo, la construcción de la justicia social y educativa requiere de docentes dotados de un alto grado de compromiso con la justicia social, con expectativas que rompan los determinismos sociales en los resultados de aprendizaje.


    La difícil reforma institucional


    Un tema menos abordado por la literatura y discutido en la agenda pública –pero de igual relevancia para afectar la calidad de los aprendizajes– es el modo en que se gobierna el sistema educativo. Durante los noventa, hemos visto cómo el paradigma dominante abogaba por una mayor descentralización de los procesos educativos, lo que terminó redundando –sobre todo en la Argentina– en la transferencia de las escuelas a las jurisdicciones provinciales.


    En los albores del siglo XXI, hemos presenciado más bien una tendencia a la recentralización, que se dio en particular en el ámbito de la política curricular. Puntualmente, el auge de las evaluaciones estandarizadas –administradas desde los ministerios de educación nacional– volvió a poner el foco en el Estado central (Rivas, 2015b).


    En este contexto, un tema que naturalmente surge es preguntarse por el destino de la información que emerge de dichas evaluaciones y, allí, cobra importancia de nuevo el territorio: los distritos, las escuelas, las familias. En parte por esto, y en parte por la superación de la vieja disyuntiva entre centralización-descentralización, que no produjo resultados necesariamente positivos en el sistema, en los últimos tiempos se ha hablado del concepto de “territorialización” de la educación, en donde la autoridad y las responsabilidades en el sistema son superpuestas y compartidas (Gvirtz y Torre, 2015).


    La profundización del trabajo en el territorio obliga no tanto a romper con las decisiones que toma el “centro”, sino sobre todo a fortalecer el rol de los actores intermedios, como el municipio, los consejos escolares y los distritos; particularmente, a robustecer el rol pedagógico del supervisor como garante de la justicia educativa en su territorio (Gvirtz y Torre, 2015) y del director como garante de la justicia educativa dentro de su institución.


    En síntesis, el gran desafío a nivel nacional lo constituye el desarrollo de una gran labor de coordinación, que tenga en cuenta la convivencia de distintos actores tomando decisiones sobre diferentes aspectos de los problemas educativos. En ello, es necesario avanzar en la identificación de fortalezas y debilidades de las burocracias en todos los niveles y prepararlas en el uso de información para una mejor toma de decisiones, con una orientación a la simplificación de las tareas de todos los involucrados.


    ¿Nuevas leyes de educación?


    Recientemente se ha instalado el debate sobre la necesidad de sancionar nuevas leyes educativas. Dos temas son los principales: el primero se refiere a la demanda de algunos sectores, en particular de los sindicatos docentes, para la sanción de una nueva ley de financiamiento. Con el argumento legítimo de la escasez de fondos para cumplir con todas las metas y objetivos postulados por la Ley Nacional de Educación, se pretende aumentar progresivamente el porcentaje del PBI destinado a educación hasta llegar al 10%. El segundo de los temas está dirigido al sector docente, con proyectos que buscan diseñar una normativa que regule la formación inicial y continua, así como los otros aspectos del ejercicio de la profesión.


    En ambos casos, la necesidad y oportunidad de sancionar nuevas normas legales es muy dudosa. Atar el financiamiento de la educación a un porcentaje del PBI puede ser una estrategia adecuada en períodos de crecimiento económico, pero no para los ciclos recesivos. Por otra parte, el aumento global de la inversión en educación no garantiza el financiamiento de metas específicas. La experiencia de la Ley de Financiamiento Educativo sancionada en 2005 mostró que, si bien se llegó al porcentaje del PBI en educación postulado como necesario en ese momento, el conjunto de las metas no recibieron los recursos que precisaban para ser alcanzadas. En el caso del sector docente, si la nueva ley avanza en cuestiones muy específicas puede provocar mucha rigidez en el manejo de situaciones y problemas dinámicos y cambiantes. Con las leyes existentes no ha sido posible avanzar en cuestiones fundamentales como la carrera docente y la prioridad a los puestos más exigentes. No habría razones para pensar que con otra ley se podrán realizar los avances que no se pudieron llevar a cabo con las actuales.


    En este mismo sentido, también sería preciso avanzar en aquellos aspectos de las leyes actuales que no han sido ejecutados o se han abandonado los esfuerzos para hacerlo. Un caso particularmente llamativo es el relacionado con los órganos de participación creados por la Ley Nacional de Educación: el Consejo de Políticas Educativas, el Consejo Económico y Social y el Consejo de Actualización Curricular (art. 119). Algunos de estos consejos llegaron a constituirse y tuvieron sus primeras reuniones en 2008. Sin embargo, esos avances no se continuaron y se perdió la oportunidad de movilizar a otros actores sociales en la definición de estrategias clave para las políticas educativas.


    En lugar de nuevas leyes parciales y específicas, parecería más pertinente avanzar en la definición de un Plan Decenal de Educación que sea aprobado por ley. Este debe definir metas específicas para cada uno de los ámbitos de la política educativa: docentes, equipamiento didáctico e informático, infraestructura, logros de aprendizaje, educación terciaria y formación profesional, cambios curriculares, jornada extendida y financiamiento necesario para cada una de las metas. En este aspecto, el Plan también debería establecer quién y con cuánto participa del financiamiento, particularmente entre el Estado nacional y las provincias. La duración del Plan es lo suficientemente larga para trascender tanto los períodos gubernamentales como los requerimientos de mediano plazo que exigen los procesos educativos. En el período decenal será posible llevar a cabo evaluaciones públicas intermedias sobre el cumplimiento de las metas para hacer los ajustes necesarios. En este punto, como lo fue en el caso de la medición y evaluación de los aprendizajes, también cabe señalar que por desgracia se perdió la oportunidad de avanzar en la sanción de una Ley de Plan Decenal de Educación. La Unidad de Planeamiento Estratégico de la Educación Argentina (UPEA) presentó las bases de un plan 2010-2020 con diez metas específicas: universalización de la educación inicial, avanzar en la obligatoriedad de la escuela secundaria, mejorar los resultados de aprendizaje en Lengua, Matemática y Ciencias e introducir la enseñanza de una segunda lengua desde la escuela primaria y fortalecer la formación ciudadana democrática, jornada extendida para las escuelas de gestión estatal, garantizar el acceso de alumnos con necesidades educativas especiales a escuelas inclusivas de calidad, infraestructura para satisfacer las demandas de la escolaridad obligatoria, profesionalización docente, universalización del acceso a las tecnologías de la información, articulación de la educación superior con el desarrollo nacional y una activa política de formación profesional.


    Al respecto, sería importante que los representantes parlamentarios que defienden la justicia social promuevan una ley que sancione un plan decenal de educación basado en estos puntos, que marque la orientación de las políticas educativas de corto, mediano y largo plazo.
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    8. ¿Lavar platos o lanzar satélites al espacio?


    El giro hacia el estilo tecnológico del desarrollo inclusivo


    Eduardo Dvorkin


    


    Introducción


    Las naciones que, como la nuestra, se desarrollaron tardíamente, lo hicieron en condiciones de dependencia respecto de los países capitalistas más avanzados. Nuestros países latinoamericanos, “capitalistas tardíos”, no centran su economía en el desarrollo de tecnologías para producir bienes de consumo interno ni para producir bienes exportables, sino que se insertan en la economía internacional como exportadores de productos primarios agropecuarios o mineros, exportadores de commodities industriales e importadores de bienes de consumo y de bienes de capital, que incluyen el know-how (saber cómo) tecnológico necesario para su uso, pero nunca el know-why (saber por qué) que se requiere para su evolución autónoma, con lo que se refuerzan permanentemente las condiciones de dependencia tecnológica.


    En casos como el nuestro, un empresariado nacional desarrolla producciones de baja tecnología con una demanda de divisas muy fuerte para importar maquinaria e insumos y, a su vez, filiales de multinacionales desarrollan producciones de mayor nivel tecnológico para consumo interno y exportación, pero centrando gran parte del encadenamiento productivo en el exterior, así como la parte fundamental de los trabajos de las ingenierías de producto y de procesos. Con diferentes mecanismos, estas filiales son el centro de los procesos de fuga de divisas que desestabilizan las economías de las naciones en desarrollo (Dvorkin, 2014a).


    Como es de esperar, salvo en períodos de tiempo muy acotados, la balanza comercial industrial de estos países “no tecnológicos” es fuertemente deficitaria (Diamand, 1972). Muchos son los problemas que afrontan, entre los que cabe destacar:


    


    
      	una baja generación de puestos de trabajo, los que a su vez son de poca calidad y remuneración, sobre todo en comparación con puestos equivalentes en países de desarrollo industrial alto;


      	una educación de elite para los estratos superiores, y de baja calidad, con altos índices de deserción, para las capas inferiores;


      	las universidades, en general con presupuestos escasos, producen en primer lugar abogados, luego médicos (imposible importar la atención médica) y pocos ingenieros o científicos duros;


      	la ciencia es una actividad de prestigio cultural, con muy baja o nula ligazón con la actividad productiva del país, por lo que los presupuestos que se destinan para su desarrollo son escasos.

    


    Este esquema, con algunas pocas alteraciones, fue el se aplicó en el diseño de la Argentina durante el siglo XX y lo que va del XXI, con la excepción del primer y del segundo gobierno del general Juan Domingo Perón y de los mandatos de Néstor Kirchner y Cristina Fernández. En estos períodos, tanto en 1946-1955 como en 2003-2015 (pero sobre todo en este último), el Estado nacional alentó y se hizo cargo del desarrollo tecnológico, y los índices de desigualdad y de pobreza disminuyeron pronunciadamente. La complejización de la matriz productiva requirió de la existencia de un mercado interno en expansión, el cual se constituyó en tractor del desarrollo tecnológico. El camino a recorrer para lograr un proceso satisfactorio es todavía largo y complicado: en 2012, la Argentina exportó bienes a un promedio de 806,58 dólares/tonelada e importó bienes a un promedio de 2020,09 dólares/tonelada, es decir que el precio específico de los bienes importados es 2,5 veces superior al precio específico de los bienes exportados. Esto da cuenta de la baja complejidad de nuestra estructura industrial y de los problemas de nuestra balanza comercial (Dvorkin, 2015).


    Es fundamental distinguir entre dos modelos de crecimiento: uno, en el contexto de productos que las multinacionales fabrican en el país, sin desarrollo local de tecnología, sin disminución de los niveles de pobreza y acentuando las desigualdades en la sociedad bajo la promesa continua de un “derrame” que nunca se concreta (desarrollismo); el otro, en el contexto del desarrollo inclusivo, una decisión política implementada por los gobiernos peronistas y kirchneristas, que tracciona de la autodeterminación tecnológica.


    El desarrollo industrial y la complejización de nuestra matriz productiva no pueden analizarse al margen de la protección del ambiente, es decir, de la contaminación del aire, del agua y de la tierra, de la producción y el tratamiento de los residuos y de la eliminación progresiva de la biodiversidad. En la encíclica Laudato si’, el papa Francisco lo plantea de manera clara y concreta: es necesario inscribir los temas ecológicos en un marco social. El estilo de vida de los países ricos y de las clases privilegiadas de los países pobres es altamente contaminante (uso excesivo de energía, de materias primas, alta producción de residuos y la consecuente contaminación del aire, el agua y la tierra), pero son los países pobres –y los pobres en general– los que reciben el impacto y ven peligrar sus vidas. Así, se forma un triángulo entre la cultura consumista de los países y sectores de alto poder de consumo, el mercado dirigido a exacerbarla y las finanzas que toman las ganancias del mercado. El sistema financiero globalizado se convierte en el eje del ataque al ecosistema.


    Una solución propuesta por las corporaciones internacionales, acordada en Kioto y acertadamente criticada por la encíclica, es la de avanzar sobre las soberanías nacionales: por ejemplo, internacionalizar la Amazonía, con el pretexto de preservar el ecosistema. Un enfoque similar representan los “bonos de carbono”, con los que los países desarrollados pretenden incentivar la disminución de emanaciones en los países en desarrollo. Sin embargo, este bono no es más que la conservación del nivel de emanaciones de los primeros, yuxtaponiendo el subconsumo de unos al sobreconsumo de otros.


    La encíclica es crítica también respecto de las “posiciones verdes” de organizaciones no gubernamentales (ONG) que obtienen fondos y apoyo de fuentes ignotas e inconfesables y que, en general, apuestan a subsumir las soberanías nacionales en el universo de la globalización. Las soluciones a los temas ambientales deben partir de las sociedades civiles, deben ser implementadas por los estados nacionales y deben respetar sus soberanías (García Linera, 2012). Lo sostiene con absoluta claridad Álvaro García Linera:


    


    Entonces, no puedes simplemente producir de manera irreflexiva, manteniendo el extractivismo porque renuncias a tu raíz y a tu porvenir; y no puedes contentarte con ser un cuidador de bosques, dejando a la población en la miseria colonial, en la que viven, hoy, los pueblos indígenas, porque hoy su condición de vida, no es una condición de vida idílica, es una condición de vida de pobreza, colonial, construida en los últimos quinientos años. Eso es lo que nos propone el mendioambientalismo colonial, como yo lo he llamado.


    Latinoamericanos, déjense de soñar con el progreso, si quieren hacer algún aporte a la humanidad, dedíquense a cuidar árboles, el norte que siga produciendo, que siga inundando de CO2 el mundo, que siga destruyendo los bosques del mundo, América Latina dedicada ahora a generar el oxígeno que el norte esta aniquilando; este es el mendioambientalismo colonial, que los países del sur paguemos la plusvalía ambiental congelando nuestra producción, congelando nuestro desarrollo, congelando nuestro futuro, congelando nuestras condiciones de vida, que son coloniales, supuestamente, en aras de preservar la naturaleza, mientras los del norte siguen con la orgía destructiva del planeta.


    Y nos atacan: gobierno de Correa, extractivista; gobierno de Evo Morales, extractivista. Claro, reciben buen dinero los que nos critican de esos organismos extranjeros, para criticarnos, para mantener esas palabras y, a la larga, sirven a esos intereses externos. No, señores, de qué se trata, qué es lo que estamos haciendo en Bolivia y qué es lo que yo veo a la distancia, lo que se está haciendo en Ecuador, que lo considero correcto.


    ¿Tenemos que salir del extractivismo? Sí, tenemos que salir, pero no se sale congelando las condiciones de producción, ni regresando a la edad de piedra. Se sale del extractivismo utilizando temporalmente el extractivismo para crear las condiciones culturales organizativas y materiales de una población que salte a la economía del conocimiento.


    ¿De qué economía del conocimiento voy a hablar cuando tengo compañeros que viven en el altiplano, en casas de piedra, que caminan cinco horas para llegar a su colegio, que se sientan en un asiento de barro y que están durmiéndose todo el día porque no les alcanza el alimento para estar despiertos? ¿Qué economía del conocimiento se construye de esta manera? (García Linera, 2015).


    Los estilos tecnológicos


    El concepto de “estilo tecnológico” fue introducido por Oscar Varsavsky, quien lo define como:


    Un conjunto de características cualitativas generales, comunes a todas las ramas de la tecnología (y la ciencia), deseables porque son directamente deducibles de los objetivos nacionales, y prácticas, en el sentido que ayudan a tomar decisiones pues no son compatibles con cualquier propuesta (Varsavsky, [1974] 2013).


    La relación entre los diferentes proyectos nacionales y sus estilos tecnológicos fue puesta de manifiesto por el autor en una época en que muchos pensábamos que estábamos caminando en línea recta al socialismo. Las circunstancias políticas cambiaron desde entonces, pero las relaciones demostradas por Varsavsky conservan su pleno valor. Lo trascendente de su contribución es que, por primera vez, explicita que la tecnología no es imparcial, neutral; es decir, que la forma de acometer el desarrollo tecnológico no es la misma para todos los países y que es parte del proyecto político en que cada uno se inscribe.


    Ahora bien, para encubrir la dependencia se suele apelar a un argumento engañoso: el de aseverar que estamos “subiendo” por la misma escalera que los países de alta industrialización, en otras palabras, que nos encontramos simplemente más abajo pero que, eventualmente, terminaremos en el mismo lugar. Esto es una falacia porque los países que hoy están altamente industrializados:


    


    
      	no debieron someterse a condicionamientos externos durante su desarrollo, ya sea de gobiernos extranjeros o de corporaciones extranjeras;


      	no ocuparon lugares de atraso tecnológico durante su desarrollo; y


      	tuvieron burguesías nacionales que desde el inicio se plantearon la tarea de un desarrollo tecnológico independiente.

    


    Por su parte, Amílcar Herrera proporciona una descripción esclarecedora sobre la divergencia de caminos de desarrollo tecnológico entre los países altamente industrializados y los nuestros:


    El subdesarrollo no es meramente un estadio primario del desarrollo, sino una situación estructuralmente diferente, en gran parte generada y condicionada por la misma existencia y evolución de las sociedades desarrolladas. Aunque no es necesario insistir aquí sobre los conceptos que son ampliamente conocidos, conviene recordar que la posición de esos países como economías periféricas destinadas a producir materias primas para los países industrializados es el principal elemento estructural condicionante del subdesarrollo. Esta relación desigual, sin embargo, no sería suficiente para mantener esos países en el atraso, de no ser por la existencia de una estructura interna complementaria de la dependencia externa, caracterizada por el dominio económico y político de una oligarquía compuesta principalmente por los propietarios de la tierra y los beneficiarios del comercio de exportación e importación. Para estos grupos dominantes, el mantenimiento de la dependencia es una condición necesaria para la conservación de sus privilegios y, por lo tanto, como aliados naturales de los intereses externos, constituyen hasta ahora el obstáculo más sólido que se opone a la ruptura de la dependencia externa, sin la cual no es posible un verdadero proceso de liberación (Herrera, [1970] 2015).


    Escrita en 1970, esta descripción sigue siendo hoy, en 2016, absolutamente válida.


    Otra interesante visión es la que presenta Susana Novick:


    


    Resulta necesario introducir una aclaración respecto de los conceptos de “subdesarrollo” y “dependencia”. Si bien ambos se interpenetran, no son la misma cosa. El país subdesarrollado se caracteriza por tener un sistema productivo en el cual las actividades primarias –agricultura y ganadería– predominan, y el mercado externo ejerce primacía sobre el interno. Esta situación implica reconocer cierto grado de dependencia, pues si bien en el país subdesarrollado se encuentra el centro de la decisión política, el centro de la decisión económica está fuera: las limitaciones que el mercado externo le impone le restan autonomía.


    La dependencia aparece entonces como condición del subdesarrollo.


    Estas diferencias conceptuales nos llevan a afirmar que es falsa la idea –muy generalizada– de que el desarrollo –económico, político– transcurre linealmente a través de una sucesión de etapas que todos los países necesariamente van a transitar: los que hoy son subdesarrollados, mañana llegarán al desarrollo (Novick, 2004).


    La historia argentina muestra que fueron los gobiernos populares los que impulsaron, desde el Estado nacional, los grandes progresos de nuestro desarrollo tecnológico:


    


    
      	la fundación de YPF en 1922, durante el gobierno de Hipólito Yrigoyen;


      	la fabricación del avión “Pulqui” en 1946-1947, durante el gobierno de Juan Domingo Perón. El “Pulqui” fue un avión a reacción diseñado y construido en la Argentina, el primero de este tipo en fabricarse en Latinoamérica, y el noveno en el mundo;


      	el desarrollo y la fabricación del “Rastrojero” en 1952, así como de la moto “Puma”, durante el gobierno de Perón (Picabea y Thomas, 2011, 2015);


      	la fundación, en 1947, de la Sociedad Mixta Siderúrgica Argentina (Somisa), durante el gobierno de Juan Domingo Perón, así como de la Comisión Nacional de Energía Atómica (CNEA).

    


    Hoy, en la Argentina, existen dos proyectos nacionales en pugna por el liderazgo político del país: el neoliberal (macrista) y el del desarrollo inclusivo (peronista-kirchnerista). Cada uno de ellos, como discutiremos en lo que sigue, tiene asociado un estilo tecnológico específico.


    El estilo tecnológico neoliberal


    El proyecto nacional neoliberal fue impuesto, genocidio mediante, en los setenta y se profundizó ya en democracia en los noventa. Se caracterizó por la primarización de la economía, la apropiación de las ganancias agrícola, petrolera y minera por parte de grandes empresas, y la centralización de la producción industrial en manos de multinacionales. Con este esquema, el sector financiero acumuló enormes ganancias y se transformó en el eje de la economía.


    A título ilustrativo, recordemos aquella propaganda de la dictadura, representativa de esta ideología, en la cual se rompían las sillas de industria nacional, mientras que aquellas identificadas como “importadas” cumplían exitosamente su función.[32] Se pueden rastrear sus antecedentes en la defensa que hacía el Partido Unitario del librecambio y la libre navegación de los ríos interiores, en la consecuente política porteña de priorizar los intereses del puerto exportador-importador por sobre el desarrollo de las industrias del interior, en la guerra contra Paraguay y en los primeros socialistas argentinos que creían defender el nivel de vida de los obreros al alentar la exportación de lana para importar casimires baratos y de alta calidad de Inglaterra (Justo, 1909), olvidando que la producción de lana crea muy pocos puestos de trabajo, y la producción textil, muchos. El neoliberalismo y sus antecesores se encaminaban a construir una sociedad con dos sectores claramente diferenciados: los que están insertos en la producción, ya sea como proletarios, empleados o patrones, y los marginales. En el marco de este proyecto nacional, los sectores populares (trabajadores, profesionales, comerciantes, etc.) se ven forzados a disminuir sus exigencias: la sola inclusión pasa a ser el objetivo, antes que cualquier incremento en el nivel de consumo, salud y educación.


    En la explotación agropecuaria, el estilo tecnológico neoliberal favorece la tecnologización del campo (la siembra directa, los “paquetes tecnológicos” desarrollados por multinacionales como Monsanto, Nidera, etc.), la concentración de la producción en manos de grandes empresas o pools de siembra (el capitalismo agrario y no los tradicionales oligarcas de la pampa húmeda). La comercialización de la producción agraria queda, según este esquema, en manos de grandes multinacionales cerealeras (las ABCD, o sea, Archer Daniels Midland, Bunge, Cargill y Dreyfus).


    En cuanto a la producción industrial, el modelo tiende a concentrar la producción en industrias de nivel internacional, propiedad de multinacionales (automotrices, electrónica de consumo y siderurgia son los más relevantes), que importan tecnología (a un alto precio) y exportan productos elaborados con mano de obra y energía más baratos que en países de mayor desarrollo, así como –por cierto– con reglamentaciones de cuidado ambiental mucho menos estrictas y de cumplimiento más laxo. A este estilo tecnológico también lo denominaremos como el “estilo tecnológico de las multinacionales”.


    El estilo tecnológico del desarrollo inclusivo


    ¿Qué es el desarrollo inclusivo?


    En el período 2003-2015, el proyecto que lideró la política nacional fue el de desarrollo con inclusión. El crecimiento del producto bruto interno (PBI) promedió el 7,2% anual. El crecimiento industrial fue aún mayor: 9% anual, medido en índice de volumen físico (IVF). Durante estos años, el PBI industrial per cápita se ubicó un 90% por encima de 2002, y un 35% por sobre el máximo alcanzado durante la Convertibilidad en 1997. Entre 2003 y 2012, la tasa de inversión rondó el 21% (Dvorkin, 2015). En materia de inclusión, los indicadores fueron igualmente contundentes: el coeficiente de Gini para los asalariados disminuyó de 0,442, en 2003, a 0,362, en 2012. Los hogares de menores ingresos (deciles 1 a 5) que participaron en 2002 con un 23,8% en la distribución de los ingresos, en 2012 lo hicieron con un 30%, y la cobertura previsional pasó del 70,2% de la población mayor de 65 años, en 2001, al 95,8%, en 2010, y al 97%, en 2015 (Dvorkin, 2015).


    A diferencia de lo que ocurrió durante el período en que se implementó el proyecto neoliberal, con el de desarrollo inclusivo el país tuvo un importante nivel de desendeudamiento (gráficos 8.1 y 8.2), con lo que ello implica para la autonomía en materia de toma de decisiones y para el desarrollo de la economía.


    


    Gráfico 8.1. Evolución de la deuda pública neta y de la deuda pública externa,* en porcentaje del PBI


    [image: 122739.png]


    * Deuda pública neta: excluye acreencias de agencias del Sector Público Nacional; deuda pública externa: reconoce como acreedores a residentes en el exterior.


    Fuente: Ministerio de Economía, “Deuda pública del Estado argentino”, 30 de junio de 2013.


    


    Gráfico 8.2. Deuda pública externa como porcentaje de las exportaciones
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    Fuente: Fundación Pueblos del Sur, “Informe sobre deuda argentina: conceptos y aclaraciones”, agosto de 2014.


    El gráfico 8.3, desarrollado por un físico argentino residente en Dinamarca, Fernando Cuchietti, fue construido con datos que publica el Banco Mundial.[33] En su eje horizontal, mide el PBI per cápita en dólares constantes (2005), y en su eje vertical, el índice de Gini. Si en el transcurso de un año, el punto que representa el estado del país se desplaza hacia la derecha (aumento del PBI per cápita) quiere decir que hubo crecimiento de la economía; y si desciende (disminución del índice de Gini), significa que se incrementó el nivel de igualdad de la sociedad (al menos en cuanto a una de sus posibles medidas).


    


    Gráfico 8.3. Evolución del crecimiento y de la igualdad en la Argentina
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    En este gráfico puede observarse:


    


    
      	reducción de la economía y crecimiento de la desigualdad durante la última parte del gobierno de Raúl Alfonsín;


      	crecimiento de la economía y avance de la igualdad durante la primera parte del primer gobierno de Carlos Menem, hasta el comienzo de la Convertibilidad;


      	fuerte incremento de la desigualdad e inestabilidad del crecimiento desde la instauración de la Convertibilidad hasta la finalización del segundo gobierno de Carlos Menem;


      	fuerte crecimiento de la desigualdad y reducción de la economía nacional durante el gobierno de Fernando de la Rúa;


      	fuertísimos crecimientos conjuntos de la igualdad y de la economía nacional, es decir, crecimiento inclusivo, durante el gobierno de Néstor Kirchner;


      	continuación del crecimiento inclusivo durante los dos gobiernos de Cristina Fernández, con breves altibajos en 2009 y 2011 (años de una profunda crisis en el comercio internacional) y con velocidades de crecimiento e inclusión menores en el segundo gobierno.

    


    Para valorar adecuadamente estas cifras, es fundamental situarlas en el contexto internacional: mientras en la Argentina, desde 2003 en adelante, atravesamos un proceso de crecimiento de los niveles de igualdad de la población, en el mundo desarrollado, al mismo tiempo, crecieron fuertemente los niveles de desigualdad, como señala Piketty (2015) (véanse gráficos 8.4 y 8.5).


    En la Argentina, la simultaneidad en los procesos de crecimiento y de igualación no fue casual, ya que ambos se realimentaron al estar el crecimiento fuertemente apoyado en el desarrollo del mercado interno.


    El estilo tecnológico que comenzó a desarrollarse durante los gobiernos de Néstor Kirchner y Cristina Fernández constó de dos ingredientes fundamentales:


    


    
      	el impulso, mediante el mercado interno, de la puesta en marcha de la capacidad industrial instalada en el país, que había quedado inactiva durante la hegemonía neoliberal;


      	la puesta en funcionamiento de casos exitosos de desarrollo autónomo en campos de tecnologías complejas, bajo la dirección del Estado nacional. En estos desarrollos, las empresas estatales lideraron los proyectos con el concurso de un entramado de pequeñas y medianas empresas (pymes) nacionales y organismos del sistema nacional de ciencia y tecnología.

    


    A la vez que logró un efecto importante en la creación de empleo y en la sustitución de importaciones, la puesta en funcionamiento de la capacidad industrial instalada constituyó la base imprescindible de proveedores locales para el desarrollo autónomo de tecnologías más complejas (radares, satélites, equipamiento nuclear, equipamiento petrolero, etc.). Precisamente, la base del estilo tecnológico del desarrollo inclusivo, que tuvo comienzos de instalación fáctica, aunque nunca fue explicitado como propuesta, consistió en la conformación de entramados Estado - pymes - organismos de ciencia y tecnología.


    


    Gráfico 8.4. Niveles de desigualdad en los Estados Unidos
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    En gris, el porcentaje del ingreso del 1% que más ingresos percibe; en negro, lo mismo pero incluidas las ganancias de capital.


    Fuente: <topincomes.parisschoolofeconomics.eu/#Graphic:>.


    


    Gráfico 8.5. Niveles de desigualdad en Alemania: porcentaje del ingreso del 1% que más ingresos percibe, incluidas las ganancias de capital
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    Fuente: <topincomes.parisschoolofeconomics.eu/#Graphic:>.


    Las metas


    Históricamente, la industria argentina atravesó sus períodos de mayor crecimiento con la sustitución de importaciones: el mercado interno fue el gran tractor del desarrollo industrial nacional. Como comentamos en la introducción, el camino a recorrer para lograr una satisfactoria complejización de nuestra matriz productiva es aún muy largo y complicado.


    Un proyecto nacional de esta naturaleza requiere del crecimiento cuantitativo de la producción industrial (inclusión y crecimiento del mercado interno), así como del crecimiento cualitativo de la producción industrial, tanto para avanzar en los niveles de sofisticación de la sustitución de importaciones como para exportar (Dvorkin, 2012).


    Las principales características del estilo tecnológico asociado a este tipo de proyecto son:


    


    
      	la complejización de la matriz productiva, concatenando la investigación científica con el desarrollo tecnológico;


      	un desarrollo productivo fuertemente basado en la producción local de tecnología; y


      	un rol protagónico del Estado (Dvorkin, 2014).

    


    El crecimiento de la inversión en ciencia y tecnología


    La llamada “infraestructura científico-tecnológica” comprende, según la perspectiva de Sabato y Botana, el siguiente complejo de elementos articulados e interrelacionados entre sí:


    


    a) el sistema educativo que produce en calidad y cantidad necesarias los hombres que protagonizan la investigación: científicos, tecnólogos, asistentes, operarios, administradores;


    b) los laboratorios, institutos, centros, plantas-piloto (formados por hombres, equipos y edificios) donde se hace investigación;


    c) el sistema institucional de planificación, de promoción, de coordinación y de estímulo a la investigación (consejos de investigación, academias de ciencias, etc.);


    d) los mecanismos jurídico-administrativos que reglan el funcionamiento de las instituciones y actividades descriptas en a) b) y c);


    e) los recursos económicos y financieros aplicados a su funcionamiento (Sabato y Botana, [1975] 2011).


    Es importante destacar que Sabato diferencia claramente la investigación científica de la dedicada al desarrollo de tecnología, y en sus escritos se concentra en esta última (Sabato, [1975] 2011). Como se observa en el gráfico 8.6, la inversión en ciencia y tecnología ha crecido en el período 2003-2013 en forma muy importante.


    


    Gráfico 8.6. Inversión anual en actividades de ciencia y tecnología (en millones de dólares paridad de poder de compra –PPC; PPP, en inglés–)


    [image: 122676.png]


    Fuente: Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva, “Indicadores de Ciencia y Tecnología 2013”.


    Este incremento también puede constatarse en términos del porcentaje del PBI asignado a actividades vinculadas con ciencia y tecnología, como muestra el gráfico 8.7:


    


    Gráfico 8.7. Porcentaje del PBI asignado a ciencia y tecnología, desde 2004 hasta el presente
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    Fuente: Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva, “Indicadores de Ciencia y Tecnología 2013”.


    El crecimiento de los recursos que la sociedad argentina invierte en ciencia y tecnología se ha dado fundamentalmente mediante la inversión estatal, como muestra el cuadro 8.1.


    


    Cuadro 8.1. Financiamiento de investigación y desarrollo (I+D), 2013 (en miles de pesos corrientes)


    
      
        
        
        
      

      
        
          	
            Sector de financiamiento

          

          	
            Inversión en I+D

          

          	
            Porcentaje

          
        


        
          	
            Sector público

          
        


        
          	
            Gobiernos nacional y provinciales

          

          	
            15.042.515

          

          	
            75,5

          
        


        
          	
            Educación superior pública

          

          	
            337.788

          

          	
            1,7

          
        


        
          	
            Sector privado

          
        


        
          	
            Empresas

          

          	
            3.999.085

          

          	
            20,1

          
        


        
          	
            Entidades sin fines de lucro

          

          	
            177.927

          

          	
            0,9

          
        


        
          	
            Educación superior privada

          

          	
            262.444

          

          	
            1,3

          
        


        
          	
            Sector externo

          
        


        
          	
            Transferencias, subsidios, etc.

          

          	
            104.741

          

          	
            0,5

          
        

      
    


    Fuente: Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva, “Indicadores de Ciencia y Tecnología 2013”.


    Para poder transitar el camino del desarrollo autónomo de tecnología, es preciso entonces un fortalecimiento del sistema científico argentino. Como sostiene Amílcar Herrera,


    la creación de un sistema científico eficiente es una tarea larga y difícil, y que cualquier progreso que se realice en ese sentido, aún en condiciones sociales y económicas adversas, puede ser vital cuando se den las circunstancias propicias para el proceso de cambio (Herrera, [1970] 2015).


    El crecimiento del sistema de ciencia y tecnología


    El personal total abocado a actividades de I+D, medido en términos de equivalente a jornada completa (EJC), se incrementó un 26% respecto de 2008, hasta alcanzar las 71.872 personas en 2012. Asimismo, la inversión en I+D por investigador EJC a precios constantes de 2004 registró un aumento del 39% en el mismo período (Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva, “Indicadores de Ciencia y Tecnología 2013”). Entre quienes integran nuestro sistema de ciencia y tecnología, cabe destacar a los 1175 científicos que fueron repatriados desde 2003. Este número es particularmente importante porque nuestro país, que en el período neoliberal fue un exportador neto de “materia gris”, está comenzando a recuperar las pérdidas sufridas.


    El crecimiento de la producción científica


    Un indicador que demuestra el afianzamiento del sector es el de la cantidad de publicaciones que elaboran nuestros científicos: si en 1998 el Science Citations Index (SCI) contaba con poco más de dos mil publicaciones registradas que incluían a un autor trabajando en el sistema argentino de ciencia y tecnología, en los últimos años el incremento ha sido notorio, como muestra el gráfico 8.8.


    


    Gráfico 8.8. Publicaciones científicas argentinas en el SCI
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    Fuente: Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva, “Indicadores de Ciencia y Tecnología 2013”.


    


    Gráfico 8.9. Publicaciones científicas argentinas en el SCI, según el tipo de colaboración
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    Fuente: Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva, “Indicadores de Ciencia y Tecnología 2013”.


    Un aspecto especialmente destacado es que los trabajos producidos en el país sin colaboraciones internacionales están creciendo a mayor velocidad que aquellos surgidos de colaboraciones internacionales. El dato no es menor, porque si bien es necesario para la ciencia local establecer vinculaciones con sus pares internacionales, más importante aún es trabajar en temas relevantes en nuestro territorio, por más que estos no sean los “de moda” en el escenario internacional (véase gráfico 8.9).


    El desarrollo local en tecnología


    El estilo tecnológico de las multinacionales, con sus efectos perniciosos sobre la calidad de vida de los argentinos, funciona mediante una serie de mecanismos que trasladan divisas hacia el exterior y que incorporan los requisitos de su perpetuación en el tiempo (Dvorkin, 2014a). La imposición de estos mecanismos se logra solamente porque las multinacionales, al controlar las tecnologías de productos y procesos, retienen el poder de decisión sobre qué se fabrica, dónde, con qué insumos y herramientas, etc. Asimismo, este control les permite el dominio absoluto de mercados secundarios muy redituables, como el de repuestos.


    El desarrollo local de tecnología involucra, sobre todo en el arranque de las producciones, altos costos y altos riesgos, pero en el mediano y largo plazo habilita la posibilidad de progreso que la importación no permite. Es únicamente con un Estado que asuma la centralidad del proceso de desarrollo productivo y que actúe como tractor del desarrollo tecnológico nacional que se puede lograr la autonomía tecnológica. No hay otro actor que pueda reemplazarlo en este rol.


    El rol del Estado


    Para asumirse como tractor del desarrollo tecnológico argentino, el Estado debe poder alinear las demandas productivas de un amplio conjunto de sectores, así como encarar procesos de alto costo, alto riesgo y largo plazo, por ejemplo, los procesos de desarrollo tecnológico.


    El Estado en tanto motor de la innovación productiva no sólo es relevante en nuestro país, sino que constituye el paradigma internacional, como analiza Mariana Mazzucato (2011). Esta autora menciona el caso del algoritmo de Google, que se desarrolló con el soporte económico de la National Science Foundation, de los Estados Unidos, y el hecho de que tanto el gobierno de ese país como los de Unión Europea tuvieron roles protagónicos en el desarrollo de las industrias de la computación, de internet, farmacológica, de biotecnología, de energía nuclear, de tecnología espacial, de aviación, entre las más destacadas.


    También Amílcar Herrera, por su parte y anticipándose a Mazzucato, menciona esta función del Estado como motor de la innovación productiva estadounidense:


    Un breve examen de las motivaciones y de la evaluación de la política científica de los Estados Unidos, a la que se considera más frecuentemente el modelo a imitar, ilustrará claramente lo que hemos dicho. La organización federal y la ideología liberal que informa el sistema político y económico norteamericano hizo a sus gobiernos poco dispuestos a concebir e implementar una política sistemática de progreso científico. Cuando esta nace, como consecuencia de la Segunda Guerra Mundial y posteriormente de la rivalidad militar con la Unión Soviética, careció de objetivos económicos explícitos, y fue orientada por las necesidades militares. En este contexto se desarrollan aceleradamente la energía atómica, las computadoras, la metalurgia especial, la navegación espacial, etc. La necesidad de apoyo a esta investigación esencialmente aplicada obligó también al gobierno norteamericano a fomentar la investigación básica en las universidades y otros centros de actividad científica. Posteriormente, el Departamento de Comercio comprendió el valor de los instrumentos aplicados en esta política –sobre todo los contratos de investigación y las adquisiciones públicas– y comenzó a aplicarlos en forma sistemática para colocar a la industria norteamericana en situación competitiva ventajosa en todo el mundo, con los resultados que son bien conocidos. Como puede verse, en la orientación del esfuerzo científico de los Estados Unidos hay muy poco de accidental o “naturalmente” predeterminado. Este se produjo en función de las necesidades de ese país; primero por razones militares y luego, además, por motivaciones económicas (Herrera, [1970] 2015).


    Internacionalmente, el principal sujeto de la transformación tecnológica es el Estado, tanto en países de alto desarrollo (los Estados Unidos, los que integran la Unión Europea, China, Corea y Japón) como en aquellos en proceso de fuerte crecimiento (Argentina y Brasil, por ejemplo, donde se ha producido un regreso del Estado al centro de la escena económica luego del masivo proceso de privatización de la década de los noventa). Por desgracia, al momento de escribir este capítulo, agosto de 2016, tanto en Brasil como en nuestro país la restauración conservadora está desandando los logros que habíamos alcanzado.


    La opción del Estado a la cabeza de entramados conformados por pymes e instituciones del sistema nacional de ciencia y tecnología aparece hoy en la Argentina como la única opción posible para un desarrollo tecnológico autónomo, y este tuvo lugar, parcialmente, en el período en análisis. No sólo un Estado como promotor o regulador, sino también como productor. De ahí que la expansión y consolidación de entidades productivas Estado - pymes - sistema nacional de ciencia y tecnología, actuando eficientemente en la concreción de políticas de desarrollo definidas desde la conducción del Estado, aparece como la única estrategia viable para complejizar la producción y avanzar en el camino del desarrollo inclusivo.


    Los mecanismos desarrollados en la Argentina y las empresas estatales


    En los períodos peronistas-kirchneristas analizados en este capítulo, el Estado argentino traccionó el desarrollo tecnológico mediante seis mecanismos fundamentales:


    


    
      	las empresas estatales como impulsoras y conductoras de grandes proyectos nacionales;


      	el uso inteligente del poder de compra del Estado para promover innovaciones locales;


      	el establecimiento de consorcios para el logro de objetivos específicos;


      	la estandarización;


      	la I+D en universidades estatales y laboratorios nacionales; y


      	los subsidios directos al I+D tecnológico.

    


    En este esquema, muchos son los casos de empresas estatales que lideraron, durante estos años de desarrollo inclusivo, los entramados de pymes e institutos del sistema nacional de ciencia y tecnología, cumpliendo un papel fundamental en el camino de complejización de la matriz productiva. Mencionamos a continuación los más relevantes.


    Invap S.E.: la fábrica de tecnología


    Invap es una sociedad del Estado cuyo paquete accionario pertenece a la provincia de Río Negro y a la CNEA; sin embargo, se autofinancia con el producto de sus ventas. Es una empresa integradora de tecnología que se desempeña con alta eficacia y eficiencia en el área nuclear, satelital, de radarización, etc. En los diferentes proyectos en que participa, se desempeña como el centro de una red de institutos del sistema nacional de ciencia y tecnología y de pymes.


    Invap se formó a partir del ambiente de creación tecnológica que es característico de la CNEA y del Instituto Balseiro en Bariloche (Sabato y Botana, [1975] 2011).


    Reactores nucleares


    La empresa provee, en la modalidad “llave en mano”, reactores de investigación y plantas para el procesamiento de radioquímicos. Tal es el caso del reactor OPAL, en Australia, diseñado para maximizar el volumen de producción de radioisótopos y asegurar el cumplimiento con estrictas especificaciones de calidad de los mismos.


    El alcance de sus actividades comprende servicios de diseño, que van desde la ingeniería altamente especializada del núcleo de un reactor, pasando por la evaluación del comportamiento dinámico de estructuras ante actividad sísmica, hasta la gestión integral del diseño de un reactor nuclear, los haces de neutrones, los blindajes contra radiación y la concepción e ingeniería de los sistemas de protección y de apagado del reactor, de refrigeración del núcleo, así como el complejo electrónico de última generación que controla el completo funcionamiento de la planta.


    Satélites


    Con cuatro satélites diseñados, construidos y ya puestos en órbita, Invap tiene un lugar en el escenario internacional de la tecnología satelital y hoy es la única empresa latinoamericana con capacidad de generar proyectos satelitales completos, desde el concepto de la misión hasta la puesta en órbita del satélite y su operación, exceptuando el lanzamiento. Asimismo, actúa como contratista principal de la Empresa Argentina de Soluciones Satelitales Arsat S.A., en lo que hace al diseño y la construcción de los dos primeros satélites argentinos geoestacionarios de comunicaciones, Arsat-1 y Arsat-2. De esta forma, nuestro país pasó a integrar el reducido conjunto de ocho países con producción propia de satélites geoestacionarios. Sin embargo, la continuación del desarrollo de la industria satelital argentina mediante el planificado Arsat-3 fue abortado en estos días por el gobierno de Macri.


    Radares


    Invap es la primera y única empresa en Latinoamérica en desarrollar radares secundarios para el control del tránsito aéreo, varios de los cuales ya están instalados y operando en diferentes aeropuertos argentinos. Estos equipos han sido producidos para la Fuerza Aérea Argentina (FAA) y la Administración Nacional de Aviación Civil (ANAC), y cuentan con la homologación de la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI). Por otra parte, actualmente se está desarrollando el prototipo de un radar primario de defensa 3D para la Dirección General de Fabricaciones Militares (FM).


    Es probable que una de las decisiones más valerosas del presidente Néstor Kirchner haya sido la de ordenar que los radares secundarios que necesitaban ser instalados en los aeropuertos del país fuesen diseñados y fabricados localmente.


    Además, en una línea de tecnología tanto de uso civil como militar, se está avanzando en el desarrollo de radares primarios tridimensionales de largo alcance, capaces de detectar aviones no identificados, clandestinos y eventualmente hostiles.


    Bajo contrato, Invap trabajó en el diseño del radar de apertura sintética para la misión Satélite Argentino de Observación con Microondas (Saocom), de la Conae, un equipo espacial destinado a la observación de la Tierra.


    Arsat S.A.


    Esta empresa, que pertenece al Estado nacional, tiene asignada la misión de brindar servicios de telecomunicaciones a través de una combinación de infraestructuras terrestres, aéreas y espaciales. Fue creada por ley en 2006, con el objetivo de ocupar y defender, mediante satélites desarrollados en la Argentina, las posiciones orbitales asignadas al país por la Unión Internacional de Telecomunicaciones. En 2007, se inició en la operación y prestación de servicios sobre satélites alquilados, prestación que desde 2014 puede hacer sobre el Arsat-1, primer satélite geoestacionario argentino, y desde 2015 también sobre el Arsat-2.


    A partir de 2010 la empresa implementó la Red Federal de Fibra Óptica, con un tendido que alcanzará los 58.000 km y se encuentra en proceso de puesta en servicio; el Centro Nacional de Datos, el data center más seguro del país y uno de los mejores de América Latina; y la plataforma tecnológica del Sistema Argentino de Televisión Digital, que transmite señales de televisión digital abierta y gratuita en la más alta calidad de imagen y sonido a todo el territorio.


    Con una empresa nacional a cargo de las comunicaciones satelitales se logró, en este campo, poner en funcionamiento el estilo tecnológico del desarrollo inclusivo, es decir, poner en marcha un cluster compuesto por una empresa nacional (Invap), institutos de investigación del sistema nacional de ciencia y tecnología y pymes de base tecnológica para diseñar y construir los satélites de comunicaciones argentinos, en clara oposición al estilo tecnológico neoliberal cuyos defensores critican el desarrollo autónomo en la materia: recordemos que Mauricio Macri, en su momento, calificó a la producción local de satélites como “un derroche”.


    YPF S.A. / Y-TEC S.A.


    Cuando el gobierno nacional recuperó para el Estado argentino el control de YPF, se plantearon tres objetivos concurrentes: cerrar el grifo de salida de divisas que la importación de combustible representa y que afecta fuertemente sobre nuestra balanza comercial, trabando la posibilidad de un proceso de desarrollo inclusivo; impulsar el desarrollo local de tecnología como palanca para crear valor y desarrollar puestos de trabajo de calidad; y lograr involucrar al sistema científico nacional en el desarrollo endógeno de tecnología. Con esta idea, se constituyó el llamado “Invap petrolero” (Bär, 2012), que comenzó a concretarse con la creación de YPF Tecnología (Y-TEC) S.A., una empresa de tecnología que asocia a YPF (51%) y al Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (Conicet) (49%) en un emprendimiento absolutamente innovativo en nuestra historia, diseñado para que la ciencia argentina concrete su potencial para desarrollar tecnología y crear valor agregado.


    La explotación de recursos petroleros no convencionales ilustra cómo, bajo determinadas circunstancias, la política se vale de la tecnología para transformar en económicamente explotables recursos que antes no lo eran. Es la actual visión sobre recursos naturales expuesta –una vez más– por Amílcar Herrera:


    Una de las tareas más importantes que debe encarar la investigación tecnológica en América Latina es la creación de nuevos recursos naturales, no sólo para aumentar su capacidad de exportación, sino también, y principalmente, para apoyar su propio desarrollo industrial. La expresión “crear recursos naturales” parece paradójica, pero responde a la realidad. Los recursos llamados naturales no son estrictamente tales, son esencialmente el producto de la investigación científica y tecnológica. Como ya hemos visto, los depósitos de salitre de Chile se convirtieron en recursos naturales cuando el progreso de la tecnología agraria llevó a la fabricación de fertilizantes nitrados, y dejaron casi de serlo cuando el mismo progreso tecnológico permitió la utilización del nitrógeno del aire con ese fin. Los depósitos de mineral de hierro con alto contenido de sílice (taconitas) de los Estados Unidos no eran aprovechables hasta hace dos décadas. Cuando los depósitos con alto contenido de hierro comenzaron a agotarse, los científicos norteamericanos desarrollaron procesos tecnológicos que permitieron la utilización de esas taconitas en la industria siderúrgica. Hasta hace pocos años se consideraba que la producción de aluminio sólo puede efectuarse económicamente a partir de bauxitas con alto contenido de alúmina y menos del 6% de sílice. Algunos de los países industrializados que no contaban con acceso fácil a los recursos de bauxita del mundo, como Alemania y la Unión Soviética, estudiaron técnicas que permiten ahora producir aluminio a partir de materias primas que no se consideraban recursos hasta hace pocos años, neutralizando así el virtual monopolio de las bauxitas de alta ley que ejercen algunas de las grandes potencias industriales. Los yacimientos de cobre porfíricos, del tipo de los que constituyen la mayor fuente de recursos de Chile, no eran explotables, por su baja ley, hasta hace pocas décadas. El enorme aumento de la demanda de cobre que produjo el crecimiento de la industria llevó a que los científicos de las grandes potencias crearan procedimientos que permiten explotar ahora esos yacimientos. Los casos citados son solamente algunos muy conocidos dentro del campo de los recursos no renovables, pero la lista podría alargarse considerablemente con ejemplos de otros sectores de la producción, como la agricultura. Además, el crecimiento y la diversificación casi explosiva de la industria moderna generan cada día la necesidad de utilizar nuevos materiales. Sustancias que hasta hace unos años eran poco más que curiosidades de laboratorio, como el uranio, el selenio, el germanio, el torio, etc., se han trasformado en poco tiempo en integrantes de la compleja maquinaria de producción, requiriendo la búsqueda de nuevos recursos naturales que los contengan (Herrera, [1970] 2015).


    Si bien el ejemplo tomado por el autor ilustra el caso chileno, también en la Argentina el litio constituye un recurso natural que aportará al crecimiento de la economía cuando el país concrete el desarrollo autónomo de las tecnologías basadas en el litio. Sólo por mencionar algunas, el material se emplea en baterías para celulares, computadoras y automóviles eléctricos, que, como se sabe, estarán cada vez más presentes en la vida de las personas (Fornillo y Nacif, 2015).


    NA-SA


    La finalización de la Central Nuclear Presidente Kirchner (Atucha II) por parte de la empresa estatal Nucleoeléctrica Argentina S.A. (NA-SA) fue una real epopeya desarrollada por técnicos y científicos locales. El Estado finalizó la central con equipos de tecnólogos argentinos, remontando una paralización de obras de doce años y la desaparición del mercado de la empresa alemana proyectista y principal contratista, junto con muchos de los proveedores de partes. Una dificultad adicional de la que NA-SA debió ocuparse fue que, desde el diseño original hasta su finalización, las normas de seguridad internacionales que rigen el diseño de centrales nucleares se volvieron más exigentes, y Atucha II debió finalizarse ajustándose, obviamente, a esta normativa.


    VENG S.A.


    Esta empresa es un spin-off de la Conae, y su misión consiste en el desarrollo y construcción de lanzadores satelitales. En este momento, VENG está desarrollando el vehículo lanzador Tronador II, con capacidad para poner en órbita polar de 600 km de altura satélites de hasta 300 kg. Forman parte del proyecto los vehículos experimentales (Vex) y todas las facilidades auxiliares. Como segunda etapa, se prevé el desarrollo de un lanzador con capacidad para poner en órbita polar de 600 km de altura satélites de hasta 1000 kg, denominado Tronador III.


    La industria de Defensa


    La industria que produce equipamiento militar ha sido históricamente un poderoso tractor del sistema industrial, sobre todo si se considera que la mayoría de las tecnologías empleadas en el sector militar constituyen “tecnologías duales” con fuerte impacto en la producción general de bienes y servicios. Este fenómeno no es local, sino que se da a nivel internacional, en especial en los países altamente industrializados. En nuestro país, el Polo Industrial-Tecnológico para la Defensa (Polo I+T) está constituido por un número importante de empresas e instituciones estatales que, con el poder de compra del Estado, impulsan a numerosas pymes de base tecnológica, creadas precisamente para responder a la demanda de defensa y producir para este sector y para el civil a partir de su desarrollo en tecnologías duales. La industria para la defensa combina todos los mecanismos de estímulo al desarrollo local de tecnología y a la transformación del conocimiento científico en valor agregado. El Polo I+T está conformado por las siguientes empresas estatales: FM, Fábrica Argentina de Aviones (Fadea) y Complejo Industrial Naval Argentino (Cinar). En conjunto, estas empresas suman ocho fábricas y treinta plantas productivas. A esto hay que agregar Invap, que se definió también como aliado estratégico del Polo I+T.


    Las empresas estatales y el proyecto nacional del macrismo


    En el período abierto el 10 de diciembre de 2015, el proyecto nacional hegemónico volvió a ser de corte netamente neoliberal y, en consecuencia, cambió el estilo tecnológico dominante. Con escasos ocho meses transcurridos, el Estado ya dejó de producir satélites de comunicaciones, la industria de defensa se está sometiendo a un “ajuste” de objetivos y, por lo tanto, también presupuestario, y la renacionalizada YPF comenzó a achicarse.


    Poder de compra inteligente del Estado


    En los países altamente industrializados, mucho del aporte privado a la inversión en ciencia y tecnología se da en relación con proyectos de desarrollo en los que el cliente es el Estado nacional o, como en el caso europeo, los estados nacionales y la Unión Europea. El Estado promueve la investigación y el desarrollo privados. Para eso, compra productos aún no existentes, especifica sus características funcionales y encomienda a empresas públicas o privadas la investigación y el desarrollo necesarios, el diseño, los prototipos industriales y, finalmente, la construcción de los nuevos productos. De esta manera, las empresas privadas pueden aminorar los riesgos de un desarrollo innovativo, ya que se aseguran un primer comprador (Aschoff y Sofka, 2008). Actualmente, en nuestro país, son empresas del ámbito estatal como Arsat, Invap, YPF y NA-SA, o instituciones públicas como CNEA y Conae las que motorizan el incipiente desarrollo tecnológico. El uso del poder de compra del Estado para impulsar la innovación no debe confundirse con el viejo “compre argentino”, que en muchos casos se convirtió en el “otorgamiento de permisos de caza para cazar en el zoológico” (Dvorkin, 2013). La utilización inteligente del poder de compra del Estado en beneficio de empresas de capital nacional debe incluir como contrapartes necesarias:


    


    
      	la integración de compre nacional de ingeniería y fabricación de componentes que permitan establecer cadenas de pymes proveedoras; y


      	la exigencia de reinversión en equipos y en investigación y desarrollo locales a las empresas que resulten proveedoras de innovaciones impulsadas por el Estado.

    


    Un caso especial de uso inteligente del poder de compra del Estado es el que se plantea en los gastos relacionados con la defensa nacional, como la radarización del territorio argentino, el empleo de satélites y drones para vigilar la pesca en nuestra plataforma continental o para evitar la porosidad de nuestras fronteras ante flagelos internacionales como el narcotráfico. Modernamente, el concepto de “defensa nacional” está ligado al potencial industrial del país y, por lo tanto, el direccionamiento del gasto de defensa hacia empresas nacionales es absolutamente razonable y necesario.


    Consorcios para el logro de objetivos específicos


    Para el desarrollo de proyectos específicos que se juzgue importantes por su necesidad social o por su potencial para incrementar el valor agregado de la producción argentina, resulta muy útil establecer consorcios público-privados o público-públicos, que tienen como duración original la del proyecto fundante y que, eventualmente, pueden continuar en el tiempo si resultan útiles para las empresas e instituciones gubernamentales participantes (como los consorcios público-privados desarrollados por el Fondo Argentino Sectorial –Fonarsec– a través de la Agencia Nacional de promoción Científica y Tecnológica –Anpcyt–).[34] Este organismo, el Fonarsec, por ejemplo, promueve la formación de plataformas tecnológicas.


    Estandarización


    A la vez que protege a la población contra el uso de productos peligrosos, de baja calidad o dañinos para el medio ambiente, la estandarización se utiliza en el mundo como una barrera paraarancelaria de protección a las industrias nacionales. Con esto, contribuye a impedir la entrada de productos de importación susceptibles ser sustituidos por producción nacional. Un ejemplo típico es el etiquetado energético de electrodomésticos, para orientar la compra del público y eficientizar el consumo energético (Instituto Nacional de Tecnología Industrial –Inti–).


    Investigación y desarrollo en universidades estatales y laboratorios nacionales


    La participación de la academia (universidades nacionales y laboratorios nacionales) también resulta imprescindible para encarar el proceso de desarrollo tecnológico. Jorge Sabato identificó los actores y sus interrelaciones, como se esquematiza en el gráfico 8.10 (Sabato y Botana, [1975] 2011).


    


    Gráfico 8.10. El triángulo de Sabato
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    Según este autor, cabe destacar que cada vértice constituye un centro de convergencia de múltiples instituciones, unidades de decisión y de producción, actividades. En el caso de la Argentina, el triángulo de Sabato sólo se ha constituido cuando existe una empresa estatal en el vértice correspondiente a la estructura productiva. También, cuando son instituciones estatales las que ocupan el vértice de infraestructura científico-tecnológica. Ambas observaciones no hace más que remarcar el rol fundamental del Estado en el desarrollo tecnológico argentino. Ahora bien, los ámbitos típicos para la investigación científica son las instituciones sin fines de lucro, es decir, las universidades y ciertos laboratorios nacionales y fundaciones; y para el desarrollo tecnológico, las empresas, sobre todo estatales, del sector productivo o de servicios. Ambos tipos de instituciones pueden compartir la investigación científica aplicada.


    Es fundamental comprender que un desarrollo tecnológico puede involucrar uno científico (ciencia aplicada), pero lo excede. El primero no sólo debe desarrollar un producto o proceso en abstracto, sino que debe ocuparse de una diversidad de temas derivados. Mencionamos sólo algunos a título ilustrativo:


    


    
      	durante el desarrollo de un nuevo proceso o la optimización de un proceso existente, debe ocuparse del suministro de materia prima adecuada, así como del suministro de energía necesario, de identificar la maquinaria óptima para implementar el proceso, de identificar los instrumentos de medición involucrados, de estudiar la estabilidad del proceso ante cambios aleatorios en las variables de control, etc.;


      	durante el desarrollo de un nuevo producto, debe asegurarse de su fabricación utilizando la maquinaria disponible, de desarrollar controles de calidad sobre la materia prima que se utilizará, de establecer límites de tolerancia que no desvirtúen las propiedades del nuevo producto ni encarezcan inaceptablemente su producción, de analizar la estabilidad de las propiedades del producto en una fabricación seriada, etc.

    


    Subsidios directos a la investigación y desarrollo tecnológicos


    Este sistema es el que se implementó desde la Anpcyt. Los subsidios que destina la entidad, esto es, créditos blandos y aportes no rentables, se dirigen a apoyar financieramente a las pymes de base tecnológica. Sin embargo, con el apoyo financiero no alcanza, estas empresas precisan sobre todo clientes interesados en sus productos o servicios. Mediante el desarrollo de grandes proyectos nacionales, el Estado debe ser el responsable de motorizar a estas pymes que, a su vez, son las responsables de invertir, investigar, desarrollar y crear trabajo de calidad, pero desde nuestra visión, el solo apoyo financiero es insuficiente si no se aprovecha con inteligencia el poder de compra estatal para crear un mercado protegido para las pymes innovadoras.


    El estilo tecnológico del desarrollo inclusivo: lecciones para el futuro


    Como ya vimos, el proyecto nacional que se implementó en el período 2003-2015 permitió, por un lado, volver a generar producción industrial en el país –producción que había sido severamente jibarizada en los años previos, signados por el neoliberalismo– y, por otro, recuperar el empleo. El cuadro 8.2 y el gráfico 8.11 ilustran este cambio.


    


    Cuadro 8.2. Porcentaje de bienes producidos en el país
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    Fuente: Datos del Ministerio de Industria.


    


    Gráfico 8.11. Evolución de la tasa de desocupación en el período (2003-2015)
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    Fuente: Datos del Indec.


    Sin embargo, es imprescindible ir más allá de lo ya realizado para complejizar la producción argentina y despegar de la peligrosa “sojadependencia”. Este último es un camino inestable, difícil de controlar, con variables que fluctúan mucho (el precio internacional de los productos agropecuarios, el volumen de demanda, entre otros), como desde 2011 viene ocurriendo con el continuo deterioro de los precios de nuestras exportaciones agropecuarias (Gerencia de Análisis Macroeconómico, 2015).


    A pesar de que en la actualidad el esquema hegemónico cambió con el nuevo gobierno, conviene analizar lo hecho y lo pendiente en estos últimos años para sacar conclusiones útiles para la vuelta. En este sentido, hay dos temas fundamentales sobre los que es necesario profundizar (como veremos en la sección “Desarrollo tecnológico y restricción externa”): la centralidad del Estado en el desarrollo productivo y el manejo del comercio exterior.


    La necesaria profundización de la industrialización y de la centralidad del Estado


    En el gráfico 8.12 ilustramos el PBI industrial a precios constantes de 1993 para el período (1930-2014). Por su parte, el gráfico 8.13 muestra, para el mismo período y también a precios constantes de 1993, la participación del PBI industrial en el total.


    


    Gráfico 8.12. PBI industrial (1930-2014)
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    Fuente: Datos proporcionados por la oficina de Buenos Aires de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal).


    


    Gráfico 8.13. Participación del PBI industrial en el PBI total
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    Fuente: Datos proporcionados por la oficina de Buenos Aires de la Cepal.


    Es posible y útil identificar en estas curvas los distintos proyectos nacionales que hemos atravesado en los últimos ochenta y cinco años. Durante el período 1930-1975, crecieron el valor total del PBI industrial y su participación en el PBI total. Estos fueron los años en que la industria creció a partir de la sustitución de importaciones. La curva del gráfico 8.13 muestra que no sólo se incrementó el PBI industrial, sino que su valor tuvo una aceleración positiva durante todo el período, lo que en términos matemáticos se conoce como una curva con derivada temporal segunda positiva. Aldo Ferrer denominó a este período como el de la “industrialización inconclusa” (Ferrer, 2004).


    En el período siguiente, 1974-1990, el PBI industrial cayó en forma continua. Recordemos: Rodrigazo, dictadura militar, primeros años de la postdictadura. Este fue el inicio del proyecto nacional neoliberal, en función del cual no sólo cayó el PBI industrial, sino que también disminuyó el peso relativo de la industria en la economía nacional.


    El período que le siguió (1990-1997), correspondiente al primer gobierno menemista, presentó un crecimiento con algunas oscilaciones del PBI industrial y la participación de la industria en la economía nacional permanece oscilante. Durante el segundo mandato de Carlos Menem y el gobierno de la Alianza (1997-2002), el PBI industrial se derrumbó fuertemente, como también la participación de la industria en la economía nacional. Así, vemos cómo la política de sustitución de importaciones produjo, en 1974, la mayor participación histórica de la industria en la economía nacional, mientras que el proyecto nacional neoliberal implicó la caída más constante y fuerte.


    Por su parte, durante los gobiernos de Néstor Kirchner y Cristina Fernández, el PBI industrial creció casi linealmente hasta 2011, con un pequeño salto negativo en el bienio 2008-2009, resultado de la crisis económica internacional. A partir de 2011, el PBI industrial dejó de crecer, como consecuencia de la crisis que atravesaron los países que compran nuestras exportaciones industriales, en particular, Brasil. Las medidas contracíclicas que aplicó el gobierno de Cristina Fernández estimularon el crecimiento del mercado interno, lo cual impidió caídas importantes en el PBI industrial y, por lo tanto, en el nivel de empleo.


    El desafío, a todas luces, consiste en continuar creciendo y complejizando la matriz productiva. La cuestión es, entonces, cómo conseguirlo más allá del rol central que supo tener el Estado en el proceso productivo entre 2003 y 2015.


    El mercado como tractor de la cadena científico-tecnológica


    Las empresas privadas innovadoras son, como señalaba Sabato (gráfico 8.10), parte del sistema de ciencia-tecnología. Pero estas empresas no pueden oficiar como tractoras del sistema, porque su lógica no se define en función de objetivos estratégicos, sino de la maximización de ganancias a corto plazo. Por lo tanto:


    


    
      	sus inversiones deben revertir en ganancias en plazos demasiado cortos (un año y aún un semestre son plazos razonables, desde la perspectiva empresaria, para revertir inversiones en ganancias);


      	la toma de riesgos está severamente acotada; y


      	según los precios de mercado y las oportunidades existentes, las empresas pueden decidir, si no mediaran restricciones impuestas por el Estado, lógicas contradictorias a un desarrollo tecnológico autónomo.

    


    Por lo tanto, la suma de las acciones de las empresas individuales, movidas por sus propias lógicas, no necesariamente es compatible con el progreso tecnológico de la sociedad. Esta limitación del mercado y, en consecuencia, de las empresas privadas para actuar como tractoras de un sistema nacional de ciencia y tecnología es un hecho que los países más desarrollados entienden como natural y que sólo resulta controversial en naciones como la Argentina donde, por largos períodos históricos, la economía estuvo orientada a alimentar ganancias privadas con fondos públicos.


    De la ciencia a la tecnología


    La concatenación del aparato científico nacional con el desarrollo tecnológico autónomo constituye el contexto indispensable para la creación de trabajo de calidad y el aumento del valor agregado de la producción nacional. Hoy en la Argentina, como resultado de un persistente trabajo impulsado durante los mandatos de Néstor Kirchner y Cristina Fernández, el sector científico se encuentra consolidado, y ya debería ser posible esperar de él un importante aporte al desarrollo tecnológico del país.


    El convertir conocimiento científico en tecnología en un futuro y urgente retorno al camino del desarrollo inclusivo deberá ir mucho más allá de lo realizado en estos años. Los gobiernos kirchneristas trabajaron con un esquema organizacional según el cual los ministerios de Educación y de Ciencia y Tecnología atendían la formación de profesionales y científicos, el Ministerio de Ciencia y Tecnología financiaba los proyectos científicos y otros ministerios motorizaban los desarrollos tecnológicos –muchos o pocos– de sus áreas específicas. Este esquema no pudo garantizar consistentemente la convergencia de esfuerzos ni las priorizaciones que se requieren establecer ante la escasez de recursos. Cuando el Estado priorice nuevamente el desarrollo y la inclusión y los tome como objetivos, será necesaria una reingeniería de la organización estatal que maximice la difícil convergencia de los esfuerzos de ministerios, institutos científico-tecnológicos y universidades nacionales.


    Desarrollo tecnológico y restricción externa


    El desarrollo tecnológico local no es ajeno al flujo de divisas. Existe una gran demanda de estas últimas durante los primeros años de implementación de una nueva cadena productiva, hasta que los insumos y herramientas se puedan producir localmente. Es decir que, sin ese dinero disponible, el proceso de desarrollo local no es factible. En este sentido, la complejización de la matriz productiva necesita irremediablemente de un flujo de divisas entrantes al país y disponibles para su inversión en bienes de capital e insumos. El problema, como vemos, es de difícil solución. Ferrer sostiene que “aunque el proceso de sustitución de importaciones avance simultáneamente en las industrias tradicionales y en las dinámicas, el peso creciente de estas puede impedir la reducción del coeficiente promedio de importaciones” (2015). En otras palabras, el crecimiento del sector dinámico (complejo) de la economía no necesariamente disminuye de manera inmediata la necesidad de divisas.


    En la Argentina, la estructura productiva, como hace años lo analizó Marcelo Diamand (1972), está desequilibrada:


    


    
      	el sector agrario y los productores de algunas commodities industriales constituyen la fuente de divisas del país, con el poder para abrir la entrada de divisas, si sus condiciones políticas son satisfechas, o de cerrarla como poderoso medio de presión; y


      	el sector industrial requiere divisas para comprar en el exterior bienes de capital e insumos. Notablemente, una expansión en cantidad o complejidad de la producción industrial aumenta la fragilidad de la economía argentina al requerir más divisas.

    


    En este esquema, el valor del cambio dólar/peso está en permanente tensión porque:


    


    
      	un peso devaluado (dólar caro) empuja a la baja el nivel de vida de los sectores de recursos bajos y medios por el contenido en insumos importados de los productos que se consumen; abarata la compra de empresas locales por parte de las multinacionales, con lo cual profundiza el control de la economía nacional por parte de las multinacionales y refuerza el control de los exportadores de commodities agrarias e industriales sobre la economía nacional. Si bien el enfoque ortodoxo de la economía y un razonamiento simplista llevan a la conclusión de que un dólar caro favorecería las exportaciones, esto hoy no es así ya que actualmente el límite de las exportaciones está impuesto por la recesión internacional y no necesariamente por nuestros costos en dólares (informe de la Unctad, cit. por Zaiat, 2015); y


      	un peso sobrevaluado (dólar barato) favorece las importaciones y perjudica fuertemente a la industria nacional destruyendo puestos de trabajo y pymes; encarece el precio en dólares de los servicios no transables favoreciendo la remisión de utilidades al exterior de las multinacionales de este sector.

    


    En resumen, no resulta viable salir de la encerrona que plantea la relación dólar/peso sin la implementación de un sistema de cambios múltiples que contemplen:


    


    
      	retenciones impositivas para los exportadores de commodities agrícolas-industriales, para el turismo al exterior, etc.; y


      	subvenciones para las exportaciones de productos con mayor contenido tecnológico.

    


    Además, la disponibilidad en tiempo y cantidad de las divisas que se requieren para sostener un proceso de desarrollo manufacturero demanda el control estatal sobre el comercio externo, con lo que debe encararse seriamente, para un próximo período de gobierno nacional y popular, el diseño de una renovada versión del Instituto Argentino de Promoción del Intercambio (IAPI).


    Cabe recordar (Novick, 2004) que, durante el primer período del IAPI (1946-1950), el Estado nacional capitalizó las ganancias originadas en la colocación de los saldos exportables (principalmente, granos y carnes) en el mercado internacional. Ganancias que hasta la creación del instituto habían acumulado las empresas privadas, sobre todo las de capital extranjero… tal como sucede en la actualidad. Estas ganancias fueron aplicadas a:


    


    
      	la nacionalización de empresas de servicios, siendo la más importante la nacionalización de los ferrocarriles y la naviera Dodero; y


      	la expansión de las actividades productivas de empresas estatales (YPF, Flota Mercante, Gas del Estado, FM, Aerolíneas Argentinas) con la compra de buques, de material ferroviario, de aviones, etc.

    


    Como resultado de la caída de los precios mundiales de las commodities, el esquema del IAPI dejó de funcionar a partir de 1950. En ese contexto, y sin haber podido avanzar en los temas concernientes a la propiedad de la tierra, el gobierno peronista comenzó a subsidiar a empresas privadas y mixtas y dejó de expandirse el capitalismo de Estado (gráfico 8.14).


    


    Gráfico 8.14. Resumen de las financiaciones a cargo del IAPI


    [image: 122564.png]


    Fuente: Novick (2004).


    Al respecto, Novick afirma:


    La batalla que en todo lugar e insistentemente había desplegado la burguesía agraria, acusando al partido gobernante de despojar al campo para beneficiar a la actividad industrial, lograba sus frutos. Se reconoce expresamente que es la actividad agrícola-ganadera la fuente de riquezas. Los afanes industrialistas de la primera hora aparecen menos pretenciosos: la burguesía industrial no había sabido defender sus intereses concretos o quizá la alianza que estableció con la clase trabajadora comenzaba a mostrar sus limitaciones (2004).


    En 1955, la dictadura impuesta por el golpe de Estado ordenó la liquidación del IAPI. No sería sólo cuestión de reincorporar a un proyecto nacional un organismo de este tipo, sino también de cambiar, necesariamente, la estructura de comercio exterior de la Argentina, para no repetir experiencias, como bien señala la autora:


    


    Resultaría hoy poco atinado repetir mecánicamente la experiencia del IAPI. Sin embargo, su idea originaria posee aún plena vigencia. Hasta que no se modifique la tradicional estructura del comercio exterior argentino –que no supone simplemente producir diferentes bienes o vendérselos a países distintos– no se podrá consolidar ningún proyecto de capitalización y desarrollo autónomo.


    ¿Cómo se podrá resolver el problema de la deuda externa, si en el comercio externo predominan intereses privados? Resulta poco confiable la “generosidad” del capital extranjero que, algunos suponen, vendrá a invertir y producir. Si no nos salvamos nosotros, no nos salvará nadie (2004).


    En otras palabras, el control del comercio exterior mediante un organismo como el IAPI o similar implicaría también el estricto control de la remisión de utilidades al exterior por parte de las corporaciones multinacionales, otra política imprescindible para evitar la fuga de divisas y garantizar un desarrollo manufacturero autónomo.


    Conclusiones


    El deterioro cíclico de los precios de nuestras exportaciones agrícolas demuestra, sin lugar a duda, que un desarrollo nacional basado fundamentalmente en nuestra capacidad agroexportadora es una apuesta que en el corto o largo plazo resultará perdedora. La imprescindible complejización de la matriz productiva con tecnología nacional requiere que el Estado asuma la centralidad del proceso productivo y que implemente mecanismos que estimulen y simplifiquen la transformación en tecnología del conocimiento científico que se desarrolla en el sistema nacional de ciencia y tecnología. El desarrollo basado en esta matriz es el camino necesario para crecer e integrar, pero se plantea el dilema de que no es posible avanzar en esa dirección sin disponer de divisas, siempre escasas. Ha quedado demostrado que la posibilidad de desarrollo mediante inversión extranjera directa no es una solución aceptable ya que, por un lado, tiende a no centralizar en el país las cadenas de valor y, por otro, produce, a través de una multiplicidad de mecanismos, un fuerte drenaje de divisas (Dvorkin, 2014a). Es además de fundamental importancia remarcar que el desarrollo desde las empresas multinacionales no permite la apropiación nacional de tecnología compleja, lo cual se asemeja a un desarrollo tipo maquila. En el esquema de inversión extranjera directa, los diseños y fundamentos que sirven de sostén a las tecnologías complejas siguen en poder exclusivo de las empresas extranjeras y, por lo tanto, sólo ellas podrán evolucionar los procesos y productos, manteniendo de esta forma el control absoluto sobre el proceso productivo y la locación internacional de sus cadenas productivas, lo que implica el control del flujo de divisas asociado.


    Como sostenía Marcelo Diamand (1972), la economía argentina, que constituye una “estructura productiva desequilibrada”, sufre periódicamente de escasez de divisas, y esto marca la dificultad de desarrollar sostenidamente procesos profundos de industrialización.


    Por su parte, Aldo Ferrer agrega sobre este desequilibrio que:


    la causa fundamental de la restricción externa es el déficit del intercambio de las manufacturas de origen industrial y su origen, la subindustrialización y la débil participación de la industria argentina en el proceso innovador. El hecho se refleja, también, en otras debilidades de la estructura productiva, tales como los desequilibrios entre las economías regionales del territorio nacional, las asimetrías de productividad entre los diversos sectores industriales y, dentro de cada uno de ellos, la elevada participación de la informalidad del mercado de trabajo (Ferrer, 2015).


    La alternativa del desarrollo tecnológico autónomo, con un Estado nacional desempeñando un rol central, requiere establecer un financiamiento posible y beneficioso de las divisas necesarias para sustentar el proceso. La primera estrategia que se precisa es establecer el control estatal del comercio exterior del sector agropecuario. Esto aseguraría el flujo de divisas, impediría subfacturaciones y triangulaciones con países vecinos, garantizaría la disponibilidad de las divisas a tiempo, evitaría maniobras relacionadas con retención de granos y consolidaría los ingresos de pequeños y medianos productores (Grondona, 2014; Grondona y Burgos, 2015).


    En el caso del comercio exterior de commodities industriales, la problemática sería bastante similar, así como las posibles respuestas para solucionarlas.


    El planeamiento centralizado del desarrollo tecnológico es una herramienta fundamental en el camino de la autonomía tecnológica. Desde luego, esta autonomía no significa la no incorporación de tecnologías importadas cuando ello resulte necesario o conveniente. Sin embargo, en estos casos, la apropiación de esas tecnologías por parte de empresas nacionales será imprescindible (Dvorkin, 2015a).
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    9. Entre la agitación y el temblor (pero sin dogmáticas)


    Un largo debate en torno a las políticas culturales


    Horacio González


    


    Es evidente que la expresión “políticas culturales” se refiere a acciones públicas de diversas instituciones o del Estado, en un terreno siempre difícil de definir. Cualquier noción de “cultura” debe tener en cuenta sus aspectos amplios, difusos, heterogéneos, y sobre todo, vinculados a legados genéricos que se hallan en la lengua, los rituales cotidianos, la espontaneidad de las obras, la creación de situaciones nuevas que ocurren de todas maneras en el contrapunto entre los legados que obedecen a cierta permanencia, y las espontáneas acciones de una comunidad hablante. Ella siempre hace circular símbolos comunes y los modifica continuamente, a veces de una manera original. Ahí, el caudal de signos colectivos produce un desvío momentáneo en las grandes tradiciones, que consigue arraigarse y fecundarlas. En medio de esa situación actúa el Estado con sus decisiones, nunca indiferentes al horizonte potencial de identidades y dotes culturales subyacentes y a los grandes medios de comunicación, concebidos como empresas que expanden las industrias culturales. Asimismo, el Estado escucha y se recombina mediante las iniciativas de emprendedores privados en torno a la edición de obras, acompañando con ecuanimidad a las producciones teatrales o cinematográficas a través de entes de financiamiento público especializados. Todos estos entes, privados o públicos, tienen por otra parte sus propias “políticas culturales”. Pero esta expresión a menudo se define por las acciones del Estado, que está obligado a tenerlas y a declararlas.


    En el período del gobierno de Néstor Kirchner y Cristina Fernández se desarrollaron muy plenas políticas culturales, de distinta naturaleza y estilos, conviviendo diversas expresiones heterogéneas en simultáneo. Sobre todo en relación con el antiguo y crucial dilema sobre culturas populares y formas consagradas del legado clásico, que siempre obligan al gestor cultural a tomar decisiones equilibradas, aunque la inclinación inicial pueda ser privilegiar uno u otro ámbito de la trama de sentidos –popular o erudita–, que abarca la amplísima noción de cultura. Los gobiernos de Néstor y Cristina nunca formularon una posición específica en torno al núcleo problemático y dramático que separa, pero también intervincula, los legados clásicos con los arquetipos del núcleo nacional popular. Eso les permitió tomar decisiones entrecruzadas que atendían de forma no sistemática, pero continua, todas las dimensiones y estratificaciones que caracterizan las prácticas culturales. La creación de Tecnópolis es un ejemplo adecuado para percibir la complejidad del enunciado cultural. Bajo el nombre de esta experiencia vinculada en primer lugar a la tradición de la ferias populares, se acogió primero un parque de exposiciones con la historia de la técnica y la industria nacional y luego se expandió a distintos tipos de exhibiciones, con conferencias, ferias del libro, etc., lo que lo convirtió en una suerte de campo de peregrinaciones culturales de fuerte presencia popular multitudinaria, con un abanico de posibilidades que superan la del museo de la técnica, para convertirse en una verdadera feria o romería pedagógico-crítica. Abarcaba un sentido de diversión y esparcimiento y otro de atención y estimación hacia las obras más graduadas en la escala de la vida intelectual. El vilipendio posterior con que fue considerada –como en general lo fue todo– era un indicio de desculturización y rusticidad del nuevo gobierno, que sin embargo agotaba torpemente la interpretación de estas creaciones como “íconos del populismo”.


    Del mismo modo, el Centro Cultural Néstor Kirchner irrumpe como continuidad del Correo Central con el mandato fuertemente concebido de que su actual carácter sea pivote de un conglomerado profuso de expresiones artísticas e intelectuales, que deberían reponer una sutil metáfora de lo que el “arte de enviar cartas” significó para las culturas artístico-comunicacionales hasta las últimas décadas del siglo anterior. Por desgracia, a poco de inaugurado, recibió una enorme cantidad de despreciativos denuestos, extraídos del manual más precario del político sin sensibilidad, en los que se desconocía el papel esencial que el nuevo Centro podría jugar en un novedoso planteo de diversificación cultural regional y de atención a las más variadas formas artísticas. Sin duda, estaba destinado a ser un contrapunto dinámico entre las grandes instituciones culturales de la ciudad –el Teatro Colón, el Centro Cultural General San Martín, la Usina del Arte, la Biblioteca Nacional, el Museo de Bellas Artes, el Malba, etc.–, con una generosa proposición artística que ocupara el horizonte de actividades con proyección nacional y fuerte despliegue en la ciudad, con un tipo de planeamiento cultural conjunto, público-privado, y a la vez con autonomías reforzadas de cada institución, una vez registrado el salto en la relación entre masividad y experimentación, entre tradiciones populares y vanguardia.


    Más allá de los grados de coordinación que de por sí deben existir en cada gobierno, según su idea de la interrelación y privilegio de ciertas tareas, y también más allá de las fundamentales cuestiones de financiamiento, los ministerios de Ciencia, Educación, Cultura y el Ente General de Radiodifusión Pública estaban ya en condiciones de establecer decisiones conjuntas sobre la naturaleza del progreso científico, de la relación del Estado con las fuerzas productivas y de las connotaciones relevantes que ello tiene para el lector, el estudiante, el espectador o el ciudadano expuesto a las más diversas modalidades de los medios de masa. Estaba en curso una crítica a estos medios que debía crear un horizonte superador en cuanto a la estructura de medios (su carácter monopólico, el control de las audiencias, las características de su lenguaje) que iba avanzando trabajosamente a través de una Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual que fue motivo de un gran debate y una gran puja, con momentos públicos tan dramáticos como sus momentos furtivos, donde se movieron poderosos intereses ramificados en las mismas lógicas de disciplinamiento visual-informativo y subjetivo, que las que existen a escala mundial.


    Los gobiernos kirchneristas fueron, así, los que más avanzaron en materia de una política cultural que se refiriera no sólo a la promoción de obras, espectáculos y lecturas (lo que se hizo a lo largo de todo el país con nociones territoriales muy bien desplegadas), sino que durante su gestión se planteó un verdadero pluralismo comunicacional. Pluralismo que, por no implicar ningún control de audiencia ni de programaciones, ni de decisiones artísticas o conceptuales, iba a permitir el florecimiento de múltiples modalidades de un nuevo público con renovadas exigencias hacia los creadores culturales, que en la natural competencia democrática entre organismos públicos y privados, de distinta naturaleza, constituiría por primera vez en el país una esfera cultural comunicacional masiva intervinculada con todas las técnicas, las artes y los gustos populares interrogados y ellos, a la vez, interrogando a las obras. Este aspecto de la política cultural es el más dificultoso, y el que dio motivo a arduas jornadas de debate, imponiéndose luego el cierre del mundo mediático a un monolingüismo que daba lugar a pocas excepciones, aunque se consideraba él mismo, por propia potestad monocrática, garante de “su propio pluralismo”. El planteo de una “cultura militante” o un “periodismo militante”, por otro lado, respondía a urgencias bien conocidas, pero se privaba de la medida de objetividad mínima que cualquier lenguaje social reclama para traducir las interacciones de todo el cuerpo complejo y diversificado de la nación y sus comarcas culturales. Se debe aprender de estas importantes experiencias, a las que no sólo no criticamos, sino que saludamos por su insospechada fibra pedagógica, expuesta, como es obvio, a ataques demoledores por su audacia antes que por sus exuberancias.


    Una nueva política cultural debe redefinir el papel de los museos, archivos y bibliotecas, y discutir si es posible –como en otros países– ponerlos bajo una misma jurisdicción, respetando autonomías y características específicas. Lo que se hizo es mucho, sin contar las anchurosas inversiones en infraestructuras culturales, con la creación de instituciones, centros culturales en todo el país y el remozamiento de otras (Casa del Bicentenario, Museo de Libro), apostando asimismo a un tipo de discusión historiográfica que tomó diversos rumbos, desde la revalorización de cierto jacobinismo de Mayo hasta una reivindicación del dorreguismo. Nada de esto estuvo exento de confrontaciones ideológicas, como era natural, pues contrariamente a la visión estrecha de los críticos, y a pesar del rudo juego de la política, reinaba un clima de libertad de revisión, en todos los sentidos, de la materia cultural pasada y, en suma, de la memoria crítica nacional.


    Metáforas pedagógico-políticas como “conectar igualdad” intentaban unir la apuesta a la “alfabetización digital” con temas vinculados a la democratización educativa, lo que no consiguió pasar de insinuaciones; pero, en todo caso, importantísimas insinuaciones. La faz de introducción a las tecnologías fue seguida por una espléndida distribución de libros del Ministerio de Educación, cuyos autores eran los más importantes poetas del acervo argentino y universal. La Biblioteca Nacional intentó, precisamente, encontrar el nudo último que guía a las instituciones culturales, que es su dotación técnica con sus simbologías de acción, esto es, su profesionalidad con su utopismo cultural. Con este signo se consigue poner en estado activo las capas dormidas del pasado literario e histórico. Por otro lado, dentro de los debates que toda movilización cultural pública supone (con el Estado de por medio), asistimos al crecimiento de una visión de las industrias culturales con perspectiva no comercial, en condiciones de intervenir en el horizonte de época marcado sobre todo por esa consigna (dominada obviamente por industrias culturales de la globalización, seguida por diversos mecenazgos). Impulsar industrias culturales del espacio público de manera autónoma fue una constante que sirvió como alternativa a este mismo concepto cuando aparece ligado a los medios de comunicación y a las productoras que concentran la dirección del llamado “capital simbólico social”.


    En ese sentido, sabiendo que estas son breves líneas de una sucinta y sumamente incompleta introducción al tema, quiero destacar la fundación del Canal Encuentro dentro de las perspectivas del Ministerio de Educación y, además, porque hace a mis mejores recuerdos personales, los filmes que la Televisión Pública hizo junto con la Biblioteca Nacional: las novelas de Roberto Arlt con guiones de Ricardo Piglia. Evocamos y reivindicamos este período cultural del país con vibrante entusiasmo. Las discusiones proliferaron y nunca hubo un único canon cultural sobre el cual hacer descansar un conjunto de medidas unánimes, sino orientaciones diversas, realmente plurales, pero que no obedecían a una centralidad unívoca, sino a la realidad del mundo cultural, que bulle siempre en el caldero de su heterogeneidad. La misma sucesión de secretario y ministro de Cultura lo indica, pues pertenecían a preferencias culturales disímiles, y exploraron distintos ángulos de las prácticas culturales. La concurrencia destacada a ferias del libro internacionales, con la invitación de escritores de diferentes corrientes estéticas, la promoción inédita de filmes argentinos que renovaron el público cinematográfico y lo pusieron ante diversos desafíos –criticados en forma equivocada por tratarse muchas veces de obras artísticamente arriesgadas que no atraían mucho público–, del que resultaban nuevas obras que se situaban entre la experimentación y el descubrimiento de nuevas prácticas estéticas valoradas por públicos extensos.


    Siempre hubo una polémica sobre si el sostenimiento estatal de las artes no contribuía a burocratizarlas, hacerlas “oficiales” o degradarlas en sus búsquedas originales. En este sentido, Gabriel García Márquez llegó a decir alguna vez que el mejor Ministerio de Cultura era uno que no existiese. El gran escritor no tenía razón, pues es evidente que hoy contamos con recursos conceptuales suficientes como para desarrollar una gran tarea pedagógico-cultural en el equilibrio creativo entre el impulso público (en el que inevitablemente se conjugan intereses específicos no siempre claramente detectables) y la autonomía del arte (que siempre es sorprendente y a veces no se produciría si no concurre el Estado con sus recursos específicos). Por otra parte, hay corrientes estéticas y de pensamientos críticos que recorren todo el mundo social de una forma por completo independiente de las decisiones del administrador público. Es este el que tiene que aprender de ellas antes que ellas adecuarse a los “programas preestablecidos”. Estamos, en este caso, ante lo que muchas veces se ha denominado “clima de época”. El que atravesamos durante los años de los gobiernos kirchneristas lo podemos considerar como propicio hacia una atmósfera de innovación, invencionismo y discusiones de toda índole. El teatro de Ricardo Bartís, Mauricio Kartun y Sergio Boris, entre tantos otros –en gran medida, recogiendo los rastros de las obras de Ricardo Monti, Griselda Gambaro o Tito Cossa–, convocó a públicos entusiastas, así como la labor de Cristina Banegas como actriz y directora se plasmó en obras de fuerte repercusión, entre la revisita a los clásicos y la expansión multiplicada de las enseñanzas de Alberto Ure.


    Ahí, el Estado es espectador, y en su mirada también acontece que se suscita la facultad de juzgar como uno más, aprende y obtiene de allí experiencias para dar su apoyo cuando es solicitado y se presta a resguardar con toda clase de autonomías lo que él mismo produce. Si, por un lado, el Estado es proveedor de posibilidad y de infraestructura (con el agregado de que eso debe problematizarlo y ofrecerlo a la discusión pública), por otro, no puede omitirse en la tarea de crear jurados para evaluar las obras que incesantemente se dirigen hacia él para ser promocionadas. En el período que ha transcurrido en estos doce años se organizaron gran cantidad de jurados –para los Premios Nacionales, que fueron rehabilitados; para el Plan Sur de Traducciones, a cargo de la sección cultural del Ministerio de Relaciones Exteriores, que aportó a la traducción de casi medio millar de obras argentinas, evaluadas por críticos especializados– y se promocionaron toda clase de obras, espacio en que no debe faltar un juicio sobre el surgimiento a un público mayor que tuvo la obra del artista plástico Daniel Santoro. Se trata de una obra que invoca elementos alegóricos con aspectos ocultistas y herméticos en la simbología y, a la vez, relaciona la pintura con las mitologías sociales, las formas de antropofagia y la imaginación en bruto que surge de un inconsciente colectivo. Todo lo cual se halla rediseñado por el propio artista, que piensa su obra social y políticamente, pero sobre la base de ideogramas inspirados en la notación idiomática oriental, y que en él significan una advertencia de que su pintura está anclada en el ideograma central de la cultura argentina, “civilización y barbarie”.


    Desde luego, las artes plásticas, musicales, teatrales, cinematográficas y todas las que además deban considerarse –la danza, el ballet, etc.– han tenido grandes despliegues, manteniéndose la alta tradición argentina en estos géneros y habiéndose acrecentado con nuevos públicos que se sostuvieron por las características propicias –de carácter económico– que favorecían la ampliación del núcleo de espectadores de todo el país. La cinematografía presenta cuestiones específicas de financiamiento, ocurriendo durante el período señalado grandes obras –algunas llegaron a un público universal debido a sus premios europeos y de la industria norteamericana– que originaron un debate que no cesa, debido a la base industrial que tiene esta forma artística: se dijo que se financiaron con presupuestos públicos filmes que veían pocas personas. Aunque no fue exactamente así, es cierto que obras de iniciación de gran creatividad y descubridoras de nuevas nociones de espacio-tiempo para el cine jamás hubieran visto la luz sin el apoyo del Instituto Nacional de Cine y Artes Audiovisuales (Incaa), organismo estatal dedicado a juzgar e intervenir en ese campo de manera ecuánime y renovadora.


    Discusiones que se alargaron durante todo el período llevaron a la creación del Instituto de la Música, mientras que distintos factores de índole económica no permitieron la similar creación del Instituto del Libro, que indudablemente debería cumplir una gran función en el campo de la edición, protegiendo el mercado argentino, promoviendo la calidad de las obras y asegurando los vínculos con las ediciones universales sin que criterios economicistas pasen por encima del privilegio que el argumento cultural debe tener para construir la relación universal-local-regional en cuanto al mercado de libros. Las grandes conferencias que tuvieron lugar en Buenos Aires –que concitaron multitudes ávidas de situarse frente a los horizontes de discusión de época– reconciliaron a un vasto público con voces latinoamericanas, como la de Leonardo Boff, o universales, como la de Noam Chomsky o representantes de las nuevas izquierdas europeas. Todo ello organizado por la Secretaría coordinada por Ricardo Forster, que revivió las jornadas en las que un lector activo se movilizaba en torno de figuras como la de Ortega y Gasset en los años veinte, pero ahora focalizadas en temas emancipatorios y latinoamericanistas, resguardándose la pluralidad de voces.


    Durante la última gestión cultural, la de Teresa Parodi, se dieron los primero pasos para la creación del Ministerio de Cultura –antiguo reclamo de todos los sectores–, y dentro de las naturales complejidades que una creación de esa índole supone, se multiplicaron las acciones culturales en todo el país, se afirmaron líneas de trabajo anteriores y, sin ignorar los conflictos que subyacen a cualquier gestión, se dio continuidad a los planes generales de lectura, a la creación y sostenimiento de bibliotecas populares, a las publicaciones episódicas y sistemáticas –es necesario mencionar la Editora Nacional creada por la Biblioteca Nacional–, a los conciertos populares ensamblados y coordinados en todo el territorio, se inauguró el Centro Cultural Néstor Kirchner con la presencia de Martha Argerich, y se dio un fuerte impulso implícito y explícito al antiguo tema de la relación entre las artes populares de calidad y las grandes tradiciones clásicas, incluso por el hecho notorio de que el Ministerio lo ocupaba una figura de fuerte repercusión popular, por su relación con el más notorio cancionero de la época, y a la vez formada en escuelas poéticas de alta exigencia, como la que en el país, en décadas anteriores, representó el grupo nucleado en torno a la revista surrealista Poesía Buenos Aires.


    En los tiempos a los que nos referimos, fallecieron grandes exponentes del acervo musical y filosófico del país, como Mercedes Sosa –el gobierno sostuvo de inmediato una fundación con su nombre, en tributo a su memoria–, el novelista David Viñas, el filósofo León Rozitchner, el novelista y filósofo Nicolás Casullo, el músico Luis Alberto Spinetta, el poeta Leónidas Lamborghini, el editor y poeta José Luis Mangieri, y muchos otros que obran en nuestro recuerdo permanente, sin que necesariamente hagamos ahora la lista de este largo cenotafio, a riesgo de injustos olvidos en esta recensión vertiginosa. En todos los casos, los organismos públicos tuvieron la sensibilidad, ni meramente ritual, ni meramente ceremonial –aunque ello también se dispuso–, de recordarlos en las características más notables de su obra.


    Extraordinarios fenómenos de transhumancia artística y peregrinación de multitudes juveniles en torno a una utopía musical trascendente, ocurridos a partir de una autoorganización ajena a cualquier intervención exógena (sea del Estado, sea de los medios de comunicación), tuvieron lugar en torno a la figura enigmática del Indio Solari, creador de un utopismo poético con claves confidenciales y herméticas que originaron una escucha de masas desplazándose sobre el territorio, todo lo cual exige una observación capaz de dejarse inspirar por estos eventos tan recónditos como masivos. Esta experiencia surge en los años sesenta y siempre ubica sus poros para captar los ambientes históricos y traducirlos al lenguaje y retórica ligados al espiritualismo de masas, lo que no dejó de ocurrir sobre todo en los tiempos recientes. A su vez, la cuerda interna del rock nacional no ha dejado de contar con la aguda interrogación de Charly García, poseedor de una especial dramaturgia musical de fuerte melancolía y tenue religiosidad laica, y Fito Páez, cuyo inquieto talento lo llevó desde composiciones musicales de tono esperanzado, como la chacarera-rock “Vengo a ofrecer mi corazón”, a la filmación de películas y la escritura de novelas inquietantes, que produjeron el típico fenómeno de todas las sociedades, de todo tiempo histórico y de todo magma ideológico: las obras extramusicales de alguien conocido por sus canciones populares no tenían la apreciación que les era debida, aunque se trataba de obras de fuerte madurez, ingenio y calidad, inspiradas en el espíritu trágico que subyace a sus canciones basadas aparentemente en los aspectos más lúdicos de la existencia.


    Del mismo modo, otras figuras notables del largo y laborioso período democrático del país –desde Alfonsín a Kirchner– que ahora amenaza con cerrarse, son Víctor Heredia y León Gieco, que se destacan por su condiciones de baladistas iluminados que traducen, según la más evidente tradición juglaresca, el dolor social en canciones que consiguen hacer dúctil el anatema contra la injusticia. Heredia, además, se ha revelado como un novelista consistente e inspirado. No podemos agotar esta breve reseña sin mencionar una vez más a la tan denostada Televisión Pública, que asumió públicamente compromisos políticos, sin la falsa cobertura de una objetivad sumamente parcializada (aunque, como dijimos, quedó pendiente recrear el concepto mismo de “objetividad”) y que dio uno de sus frutos más notables en los programas de Diego Capusotto, que deben interpretarse como una de las más agudas creaciones en torno a la observación crítica –por la vía de un ácido humor– de los arquetipos sociales en curso, construidos por la lengua y la política. No hay política cultural sin trazar un juicio a veces súbito, a veces más constante, en las relaciones que se dan entre lo espontáneo de la lengua y las poéticas ya estabilizadas, así como entre los gustos populares y las obras que concitan el análisis crítico de quienes están obligados, en toda sociedad y en todo tiempo, a descubrir en ellas síntomas de lo inaudito, lo nuevo y lo prodigioso. La política cultural del país es un sistema de promociones, cuando cabe, un sistema de iniciativas, cuando caben, y un sistema de escucha, cuando cabe. La política cultural de un país es una forma de hacer cuajar lo que se sabe, lo que se inventa y lo que se promueve, sin innecesarios mecenazgos que hacen de lo público una cobertura tácita de las culturas empresariales, y manteniendo una lúcida posición sobre las industrias culturales, privilegiando de ellas siempre su dimensión de “obra abierta”, de invención de la conciencia excitada por los tiempos. Creemos que, sin ser este un balance completo –y ni siquiera conviene la palabra “balance”–, es un sucinto retrato de acciones que efectivamente ocurrieron, de pensamientos que efectivamente se tuvieron –sin ser, por supuesto, sólo esto–, y que sin duda hoy se hallan en peligro.


    Estos doce años transcurridos pusieron todo bajo el signo de una gran discusión. En el plano de las políticas culturales, no hubo dogmáticas, sino agitación y temblor, en el sentido de que antes que líneas prefijadas hubo constantes debates y controversias. Símbolo extraordinario de ello es la discusión sobre el propio estatuto arquitectónico de la Casa Rosada, que adquirió un aspecto museístico vital. A ello se le agregó la polémica sobre la estatua de Colón, y la que la sustituyó, la de Juana Azurduy. Polémica estética, historiográfica, conceptual y urbanística. No nos referiremos –para terminar este capítulo– a la postura que hubiera sido más conveniente, pero mencionamos el hecho porque alude a los cruces de opinión que caracterizaron el período. Al contrario de lo que pueda pensarse, ese fue su sello primordial. Y las argumentaciones que se sigan abriendo, si saben despojarse de los abundantes prejuicios que circulan por todas las napas de la nación, deberán tener en cuenta que no sólo se trataba de agitar conciencias, sino también de agitar símbolos. De las tantas definiciones de democracia, no nos parece posible que esta sea descartada.

  


  
    10. Memoria, Verdad y Justicia


    Un legado en peligro


    Eduardo Jozami[35]


    


    En diciembre de 2001, cuando los ahorristas eran expropiados y junto con las vidrieras golpeadas de los bancos también se desplomaba la ilusión neoliberal, explotó un violento repudio a la política. El “Que se vayan todos” coreado en las grandes ciudades por una gran mayoría de la población –aunque desde perspectivas muy diferentes– alcanzaba una intensidad que podía llegar a comprometer el funcionamiento de las instituciones. Frente a la decadencia de los partidos, proliferaban los movimientos sociales y se encontraba espacio para imaginar propuestas utópicas que la democracia no se había atrevido a pensar.[36] En este contexto político de crisis, los organismos de derechos humanos mantenían inalterables su prestigio y la consideración de un muy amplio espacio social.


    De este cuadro de situación hay que partir para entender cómo fue posible que, sorprendiendo a propios y extraños, el presidente que asumió en 2003 reclamara de inmediato la anulación de las leyes de impunidad, impulsara la prosecución de los juicios a los responsables del terrorismo de Estado y anunciara la transformación de la ex Escuela de Mecánica de la Armada (ESMA) en un espacio de Memoria. Néstor Kirchner puso a su gobierno bajo la advocación de los organismos de derechos humanos y tomó sus banderas históricas. El pedido público al Congreso nacional para que avanzara en el juicio político contra la Corte Suprema de Justicia,[37] que se aprestaba a declarar la constitucionalidad de las leyes de Obediencia Debida y Punto Final, demostró que el dirigente santacruceño estaba dispuesto a remover todos los obstáculos que pudieran impedir el castigo a los responsables de los crímenes de la dictadura. El presidente hacía honor a su temprana militancia en los años setenta, pero, político hábil y sensible a los humores sociales, comprendió también lo que esas propuestas implicaban para una necesaria relegitimación de la vida política. Las propuestas de Memoria, Verdad y Justicia no sólo serían parte importante de la acción de gobierno, funcionaron como su sustento ético.


    En vísperas de 2003


    La cuestión de la memoria aparece como un nuevo tema en nuestro país a partir de la restauración constitucional de 1983. En una sociedad que tomaba conciencia de los crímenes que antes había preferido ignorar, se generó un profundo sentimiento de repudio hacia los militares responsables del terrorismo de Estado y una creciente solidaridad con las víctimas. La convocatoria electoral de 1983, notablemente acelerada por la derrota de Malvinas, rehabilitó a los partidos tradicionales, pero encontró muy debilitadas y dispersas a las organizaciones revolucionarias que habían desarrollado la lucha desde comienzos de los años setenta y enfrentado después a la dictadura. A diferencia de lo ocurrido en 1973, cuando los presos políticos liberados fueron recibidos casi como héroes por un muy amplio sector de la sociedad, diez años después, la mayor parte de los argentinos –en un clima social que no facilitaba la comprensión de cómo había sido posible tal espiral de violencia– no se preguntó por las causas más profundas de ese enfrentamiento, ni tampoco por vincularlo con el proceso histórico posterior a 1955.


    En ese contexto, se comprende que las víctimas hayan sido sólo consideradas como tales sin tomar en cuenta su militancia social y política. El gobierno de Raúl Alfonsín, cuya decisión de enjuiciar a los comandantes tendría histórica trascendencia, dispuso también el juzgamiento de un grupo importante de líderes de la guerrilla. No parece que el proceso contra estos últimos haya tenido fuerte consenso en la sociedad, pero es evidente que esta visión de los “dos demonios” encontraba respaldo en el clima predominante de rechazo a la violencia de cualquier signo. El prólogo del Nunca más consagraría esta mirada poco realista de una sociedad que habría asistido atónita e inerme al enfrentamiento entre dos violencias de distinto signo.


    Cuando despuntaba en la Argentina posdictatorial este debate acerca de la memoria, en Europa y en los Estados Unidos proliferaban los memoriales y monumentos sobre la Shoah, así como las compilaciones de testimonios de los sobrevivientes de los campos de concentración nazi, a tal punto que la historiadora francesa Annette Wieviorka calificó este período como la “era del testigo” (2002). Contra lo que podría pensarse, este movimiento memorial –que hacía de Auschwitz su centro indiscutido– no se había manifestado con la misma fuerza en los años que siguieron a la Segunda Guerra Mundial, tiempos en que el Holocausto había sido considerado sólo como uno más de los graves episodios de la confrontación bélica. Por entonces, en el discurso de la izquierda europea no era Auschwitz –lugar donde más exterminios se cometieron– el más citado de los centros del horror, sino Buchenwald, el campo donde fueron alojados muchos de los militantes comunistas.


    Tampoco el Estado de Israel habría de otorgarle al genocidio del pueblo judío la centralidad que le asignaría más tarde: la apelación a la heroicidad implícita en el discurso oficial del nuevo Estado encontraba más afinidad con la resistencia del gueto de Varsovia que con los judíos de los campos a quienes muchas veces se reprochaba una supuesta pasividad ante el exterminio. Esta actitud sería radicalmente modificada cuando, a partir de la repercusión mundial del juicio a Adolf Eichmann, celebrado en Jerusalem en 1960, los dirigentes de Israel comprendieron el rol que podía cumplir la historia de la Shoah en la justificación de la política de Israel hacia sus vecinos árabes (Traverso, 2013).


    Más tarde, el debilitamiento político de la izquierda europea y el derrumbe de los socialismos reales provocarían el cuestionamiento de la tradición antifascista y, con ello, de todo intento de relacionar el nazismo con los conflictos ideológicos y sociales de la Europa de entreguerras. Estos parecían perder importancia en el marco de un repudio ético al “siglo de los totalitarismos”[38] que no hacía distingos entre las experiencias nazifascista y soviética, y ubicaba, naturalmente, a las democracias liberales en el lugar de la virtud. De este modo, al mismo tiempo que es valorado en toda su dimensión como agravio a la conciencia humana, el genocidio nazi termina por ser deshistorizado, como si pudiera ser considerado sólo como una expresión del mal absoluto. Esta lectura contribuyó a fortalecer el discurso que en la Argentina de los años ochenta y noventa hacía de las víctimas el tema excluyente y desdeñaba cualquier referencia a la historia o a la conflictividad social para explicar la génesis de aquello que –según el prólogo del Nunca más– alcanzó “la tenebrosa categoría de los crímenes de lesa humanidad”.[39]


    Los primeros años del menemismo constituyeron el momento más difícil del período democrático, a partir de que el indulto presidencial vino a consolidar la situación de impunidad generada por las leyes de Punto Final y Obediencia Debida. Los organismos de derechos humanos no cejaron en sus reclamos, pero el consenso que acompañaba al presidente, reelecto por amplia mayoría seis años después de asumir su cargo, no permitía augurar cambios respecto a la política de olvido, cada vez más sostenida por Menem. Sin embargo, la enorme movilización del 24 de marzo de 1996 mostró una participación social más amplia que la convocada hasta entonces por los organismos y tuvo efectos notables en el discurso de los grandes medios, hasta entonces reacios a denominar dictadura al régimen de Videla y Martínez de Hoz. El nacimiento de Hijos e Hijas por la Identidad y la Justicia contra el Olvido y el Silencio (Hijos), en 1995, supuso un muy importante aporte al movimiento de derechos humanos; y las movilizaciones y los “escraches” a represores por parte de esa agrupación dieron otra visibilidad al reclamo social. Las espeluznantes revelaciones de Adolfo Scilingo sobre los vuelos de la muerte tuvieron también un peso muy significativo en la más amplia recepción pública de la demanda contra la impunidad.


    En ese nuevo contexto, en la segunda mitad de los años noventa proliferaron los textos, las películas y obras de teatro que recuperaban la militancia política de los desaparecidos junto con las investigaciones que permitirían comprender mejor el proyecto de la dictadura: una reestructuración regresiva de la sociedad argentina, un propósito de disciplinamiento de los trabajadores y los sectores populares, del que la represión a las organizaciones armadas no era sino uno de los aspectos.[40] El segundo Prólogo del Nunca más, editado en 2006 por la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación, expresa esa nueva postura sobre los años setenta.


    A pesar de estos cambios en la mirada de la sociedad y del significativo fortalecimiento del reclamo contra la impunidad en los últimos años del menemismo, el entonces presidente intentó coronar su propuesta con la demolición de los edificios de la ESMA para crear un Parque de la Reconciliación, propósito frustrado por un recurso judicial apoyado por una importante movilización frente al emblemático centro clandestino.


    A pesar de que el Frente País Solidario (Frepaso), una de las fuerzas políticas integrantes de la Alianza que llegó al gobierno a fines de 1999, había mostrado en su acción legislativa en la Ciudad de Buenos Aires un fuerte compromiso con el movimiento de derechos humanos,[41] la gestión presidencial de Fernando de la Rúa no avanzó en absoluto en la lucha contra la impunidad. La decepción provocada por esta actitud incidiría en la crisis de la fuerza política liderada por Carlos “Chacho” Álvarez y en la ya señalada deslegitimación de los partidos que se haría evidente en diciembre de 2001.


    Ante la imposibilidad de juzgar a los acusados por delitos de lesa humanidad en el país, surgieron, con el aporte de familiares, sobrevivientes y grupos de exiliados, diversos pedidos para el procesamiento en el exterior, invocando los principios de universalidad de los derechos humanos. El juez español Baltasar Garzón aceptó en 1996 juzgar por los delitos de terrorismo y genocidio a la dictadura argentina, y recibió numerosas declaraciones testimoniales. Dos años después, el mismo juez ordenará la detención del dictador chileno Augusto Pinochet, que se encontraba en Londres, en lo que fue un episodio de gran repercusión mundial que contribuyó notablemente a la ampliación del consenso respecto de la jurisdicción universal en materia de derechos humanos.


    Garzón solicitó la colaboración de las autoridades argentinas y pidió el procesamiento de noventa y ocho integrantes de las fuerzas militares y de seguridad acusados por delitos de lesa humanidad. La negativa a acceder a esa solicitud y a las de otros gobiernos europeos dejó mal parados en el país y ante el mundo a los gobiernos de Carlos Menem y Fernando de la Rúa: las resoluciones de los jueces del viejo continente aparecían como expresión de una mayor conciencia universal sobre la necesaria persecución de los delitos de lesa humanidad, y frente a esto mal podían sostener esos gobiernos que debía respetarse la jurisdicción argentina, puesto que esta se veía impedida de actuar por la vigencia de las leyes de impunidad.


    En España los procesos iniciados en el exterior llegaron a una única condena efectiva, la del citado Adolfo Scilingo, detenido en Madrid, quien se había confesado partícipe de los vuelos de la muerte y brindado mucha información sobre esta macabra práctica de los desaparecedores. También se pronunciaron condenas en juicios realizados en Italia, donde fue importante la movilización y las presentaciones judiciales de familiares de esa nacionalidad; y en Francia, país que ejerció una fuerte presión sobre el gobierno argentino por la desaparición de las monjas Alice Domon y Léonie Duquet entre otros casos de ciudadanos franceses. Sin embargo, estos procesamientos se hicieron en ausencia de los imputados y, en consecuencia, las sentencias, entre ellas la que condenó a Alfredo Astiz a prisión perpetua, no pudieron ser ejecutadas.


    La segunda de las iniciativas que contribuyó a mostrar hasta qué punto era insostenible la situación creada con las leyes de impunidad fue la promoción en los tribunales argentinos de los llamados “Juicios de la Verdad”. Podía temerse que un juicio criminal impedido de terminar en condena fuera visto como una parodia, sin embargo, el efecto de estos actos judiciales en los que testimoniaron muchos de los detenidos en cárceles y centros clandestinos fue muy positivo. Los testimonios tuvieron mucha difusión y, además, reclamando de cualquier modo el esclarecimiento de los hechos, los organismos de derechos humanos quedaron todavía más ligados a la defensa de la Verdad.


    El gobierno y los juicios


    En una mirada retrospectiva, la fuerte adhesión social a los reclamos contra la impunidad y el contexto de deslegitimación de las fuerzas políticas que hemos señalado ayudan, sin duda, a explicar los cambios impulsados por Néstor Kirchner a partir de 2003. Sin embargo, lo cierto es que esas decisiones presidenciales, en su momento, causaron sorpresa. Las sucesivas decepciones de veinte años de democracia hacían dudar seriamente de que se terminara con la impunidad: todos los partidos con alguna fuerza electoral no habían querido o podido hacerlo cuando les había tocado gobernar. Esto resultaba aún más inaceptable a medida que el reclamo social contra la impunidad crecía y comenzaban a producirse sentencias judiciales. Los jueces avanzaron en los resquicios que dejaban las leyes de impunidad y así Videla y Massera fueron condenados por el secuestro de los niños nacidos en cautiverio; y en 2001 se produjo el primer pronunciamiento judicial que declaró la nulidad de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida.


    Convencido de la justicia de los reclamos de los organismos de derechos humanos, el nuevo presidente los hizo suyos. Muchas veces, se sostuvo como crítica que Kirchner careció de una propuesta propia más elaborada y no hizo más de lo que el movimiento de derechos humanos venía demandando. Efectivamente fue así, y el curioso reproche no alcanza a empañar el mérito de quien se hizo cargo de una demanda cuya justicia muchos admitían, pero pocos dirigentes políticos parecían dispuestos a acompañar.


    Es fácil comprender que la mayoría de los organismos y militantes por los derechos humanos apoyara de inmediato a un gobierno que se hacía cargo de sus reivindicaciones. Un sector minoritario en el que participaban algunos dirigentes importantes adoptó, sin embargo, una posición distinta. Influidos por los grupos que desde la izquierda consideraban al kirchnerismo como una mera impostura, denunciaron esta posición gubernamental como un intento de cooptación y reivindicaron la necesaria autonomía de los organismos de derechos humanos.


    Aunque esta actitud de independencia ante los gobiernos fue siempre la característica de las organizaciones de derechos humanos, no es razonable presentar lo ocurrido desde 2003 como una cooptación de los dirigentes, porque estos adhirieron a las posiciones gubernamentales junto con un muy importante sector de opinión que venía sosteniendo la lucha contra la impunidad y apoyó con entusiasmo la orientación que impusieron los gobiernos del Frente para la Victoria. De todos modos, aun en los momentos de mayor apoyo al kirchnerismo, siempre fue más amplio el espacio de quienes sostenían las políticas de Memoria, Verdad y Justicia, por lo que resulta necesario garantizar que en toda coyuntura el movimiento de derechos humanos permita la expresión de esa pluralidad. En el nuevo contexto político, con una perspectiva incierta respecto a la continuidad de las políticas, esto será particularmente importante.


    La ley que declaró la nulidad insanable de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida, sancionada en agosto de 2003,[42] aceleró los pronunciamientos judiciales. En el año 2005, la Corte Suprema de Justicia confirmó esa nulidad y consideró constitucional la ley que la había declarado, en un fallo que sólo registró el voto en disidencia de Carlos Fayt.


    Desde entonces, los juicios avanzaron con el imprescindible concurso de los sobrevivientes que prestaron su testimonio y el decidido apoyo de la agrupación Hijos. No faltaron, sin embargo, las dificultades. Fue necesaria una fuerte presión de los organismos y una decidida acción gubernamental para garantizar la iniciación de procesos en algunos lugares del interior del país, donde el peso de los activistas de derechos humanos era menos significativo y los sectores más tradicionales de la sociedad –los empresarios, la Iglesia, el diario local– en muchos casos no veían con buenos ojos la política de enjuiciamiento. En Tucumán, las audiencias judiciales se realizaron muchas veces con la presencia de un público manifiestamente hostil; en otros lugares del país, como San Juan y Bahía Blanca, la universidad debió prestar sus instalaciones como sede de los juicios que no encontraban otro lugar para realizarse.


    En ocasiones, desde el gobierno nacional se denunciaron demoras en la gestión de las causas o se cuestionó duramente situaciones consideradas escandalosas, como la decisión de un tribunal de alzada que otorgó la excarcelación a varios de los principales acusados del grupo de tareas de la ESMA. La presidenta Cristina Fernández, que ese día hablaba en un acto en el mismo predio que fuera centro de tortura y exterminio, interpeló a los magistrados señalando la responsabilidad que asumían ante la sociedad.[43] La desaparición del testigo Jorge Julio López, que lleva ya diez años, fue, sin duda, el más ominoso de los intentos que se hicieron para obstaculizar los juicios y desalentar los testimonios. El caso de López y las dificultades para avanzar en la investigación revelan, además, hasta qué punto permanecen en las fuerzas de seguridad las prácticas de la represión ilegal.


    Poco después de la anulación de las leyes de impunidad, un grupo integrado por militares retirados, abogados que habían rechazado el Juicio a las Juntas y familiares de los oficiales inculpados iniciaron una campaña por la memoria completa, sosteniendo que los integrantes de las organizaciones guerrilleras debían recibir el mismo trato que los perpetradores de los delitos de lesa humanidad. Este intento tuvo escasa repercusión, y las declaraciones y los actos públicos realizados no consiguieron ampliar el círculo de los defensores de ese punto de vista.


    En síntesis, la justicia avanzó en los procesos, pero se hizo necesario para ello una dosis no despreciable de presión social y política. La Procuraduría de Crímenes contra Humanidad fue un instrumento valioso para asegurar el avance de los procesos. Un grupo numeroso de funcionarios judiciales y abogados querellantes hicieron un aporte importante no sólo a la marcha de los juicios, sino también en la elaboración doctrinaria que los sustenta. El activismo de ese grupo y el decidido apoyo político que lo respaldó hicieron menos evidente la actitud de un sector muy importante del Poder Judicial que se mostró siempre reacio al avance de los juicios por delitos de lesa humanidad. De todos modos, los resultados de la acción judicial son importantes: según datos del Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), hasta el 18 de marzo de 2016 se dictaron 155 sentencias, en las que se condenó a 666 personas por delitos de lesa humanidad y se absolvió a 59.[44]


    Si pese a todas las dificultades es posible señalar que el avance de los juicios fue significativo, no puede decirse lo mismo respecto a aquellos referidos a la responsabilidad de los partícipes civiles de la represión. Aunque se sustanciaron algunos procesos, como el que recayó sobre José Alfredo Martínez de Hoz, cuya participación en la planificación y realización del secuestro de los empresarios Federico y Miguel Guillermo Gutheim fue plenamente acreditada, en general las demandas que afectan a grandes empresarios como Carlos Blaquier, del ingenio Ledesma, o al director del diario La Nueva Provincia, Vicente Massot, no avanzaron. En el caso de Blaquier, imputado por su responsabilidad en unos cuatrocientos secuestros de “las noches de los apagones”, entre el 20 y el 27 de julio de 1976, la empresa reconoció que el ingenio Ledesma había cedido unidades de transporte a las fuerzas militares, pero afirmó que no necesariamente estas debían ser utilizadas en la represión, curioso argumento que fue aceptado por el tribunal. Resulta difícil aceptar que el dueño del ingenio ignorara para qué se usarían esos vehículos, cuando es autor de una carta dirigida a Martínez de Hoz en 1978 discutiendo la mejor forma de hacer campaña en la prensa de los Estados Unidos para justificar la represión de la dictadura.[45] En el caso de Massot, imputado por el secuestro y muerte de dos delegados gremiales de la empresa periodística La Nueva Provincia, la presión del diario y de los círculos empresariales y profesionales de Bahía Blanca produjo el alejamiento del juez que llevaba la causa y al posterior sobreseimiento del imputado.


    A fines de marzo de 2016, otros nueve empresarios estaban procesados por su complicidad con la dictadura cívico-militar y a cinco se les había dictado sobreseimiento o falta de mérito, entre ellos los casos citados de Blaquier y Massot, que aún no se encuentran firmes. Los restantes imputados son accionistas o ex directivos de la siderúrgica Acindar, la Comisión Nacional de Valores, las automotrices Ford (caso en el que está próximo el inicio del juicio oral) y Mercedes Benz, el establecimiento yerbatero Las Marías, la cementera Loma Negra, Minera Aguilar y Papel Prensa. Hay, además, investigaciones recién iniciadas como la que puso el foco en la represión a trabajadores de Molinos Río de la Plata, que entonces pertenecía al grupo Bunge y Born. En el más reciente de los fallos, el Tribunal Oral Federal de Salta impuso una pena de doce años de detención al ex dueño de la empresa La Veloz del Norte por privación ilegítima de la libertad y tormentos a un delegado gremial. Esta decisión es significativa porque se produjo después de la asunción del nuevo gobierno nacional.


    Las políticas de memoria


    Aunque Alfonsín llevó adelante el Juicio a las Juntas y se negó a indultar a los condenados, tarea que llevó a cabo Menem, ambos gobiernos compartieron un marcado desinterés por profundizar la mirada sobre la dictadura y los grandes conflictos que la precedieron. El presidente radical había retrocedido hasta el Preámbulo de la Constitución en su campaña electoral: era un símbolo valioso para afirmar la democracia, pero suponía también, en su rescate de la tradición liberal, sobrevolar todos los conflictos de un siglo de historia argentina. Era difícil fundar en ese discurso una política de Memoria.


    El riojano fue mucho más allá y avanzó en el camino de la reconciliación: no se podía esperar que hiciera memoria de las luchas quien se abrazaba con todos los enemigos tradicionales del movimiento popular. “No se puede construir una verdadera patria sobre el odio entre los hermanos”, declaró en septiembre de 1989, en ocasión de recibir los restos repatriados de Juan Manuel de Rosas. Este gesto, que no se presentó como una reivindicación del revisionismo histórico, sino como un modo de cerrar la discusión sobre el pasado argentino, fue acompañado por otros también muy significativos, como la visita en su lecho de enfermo al contralmirante Isaac Rojas, figura emblemática del antiperonismo y líder histórico del golpe militar que derrocó a Perón. Ese mismo año, 1989, caía el Muro de Berlín y Francis Fukuyama escribía El fin de la Historia y el último hombre. Más que suficiente para que el entonces presidente argentino pudiera afirmar que ya carecían de sentido los grandes conflictos del pasado.


    El gobierno de Néstor Kirchner demostró desde un principio su vocación por la memoria. La invocación a la generación de los años setenta, de la que se consideró integrante, funcionó para los seguidores del movimiento de derechos humanos como una señal inequívoca.[46] El presidente y Cristina Fernández, su sucesora, afirmaron más y más esa identidad setentista, pero lo hicieron con una prudencia que amplificó el efecto convocante del discurso. Se reivindicó el espíritu de lucha de una generación, su decisión de comprometerse hasta entregar la vida por la construcción de un país más libre y una sociedad más justa; pero ambos presidentes, en su recuperación de la militancia de aquellos años, se cuidaron mucho de hablar sobre los temas de las grandes controversias que entonces se planteaban. De este modo, el relato que se gestó pudo ser abrazado por todos los que apoyaban la política iniciada en 2003, superando las dos grandes contradicciones de los años setenta: la que enfrentaba al peronismo revolucionario con la izquierda y la que se planteaba en torno a las diversas posturas con respecto a la lucha armada.


    Podría pensarse que la elusión de estos temas conspiró contra el avance hacia una visión más profunda de esos años; pero sería equivocado verlo así, porque la revisión histórica es menos tarea de los gobiernos que de los estudiosos y la sociedad toda. Lo que sí hizo el kirchnerismo fue crear un consenso social favorable a esa recuperación de la memoria, y al amparo de esta mirada general sobre los años setenta surgieron centenares de textos y debates muy valiosos que han enriquecido nuestra visión y nos permiten comprender mejor –aunque es mucho lo que aún falta– ese dramático período de nuestra historia.


    Si en el esfuerzo judicial contra los responsables del terrorismo de Estado participaron muchos miles de personas –jueces y funcionarios judiciales, abogados, querellantes, testigos sobrevivientes, familiares y compañeros de las víctimas–, no fue menor la convocatoria del emprendimiento de memoria que se extendió de modo capilar por todo el país. Gestos de gran valor simbólico, como el retiro del cuadro de Videla en el Colegio Militar y el anuncio de la transformación de la ESMA en espacio de Memoria, con el consiguiente desalojo de la Armada, ambos protagonizados por Néstor Kirchner el 24 de marzo de 2004, alentaron sin duda ese proceso, que llevó también a la creación del espacio de Memoria en La Perla, Córdoba, y otros en muchos lugares del país.


    El Estado impulsaba una tarea que ya venía planteándose desde la base de la sociedad. Los militantes desaparecidos eran recordados en los barrios en que habían vivido, en los colegios en que estudiaban, en sus lugares de trabajo. Como expresión de esa memoria social surgieron las placas y otras formas de conmemoración y las modestas baldosas que ya no sorprenden al caminante en Buenos Aires y otros lugares, pues se incorporaron definitivamente a la geografía urbana.


    Hasta fines de 2015, según información de la Red Federal de Sitios de Memoria, se había señalizado un centenar de sitios con los tres pilares que nombran Memoria, Verdad y Justicia y con otros símbolos. Muchos de esos lugares donde funcionaron centros clandestinos de detención siguen afectados a funciones militares o policiales. Otros fueron transformados en espacios de Memoria que reciben visitantes y delegaciones escolares y donde se realizan no sólo tareas de conmemoración, sino también actividades culturales. El funcionamiento de estos espacios dio lugar a muy interesantes reflexiones y debates sobre qué recordar, las relaciones entre historia y memoria, el modo de representar el horror y la legitimidad de los diversos abordajes artísticos o literarios de los genocidios y crímenes de lesa humanidad.


    Esta experiencia de los espacios de Memoria enriqueció una mirada sobre el pasado reciente que alienta la investigación histórica –porque el terrorismo de Estado no puede entenderse al margen de los grandes conflictos que vivió la sociedad argentina después de 1955– y la creación artística y literaria sin cortapisas. Compatibilizar el rescate de lo que tiene de universal, de sagrado, todo crimen contra la humanidad (la pregunta que se repite desde Auschwitz hasta la ESMA: ¿cómo los hombres pueden hacer eso a otros hombres?) con el mejor conocimiento de lo ocurrido y sus antecedentes históricos aparece como el modo de fundar más sólidamente la pretensión del Nunca más. El intento debe ser –a nuestro juicio– que el visitante de estos sitios no salga de ellos abrumado por una sensacionalista mostración del horror –o por una tediosa explicación que tenga todas las respuestas–, sino que la visita lo estimule a interrogarse sobre lo ocurrido, sus cómo y sus porqués. Quizá sea aún prematuro, como lo muestran algunos debates no saldados, afirmar la existencia de un consenso en estos temas. Pero la rica experiencia de trabajo en casi ocho años de gestión del Centro Cultural de la Memoria Haroldo Conti me permite avanzar en estas reflexiones que considero ampliamente compartidas.


    La difícil relación entre democracia y seguridad


    Las políticas de Memoria, Verdad y Justicia debían necesariamente incluir aspectos referidos a la reforma de las instituciones militares, las que fueron llevadas adelante con mucha decisión política en el período 2005-2010, en el que Nilda Garré se desempeñó al frente del Ministerio de Defensa. La gestión avanzó con muchas medidas que tenían que ver con la democratización de las fuerzas y su mayor integración con la sociedad: modificación de los planes de estudio de las escuelas militares, depuración de los cuadros con el control de los ascensos y la impugnación de quienes resultaban comprometidos en violaciones a los derechos humanos,[47] derogación del Código de Justicia Militar, desarrollo de las reivindicaciones de género, centralización de la conducción con el fortalecimiento del Estado Mayor Conjunto y sujeción al poder civil, a través del Ministerio de Defensa.[48]


    Un dato inquietante, que resulta difícil compatibilizar con el apoyo social a las políticas de Memoria y a los juicios contra los responsables del terrorismo de Estado, es la difusión que tuvieron en la última década los discursos autoritarios en relación con el tema de la seguridad. Los grandes medios, en los que todos se consideran habilitados a hablar con liviandad de los temas criminales, exageraron de modo constante la magnitud e importancia de los hechos delictivos y reclamaron una política de mano dura, que liberaba a las fuerzas de seguridad de cualquier posibilidad de control democrático y proponía como receta universal el aumento de las penas y la reducción de las excarcelaciones y de las garantías para los detenidos.


    Frente a esta campaña, los gobiernos kirchneristas no siempre sostuvieron la misma coherencia sin fisuras que manifestaron con respecto a los juicios de lesa humanidad y los trabajos de memoria. El caso más preocupante se produjo en ocasión del secuestro de Axel Blumberg, cuyo padre, Enrique –conocido popularmente como “el ingeniero”–, desplegó una fuerte campaña mediática explotando el dolor y repudio provocado por el asesinato del joven, ocurrido en 2005. Luego de una importante movilización en Plaza de Mayo y de una entrevista personal con el presidente, “el ingeniero” presentó una propuesta de reforma del Código Penal que aumentaba las penas sin racionalidad alguna. La propuesta fue aprobada por ambas Cámaras, en una prueba de la falta de convicciones sólidas y la permeabilidad a las presiones mediáticas de la mayoría de los dirigentes políticos. Finalmente, cuando ya el daño estaba hecho –el Código Penal quedó convertido en un mamarracho–, “el ingeniero” fue perdiendo ascendiente en la opinión pública. Pero esto tuvo menos que ver con el cuestionamento a sus propuestas autoritarias y simplificadoras que con el descubrimiento de la falsedad del título profesional con que se presentaba.


    Aunque la gestión kirchnerista fue mucho más democrática y respetuosa de los derechos que las de gobiernos anteriores, no faltaron vacilaciones y retrocesos en la política hacia las fuerzas de seguridad. Desde un primer momento, el gobierno de Néstor Kirchner resistió la fuerte presión social que reclamaba la represión policial de las movilizaciones que cortaban calles y rutas. Un importante sector de la clase media no aceptaba que en esos casos se producía un conflicto de derechos y que la protección de la libertad de expresión y la integridad física de los manifestantes no era de menor entidad constitucional que el derecho de circular libremente. Las fuerzas de seguridad provinciales no siempre actuaron según estos criterios del gobierno nacional e, incluso, la Policía Federal, durante la gestión de Sergio Berni, se apartó también de esa orientación en algunos casos, como en la represión a los manifestantes que por conflictos sindicales habían cortado la autopista Panamericana.


    Las denuncias y los cuestionamientos a la actuación de la Policía de la Provincia de Buenos Aires provocaron dos intentos de reforma que tendieron a eliminar la corrupción y las formas de violencia institucional y de maltrato a los detenidos. El segundo de estos intentos se hizo durante la presidencia de Néstor Kirchner, bajo la gobernación de Felipe Solá, y produjo la descentralización de la fuerza y el control por funcionarios civiles. Más tarde, con el cambio del gobierno provincial, se volvió atrás con las reformas y una vez más se afirmaron, sin discusión, las prácticas del gatillo fácil en todo el territorio bonaerense. Tampoco se modificó significativamente en estos años la situación en las cárceles de la provincia, a pesar de las denuncias sistemáticas realizadas por el CELS y por la Comisión Provincial de la Memoria.[49]


    Las dificultades para avanzar en las reformas policiales y en la modificación de la situación carcelaria pusieron de manifiesto, en el período que analizamos, la persistencia en todo el territorio del país de estructuras de poder local comprometidas con intereses dominantes que se benefician de la corrupción y las arbitrariedades y a las que no les interesa ninguna reforma. Los conflictos con los asentamientos de pueblos originarios mostraron hasta qué punto los ejecutivos provinciales y sus policías protegían los intereses de los grandes propietarios. En la mayoría de los casos, el compromiso político con los gobernadores impidió una actitud más clara y coherente por parte del Poder Ejecutivo nacional.


    Las políticas de expansión de derechos, uno de los rasgos más valiosos de la experiencia kirchnerista, no atravesaron las puertas de las comisarías y las cárceles, donde la tortura y las vejaciones a los detenidos sigue siendo moneda corriente. Esto, que queda como una de las más importantes asignaturas pendientes para toda reflexión que se proponga profundizar el proyecto, no debe llevarnos a ignorar el saldo abrumadoramente positivo de la gestión en materia de derechos humanos. El avance producido en estos años es la base sobre la que deberá apoyarse una nueva política de reformas.


    Las perspectivas futuras


    El radical giro político que se produce a partir del 10 de diciembre de 2015 con el triunfo de Mauricio Macri hace temer por la continuidad de las políticas de Memoria, Verdad y Justicia. El partido Propuesta Republicana (PRO) no impulsó nunca estas políticas ni mostró afinidad con ellas, a pesar de que prefirió no cuestionarlas frontalmente. Sin embargo, no faltaron las señales que mostraron las diferencias de los dirigentes macristas con la orientación seguida desde 2003. Diego Guelar, secretario de Relaciones Internacionales del PRO, propuso en 2009 “saldar nuestro pasado trágico con una amplia ley de amnistía después de que la justicia termine los juzgamientos en curso”. En dos ocasiones, en fecha más reciente, la bancada del PRO en la Cámara de Diputados de la Nación se abstuvo de votar resoluciones que favorecían la continuidad de los juicios.[50] Por otra parte, expresiones como la referida al “curro de los derechos humanos” que utilizara Mauricio Macri cuando era candidato muestran claramente la absoluta ajenidad y escasa simpatía del nuevo presidente respecto a estas cuestiones.


    Se denominó recientemente Secretaría de Derechos Humanos y Pluralidad Cultural al organismo que tiene a su cargo la ejecución de las políticas nacionales en la materia. Este cambio de nombre, que pretende expresar mejor la amplitud de las tareas que desde hace años realiza, puede resultar adecuado, pero no dejó de inquietar. La mayor importancia que, según los anuncios, se otorgaría en las tareas de los espacios de Memoria a temas sobre los que ya se venía trabajando, como la diversidad sexual, la Shoah, el genocidio de los pueblos originarios, la tradición negada de los afrodescendientes y tantos otros, no podría más que ser bienvenida si no fuera que oculta mal el intento de quitar centralidad a la recordación de los episodios vinculados a la dictadura militar y las luchas populares que la enfrentaron, es decir, a la cuestión misma que explica la existencia de los espacios de Memoria. Por otra parte, la reiterada insistencia de los nuevos funcionarios a mirar hacia adelante –tal vez recelosos del castigo bíblico a la mujer de Lot– no parece la más adecuada para orientar las tareas de memoria.


    En estos años aprendimos, con Walter Benjamin, cuán arbitraria es toda pretensión de clausurar un pasado que resulta constantemente convocado por los peligros y las demandas del presente. Pero no hace falta remontarse a estas alturas filosóficas para advertir cuánto difiere ese discurso que diluye en una banal promesa de felicidad los conflictos del pasado y el presente con el compromiso militante por la memoria que inspiró la política de los últimos doce años.


    De todos modos, no es fácil hacer previsiones sobre la futura gestión del nuevo gobierno en relación con el tema que analizamos, porque, con el afán de evitar conflictos con los defensores de los derechos humanos, la gestión macrista se ha movido en este área con una prudencia que no caracterizó sus decisiones en materia económica y social. Por otra parte, como desde el gobierno se afirmó que seguirán los juicios por los delitos de lesa humanidad[51] y se mantendrán los espacios de Memoria, seguramente la mejor política para el movimiento de derechos humanos no sea la de expresar cuán profundas son nuestras dudas y recelos, sino tomar en cuenta esos compromisos del nuevo oficialismo para, a cada paso, exigir su cumplimiento.


    Esa proclamada continuidad de los juicios y los espacios de Memoria no impidió la adopción de medidas que resultan contradictorias con ese propósito, como los despidos en áreas vinculadas a los juicios en la Secretaría de Derechos Humanos y otros organismos estatales. Las categóricas declaraciones del responsable del área de derechos humanos se refieren a la continuidad de los juicios ya iniciados, pero nada dicen con respecto a los que aún deben iniciarse. La enfatización de la independencia del Poder Judicial es inobjetable, pero para que las causas pudieran concretarse fue, en su momento, fundamental el compromiso político del Ejecutivo, en las investigaciones, el apoyo logístico y otras cuestiones. Particularmente significativo resulta, en ese sentido, que hayan sido despedidos los trabajadores que en el Banco Central investigaban las complicidades de los grupos económicos con la dictadura,[52] otro elemento que evidencia el escaso interés del actual gobierno por la promoción de las causas contra los partícipes civiles de la represión dictatorial.


    Otro texto de Claudio Avruj, en marzo del año pasado, señalaba la necesidad de pensar “en clave de reconciliación” y adelantaba algunos criterios que parecían anunciar un rumbo distinto al seguido desde 2003 respecto de estas materias. Así, reclamaba un pedido de perdón “desde los diferentes actores (todos) que tuvieron parte en los tiempos de violencia política y terrorismo de Estado en nuestro país”. El texto sostenía la necesidad de “instalar una cultura de Derechos Humanos que fortalezca la política de Memoria, Verdad y Justicia”, pero –afirmando matices diferenciados respecto del discurso kirchnerista– creía necesario ir más allá de esas políticas, “hacia el diálogo, la convivencia, la integración y el pluralismo”.


    Este discurso de Avruj –que fue alejándose de los temas más polémicos a medida que se acercaba la elección presidencial– no se ha repetido desde entonces, pero es importante recordar que, en su momento, fue leído en el contexto de la campaña que, librada por Héctor Leis, Graciela Fernández Meijide, Norma Morandini, Luis Alberto Romero, Claudia Hilb y otros intelectuales, cuestionaba –con matices distintos en cada caso– la política de enjuiciamiento de los responsables del terrorismo de Estado y abogaba por alguna forma de reconciliación.


    El tema de la reconciliación tuvo en la Iglesia argentina su sostenedora más consecuente desde el final de la dictadura. Entre los muchos gestos y reclamos en ese sentido pueden destacarse las misas por la reconciliación que se celebraron en diciembre de 1982 y el pedido de amnistía a Videla, Bignone y más de cien oficiales imputados por el terrorismo de Estado que, en ocasión del Bicentenario, en 2010, presentó el obispo de Luján, Agustín Radrizzani Goñi.[53] Desde la asunción como Papa del cardenal Jorge Bergoglio, la Iglesia argentina no tuvo pronunciamientos oficiales en el mismo sentido y cuando algunos obispos plantearon los reclamos que se venían sosteniendo tradicionalmente, voceros del Episcopado aclararon que lo hacían a título personal.


    El argumento más atractivo que fundamentó los reclamos de reconciliación tiene que ver con la experiencia sudafricana y las políticas seguidas en ese país con el fin del apartheid. Cuando las fuerzas antiapartheid comandadas por Nelson Mandela llegan al poder, luego de una violenta lucha que duró décadas, el líder victorioso consideró imprescindible garantizar alguna forma de acuerdo con los blancos que controlaban los puestos de mando en la economía, la administración, las fuerzas de seguridad, la educación y en todos los órdenes de la vida social. Frente a las posturas más intransigentes, Mandela sostuvo que así como las fuerzas antiapartheid habían llegado a un punto que hacía imposible que fueran liquidadas, los gobernantes blancos seguían teniendo una fuerza tal que no permitiría que los rebeldes llegaran al poder por la lucha armada.


    En este contexto de reconocimiento mutuo del poder de los contrarios, debe entenderse el proceso sudafricano. Planteada la negociación, el enjuiciamiento de los responsables del apartheid resultaba impensable: en primer lugar, porque era un delito del que –de una u otra forma– eran responsables millones de sudafricanos blancos y, además, porque en un conflicto que no se cierra con una clara victoria militar es difícil imaginar que el acuerdo incluya el juzgamiento y la condena de los jefes del bando que deja el poder.


    La idea de intercambiar verdad por eximición de penas, surge, entonces, en una situación muy diferente a la de la posdictadura argentina. El saldo en materia de información obtenida de los perpetradores no fue importante en Sudáfrica, y tampoco se avanzó en la reconciliación, porque esta hubiera requerido algo más que la convocatoria a conocer la verdad. Como señaló en su visita a nuestro país Vern Harris, titular del Centro de Memoria y Diálogo del programa de Memoria de la Fundación Nelson Mandela desde 2004, y quien trabajó para la Comisión para la Verdad y la Reconciliación sudafricano, el agravamiento de la cuestión social no contribuye a ese proyecto conciliador.[54]


    Claudia Hilb, en un texto que no busca conocer la realidad de la situación sudafricana postapartheid, sino contraponer las decisiones tomadas en uno y otro país, considera que el afán por la prosecución de la justicia habría llevado en la Argentina a una pérdida de la verdad y se pregunta si no ha llegado el momento de alterar las prioridades (Hilb, 2014: 93 y ss.). Lo que la autora no toma en cuenta, y que invalida su mirada, es que en la Argentina los juicios significaron un formidable avance en el conocimiento de los hechos y que nadie como las Madres y las Abuelas, los sobrevivientes y el activismo de derechos humanos luchó tanto por la verdad.


    En consecuencia, creemos que se impone otra mirada: lejos de tomar como ejemplo la experiencia sudafricana, deberíamos celebrar que las condiciones de la transición argentina y la lucha infatigable del movimiento de derechos humanos nos permitieron avanzar en esa tarea de Justicia a la que seguramente, en otras condiciones, los luchadores sudafricanos no hubieran querido renunciar.


    La nuestra fue una guerra sin ganadores absolutos –señala una dirigente del movimiento antiapartheid– […] nuestro Movimiento entendió esto muy bien y reconoció que las negociaciones eran la única opción que quedaba para llegar a un acuerdo, lo que ha tenido sus restricciones a largo plazo (Sisulu, 1999).


    Una de estas restricciones consistió en la imposibilidad de enjuiciar a los responsables del apartheid.


    En los comienzos del gobierno de Néstor Kirchner algunos críticos señalaban que el presidente hacía política con “los derechos humanos del pasado”, pero no atendía las graves situaciones del presente. Como las carencias sociales de todo tipo, muy agravadas por la crisis de 2001, no podían corregirse en el corto plazo, resultaba difícil refutar esos cuestionamientos. Pero a medida que los años avanzaron, la voluntad reformadora del kirchnerismo, en particular la vigorosa política de expansión de derechos, dejó marcas en la sociedad, y esta contraposición entre el pasado y el presente ya no pudo plantearse. Vale hacer similares reflexiones respecto del gobierno de Mauricio Macri: más allá de los compromisos asumidos por el presidente, es imposible no temer sobre el futuro de las políticas de Memoria, Verdad y Justicia, cuando se advierte el fundamentalismo de mercado y la estrecha mirada sobre la cuestión social que caracterizan globalmente a la gestión actual.
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    Verbitsky, H. (2015), ponencia presentada en el panel sobre “Juicios de Lesa Humanidad” del VIII Seminario Internacional de Políticas de la Memoria del Centro Cultural de la Memoria Haroldo Conti, Buenos Aires.


    Wieviorka, A. (2002), L’ère du témoin, París, Hachette Littératures.


    


    
      
        [35] Agradezco a Lila Pastoriza y Matías Cerezo las observaciones sobre un borrador de este capítulo.

      


      
        [36]1 “Esa precipitación indignada que alcanzaba a muchos recién llegados a la protesta social aspiraba, aun en sus versiones más nihilistas, a un sueño de refundación” (Moreno, 2011: 10).

      


      
        [37] El discurso de Néstor Kirchner, transmitido por cadena nacional, mostró la audacia del presidente para suplir con la convocatoria a la opinión pública la debilidad que aún tenía en el plano institucional. Los integrantes de lo que él llamó “la triste y célebre mayoría automática” sintieron el impacto. El titular de la Corte presentó su renuncia de inmediato y otros dos miembros lo harían más tarde (con el riesgo del juicio político que avanzaría contra ellos, tal como ocurrió con los miembros restantes que fueron separados de sus cargos por el Senado).

      


      
        [38] Desde una perspectiva muy propia, Jean Baudrillard también advertía: “Estamos borrando todo el siglo XX. Estamos borrando uno a uno todos los signos de la Segunda Guerra y aquellos de todas las revoluciones políticas e ideológicas del siglo XX” (cit. en Robin, 2012: 25).

      


      
        [39] Aunque el cambio más notable en el discurso se manifestará en la segunda mitad de la década de los noventa, la frustración de las expectativas suscitadas por el gobierno de Alfonsín tuvo mucho que ver con la búsqueda de explicaciones menos simplificadoras del pasado argentino. En los años siguientes, “la irrupción del debate entre las distintas memorias acerca de las condiciones en las cuales fue posible el terrorismo de Estado incorporó nuevos elementos –las luchas sociales y políticas previas, la militancia de los desaparecidos– que arrancaron al puro dolor la exclusividad de núcleo del recuerdo” (Pastoriza, 2010: 102 y ss.).

      


      
        [40] Entre otros trabajos, podemos citar el libro de Pilar Calveiro, Poder y desaparición, sobre los centros clandestinos de detención y las investigaciones que durante más de dos décadas desarrolló Eduardo Basualdo sobre las transformaciones en el poder económico y el nuevo modelo de acumulación de capital que impulsó la dictadura. La experiencia de las organizaciones armadas se hizo presente en películas como Cazadores de utopías, de David Blaustein, que reúne testimonios de militancia, y también enfoques más críticos como Montoneros, una historia, de Andrés Di Tella.

      


      
        [41] Entre otras medidas, podemos citar la ordenanza del Concejo Deliberante que establecía la creación de un Museo de la Memoria y la que diera el nombre de Rodolfo Walsh a una plaza de la ciudad. La buena disposición de radicales y justicialistas no alcanzó para acompañar un proyecto que disponía la señalización de los lugares que habían sido centros clandestinos de detención. Más tarde, en la Legislatura de la ciudad, fue muy importante la ley que dispuso la creación del Monumento a los Desaparecidos, en el Parque de la Memoria.

      


      
        [42] En ambas Cámaras la votación registró una amplia mayoría con votos de gran parte de los justicialistas y de los legisladores de centro-izquierda –así era considerado en esos tiempos el partido Afirmación para una República Igualitaria (ARI) de Elisa Carrió– y de izquierda. Los radicales se abstuvieron en Diputados, señalando que no correspondía al Congreso la declaración de nulidad. En el Senado, la mayoría de los integrantes del bloque de la Unión Cívica Radical (UCR) votó en contra. En 1998, el Parlamento había aprobado la derogación de ambas leyes, decisión que –dada la irretroactividad en materia penal– no tuvo efectos prácticos. En esa ocasión, un grupo de diputados del Frepaso, encabezados por Juan Pablo Cafiero y Alfredo Bravo, votó por la nulidad.

      


      
        [43] Las excarcelaciones no se concretaron porque Astiz, Acosta y los otros liberados estaban procesados en diversas causas.

      


      
        [44] La existencia de un porcentaje importante de absoluciones es un dato que olvidan quienes califican a los juicios como actos de venganza. También desmiente ese propósito y muestra la vigencia de las garantías, ya que mientras 1132 de los acusados están detenidos, suman 1200 los que permanecen en libertad. También es muy significativa la proporción entre los presos condenados que tienen arresto domiciliario: el 39%.

      


      
        [45] Véase “La carta de Blaquier a su querido Joe” (Alejandra Dandan, Página 12, 22 de febrero de 2012). La curiosa sentencia de la Sala IV de la Cámara Federal de Casación Penal aún espera pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia.

      


      
        [46] “Formo parte de una generación diezmada, castigada con dolorosas ausencias; me sumé a las luchas políticas creyendo en valores y convicciones a las que no pienso dejar en la puerta de entrada de la Casa Rosada” (Néstor Kirchner, discurso ante el Congreso nacional al iniciar su mandato presidencial, 25 de mayo de 2003).

      


      
        [47] Este control sobre los ascensos permitió una importante depuración de cuadros. El caso del general Milani, que permaneció en su cargo a pesar de las denuncias, fue una excepción que provocó amplio cuestionamiento.

      


      
        [48] Muchas de estas reformas, como también las que realizara en su gestión al frente del Ministerio de Seguridad, son explicadas por la ex ministra en un diálogo con el autor de este trabajo para la revista electrónica Haroldo, disponible en <www.revistaharoldo.com.ar>

      


      
        [49] En los informes anuales de estas entidades se puede seguir con detalle la permanente violación de los derechos de los internados en el Sistema Penitenciario Bonaerense.

      


      
        [50] En noviembre de 2014, los diputados macristas se abstuvieron de votar por la continuidad de los juicios de lesa humanidad, considerándolos política del Estado. En septiembre de 2015, también se abstuvieron de apoyar la creación de una comisión parlamentaria sobre la participación empresarial en la represión de la dictadura.

      


      
        [51] “Hay sectores que temen que se detengan los juicios a los militares. ¿Podría ocurrir?” –se preguntó al secretario de Derechos Humanos, Claudio Avruj, en una entrevista del 12 de marzo de 2016–. “No hay ninguna posibilidad de que esto ocurra”, contestó el funcionario. “Los temas de Memoria, Verdad y Justicia bien entendidos no sólo le hacen bien a las víctimas y a los familiares, sino que es una necesidad de la sociedad. Por otro lado, el tema de los juicios está en el ámbito de la justicia, y nosotros queremos trabajar para una justicia totalmente independiente. En los juicios de lesa humanidad, donde el Estado es querellante, seguimos siéndolo y no hay ninguna posibilidad de cambiar en ese sentido” (La Nación, 22 de marzo de 2016).

      


      
        [52] Los trabajadores del Banco Central fueron reicorporados después de un largo conflicto en el que permanecieron más de un mes acampando frente al edificio. Pero esta victoria sindical no supone la continuidad del programa.

      


      
        [53] Una reseña más completa de estas intervenciones de la Iglesia se puede leer en Verbitsky (2015).

      


      
        [54] Para un mayor desarrollo del caso sudafricano, véase Cerezo (2015).

      

    

  


  
    11. Vulnerabilidades e inclusión


    Los derechos conquistados y los pendientes


    Marisa Herrera


    


    No pasarán a la historia aquellos que especulen, sino los que más se la jueguen.


    Néstor Kirchner


    Jugarse a derechos silenciados


    Uno de los principales reconocimientos –casi unánime– de la denominada “era k” gira en torno a la ampliación de derechos y la consecuente inclusión que conllevó. Aquí nos vamos a referir a la “era k” y no a la “década k”, no sólo por ser más precisa la denominación, sino porque en estos tiempos que corren justamente el elemento temporal constituye un valor muy preciado: el tiempo de la construcción y el de la destrucción o los retrocesos.


    De manera general, siempre a la luz de la obligada perspectiva constitucional-convencional y la consecuente centralidad de la doctrina internacional de los derechos humanos, es conocida la innegable interacción e interdependencia entre dos clases o vertientes de los derechos humanos: los civiles y los económicos, sociales y culturales (en adelante, derechos sociales). ¿Cómo se puede satisfacer el derecho de todo niño a vivir, crecer y desarrollarse en su familia cuando esta carece de las necesidades de subsistencia mínima para afrontar las responsabilidades a su cargo? Además, debemos preguntarnos cómo es posible lograr que la adopción de un niño sea una institución subsidiaria, es decir, y tal como afirma el Código Civil y Comercial (CCyC), ser viable sólo recién cuando la familia de origen o ampliada no puede hacerse cargo de un hijo en un contexto signado por una clara puesta en crisis del tejido social.[55] ¿Cómo se logra que la internación de una persona con discapacidad sea una medida de última ratio, según lo prevé el CCyC,[56] cuando se carece de un verdadero “sistema de apoyo”[57] y recursos sociales no institucionales? En definitiva, cómo reafirmar y consolidar el reconocimiento de las personas en tanto sujetos de derechos en un contexto de franco retroceso del rol del Estado como garante último de los derechos humanos de todas las personas, en especial, de las más vulnerables.


    He aquí una primera ocupación-preocupación básica, porque si bien el presente capítulo pretende puntualizar y así tener memoria –un término con peso propio– sobre algunas de las tantísimas y verdaderas conquistas legislativas en el campo de los derechos civiles y sociales en la era k, también se debe prestar atención al grado de consolidación de los derechos alcanzados. En este sentido, ponemos foco en quiénes son los principales actores comprometidos en su protección y defensa, así como las diferentes vías para lograr esos objetivos. También en la necesidad de tomar conciencia del lugar que tuvo el Poder Legislativo a instancias del Ejecutivo en el diseño de herramientas hábiles para la construcción de un entramado legal que se animó a “jugarse”, a tocar intereses hasta entonces “intocables” (como la familia, los niños y nuestros cuerpos), tomando como punto de partida las nociones de “identidad”, “autonomía” y “vulnerabilidad”. Sucede que explicitar desde dónde se observan las problemáticas sociales no es un dato menor, sino todo lo contrario, y eso estuvo muy a flor de piel en la etapa analizada. Una vez más, la idea del “relato” transversalizó la escena legislativa social.


    “Relato” como construcción de sentido, de significante; de ahí que en más de una oportunidad nos hayamos referido al hecho de que el lenguaje no es neutro (Herrera, 2012; 2014a: 39; 2014b). En el nuevo CCyC –por citar un claro ejemplo legislativo que dice mucho más de lo que muestra su texto y cuyas virtudes aún no se ha terminado de aprehender–, se introdujeron una gran cantidad de cambios terminológicos con una fuerte modificación sustancial. De este modo, no se habla de “menores”, sino de niños y adolescentes, ya que los menores de edad no son “menos” que los adultos; tampoco de “patria potestad”, coherente con la época de Vélez Sarsfield, cuando la mujer era jurídicamente una incapaz de hecho relativa sujeta a la “potestad marital” y, por lo tanto, tampoco se le reconocía el ejercicio de la patria potestad sobre sus hijos menores de edad, denominada ahora “responsabilidad parental”. ¿Acaso cuando alguien nos pregunta qué vínculo tenemos con nuestros hijos se nos ocurre referirnos a la “potestad” sobre ellos, o es más adecuado, en el marco de un Estado democrático, referirse a una gran y compleja “responsabilidad”? En esta línea auspiciada –entre otras– por el reconocimiento de los niños y adolescentes como auténticos sujetos de derecho, y no objetos de control, se elimina el término “tenencia” y se lo reemplaza por el de “cuidado personal”, ya que el primero es un concepto más propio de las cosas, para referirse por ejemplo a la tenencia de arma de guerra o de estupefacientes, pero no de un hijo que se disputen, a modo de “trofeo”, los padres ante la ruptura de la pareja. Tampoco se habla de “concubino”, sino de “conviviente”, quien puede integrar una simple convivencia o una unión convivencial si se reúnen ciertos requisitos (arts. 509 y 510 del CCyC) que obligan a la ley a reconocer algunos derechos básicos derivados del afecto y “la protección integral de la familia” prevista en el art. 14 bis de la Constitución nacional (CN). Sucede, como bien lo sostuvo hace tiempo la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el resonado caso “Atala Riffo y otros c. Chile” el 24/2/2012, que “en la Convención Americana no se encuentra determinado un concepto cerrado de familia, ni mucho menos se protege sólo un modelo de la misma”.[58] ¿A la ley le debe importar el afecto? ¿En qué medida y con qué entidad? ¿Acaso una pareja que lleva adelante un proyecto de vida en común y no pasa por el registro civil debe quedar fuera de toda protección jurídica y, por lo tanto, ser tratada como si sus integrantes fueran extraños entre sí? Ante la ruptura de la unión, quien quedó en estado de vulnerabilidad, ¿no tiene derecho a nada? ¿Cuándo una relación de pareja merece determinado reconocimiento legal y qué derechos deberían reconocérsele? Si bien existe un derecho a la libertad y, derivado de ello, a no casarse, lo cierto es que también hay un piso mínimo de solidaridad familiar al entender que las parejas que no se casan también integran la noción de “familia”. De allí su necesaria protección, como ocurre desde hace tiempo con el derecho a pensión (art. 43 de la Ley 24.241).


    En materia filial, el art. 562, por su parte, se refiere a “quien da a luz”, y no a la “mujer que da a luz”, para estar en total consonancia con la Ley 26.743 de Identidad de Género –modelo legislativo seguido por Dinamarca en 2014 o recomendada por el Parlamento Europeo–. Se trata de la primera pieza legislativa de este tenor centrada en la “identidad autopercibida”, sin necesidad de apelar a cirugía alguna o terapia hormonal previa para solicitar el cambio de identidad. Así, un hombre trans que aún mantiene su aparato reproductor puede perfectamente quedar embarazado y quien daría a luz sería jurídicamente un hombre –que es lo que importa en términos de identidad y, en definitiva, de derechos humanos–, y no una mujer.


    Desde el punto de vista sociológico, es interesante observar la cara de los operadores, en particular, los que provienen del campo jurídico ante esta coherencia legislativa que muestra el CCyC. Toda una experiencia para quienes transitamos el camino de la investigación sociojurídica en el que la docencia constituye una experiencia constante de gran riqueza para aquella labor. En perspectiva periodística:


    Puede que nos lleve un rato entender exactamente cuál fue el núcleo que se tocó, y puede que jamás se termine de saber con exactitud dónde se perforó. Pero es evidente que bastante de lo hecho tocó donde no había que tocar (Moyano, 2015).


    Estos son algunos de los tantísimos y profundos debates que generó la reforma y unificación de la legislación civil y comercial que, no por casualidad, tuvo sus disputas más encendidas en el campo de las relaciones de familia (Libro II) y de la persona humana (Libro I). Ámbitos que, a la par, fueron hábiles para demostrar cómo los cambios en el lenguaje dicen y transmiten mucho más que simples modificaciones fonéticas.


    El derecho a tener derechos


    Como bien se sostuvo:


    En democracia, el concepto de “ciudadanía” está indisolublemente ligado a los derechos que le asisten a cada persona por su sola condición ciudadana. Y en esto no caben los merecimientos. El derecho es universal y existe per se. La ciudadanía es fuente de derechos y su goce no se delega en una elección. El sufragio constituye un contrato entre los ciudadanos y quienes son elegidos para representarlos mediante la gestión del gobierno. Establece acuerdos, fija orientaciones, pero nunca puede echar por tierra los derechos fundamentales que dan origen a la vida en sociedad (Uranga, 2016).


    Ciudadanía, democracia y derechos, en especial, los derechos humanos, constituyen una tríada inseparable que la era k se habría encargado de reafirmar de diferentes modos. En este terreno, uno de los poderes del Estado, el Legislativo, ocupó un lugar preponderante. ¿A qué se debió este protagonismo? A comprender que, si bien tener derechos es un derecho, ellos deben estar expresamente regulados y satisfechos mediante mecanismos precisos que no sólo reafirmen su existencia, sino también visualicen su entidad, modos de protección, consecuencias o extensión y sus limitaciones, así como la manera de restituirlos cuando se ven amenazados o directamente afectados.


    Detrás de muchas leyes sancionadas durante la era k, se libraron de manera más o menos eufórica y apasionada, o más o menos solapada, una gran cantidad de batallas. Estas giraron, por lo general, sobre la base de dos pilares que se entrelazan y retroalimentan signados por las nociones de “vulnerabilidad” e “inclusión”.


    Es sabido que el fuerte, por el solo hecho de serlo, esta en un lugar ventajoso. En cambio, el débil necesita de diferentes herramientas para poder contrarrestar tal fortaleza o, al menos, encontrarse en un lugar menos vulnerable para que no se aprovechen de su debilidad. La ley es una herramienta de gran relevancia para incidir en esta dinámica perversa. Nos explicamos con algunos ejemplos legislativos de diverso tenor para dar cuenta sobre la amplitud temática y, por lo tanto, de derechos que se reconocieron durante la era k.


    Si bien aquí se pretende focalizar en los derechos civiles y sociales, no se pueden perder de vista dos hitos legislativos que tuvieron un significado simbólico en términos de “relato” y todo lo que ello significó en y para la transformación cultural, más allá de que el contexto sociocultural en el cual se elabora este capítulo esté teñido de un cúmulo de sentimientos contradictorios relacionados con la frustración de no haber podido sostener en el tiempo un proyecto nacional signado por la ampliación de derechos y la inclusión sociojurídica. Nos referimos a la Ley 25.778, que le otorga jerarquía constitucional a la Convención sobre imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y los Crímenes de Lesa Humanidad, sancionada en agosto de 2003,[59] lo que dio pie a todo lo que significó, tanto en términos teóricos como prácticos, en torno a la tríada Memoria, Verdad y Justicia; y a la Ley 26.522 de Servicios de Comunicación Audiovisual, de 2010. ¿Acaso desmonopolizar no tiene, como objetivo último, revisar de manera crítica la relación centro-periferia, fuerte-débil como ejes también de los derechos civiles y sociales en términos de vulnerabilidad e inclusión?


    En cuanto a las legislaciones de tinte cívico y social, cabe mencionar, en primer lugar, la Ley 26.061 de Protección Integral de Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes, sancionada el 28/9/2005, en su rol de instrumento jurídico básico, esencial, fundante para revisar de manera crítica la concepción jurídica de las personas menores de edad en el ámbito nacional, lo cual implicó una verdadera revolución copernicana en relación con cuándo, quién, cómo y para qué intervenir cuando se encuentran involucrados derechos humanos de niños, niñas y adolescentes. Es cierto que este tipo de legislaciones “enamoran a primera vista”, pese a que después la realidad golpea. Al igual que acontece en materia de salud y educación, la difícil relación entre la nación, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA) –esta última, con una naturaleza jurídica compleja–[60] dificultó que los objetivos de dicha ley nacional se pudieran mostrar en todo su potencial. Sucede que la dispar composición social, económica, administrativa e, incluso, climática de cada ámbito local obstaculizó la aplicación de esta normativa que implicaba como punto de partida un reacomodamiento mínimo y de raíz institucional –además del imprescindible recurso humano– como elemento fundamental para la efectiva puesta en marcha del Sistema de Protección Integral de Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes.


    Si de infancia y, en especial, de adolescencia se trata, la era k mostró una profunda preocupación por el trabajo infantil. Con educación no hay trabajo infantil, y con trabajo infantil no hay educación: una ecuación básica. Así, la Ley 26.064, sancionada el 16/11/2005, instituyó el 12 de junio como Día Nacional contra el Trabajo Infantil; más adelante, el 4/6/2008, se sancionó la Ley 26.390, que sustituyó el Título VIII de la Ley 20.744 por el “De la prohibición del trabajo infantil y de la protección del trabajo adolescente”, elevándose la edad mínima para el empleo de 14 a 16 años y, por lo tanto, prohibiéndole a toda persona menor de 16 años trabajar “en todas sus formas, exista o no relación de empleo contractual, y sea este remunerado o no” (art. 2). Posteriormente, el 20/3/2013, se incorporó al Código Penal el art. 148 bis, que establece:


    Será reprimido con prisión de 1 a 4 años el que aprovechare económicamente el trabajo de un niño en violación de las normas nacionales que prohíben el trabajo infantil, siempre que el hecho no importare un delito más grave. Quedan exceptuadas las tareas que tuvieran fines pedagógicos o de capacitación exclusivamente. No será punible el padre, madre, tutor o guardador del niño o niña que incurriere en la conducta descripta.


    Esta normativa apunta a penalizar al tercero que se aprovecha de una situación de vulnerabilidad –en el fondo, familiar– al despenalizar, con acierto, a las personas más cercanas del niño o adolescente menor de 16 años. Cómo están redactadas las normas, quiénes quedan alcanzados y quiénes no en una disposición penal no es un tema menor; por el contrario, lo dice todo. Por último, cabe destacar el Decreto 1602/2009, que incorpora al subsistema no contributivo la Asignación Universal por Hijo (AUH) y que adquirió fuerza de ley con la sanción, el 15/7/2015, de la Ley 27.160, que agregó una característica básica: ser móvil.


    En materia educativa, el protagónico lo tiene la Ley 26.206 de Educación Nacional. Esta introduce una gran cantidad de cambios en el sistema educativo que exceden con creces los objetivos del presente capítulo; sólo mencionaremos dos casos para mostrar la lógica, identidad o hilo conductor común presente en todas las leyes aquí reseñadas. El primero es el art. 9 de la Ley de Educación Nacional, referido al financiamiento del sistema, que consigna que el presupuesto consolidado del Estado nacional, las provincias y la CABA destinado exclusivamente a educación “no será inferior al seis por ciento (6%) del producto bruto interno (PBI)”. El segundo caso se trata del art. 141, que establece la garantía a las personas migrantes sin documento nacional de identidad “al acceso y las condiciones para la permanencia y el egreso de todos los niveles del sistema educativo, mediante la presentación de documentos de su país de origen”. Esta preocupación por el acceso a niños y adolescentes en situación de vulnerabilidad, como lo es su calidad de inmigrante, también se observa en el Decreto 459/2010, que regula el acceso a las tecnologías de la información y de la comunicación (TIC) mediante el programa Conectar Igualdad. En este sentido, los considerandos de esta herramienta legal explicitan:


    Que el desarrollo de tecnologías de la información y de la comunicación ha generado en la sociedad moderna profundas transformaciones que exigen de parte del Estado la producción de respuestas eficaces […]. [y agregan:] Que el Estado nacional tiene la responsabilidad de proveer una educación integral, permanente y de calidad para todos los habitantes, garantizando la igualdad, gratuidad y equidad en el ejercicio del mencionado derecho […] [y, para ello,] deben adoptarse las medidas de acción positivas que garanticen la efectiva inclusión educativa a través de políticas universales y de estrategias pedagógicas y de asignación de recursos.[61]


    Para cerrar este círculo de la educación desde el punto de vista legislativo en la era k cabe mencionar la Ley 26.892 para la Promoción de la Convivencia y el Abordaje de la Conflictividad Social en las Instituciones Educativas, cuyo objetivo –según expresa su art. 1– reside en sentar


    las bases para la promoción, intervención institucional y la investigación y recopilación de experiencias sobre la convivencia así como sobre el abordaje de la conflictividad social en las instituciones educativas de todos los niveles y modalidades del sistema educativo nacional.


    Esta ley se enmarca en la Convención sobre los Derechos del Niño y las citadas leyes 26.061 y 26.206 –como se señala en el art. 2–, cuyos principios orientadores son, por citar los primeros que se explicitan:


    a) El respeto irrestricto a la dignidad e intimidad de las personas. b) El reconocimiento de los valores, creencias e identidades culturales de todos. c) El respeto y la aceptación de las diferencias, el rechazo a toda forma de discriminación, hostigamiento, violencia y exclusión en las interacciones entre los integrantes de la comunidad educativa, incluyendo las que se produzcan mediante entornos virtuales y otras tecnologías de la información y comunicación. d) El derecho a participar de diferentes ámbitos y asuntos de la vida de las instituciones educativas. e) La resolución no violenta de conflictos, la utilización del diálogo como metodología para la identificación y resolución de los problemas de convivencia.


    El nexo entre educación y género, para sintetizar algunas legislaciones que apuntaron a la protección de las mujeres en sus más diversas vertientes, es la Ley 26.150 de Educación Sexual Integral, sancionada el 4/10/2006. Se trata de una ley que generó un fuerte debate, en especial con la Iglesia católica, actor social que suele tener una fuerte incidencia –por demás– en todas las cuestiones de familia, de las mujeres y de sus cuerpos. No es casual que el aborto aún es en la actualidad una cuenta pendiente. Ciertos referentes sociales del extranjero suelen preguntarse cómo es que la Argentina, un país con leyes tan progresistas como el matrimonio igualitario, identidad de género, el nuevo Código Civil y Comercial en materia de familia, no ha logrado la despenalización del aborto. Pregunta difícil de responder para los de afuera, mientras que nosotros sabemos que forma parte de las severas –¿por no decir, imperdonables?– “contradicciones k” (tema que retomaremos en la sección “En la columna del debe: lo que no se pudo por acción u omisión”). La Ley 26.150 establece el derecho de todos los educandos a recibir educación sexual integral en los establecimientos educativos –cualquiera sea su gestión y ámbito territorial–. Esto consolida el hecho de que la salud sexual es un derecho de los niños y adolescentes de manera autónoma y por fuera de la entonces “patria potestad” de los padres, en línea con la Ley 448 de la CABA,[62] reafirmada por el Superior Tribunal de Justicia de la Ciudad de Autónoma Buenos Aires en el resonado caso “Liga de Amas de Casa”.[63] Para tales fines, esta ley crea el Programa Nacional de Educación Sexual Integral que se engarza con el Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable, establecido por Ley 26.673, el 23/5/2003, y algunos años más tarde con una ley central para las políticas de género durante la era en análisis: la 26.485 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en los Ámbitos en que Desarrollen sus Relaciones Interpersonales,[64] del 9/3/2009. Esta interacción entre salud sexual y acciones positivas en materia de género desde la perspectiva legislativa se reafirma en un cúmulo de normas que van en el mismo sentido. Nos referimos a la Ley 26.130, sancionada el 9/8/2006, que reconoce el derecho a acceder a la realización de las prácticas médicas conocidas como “ligadura de trompas de Falopio” y “vasectomía” dentro del sistema de salud, como parte del catálogo ampliado de derechos sexuales y procreación responsable.


    También, dentro del vasto espectro de decisiones legislativas orientadas a la mujer, están aquellas reformas de tinte penal, como la incorporación de la figura del femicidio por Ley 26.791, del 14/11/2012, y la Ley 26.364, sancionada el 9/4/2008, cuyo objetivo consiste en implementar diferentes medidas para prevenir y sancionar la trata de personas, asistir y proteger a sus víctimas (art. 1). En esta línea de protección, asistencia y acompañamiento a víctimas de delitos en los que la condición de mujer es un elemento determinante o central, cabe destacar la Ley 26.738, del 21/3/2012, que sustituye el art. 132 del Código Penal y establece que, en los delitos contra la integridad sexual, la víctima puede instar el ejercicio de la acción penal pública con el asesoramiento o representación de instituciones oficiales o privadas sin fines de lucro de protección o ayuda a las víctimas.


    Por último, se destaca la Ley 26.844, que crea un régimen especial de contrato de trabajo para el personal de casas particulares (conocida como Ley de Servicio Doméstico), que protege, revaloriza y empodera a un grupo de mujeres trabajadoras que se encontraba en una clara situación de vulnerabilidad laboral. Como bien afirma la escritora y periodista María Seoane:


    En los años que van desde los últimos meses del mandato de Néstor Kirchner hasta comienzos de 2014 hubo una catarata de derechos adquiridos […] Estos derechos no sólo estuvieron plasmados de una legislación de decretos y leyes que provocaron profundos debates en la política y en la sociedad, sino con gestos simbólicos que recuperaron el papel de las mujeres en la construcción de la historia argentina, como marco general, pero también como estrategias de futuro hacia el empoderamiento de las mujeres en las posiciones más relevantes (2014: 382).


    En consonancia con la perspectiva simbólica, esta autora destaca la inauguración del Salón de las Mujeres del Bicentenario, en marzo de 2009, donde Cristina Fernández dijo:


    La idea de crear, en el ámbito más emblemático del poder político de la Argentina, como lo es la Casa Rosada, un lugar permanente para las mujeres, un lugar que nos hemos ganado, pero que todavía es muy resistido (Seoane, 2014: 382-383).


    En definitiva, sería un buen ejercicio preguntarse cuánto de los reclamos a gritos y concientización que genera el movimiento social “Ni una menos” se lo debemos a todos estos y tantos otros debates gestados, auspiciados y profundizados durante la era k. Sólo como punto de partida, destacar la calle como un lugar afín, cómodo y amable para la res publica.


    En materia de salud, también la implosión legislativa fue de alto voltaje, y no sólo desde el punto de vista cuantitativo, sino sobre todo cualitativo. Nos referimos a la Ley 26.529 de Derechos del Paciente en su Relación con los Profesionales e Instituciones de la Salud, sancionada el 21/10/2009, que significó una necesaria revisión crítica en el vínculo médico-paciente, basado en la asimetría de poder existente y la importancia de la autonomía de la voluntad y libertad en torno a la noción de “consentimiento informado”, eje en esta materia. Esta legislación fue modificada y mejorada en algunos aspectos por la Ley 26.742, conocida como Ley de Muerte Digna, sancionada el 9/5/2012. También vinculada a la salud en sus múltiples aristas, la Ley 26.657 de Salud Mental y la Ley 26.862 de Acceso Integral a las Técnicas de reproducción humana asistida marcaron un antes y un después en el abordaje de dos campos temáticos muy diferentes, pero en los cuales, con la misma intensidad y fortaleza, la obligada perspectiva de derechos humanos implicó un vuelco de ciento ochenta grados.


    Precisamente, estas dos últimas legislaciones, junto con la Ley 26.618 que extiende la figura tradicional del matrimonio a las parejas del mismo sexo, y que fue sancionada una madrugada histórica del 15/7/2010, y la Ley 26.743 de Identidad de Género, del 9/5/2012, integran el “núcleo duro normativo” que no sólo motivó la necesidad de “barajar y dar de nuevo” en el ámbito del derecho civil, sino que también fundó los cimientos sobre los cuales edificar el nuevo CyC sancionado el 1/10/2014, y en vigencia desde el 1/8/2015.


    ¿Quién podría reemplazar el Código Civil –la “Biblia” para muchos dentro del campo jurídico–, después de haber regido la vida de los argentinos durante ciento cuarenta y cuatro años? Dada la relevancia de esta pieza legal, en el siguiente apartado nos ocupamos del tema, focalizando en los principales cambios en el campo de las relaciones de familia, ámbito donde más debates, enfrentamientos –más o menos acalorados– y tensiones se generaron. ¿La razón? Una vez más, las familias, las mujeres, los niños y nuestros cuerpos suelen ser temáticas un tanto sensibles, que bajo el ropaje de argumentos seudocientíficos esconden prejuicios fundados en dos nociones difíciles de desterrar: lo natural (o la naturaleza) y la moral entendida como moralina.


    El Código Civil y Comercial como síntesis casi perfecta de los cambios legislativos y debates generados en la era k. De la familia a las familias


    Breves palabras introductorias


    Como dijimos, uno de los ámbitos temáticos que más movilización legislativa –con todo lo que ello significa– tuvo durante este período fue el de persona y familia. Es decir, el reconocimiento y profundización de diferentes derechos humanos respecto de personas y su individualidad, y en cuanto integrantes de un grupo familiar, cualquiera sea la composición u organización familiar de que se trate.


    Dado este desarrollo sociolegislativo, auspiciado en gran parte por el activismo de diferentes colectivos o actores sociales que se habían encontrado hasta ese momento absolutamente silenciados, solapados y, en algunos casos, marginados, aquí se expondrán algunas de las tantas modificaciones que introdujo el CCyC en las relaciones de familia, con el objetivo de reforzar la idea que atraviesa este capítulo: tomar dimensión del importante rol que tuvo la ley en la ampliación de derechos y la mayor o menor entidad de esas conquistas, analizadas a la luz del contexto y el lugar que ocupan hoy.


    Si bien no cabe duda de que no hay marcha atrás en el reconocimiento del matrimonio igualitario, el interrogante es más complejo o ácido al pretender indagar en qué medida las políticas de retraimiento, achique o terciarización por parte del Estado pueden dificultar la segunda etapa de toda sanción legislativa: su aceptación, consolidación y edificación de políticas públicas de diverso tenor (como la atención directa, la difusión, la capacitación o, de manera más genérica, las acciones positivas). Ello, directamente vinculado a voces y vientos conservadores propios de gobiernos de derecha. ¿Acaso doce años no habrán sido suficientes para la ansiada transformación cultural? ¿O cuáles habrán sido los principales errores cometidos por los que se tiene la sensación/desazón de que esta segunda etapa aún no concluyó y, lo peor de todo, que podría retroceder? Este sentimiento negativo ¿es consecuencia directa de las contradicciones internas que se mostraron con mayor fuerza en los últimos tiempos de la era k? ¿Leyes estructurales como el CCyC gozan de un piso mínimo de seguridad jurídica, es decir, de existencia y permanencia?


    El tiempo dirá el grado de afianzamiento de normas estructurales en términos culturales como lo es el CCyC; por lo pronto, planteo mi preocupación. A continuación destacamos de manera sintética, cuáles fueron algunas de sus principales y sustanciales modificaciones en el ámbito más sensible: las relaciones de familia.


    Síntesis sobre los principales cambios en las relaciones de familia


    La influencia del principio de igualdad y no discriminación por orientación sexual


    A paso lento, pero sostenido, cada vez con mayor adhesión legislativa y/o jurisdiccional, se extiende a nivel mundial la figura del matrimonio a las parejas del mismo sexo.[65] En este marco, ser el primer país en la región constituye un orgullo indeleble.[66] Como era de presumir, la Ley 26.618, conocida como Ley de Matrimonio Igualitario, introdujo algunos desajustes en el Código Civil derogado. En este sentido, el CCyC contribuyó –entre otras cosas– a colocar cierto orden en la lógica interna que implicaba pasar de un código heteronormativo a uno de la igualdad. Un claro ejemplo fue el caso del apellido de los hijos. La Ley de Matrimonio Igualitario permitía a las parejas del mismo sexo elegir el orden del apellido de los hijos, norma que se insertaba en un régimen jurídico según el cual las parejas de diverso sexo no tenían esa posibilidad –ya que operaba el principio clásico de que los hijos portaban el apellido del padre y, en todo caso, si los padres querían, estaban habilitados para adicionar el materno–. El CCyC faculta a todas las parejas –casadas o no, de igual o de diverso sexo– a elegir el apellido de los hijos, puede ser el de uno de ellos o el de ambos, y en el orden que quieran (art. 64). ¿Y para el supuesto excepcional de que no se pusieran de acuerdo? La opción no sexista e igualitaria contemplada es el sorteo en el mismo registro civil, es decir, la contienda se resuelve en el ámbito administrativo y no en el judicial. ¿Acaso el juez está en condiciones de decidir qué apellido es el mejor para los hijos? Y mientras tramita el proceso, ¿qué apellido porta el hijo? La solución no podía pasar por el Poder Judicial.


    Siguiendo esta lógica de igualdad, la regulación sobre el apellido de los cónyuges también se modificó al permitir a ambos –sean de igual o de distinto sexo– adicionarse el apellido del otro anteponiendo o no la preposición “de” (art. 67). Se trata del difícil equilibrio entre la libertad de utilizar el apellido del cónyuge anteponiendo la preposición “de”, como era hasta ahora y por costumbre construida; o sin ella, al admitirse que el “de” es una preposición de posesión, con todo lo que ello implica de negativo en lo que hace a la persona como sujeto.


    Otra modificación en este sentido fue la derogación de la “preferencia materna” en el cuidado de los hijos menores de 5 años de edad. Esta fue dejada de lado, como era de suponer, por la Ley de Matrimonio Igualitario, ya que a partir de esta normativa un niño podía tener dos madres o dos padres. ¿A quién se prefería en estos casos? La Ley 26.618 establecía que la preferencia se decidía de conformidad con el interés superior del hijo; pero seguía subsistente para las parejas de diverso sexo, lo cual implicaba una abierta violación al principio de igualdad de los hijos nacidos en el marco de una pareja hetero u homosexual. El CCyC modificó de manera radical todo el sistema referido al ejercicio y cuidado de los hijos tras la ruptura de la convivencia o el matrimonio, al receptar un régimen cuyo eje gira en torno a la noción de “coparentalidad”, de conformidad con lo dispuesto por la Convención de los Derechos del Niño, cuyo art. 18, en su primer apartado, expresa:


    Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del principio de que ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y el desarrollo del niño. Incumbirá a los padres o, en su caso, a los representantes legales la responsabilidad primordial de la crianza y el desarrollo del niño. Su preocupación fundamental será el interés superior del niño.


    De este modo, la idea reside en reconocer que ambos progenitores son importantes para la vida del hijo, no habiendo a priori y en abstracto un progenitor principal (el que tiene la mal llamada “tenencia”) y otro relegado a una función secundaria o periférica.


    Por último, una modificación sustancial y obligada tuvo lugar respecto del derecho filial. De este modo, se modificó el sistema de presunción de paternidad del marido de la madre por una regla más amplia, que abarca también a los niños nacidos en el marco de un matrimonio conformado por dos mujeres.[67] En este sentido, se cambió por la presunción de filiación matrimonial en el art. 566, referido a la “Presunción de filiación”, que dispone:


    Excepto prueba en contrario, se presumen hijos del o la cónyuge los nacidos después de la celebración del matrimonio y hasta los trescientos días posteriores a la interposición de la demanda de divorcio o nulidad del matrimonio, de la separación de hecho o de la muerte. La presunción no rige en los supuestos de técnicas de reproducción humana asistida si el o la cónyuge no prestó el correspondiente consentimiento previo, informado y libre según lo dispuesto en el Capítulo 2 de este Título.


    A la par, cabe destacar que el CCyC receptó –como una de las grandes novedades en el campo de las relaciones de familia– las técnicas de reproducción humana asistida (TRHA) como tercera causa fuente filial con sus propias reglas. Dada la importancia de esta incorporación legislativa, lo analizaremos sintéticamente más adelante.


    Matrimonio y divorcio[68]


    El CCyC introdujo modificaciones sustanciales en el régimen del matrimonio y divorcio, debido a los grandes avances que se observaron en la materia a la luz del principio de libertad y autonomía personal, reforzado por la necesaria perspectiva interdisciplinaria que revalorizó los acuerdos y consensos, no sólo en beneficio de los propios integrantes de la pareja, sino, en especial, de los hijos y todo el grupo familiar. ¿Acaso un divorcio destructivo no repercute también en el vínculo entre otros miembros de la familia, como sucede entre abuelos y nietos? ¿Cómo evitar que dolores no jurídicos, como los que producen las rupturas matrimoniales, sean resueltos de otro modo que el que, muchas veces, propone la justicia colaborando para repotenciar odios? En este marco, el CCyC adoptó un régimen de divorcio incausado o sin expresión de causa. ¿Por qué se debe convencer a personas con quienes nunca se tuvo vínculo (como los jueces) de las “razones que hacen moralmente imposible la vida en común”? ¿Por qué los jueces pretendían “reconciliar” a los integrantes de un matrimonio desavenido como lo establecía el código derogado? ¿Esto no podría tildarse de intervención estatal ilegítima en la vida íntima y familiar?


    El divorcio incausado obliga a revisar los derechos y deberes jurídicos derivados del matrimonio. Para el código derogado, quien incumplía el deber de fidelidad era pasible de ser considerado cónyuge culpable del divorcio y, por ende, se le aplicaban determinadas obligaciones derivadas de esta conducta “antijurídica” o contraria a la ley; lo mismo acontecía a quien incumplía el deber de convivencia, si la separación de hecho no se producía de mutuo acuerdo. El CCyC, por el contrario, derogó este sistema de “culpas”, ya que en la práctica se observaron varias vicisitudes:


    


    
      	en el matrimonio no suele haber un solo “culpable” del deterioro del vínculo, sino que se trata de una relación sistémica en la que cada uno aporta o colabora para que ello acontezca;


      	a veces, quien termina con el rótulo de “inocente” suele ser el que se defendió mejor, o el que pudo presentar mejores pruebas, pero no un total “inocente”;


      	el “sacar los trapitos al sol” ante un tercero que no conoce a la pareja (el juez) recrudece los odios, las recriminaciones mutuas y las heridas –que no son jurídicas, claro está–, las que en función de esta intervención judicial tardan más en cicatrizar; y


      	el fundamento de peso dado por el interés superior del niño como eje rector (cuando se comprometen derechos de niños y adolescentes): el impacto altamente negativo y destructivo para los hijos y, en definitiva, para todo el grupo familiar.

    


    Sucede que el matrimonio se celebra y se sostiene de a dos; por ende, si uno ya no quiere seguir en ese proyecto de vida en común, el divorcio debe quedar habilitado para que ambos o uno solo lo puedan peticionar. ¿Hay que esperar un tiempo mínimo? Ninguno. La norma no obliga a las personas a seguir juntas por determinado tiempo contra su propia voluntad “en nombre de la ley”. Ello no sólo viola el principio de libertad y autonomía, sino que podría agravar la conflictiva conyugal.


    De este modo, el CCyC se atrevió a enfrentar una tensión que hasta ahora era compleja, signada por la desconfianza a la libertad y la sobrevaloración de la ley para influir en las relaciones sociales. ¿Acaso se es fiel porque la ley lo dice, o por razones más profundas que son ajenas a la justicia? En definitiva, el CCyC colocó en su lugar a la intervención de la justicia en la ruptura matrimonial. Sólo se dedicó a disolver la unión y a resolver los efectos: qué pasa con los bienes, la vivienda, el cuidado de los hijos, etc., si es que los cónyuges no se ponen de acuerdo.


    Por último, y desde una necesaria perspectiva sistémica, es dable tener en cuenta la fuerte interacción entre el sistema de divorcio y su incidencia en el régimen de las relaciones entre progenitores e hijos. ¿Cómo se puede alcanzar una excelente relación entre todos los miembros del grupo familiar si se mantuviera el sistema en el que se le dan “armas” a los adultos para que se destruyan en los tribunales tras un largo y doloroso proceso de divorcio en el que se dirimen reproches y odios no jurídicos? Esta realidad social familiar no le es ajena al CCyC.


    Diferentes modelos de familia: las uniones convivenciales


    Otra de las novedades que trajo el CCyC fue el reconocimiento expreso de otras formas de organización familiar, como las parejas que no se casan, es decir, que no prestan su consentimiento expreso y libre ante el registro civil para formalizar el vínculo, pero que también están signadas por el afecto y el proyecto de vida en común.[69] Cabe destacar que el art. 14 bis de la CN se refiere a la “protección integral de la familia”, sin conceptualizar o enumerar cuáles son los núcleos familiares que deben ser protegidos.


    En este sentido, la jurisprudencia dijo en una gran cantidad de oportunidades[70] que las parejas que no se casan también integran la noción de “familia”, y que debían tener un espacio en la nueva regulación compartiendo el escenario legal con el matrimonio. De este modo, no hay familias de primera (la matrimonial) y de segunda (el “concubinato”), sino que hay diferentes formas de organización familiar a las que se otorgan una mayor o menor cantidad de derechos; las personas eligen a lo largo de su vida, en vidas cada vez más largas.


    Ahora bien, ¿qué derechos deben reconocerse a las parejas, estén o no casadas? Y, al contrario, ¿cuál es la diferencia entre un matrimonio o la conformación de una unión convivencial? La respuesta no es tarea sencilla. Para tal fin, el CCyC colocó el eje –como debe ser– en los derechos humanos. De este modo, los derechos o efectos jurídicos comunes o similares, se trate de un matrimonio o de una unión convivencial, son:


    


    
      	el deber de contribución de ambos convivientes;


      	la responsabilidad solidaria frente a terceros acreedores;


      	la protección de la vivienda familiar en varios sentidos (la necesidad de contar con el asentimiento del otro conviviente para actos de disposición del hogar familiar, la posibilidad de solicitar la atribución tras la ruptura de la unión a favor del conviviente vulnerable por un lapso máximo de dos años, o permanecer en la vivienda ante el fallecimiento del conviviente por el mismo lapso máximo cuando el conviviente no sea heredero forzoso); y


      	la posibilidad de solicitar compensación económica por parte de aquel conviviente que, tras la ruptura de la unión, ha sufrido un desequilibrio económico a causa de la relación de pareja.[71]

    


    Por fuera de este piso mínimo, los convivientes ejercen la más amplia autonomía de la voluntad para pactar el funcionamiento de su proyecto de vida en común. Pactos que no pueden ser contrarios al orden público, ni al principio de igualdad de los convivientes, ni afectar los derechos fundamentales de cualquiera de los integrantes de la unión convivencial, ni tampoco contradecir el piso mínimo de derechos reconocidos de base humanitaria (arts. 519-522). En este contexto, las cuestiones de índole patrimonial o económica, al no estar directamente vinculadas a derechos humanos, quedan dentro de la órbita de la autonomía de la voluntad de los convivientes, máxime, cuando deben existir diferencias entre el matrimonio y las uniones convivenciales en coherencia con el mencionado pluralismo, es decir, la mayor diversidad en las formas de organización familiar, en respeto de la existencia de diferencias constitucional-convencionalmente válidas, dado que no es lo mismo casarse que no hacerlo.


    Las técnicas de reproducción asistida[72] como nueva causa fuente filial


    Si se focaliza en la relación filial, sin lugar a duda, una de las grandes novedades del CCyC (y que mayor debate generó) fue la incorporación de las TRHA como una tercera causa de fuente filial, compartiendo cartel con la filiación por naturaleza y la adoptiva (art. 558).


    A la luz del principio de realidad –uno de los tantos pilares sobre los cuales se edifica el CCyC–, se evidencia la gran cantidad de niños que nacen gracias al avance de la ciencia médica, es decir, al uso de estas técnicas de reproducción, ya sea en el marco de un proyecto parental conformado por una pareja de igual o de diverso sexo o, incluso, por una mujer sola que busca tener un hijo. De esta manera, se sigue la misma línea legislativa amplia que recepta la mencionada Ley 26.862 de Acceso Integral a las TRHA, sancionada en 2013.


    Por otra parte, estas técnicas de reproducción pueden ser homólogas (con material de la propia pareja en el caso de los heterosexuales) o heterólogas (con material genético de un tercero, donante). En este último supuesto, se debe diferenciar la noción y función de “progenitor” de la de “donante”: en el primero, existe un vínculo filial; en el segundo, un derecho a la información sobre los orígenes genéticos. En otras palabras, el donante nunca puede ser demandado a los fines de pretender tener vínculo filial; la relación entre la persona nacida con material genético de un tercero y el donante se circunscribe al conocimiento sobre los orígenes. Dos planos bien distintos que ameritaban una regulación diferente.


    El régimen filial tradicional tenía, por presupuesto ineludible, la existencia de una relación sexual entre dos personas de distinto sexo. Por el contrario, las prácticas de reproducción humana asistida carecen de este elemento, lo cual resulta determinante. Así, las TRHA observan tantas especificidades que requieren un régimen jurídico propio. ¿Cuáles son estas particularidades?


    Sintéticamente, hacen posible la disociación entre el elemento biológico, genético y volitivo, cobrando este último primacía. Por ejemplo, una mujer casada con un señor cuyo material genético no es hábil para procrear deciden utilizar material genético de un tercero (donante anónimo). ¿Quién es el padre? El marido, que posee la llamada “voluntad procreacional”, es decir, quien quiere ser padre y así lo explicitó en un consentimiento libre, previo e informado, sin importar si aportó o no sus gametos. Esta declaración de voluntad involucra dos cuestiones:


    


    
      	la revocabilidad como elemento propio o ínsito dentro de la noción general de “consentimiento informado” (art. 59 del CCyC, y Ley 26.529 y su Decreto 1089/2012); y


      	la imposibilidad jurídica de impugnar la filiación fundada en la falta de correlato genético, por aplicación de la teoría de los actos propios (art. 577), en lo que respecta a la determinación filial.

    


    Con relación al donante, se reconoce el derecho a la información de los niños nacidos por TRHA heteróloga que involucra cuatro aspectos:


    


    
      	saber que se ha nacido de TRHA con material genético de un tercero;


      	el resguardo de la información y la obligación última del Estado como garante de los derechos humanos de las personas;


      	el acceso a la información no identificatoria (datos genéticos o de salud sobre el donante); y


      	el acceso a la información identificatoria (nombre, apellido y datos que permiten individualizar al donante).

    


    El CCyC regula los últimos dos aspectos. Al respecto, se receptó un sistema intermedio y, por ende, equilibrado de conformidad con los derechos en pugna, mediando necesidad de entablar un proceso judicial únicamente a los fines de conocer la información identificatoria del donante. A la luz de la experiencia comparada, si la donación fuera siempre no anónima, la consecuencia sería una fuerte disminución de donantes y una consecuente dificultad para la fertilización heteróloga, lo cual impediría a las parejas del mismo sexo y a las mujeres solas acceder a este tipo de procedimiento para ejercer el derecho a formar una familia.[73]


    En lo que respecta a los dos primeros aspectos, cabe destacar que, si bien se pretende que toda persona sepa que nació con material genético de un tercero, el acceso a este conocimiento queda, lamentablemente, sujeto al tipo de formación, intervención y abordaje que haya tenido el centro de salud para que los adultos comprendan que es un derecho del hijo saber el modo en que fue gestado. Sucede que el control estatal sobre este conocimiento, que hace a la identidad de la persona nacida por TRHA heteróloga, es más endeble que el que se ejerce en el campo de la adopción, ya que en el primer caso queda a cargo de los padres al firmar el correspondiente consentimiento informado, mientras que la adopción es un proceso judicial y el compromiso queda establecido en una sentencia judicial que tendría al menos un poder disuasivo mayor. Con referencia al resguardo de la información sobre el o los donantes, ello se vería resuelto si se creara un registro de donantes por parte del Ministerio de Salud como autoridad de aplicación en la temática de conformidad con lo dispuesto en la Ley 26.862. Más allá de esta obligación estatal en resguardo del derecho a la identidad de las personas nacidas por TRHA heteróloga, lo cierto es que un proyecto de ley integral de TRHA –que fue sancionado en la Cámara de Diputados el 12/11/2014, y que aún no se debatió en la Cámara de Senadores–[74] dispone la creación de dicho recurso central en resguardo de un derecho humano como es la identidad. ¿Qué sucedería si, por alguna razón –desperfecto del sistema informático, incendio u otro suceso extremo del centro de salud especializado–, se perdieran los datos genéticos e identificatorios del donante? El Estado debería responder en su carácter de garante último de los derechos humanos de los ciudadanos, como bien se afirmó en un precedente de la Sala V de la Cámara Nacional Contenciosa Administrativa Federal, el 29/4/2014.[75]


    Por otra parte, cabe destacar que el uso de las TRHA permite conservar embriones y/o material genético de las parejas por tiempos prolongados, lo que nos lleva a una realidad: la posibilidad de que los deseos de paternidad/maternidad y las situaciones de las parejas cambien entre el inicio de un tratamiento y su fin por diferentes razones: divorcios, separaciones de hecho, planes distintos o, incluso, fallecimiento de uno de ellos. Por esta razón, el CCyC exige que el consentimiento sea renovado ante cada transferencia de embriones o material genético. En este contexto, es claro que las TRHA encierran conflictos jurídicos muy diferentes a los otros dos tipos filiales: la vía natural y la adoptiva.


    Ahora bien, todo este régimen jurídico parte de la noción de que el embrión no implantado o in vitro no es persona, de lo contrario, no debería permitirse la fertilización in vitro (FIV) porque ello implicaría “manipular personas”. Esta conclusión se deriva por diversas vías o fundamentos. El primero y principal es el caso “Artavia Murillo c. Costa Rica”, del 28/11/2012,[76] de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), cuya doctrina es obligatoria para los países como el nuestro, que ratificaron la Convención Americana de Derechos Humanos. ¿Qué sostiene la máxima instancia judicial regional en materia de derechos humanos sobre el derecho a la vida y desde cuándo cabe su protección? El art. 4.1 establece que este derecho se reconoce, en general, desde la concepción. ¿Qué se entiende por “concepción” en los casos de TRHA? Que ello acontece cuando el embrión es transferido al cuerpo de la mujer y, por lo tanto, antes de ese momento no se puede hablar de “persona”; por ende, que el embrión in vitro no es persona.


    Asimismo, basta llevar adelante una rápida mirada sistémica del ordenamiento jurídico para concluir que se sigue la misma línea.[77] En este sentido, cave destacar que la mencionada Ley 26.862 de Acceso Integral a las TRHA permite:


    


    
      	la criopreservación de embriones;


      	la donación de embriones; y


      	al igual que el CCyC, la revocación a la implantación y/o transferencias de embriones.

    


    Si la ley admite estas tres consideraciones, ello significa –de base– que se entiende que el embrión no es persona; de lo contrario, no sería factible criopreservar, donar ni revocar personas.


    Ahora bien, requiere un párrafo la explicación de por qué el CCyC no pudo evitar todo este derrotero interpretativo y establecer de manera expresa que el embrión in vitro no es persona. Eso era lo que pretendía hacer el Anteproyecto de reforma, pero durante el debate parlamentario, por presiones de la Iglesia se modificó la redacción que establecía, precisamente, que el comienzo de la existencia de la persona es la implantación del embrión en la mujer cuando se trata de TRHA. En su reemplazo, se dispuso en el art. 19 que “la existencia de la persona humana comienza con la concepción”.


    Si de presiones se trata, cabe destacar que el texto sancionado sufrió la supresión de dos figuras que receptaba el entonces Anteproyecto:


    


    
      	la fertilización postmortem (Pérez, 2014); y


      	la gestación por sustitución (Notrica y Vigo, 2016, compulsado el 18/4/2016; Herrera y Lamm, 2014; Kemelmajer de Carlucci, Herrera y Lamm, 2012).

    


    ¿Acaso no es posible que una persona fallezca durante pleno proceso de TRHA? En ese caso, ¿podría la mujer seguir adelante con el procedimiento ante la muerte de su pareja? Estos interrogantes eran los que se pretendían responder en la legislación civil, pero quedaron pendientes por la oposición del poder eclesiástico. La segunda figura, la de gestación por sustitución, quedó en suspenso también por presión de la Iglesia, pero además por negativa de otros sectores que fundaron su oposición, básicamente, en el uso de la mujer como objeto o prestadora de útero y su correspondiente mercantilización. Se trata de un debate harto complejo, cuyo análisis amerita un estudio propio y pormenorizado. Aquí sólo cabe esgrimir el siguiente interrogante: ¿cómo se protege mejor a la mujer que gesta un hijo para otros? ¿Mediante silencio y prohibiciones, o con regulaciones y control de la situación? Máxime si se conoce que en la actualidad se dictaron ya nueve fallos judiciales, todos a favor de la gestación por sustitución, incluido el caso de una abuela que gestó trillizos para su hija y su yerno. ¿Qué es lo mejor para resguardar el interés superior del niño? Un interrogante clave que sigue sin respuesta.


    La familia ensamblada


    “Los tuyos, los míos y los nuestros” constituye otra realidad familiar que no podía quedar invisibilizada. El aumento en la perspectiva de vida, la mayor aceptación social y consecuente baja en la estigmatización del divorcio –entre otras causas– dieron paso a realidades diversas como las “familias ensambladas”. Se trata de nuevos núcleos familiares que se generan a partir de la formación de parejas (matrimonial o convivencial) en las que uno o ambos integrantes vienen, a su vez, de una relación de pareja anterior (matrimonial o convivencial) con hijos que se suman a aquellos que quizá vengan con esta nueva unión.


    Sólo en los cuentos infantiles quedan esas imágenes de “madrastras” y “padrastros” desaprensivos y dedicados a alejar a los hijos de sus padres/parejas. En la realidad, estas personas son referentes afectivos de importancia en la vida de los niños, que tienen un reconocimiento general en el art. 7 del Decreto 415/2006, que reglamenta la Ley 26.061 al referirse, precisamente, a los “referentes afectivos”.


    Si por alguna razón el progenitor no puede ir a buscar a la escuela a su hijo, que ese día quiere ir a jugar a la casa de un compañero, ¿no podría ir la persona con quien convive el niño y autorizarlo a esa salida recreativa que lo beneficia? No se trata de restar funciones a los principales responsables de la crianza de los hijos, sino, por el contrario, de facilitarles el rol de aquellos al reconocerles a sus parejas convivientes la posibilidad de colaborar en los actos cotidianos de los hijos. Así, el CCyC habilita ciertos derechos y deberes a cargo de los llamados “progenitores afines”:


    


    
      	la posibilidad de colaborar en la crianza y educación de los hijos de su pareja;


      	en determinadas circunstancias, poder hacerse cargo del cuidado de estos niños cuando por diversas razones, y de manera transitoria, el progenitor no puede, o ejercer, junto con este progenitor, el ejercicio de la responsabilidad parental; y


      	en situaciones excepcionales, contribuir a la manutención alimentaria del niño o adolescente de manera o con carácter subsidiario (arts. 672-676).

    


    En la columna del debe: lo que no se pudo por acción u omisión


    Como se puede observar, la columna del haber en materia legislativa y todo lo que implica ampliar derechos en términos, justamente, de derechos, ofrece superávit. En palabras del político y escritor cubano José Martí: “Los derechos se toman, no se piden; se arrancan, no se mendigan”.


    Ahora bien, ello no es óbice para señalar cuáles son algunas de las tantas cuestiones que quedaron en la columna del debe, y cuya preocupación principal reside en saber si alguna vez podrán ser saldadas.


    Una de ellas es la despenalización del aborto. Como sostiene Seoane al recordar un caso paradigmático:


    El caso “Tejerina” desnudó, otra vez con fuerza, cómo se extiende el debate más postergado sobre el derecho de mujeres y hombres a decidir no sólo una paternidad responsable, sino el derecho de las mujeres a poder decidir plenamente sobre sus cuerpos sin que eso implique la posibilidad de morir por las prácticas médicas sin respaldo de la salud pública (2014: 375).


    ¿Por qué lo obvio en términos de derechos humanos no logró sortear el Congreso, ni al menos pasar la Cámara de Diputados, que solía ser la más progresista? Agrega Seoane, sobre otros dos casos en los que se peticionó la interrupción del embarazo de jóvenes con discapacidad que habían sido abusadas:


    La Iglesia católica y sus grupos de choque al estilo “Tradición, Familia y Propiedad”, de cuño inquisitorial, pedían a gritos “no sembrar la cultura de la muerte” con una ceguera que tuvieron, igualmente, cuando la dictadura se robaba los bebés de los desaparecidos para “educarlos como dios manda” (Seoane, 2014: 375-376).


    No es casual que la Ley Orgánica Española 2/2010 de Salud Sexual y Reproductiva y de Interrupción Voluntaria del Embarazo, que despenaliza esta práctica durante las primeras catorce semanas de embarazo –sancionada en 2010 durante el gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero–, se haya pretendido reformar en sentido restrictivo durante el gobierno del Partido Popular, de buenas relaciones con la Iglesia católica. Al respecto, una autora dijo:


    De haber existido una clara concreción y desarrollo de la laicidad en nuestro país, la reforma no habría sido ni siquiera presentada, al haberse consolidado los derechos, lo que habría impedido procesos de involución como los que estamos viviendo en estos momentos, en particular, las mujeres (Montesinos Sánchez, 2014: 74).


    Más aún, como bien se afirmó, de manera más amplia y compleja a la vez, es claro que las religiones constituyen un obstáculo para las políticas emancipatorias de la sexualidad y, se podría agregar, del reconocimiento y aceptación de las familias en plural. En este sentido:


    La “vuelta de” lo religioso, en el sentido de una presencia que nunca terminó de retirarse de las dinámicas sociopolíticas, así como la “vuelta a” lo religioso, entendida como un giro analítico en las agendas académicas –y agregaríamos políticas, en el sentido estricto del término–, es particularmente relevante para las políticas de la sexualidad (Vaggione y Mujica, 2013: 19).


    En definitiva, focalizados en los avances legislativos en la era k en el campo de los derechos cívicos y sociales, podríamos decir que la separación entre el Estado y la Iglesia fue una de las principales cuentas pendientes. ¿Cómo incidió la designación de Bergoglio como máximo referente de la Iglesia católica? La respuesta no es clara, ya que antes de este hecho, que sin lugar a duda preocupó a quienes veníamos trabajando en la redacción de los capítulos de familia y persona del Anteproyecto de reforma, ciertos debates sobre temas como la despenalización del aborto, el uso derivado de las TRHA y cuestiones afines ya eran conflictivos.


    Es por este fuerte viento en contra que no se logró instalar en la práctica cotidiana una correcta interpretación del art. 26 del CCyC. Se trata de la disposición que regula el ejercicio de derechos personalísimos por parte de los adolescentes, es decir, de las personas que se encuentran en la franja etaria entre los 13 a 16 años; básicamente, aquellos referidos al cuidado del propio cuerpo. Ello se llegó a instrumentar en un documento de trabajo interdisciplinario elaborado en el marco del Ministerio de Salud de la Nación en noviembre de 2015, aprobado por Resolución de la Secretaría de Salud Comunitaria 65/2015, publicada en el Boletín Oficial el 8/1/2016.[78] En la actualidad, se pretende legitimar las posturas progresistas que allí se adoptan mediante la ratificación o aceptación de diferentes organizaciones de la sociedad civil a los fines de que la gestión actual mantenga la normativa, no la derogue y se pueda comenzar con las actividades de difusión y capacitación que permitan el cumplimiento de los principios y reglas que allí se establecen.


    Como cierre, y para reafirmar las fuertes contradicciones internas que se mostraron en los últimos años, cabe señalar un proyecto de ley presentado durante 2016 por algunos diputados del Frente para la Victoria en alianza con otros partidos políticos. Me refiero al que pretende crear el “Registro de Defunciones fetales”.[79] Como se explicita en los “Fundamentos”:


    Este proyecto fue redactado por la Fundación Era en Abril, organización de padres de bebés fallecidos, y busca armonizar dos derechos fundamentales que actualmente se encuentran en pugna: a) reconocimiento de la identidad, como derecho inherente a quien fallece en el vientre materno, a que el Estado y la sociedad en su conjunto reconozcan su identidad, registrándolo con el nombre y apellido que han elegido sus padres; b) protección de derechos familiares, protegiendo los derechos patrimoniales que podrían derivar de una sucesión, manteniendo el régimen de persona humana instituido por el art. 19, concs. y subs. del CCyC (leyes 26.994 y 27.077).


    ¿Para qué registrar y “perseguir” muertes fetales? ¿En beneficio de los presuntos padres o a los fines de evitar cualquier debate en torno a la despenalización del aborto? ¿Acaso no es que, tanto para el código derogado como para el vigente, si la persona no nace con vida se considera que nunca existió? ¿Se puede registrar lo que no existió para el Derecho? Por otra parte, al destacar el régimen de persona instituido por el art. 19 del CCyC se muestra fácilmente el gran daño que causó la modificación de ese artículo. ¿La razón? La dificultad de lograr legislaciones laicas, aisladas de presiones y mandatos religiosos.


    Brevísimas palabras de cierre


    Como se ha sostenido,


    en los debates más actuales de la teoría política, autores de pensamiento avanzado como Boaventura Dos Santos o Etienne Balibar vinculan la constitución de ciudadanía con el rechazo de toda exclusión o discriminación y “la democratización de la democracia”, es decir, el ensanchamiento constante de los límites de la participación popular (Jozami, 2016).


    La participación y el compromiso de la ciudadanía constituyen elementos básicos de la democracia. ¿Aprehender los derechos conquistados habrá sido una de las principales tareas inconclusas, una de las razones por las cuales la derecha más recalcitrante se instaló en la Argentina por el voto popular? Nuestro recordado Eduardo Galeano sostenía: “La caridad es humillante porque se ejerce verticalmente y desde arriba; la solidaridad es horizontal e implica respeto mutuo”. ¿Habremos vuelto a esa caridad vertical? ¿Cómo no fuimos capaces de valorar la horizontalidad de la solidaridad traducida en la ampliación de derechos y la correspondiente inclusión que trae todo reconocimiento legal en este sentido? En palabras del penalista Julio Maier:


    Creo que, sin perjuicio de la coherencia, los detalles y los porcentajes, las formas de pensar y los modos de vivir pueden reducirse a dos tendencias: la solidaridad vs. el egoísmo. […] Planteadas así las cosas, todo conduce, a mi juicio, a medir el valor o el disvalor de una acción de gobierno en términos de la lucha de valores entre la igualdad y la discriminación (2016).


    En definitiva, como ya lo dijo Néstor Kirchner en su discurso de asunción:


    No creo en el axioma de que cuando se gobierna se cambia convicción por pragmatismo. Eso constituye en verdad un ejercicio de hipocresía y cinismo. Soñé toda mi vida que este, nuestro país, se podía cambiar para bien. Llegamos sin rencores, pero con memoria. Memoria no sólo de los errores y horrores del otro, sino también sobre nuestras propias equivocaciones. Memoria sin rencor, que es aprendizaje político, balance histórico y desafío actual de gestión (discurso de asunción ante el Honorable Congreso de la Nación, 25/5/2003).


    Focalizar en la labor legislativa no es una ecuación menor. Este capítulo es fiel prueba de ello. Se trata de llevar adelante –hoy más que nunca– la digna actitud de tener memoria. La memoria de los derechos. De todos los derechos luchados y conquistados en la era k.
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        [55] El art. 594, que inaugura el título dedicado a la “Adopción” (Título V del Libro II) define la adopción como “una institución jurídica que tiene por objeto proteger el derecho de niños, niñas y adolescentes a vivir y desarrollarse en una familia que le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades afectivas y materiales, cuando estos no le pueden ser proporcionados por su familia de origen”. En total coherencia con esto, el art. 595, que explicita los principios generales sobre los cuales se edifica el régimen adoptivo, señala, entre otros: “c) el agotamiento de las posibilidades de permanencia en la familia de origen o ampliada”, principio íntimamente vinculado a un derecho humano básico o central en el campo de la adopción –y, en general, en todo el derecho filial– como lo es “el respeto por el derecho a la identidad” (inc. b).

      


      
        [56] Según los lineamientos marcados por la Ley 26.657 de Salud Mental y la Convención Internacional de Derechos de las Personas con Discapacidad con rango constitucional desde fines de 2014 por Ley 27.044, publicada en el Boletín Oficial, 22/12/2014.

      


      
        [57] Dispone el art. 43 del CCyC: “Concepto. Función. Designación. Se entiende por apoyo cualquier medida de carácter judicial o extrajudicial que facilite a la persona que lo necesite la toma de decisiones para dirigir su persona, administrar sus bienes y celebrar actos jurídicos en general. Las medidas de apoyo tienen como función la de promover la autonomía y facilitar la comunicación, la comprensión y la manifestación de voluntad de la persona para el ejercicio de sus derechos. El interesado puede proponer al juez la designación de una o más personas de su confianza para que le presten apoyo. El juez debe evaluar los alcances de la designación y procurar la protección de la persona respecto de eventuales conflictos de intereses o influencia indebida. La resolución debe establecer la condición y la calidad de las medidas de apoyo y, de ser necesario, ser inscripta en el Registro de Estado Civil y Capacidad de las Personas”.

      


      
        [58] Párr. 142. Se trata del primer caso que llega a la máxima instancia judicial regional en materia de derechos humanos. En él se analiza la noción de “discriminación” derivada por la orientación sexual en un caso que compromete a una madre a quien le quitan el cuidado de sus tres hijas por ser lesbiana. Aquí la Corte concluye, entre otras importantes afirmaciones, que la orientación sexual constituye una “categoría sospechosa”, es decir, una pauta o variable con una fuerte carga discriminatoria. Esta línea es seguida y perfeccionada por el mismo tribunal en otras sentencias, entre las que cabe destacar una de las más recientes, “Duque c. Colombia”, del 26/2/2016. En ella, se reafirma: “La Corte Interamericana ya ha establecido que la orientación sexual y la identidad de género de las personas son categorías protegidas por la Convención. Por ello, está proscrita por la Convención cualquier norma, acto o práctica discriminatoria basada en la orientación sexual de la persona. En consecuencia, ninguna norma, decisión o práctica de derecho interno, sea por parte de autoridades estatales o por particulares, pueden disminuir o restringir, de modo alguno, los derechos de una persona a partir de su orientación sexual”.

      


      
        [59] En esta lógica, caben destacar la Ley 26.323, que declara el 10 de diciembre “Día de la Restauración de la Democracia”; la Ley 26.691, que declara Sitios de la Memoria del Terrorismo de Estado a los lugares que funcionaron como centros clandestinos de represión ilegal; la Ley 26.827, que crea el Sistema Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos y Degradantes; y a nivel de decretos, el 1259/2003, que crea el Archivo Nacional de la Memoria, y el 696/2010, que establece el Plan Nacional de Derechos Humanos.

      


      
        [60] La Corte Suprema de la Justicia de la Nación reiteró esta particularidad de la CABA –que no es una provincia, ni tampoco un municipio– en más de una oportunidad: “Que en todas las oportunidades en que, con posterioridad a la reforma constitucional de 1994, fue necesario calificar el estatus institucional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires con el objeto de esclarecer si es aforada, o no, a la competencia originaria de esta Corte Suprema que reglan los arts. 116 y 117 de la Constitución nacional, este Tribunal ha decidido desde el primer precedente en que tuvo ocasión de pronunciarse (Fallos 322:2856 –La Ley Online–) hasta en las decisiones más recientes dictadas en las causas ‘Mendoza’ (Fallos 329:2316 –La Ley, 2006-D, p. 281–) y A.827.XLIII. ‘Asociación Civil para la Defensa Ciudadana c. Estado nacional y otro (Ciudad Autónoma de Buenos Aires) s. acción de amparo’ del 27 de noviembre de 2007, que aquella entidad no es una provincia argentina y que, por ende, no le corresponden las prerrogativas que la Ley Suprema reconoce únicamente a dichos estados locales de litigar –en los supuestos contemplados por las disposiciones citadas– en la instancia originaria de esta sede, que por ser de exclusiva raigambre constitucional no es susceptible de ampliarse, restringirse o modificarse por persona o poder alguno (arts. 44, 45, 54, 75, incs. 2, 30 y 31, 124, 125, 129 y cláusula transitoria séptima” (CSJN, 18/12/2007, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c. Provincia de Tierra del Fuego”, La Ley, 15/2/2008, p. 7). En esta línea, alguna doctrina ha afirmado: “a) La intención de los Constituyentes fue preparar, a la Ciudad Autónoma, para convertirla en provincia, si se daba el presupuesto de que el Congreso dispusiera el traslado de la Capital Federal, conforme lo autoriza el art. 3 de la CN. De ahí el régimen de transición que estatuye. Quede pues en claro, la Constitución no le dio a la Ciudad de Buenos Aires estatus de provincia, pero pareció sí preverlo para el futuro que pretendía, trasladando la Capital a otro punto de la República (luego del intento frustrado de su traslado a Carmen de Patagones-Viedma y Guardia Mitre, sancionado por Ley 23.512); b) de darse el presupuesto previsto (traslado de la Capital), la Ciudad de Buenos Aires sólo podrá adquirir condición de provincia si se observa el procedimiento estatuido en los arts. 13 y 75, inc. 15 de la CN” (Reiriz, 2004).

      


      
        [61] También se tuvo la capacidad de enfrentar los efectos negativos del desarrollo tecnológico. En este sentido, la Ley 26.904, sancionada el 13/11/2013, introduce al Código Penal como art. 131: “Será penado con prisión de seis (6) meses a cuatro (4) años el que, por medio de comunicaciones electrónicas, telecomunicaciones o cualquier otra tecnología de transmisión de datos, contactare a una persona menor de edad, con el propósito de cometer cualquier delito contra la integridad sexual de la misma”.

      


      
        [62] Cabe destacar que en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires, y durante la gestión del jefe de gobierno Aníbal Ibarra, se dictaron una gran cantidad de leyes que marcaron la cancha –para utilizar una expresión popular– de lo que significa conquistar derechos desde el plano legislativo a partir de una agenda progresista. Es más, gran parte del recurso humano que estuvo detrás de estas conquistas reapareció luego en el ámbito nacional, de allí la necesaria alusión a lo que sucedió en el plano local y su impacto en el nacional.

      


      
        [63] “Liga de Amas de Casa, Consumidores y Usuarios de la República Argentina y otros c. GCBA s. acción declarativa de inconstitucionalidad”, TSJ, CABA, 14/10/2003, disponible en <www.adaciudad.org.ar/sitio/pdfs/fallos/TSJ/7.pdf>.

      


      
        [64] Complementada con el Decreto 1011/2010.

      


      
        [65] Previo a la sanción de la Ley de Matrimonio Igualitario en la Argentina, una normativa similar había sido aprobada sólo en nueve países: Bélgica, Canadá, España, Islandia, Noruega, Países Bajos, Portugal, Sudáfrica, Suecia. Desde la sanción de la Ley 26.618, se dictaron las siguientes en el derecho comparado en orden temporal ascendente: Dinamarca, en 2012; Brasil (resolución dictada a través del Consejo Nacional de Justicia), Francia, Uruguay, Nueva Zelanda y cuatro entidades federativas de México, en 2013; varios estados de los Estados Unidos, en tres países constituyentes del Reino Unido (Escocia, Gales e Inglaterra), en 2014; además de Luxemburgo y Eslovenia, en 2015. Finlandia aprobó una ley que permite el matrimonio entre personas del mismo sexo, prevista para entrar en vigor en marzo de 2017. En mayo de 2015, se agregó Irlanda, quien por referéndum (62% contra un 37,9%) autoriza el matrimonio homosexual. Más recientemente, Groenlandia aprobó por unanimidad en su Parlamento su Ley de Matrimonio Igualitario, el 1/4/2016, así como Colombia, por decisión de la Corte Constitucional de ese país, el 7/4/2016.

      


      
        [66] El primero en América Latina que reconoce el derecho a contraer matrimonio a las parejas del mismo sexo es el distrito de México, el 21/12/2009. Sucede que se trata de un reconocimiento legislativo estadual o regional, no a nivel nacional. De allí que se sostiene, con acierto, que el primer país es la Argentina.

      


      
        [67] En el caso de dos hombres, se debe apelar a una figura que fue quitada durante el debate del proyecto que dio lugar a la sanción del CyC: la “gestación por sustitución”.

      


      
        [68] Para profundizar sobre este tema, véase Herrera (2015: 275).

      


      
        [69] Para un panorama general sobre la regulación de las uniones convivenciales, véase Herrera, De la Torre y Fernández (2015: 291-335).

      


      
        [70] Como sostuvo nuestra Corte Federal hace tiempo: “Dentro del marco del art. 14 bis de la Constitución nacional, y de los criterios legislativos imperantes en el ámbito de la seguridad social, la protección constitucional de la familia no se limita a la surgida del matrimonio legítimo, porque a la altura del constitucionalismo social, sería inicuo desamparar núcleos familiares no surgidos del matrimonio” (CSJN, “Missart, Miguel A.”, JA, 1990-II, p. 379, entre tantos otros).

      


      
        [71] Esta figura, de gran recepción en el derecho comparado, intenta atender el perjuicio que sufren, por lo general, las mujeres que se dedican al hogar y el cuidado de los hijos y que tras el cese de la unión quedan en desprotegidas en el plano económico.

      


      
        [72] Para una noción actual sobre la regulación vigente y los silencios legislativos existentes en el ordenamiento jurídico argentino, véase Herrera y Lamm (2014: 295-453).

      


      
        [73] Para profundizar sobre esta cuestión, véase Kemelmajer de Carlucci y otros (2012).

      


      
        [74] Proyecto de Ley 581 y 4058 D-14.

      


      
        [75] Cám. Nac. Apel. Cont. Adm. Federal, CABA, 29/4/2014, “C., E. M. y otros c. E. N. - Ministerio de Salud s. amparo Ley 16.986”, APJD, 8/7/2014, Abeledo Perrot, nº AR/JUR/30908/2014.

      


      
        [76] Corte IDH, 28/11/2012, “Artavia Murillo y otros (‘fecundación in vitro’) c. Costa Rica”, La Ley, 2013-A, p. 160.

      


      
        [77] Para ampliar este tema, véanse Herrera, Kemelmajer de Carlucci y Lamm (2012); Lamm (2015: 43); y Comisión Asesora de Técnicas de Reproducción Humana Asistida (CATRHA), (2015).

      


      
        [78] Disponible en <www.boletinoficial.gob.ar/pdf/linkQR/eUM0aUNGZWtjYkUrdTVReEh2ZkU0dz09>.

      


      
        [79] Proyecto 0533-D-2016, presentado por María Emilia Soria, Claudio Martín Doñate, José Alberto Ciampini, Sandra Daniela Castro, Elia Nelly Lagoria, Cornelia Schmidt Liermann, María Clara del Valle Vega, Luis María Bardeggia y Gustavo Bevilacqua.

      

    

  


  
    12. Cuando no importa el qué dirán


    La opinión pública y la puja por el poder


    Ricardo Rouvier


    


    Una nueva alteridad


    La “opinión pública” es un concepto relativamente reciente, que surgió en el siglo XX, tras la Segunda Guerra Mundial. Esta nueva categoría sociológica, que engloba al colectivo social general de una nación, de un Estado, de una comunidad, se consolidó como referente del discurso público y, en particular, del político. Para algunos, resulta amenazante, una suerte de moderno Leviatán que juzga a los gobiernos y a las instituciones de la sociedad civil, en reemplazo de la expresión soberana de los ciudadanos. Pero esta mirada, incompatible con los tiempos de evolución de la historia global de Occidente, es un tanto exagerada. En realidad, la opinión pública surgió en el hemisferio occidental con el crecimiento de una nueva expresión de las sociedades y los estados durante la Guerra Fría y luego se consolidó hasta alcanzar los espacios académicos, donde hoy ocupa un lugar formalizado dentro de varias disciplinas sociales. Entre otras, cabe mencionar el denominado “marketing político” como derivación del comercial, que supuso la intervención de la dinámica de los mercados en la interpretación y acción de lo público. Hacia los años noventa, se produjo un paralelo entre los consumidores, la producción de bienes y servicios con el surgimiento de una nueva ciudadanía en situación de demanda hacia el Estado y la política.


    Por nuestras raíces culturales, la Argentina tiene una clara pertenencia al mundo occidental y adoptó con rapidez, sobre todo en sus grandes centros urbanos y por parte de sus clases medias, las transformaciones tecnológicas, la moda o los cambios en las costumbres y los modos de pensar producidos en los países centrales. Esto también abarca a la producción de sentido y líneas de interpretación originadas en esos países. Al respecto, destacamos que los años noventa tuvieron entre nosotros un significativo afán privatizador de empresas y servicios que hasta entonces administraba el Estado y, como contrapartida, la difusión académica y la divulgación de paradigmas sobre el Estado basados en parámetros del funcionamiento de las empresas privadas. Este espíritu de época, alcanzó a construir una racionalidad eficientista que duró, en nuestro país, hasta que el gobierno de Carlos Menem comenzó a sufrir lo que luego devino en la crisis de 2001.


    Justamente, el tema que nos ocupa es que, una vez agotado el período analizado, surgió una singularidad, el kirchnerismo, que no respondió a estos cánones marketineros de lo público. A esto deben sumarse los fenómenos de populismo en América Latina, que tampoco responden al formato de ese tipo de intercambio en la relación entre la política y la sociedad. Desde estas perspectivas, la ciudadanía no es equivalente al universo de las mercancías y los consumidores.


    Con excepciones, la opinión pública se constituyó en un nuevo actor en las democracias modernas, interviniendo en el espacio público y diagnosticando los vínculos entre la ciudadanía y la autoridad política. De esta manera, se consolidó como una suerte de alteridad social, reemplazando a otros actores sociales y generando una nueva perspectiva de la dinámica política, así como un replanteo de las contradicciones entre el deseo colectivo y diverso, frente a la centralidad del poder.


    Basta recordar hasta hace poco la visión sobre la lucha de clases como motor de la historia, o la visión individualista del liberalismo. Creemos que estas perspectivas no desaparecieron por completo, sino que fueron superadas en la evolución de la democracia burguesa. Este proceso histórico se produjo en paralelo con la retracción de la sociedad de masas, con el predominio del individualismo sobre el comunitarismo y con la comunicación que privilegia a las audiencias y las redes (pasividad ciudadana), que cierra el proceso de naturalización de los dominios en lo cultural.


    El devenir histórico confirmó el asentamiento de hegemonías actuales que pivotean sobre ejes centrales como la ampliación de la economía capitalista en el planeta, hecho que modifica las relaciones técnicas de producción. El otro eje es político: la democracia representativa y la conformación de élites políticas, sociales y culturales, y la construcción de una subjetividad que tiende a naturalizar el proceso.


    Como la democracia moderna es cada vez más indirecta –o sea, es mayor la distancia entre representantes y representados–, la opinión pública deviene en un “electorado” con presencia continua: invisible, pero omnipresente. Una suerte de una mediación permanente que, mediante sondeos, encuestas o investigaciones cualitativas, otorga legitimidad a los actores y al tablero político en cada coyuntura.


    Al igual que cualquier emergente social, esta nueva categoría no es ajena a las relaciones de poder en las sociedades jerarquizadas, y su dinámica se inscribe en la evolución de las contradicciones, rupturas y fracturas colectivas. La opinión pública, como supuesto saber, se convierte en un analizador de la sociedad occidental de hoy, a partir de la aceptación, consciente o inconsciente, del gobierno y de la oposición. Pero es una totalización que pavimenta, o al menos lo intenta, las diferencias y separaciones en las sociedades. Muestra y oculta. Es el veredicto que tiene la sociedad sobre lo público, que completa con su voluntad electoral, pero es también su impotencia, porque su incidencia es un modo de su pasividad, de su imposibilidad de actuar por sí misma, ya que su presencia surge cuando el encuestador pregunta, o por la institucionalidad de la ley que la obliga o la invita a actuar electoralmente, ya que no hay irrupción del cuerpo del pueblo en la cosa pública. Por lo tanto, la ley de la opinión pública supone la renuncia del pueblo a su participación inesperada y espontánea, a ser sujeto para sí de la historia.


    Esta nueva entidad supone la integración y disolución de las anteriores, que no son independientes de las variaciones de las hegemonías a lo largo de la historia. Desde este punto de vista, no se puede negar que la opinión pública es heredera de la etapa actual del capitalismo y que se afianza en su matrimonio con la democracia representativa.


    El kirchnerismo, como proceso político, surgió condicionado por las relaciones internacionales y nacionales entre sectores sociales, sus intereses y valores, y la dinámica puntual de lo económico, político y social que determinaron la etapa posterior a la crisis de 2001-2002. Tiene la rara virtud de que, una vez obtenida la legitimidad inicial, fue ampliando su poder sobre la base de su propia convicción, sin concesiones. Y la opinión pública, que no había terminado de conocerlo en 2003, empezó a acompañarlo en sus iniciativas.


    Si el nuevo gobierno se hubiera guiado ciegamente por lo que indicaba el mandato de la opinión pública expresado en las encuestas, los doce años habrían sido una etapa de menor creatividad e iniciativa. Un buen ejemplo es la política de derechos humanos, que no figuraba como demanda prioritaria en las encuestas de 2003-2004; sin embargo, el gobierno avanzó en su conquista como nunca antes se había hecho. Hubo otras realizaciones no previstas por los ciudadanos o que eran sólo el testimonio de minorías, pero que representaban un progreso cultural y social, y fueron adoptadas o propuestas al Congreso por el kirchnerismo. ¿Se podría haber esperado para impulsar las leyes de Matrimonio Igualitario, Femicidio, Fertilización Asistida o la Ley de Medios? La respuesta es afirmativa, pero la gestión de la que aquí nos ocupamos se fundamentó en la realización, y no en su postergación.


    El estado objetivo y subjetivo de la sociedad prekirchnerista


    La situación objetiva


    Se llegó a las elecciones de 2003 tras una profunda crisis de índole económica, política y social en nuestro país. Esta complementariedad entre los subsistemas afectados estableció, con una perversa eficacia, una fuerte sinergia que completó un escenario de calamidad.


    Los dos mandatos de Carlos Menem (1989-1999) concluyeron con una situación condicionante para el gobierno de la Alianza, una crisis que explotó en manos de un gobierno débil a punto tal que aceleró su dramática salida. La debacle de 2001-2002 había comenzado y se agudizaba sobre una sociedad golpeada, atacada, defraudada por el Estado y la política. La difundida expresión “Que se vayan todos” era la consigna emergente de una ciudadanía exhausta ante la incompetencia de los profesionales de la política. El orden estaba en peligro, y la crisis institucional horadaba al Estado y a la política: la anomia acechaba.


    Una vez más, la Argentina iba a vivir un momento grave de su historia, marcado por la salida anticipada del entonces presidente Fernando de la Rúa, en un marco de soledad política, fracaso y represión. Treinta y seis muertos coronaron la finalización anticipada de un gobierno democrático. Nuestro país venía preparando su abismo: en 1974, había 1.500.000 puestos de trabajo en la industria en todo el país y, en 2003, 740.000, es decir, menos de la mitad.


    En los años noventa se había consolidado el nuevo modelo de acumulación orientado al sector financiero externo. Las grandes multinacionales se habían beneficiado con el proceso de privatización y el fuerte endeudamiento del país. Las políticas de aquella década tuvieron profundas consecuencias sobre la propia sociedad, su textura y su dinámica. El entorno macroeconómico del modelo neoliberal y las políticas microeconómicas afectaron directamente al mundo laboral y social. El eje macroeconómico fundamental de la Ley de Convertibilidad fue establecer un cambio fijo como ancla nominal de precios. Si bien el disciplinamiento de principios de los noventa fue muy exitoso en la sociedad, sobre todo en el freno a la inflación en lo que hace a la evolución de los precios de los bienes transables (que pueden comercializarse con otros países), los bienes no transables (aquellos que sólo se pueden consumir localmente) experimentaron un aumento sustancial de sus precios relativos.


    Esta situación tuvo significativas consecuencias sobre el mercado laboral. Si bien las elevadas tasas de crecimiento del PBI durante los primeros años de la aplicación de la Ley de Convertibilidad contribuyeron al aumento del empleo en los sectores de producción de bienes no transables, la apertura comercial y la apreciación cambiaria real atacaron la creación de empleo en el sector industrial.


    El eje de la Convertibilidad logró, durante la primera etapa, una disminución de la incertidumbre en la opinión pública en lo interno y un mejor clima de confianza internacional; luego de la crisis hiperinflacionaria, nuestro país alcanzó un lugar privilegiado, destacado por los países centrales y las usinas del pensamiento neoliberal entre los mercados emergentes. La opinión pública fue virando a medida que la economía mostraba un cambio significativo en poco tiempo luego del primer año de gobierno peronista. En la campaña electoral, una mayoría había percibido con esperanza a Carlos Menem, mientras el candidato de la Unión Cívica Radical (UCR), Eduardo Angeloz, quedaba comprometido por un final inflacionario del gobierno de Raúl Alfonsín, el fracaso del Plan Austral y una débil gobernabilidad. Ya con Menem en el poder, la crisis económica se profundizó en los primeros doce meses de mandato, y el gobierno –que inicialmente había tenido apoyo por el perfil “nacionalista y populista” del riojano– dio un golpe de timón y adoptó recetas neoliberales buscando una síntesis entre sus preferencias populistas y los esquemas liberales. La opinión pública terminó alinéandose con la transformación del propio gobierno, volcado ahora a un nuevo plan económico bajo la dirección del ministro Domingo Cavallo. El plan de privatizaciones tuvo gran apoyo de la opinión pública, en un singular giro copernicano respecto de su “estatismo” anterior. Al bajar los precios al consumidor, el envión favorable permitió que Menem fuera reelecto en 1995. Pero esto fue el principio del fin.


    Luego de un tiempo, la tasa de desocupación y de pobreza comenzó a reflejar dramáticamente el costado social del modelo noventista, porque a la pérdida estructural de la ocupación industrial se sumó el incremento de la debacle social. La Ley 23.928 de Convertibilidad, sancionada por el Congreso el 27 de marzo de 1991, había dejado de ser un remedio para economías con devaluaciones continuas para convertirse en un corset de acero que no las dejaba respirar.


    


    Gráfico 12.1. Evolución de la ocupación en la industria (en miles)
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    Fuente: Ministerio de Economía y Producción.


    La Argentina tuvo una distribución regresiva del ingreso nacional desde 1970, que además de ensanchar las brechas sociales y generar una dualización de la sociedad, peligrosa para la convivencia pacífica entre los ciudadanos, también fue generadora de marginalidad y conflicto social. La pobreza, alrededor de 2001-2002, había crecido significativamente.


    


    Cuadro 12.1. Porcentaje de población pobre en zonas urbanas, 1970 y 2002


    
      
        
        
      

      
        
          	
            Pobreza en zonas urbanas, 1970

          

          	
            Pobreza en zonas urbanas, octubre de 2002

          
        


        
          	
            7,0%

          

          	
            57,5%

          
        

      
    


    Fuente: Indec.


    En números absolutos, esto significaba que en 2002 había 20.850.000 personas pobres y casi nueve millones entre ellas que eran indigentes, según las proyecciones de la principal fuente estadística del Estado nacional.


    La medición del Instituto Nacional de Estadística y Censos (Indec) de mayo de 2002 mostró el impacto de la peor etapa de la crisis, que existía desde hacía años y que fue agravándose hasta explotar con la megadevaluación asimétrica. En esa fecha se sumaron 1,6 millones de nuevos pobres y casi un millón de indigentes.


    Otro problema que se destacaba en la opinión pública de la época era que se incrementaba la preocupación por la inseguridad. La convergencia de los problemas sociales y económicos creó las condiciones para el aumento del delito. Se habían multiplicado las acciones violentas contra las personas y la propiedad. A su vez, bajó el promedio etario de la delincuencia ante el fracaso institucional familiar/escolar/laboral/social.


    


    Gráfico 12.2. Evolución de tasas de delitos, total país (1991-2001)
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    Fuente: Ministerio de Justicia.


    Como puede observarse en el gráfico 12.2, la tasa de delitos aumentó su ritmo de crecimiento a partir de 1994, en coincidencia con el incremento de la tasa de desocupación y de pobreza. Por supuesto, con el aumento de la pobreza a partir de la pesificación de 2001, el cuadro de inseguridad ciudadana se agudizó. La situación social se había agravado aceleradamente. Con un ingreso per cápita promedio de 9000 dólares al año durante la década de los noventa, nuestro país se ubicaba entre los de ingresos medios del mundo. El producto bruto interno (PBI) había crecido en ese período el 5% anual. Esto fue posible por el aumento de las inversiones, sobre todo extranjeras (136% entre 1991 y 1998). Claro que a estos datos también hay que agregarles la sobrevaloración del peso, que afectó la economía nacional y el crecimiento del déficit fiscal y la deuda externa. Los gráficos siguientes expresan lo que señalamos antes, la desigualdad creciente en la distribución del ingreso.


    


    Gráfico 12.3. Ingreso anual promedio per cápita en dólares
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    Fuente: Ministerio de Economía y Producción.


    


    Cuadro 12.2. Distribución del ingreso: período largo
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            1997

          
        


        
          	
            20% más rico

          

          	
            41%

          

          	
            51,2%

          
        


        
          	
            10% más pobre

          

          	
            3,1%

          

          	
            1,6%

          
        

      
    


    Fuente: Indec.


    


    Cuadro 12.3. Distancia social: período corto


    
      
        
        
        
      

      
        
          	

          	
            1991

          

          	
            1997

          
        


        
          	
            10% más rico con respecto al 10% más pobre

          

          	
            15 veces

          

          	
            24 veces

          
        

      
    


    Fuente: Banco Interamericano de Desarrollo (BID).


    La sociedad de 2001-2002 ya estaba dualizada. Había áreas urbanas que correspondían al modelo cultural que estimula el aislamiento, con escasa responsabilidad comunitaria y una muy fuerte inserción barrial. Durante la década de los noventa se incrementó la tendencia de sectores medios y medios altos a vivir en barrios cerrados, lo que expresa la necesidad de separación y búsqueda de seguridad. Esta tendencia garantiza los desequilibrios territoriales.


    Como existe una correlación positiva entre calidad del sistema democrático y desarrollo humano, los ciudadanos advertían dramáticamente, al finalizar esa década, que la conquista democrática no había significado un incremento de la cohesión social, ni una afirmación y consolidación del sentimiento de nación. El entusiasmo en la opinión pública provocado por el retorno democrático se fue debilitando al acentuarse el individualismo, favorecido por las crisis.


    


    Gráfico 12.4. Evolución del coeficiente de Gini en Argentina, 1994-2009
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    Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal).


    El gráfico 12.4 muestra la evolución del coeficiente de Gini, que se utiliza para medir la desigualdad. Allí se observa el pico mayor de brecha social en 2002 y también la tendencia posterior al equilibrio y equidad a partir del año siguiente, cuando Néstor Kirchner inició su gobierno.


    La situación subjetiva


    La sociedad argentina es una sociedad de clase media. Esto no significa que no haya, por arriba o por debajo de la pirámide social, otros estratos sociales. Más allá de las etapas críticas que vivió al finalizar el alfonsinismo, el naufragio del sueño de los años noventa o el fracaso de la Alianza con el gobierno de De la Rúa, la clase media continúa siendo el parámetro principal o el paradigma social y cultural de nuestro país. Los perfiles de los grandes medios de comunicación masiva reproducen el ideal de este sector. En el conjunto heterogéneo que es la opinión pública argentina, la clase media opera como un fiel, como un sector social clave. Durante el kirchnerismo, como sucedió en toda la región en la misma época, una gran porción de clase baja ascendió y luego se plantó ante el Estado con sus nuevas demandas. Esto explica con bastante fundamento la continuidad de los tres períodos de gobierno del kirchnerismo, así como sus derrotas electorales.


    Gran parte de la sociedad padeció cambios de humor colectivo durante la crisis anterior a la elección que ungió como presidente a Néstor Kirchner, sobre todo de 2001 a 2002. La crisis produjo, entre otras consecuencias, la pérdida de credibilidad respecto del espacio público estatal. Tras los sucesivos fracasos a partir del gobierno de Isabel Martínez de Perón –terrorismo de Estado, derrota de Malvinas e hiperinflación–, se acumuló una gran desconfianza sobre la acción del Estado y una desvalorización de lo público. A finales de 2002 el vínculo entre la sociedad civil y la política alcanzó su máxima expresión de ruptura y fragmentación. Una condición excluyente de la humanidad es la esperanza, que es el dato más primario y diferenciado; cuando este sentimiento se debilita o desaparece, se convierte en manifiesto y urgente lo que es un temor latente: la pérdida de contención social.


    La crisis estalló y deflagró hacia todas las direcciones, comprometiendo la subjetividad, la salud psíquica y física de los grupos y las personas. Esto se expresó finalmente en varios quiebres que se produjeron entre la política y la ciudadanía, en las rupturas internas dadas en el seno de la sociedad misma, en el ensanchamiento de las desigualdades, en la inseguridad pública como un problema de Estado y en la anulación de las expectativas sociales. La opinión pública retrocedió hacia la pura individualidad, y la salvación personal llegó a superar cualquier compromiso colectivo.


    Antes de observar y analizar los resultados, cabe aclarar que una de nuestras hipótesis principales es que la deflagración de esta crisis expresa la última etapa de otra más prolongada y estructural que ubicamos en los últimos veinticinco o treinta años: tiene en su inicio político el golpe cívico-militar de 1976, y en el económico, el “Rodrigazo”. Denominado así por la actuación del ministro de Economía de Isabel Martínez de Perón en junio de 1975, Celestino Rodrigo, fue un punto de inflexión que implicó un shock con una devaluación del 160% para el cambio comercial y del 100% para el financiero; el ajuste provocó un incremento extraordinario de los precios, y la inflación anual en ese año trepó al 777%, lo que produjo el desabastecimiento en la canasta familiar.


    A continuación, exponemos un breve resumen del estudio empírico realizado por Rouvier & Asociados y la Fundación Antea,[80] en julio de 2001, y luego repetido en forma comparativa en 2002 y 2003, que refleja la evolución del estado psicosocial de la población. En la última medición se advierte una reversión de la tendencia negativa de los sentimientos colectivos al recuperarse, en forma incipiente, la esperanza.


    


    Gráfico 12.5. Sentimientos ante la crisis del país, julio de 2001*
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    * Primera medición, con 535 entrevistas personales domiciliarias en CABA y GBA, según parámetros poblacionales de sexo, edad y nivel socioeconómico. El nivel de confianza fue del 95,5% con un margen de error +–4,2%.


    Fuente: R. Rouvier & Asociados.


    En 2001, más precisamente en julio, la medición arrojó este resultado que agrupaba diversas conductas frente a la crisis. Los entrevistados manifestaron, como sentimiento más destacado, en forma espontánea, “angustia”, “amargura”, “tristeza”, “depresión” y “miedo” cuando se los consultó sobre la sensación dominante. Sólo el 3,5% respondió que la “esperanza” prevalecía, basada en la confianza que despertaban las medidas económicas emprendidas por el gobierno de De la Rúa, que transitaba sus últimos meses.


    Luego se le preguntó a la población encuestada sobre las causas de los sentimientos de angustia y respondieron que se debían a “la ausencia de futuro”, “la falta de trabajo”, “los que se van del país”, “porque no nos queda nada”. Los que destacaron el miedo como sentimiento prevaleciente lo explicaron por “la violencia urbana”, “el estallido social”, “nadie sabe lo que va a pasar en el país”, etc.


    La privación como sentimiento eje


    El concepto que integra los sentimientos negativos señalados es la “privación”, e involucra una sensación de pérdida de algo que real o imaginariamente se poseía, pero que no se tiene más. Este sentimiento engloba la carencia de aspectos tangibles e intangibles: ingresos, trabajo o valores que espiritualmente son imprescindibles para la vida. A mediados de 2001, tres de cada diez ciudadanos señalaban la ausencia de porvenir (“no hay futuro”) como causante de sus sentimientos negativos. Esa pérdida del sentido de futuro enlazaba dramáticamente la situación de ese presente y la incertidumbre respecto de lo que vendría.


    Se define “deprivación relativa” como el estado en que las personas o los grupos sociales encuentran obstáculos a sus necesidades para alcanzar metas específicas. Ante las dificultades, el sujeto desarrolla una conducta de rodeo con el fin de superar los obstáculos y alcanzar sus objetivos. Si se multiplican los impedimentos y se vuelve imposible lograr esos objetivos, la privación se absolutiza. La presencia de formas de privación en la población permite predecir niveles de frustración y resentimiento; si esta situación se agrava, puede derivar en violencia social y política.


    Como otras formas de privación aparecen las cuestiones socioeconómicas (la falta de trabajo, la pobreza, la inseguridad laboral) y las relativas al espacio político (la falta de gobierno, la pérdida de la dignidad, la ausencia de participación de la gente, la falta de patriotismo). Si sumamos estos motivos obtenidos en la investigación, se confirma que la abrumadora mayoría de las razones que explican los sentimientos negativos de la población están basadas en algún tipo de carencia. Estos sentimientos pueden derivar en situaciones de falta de cohesión social, anomia y desintegración.


    La opinión pública entre 2003 y 2015


    Inicialmente, podemos periodizar esta etapa haciendo una distinción entre el gobierno de Néstor Kirchner (2003-2007) y los dos períodos consecutivos de Cristina Fernández. Tras la crisis de 2001-2002, y del interregno de Eduardo Duhalde en la presidencia, desembocamos en la elección de 2003 con una división del peronismo en tres neolemas con sendas candidaturas. En este punto, lo primero que ocurrió cuando Néstor Kirchner asumió la presidencia fue la recuperación y la centralización de la política. Gran parte de la población cifró sus esperanzas en un candidato que no había llegado a instalarse del todo en la opinión pública. Pocos, en ese momento, pudieron dimensionar lo que finalmente ocurrió: una reforma que provocó grandes transformaciones, algunas de las cuales ya integran el patrimonio político y cultural del país, mientras otras están sometidas a la modificación o anulación de un gobierno, el actual, que fue oposición en su momento.


    Fue notable observar cómo el estilo impuesto por la nueva conducción del Ejecutivo propuso y ejerció un fuerte decisionismo, tomando la delantera con respecto a lo que la sociedad requería luego del tembladeral ocurrido dos años antes. La política volvía a ser un camino para que la sociedad pudiera mejorar su calidad de vida. En este sentido, no podemos caracterizar este período como un “gobierno de opinión pública”. Por el contrario, la política oficial funcionó como vanguardia de la sociedad impulsando valores que esta no se había atrevido a formular o no había actualizado. Como señalamos, un ejemplo de ello es la cuestión de los derechos humanos, demanda que en las mediciones sobre la opinión pública ocupaba en 2003 un lugar secundario frente a los reclamos socioeconómicos, que lideraban el ránking. Tiempo después ocurriría otro tanto en cuanto a la ampliación y profundización de derechos individuales y sociales. El matrimonio igualitario, por ejemplo, colocó a nuestro país entre los más adelantados en el mundo respecto de la inclusión de las minorías sexuales. Este aspecto cultural se destacó durante todo el período y dio lugar a la promoción de sectores que estaban marginados e invisibilizados. Todo esto fue posible gracias a un decisionismo que nunca se doblegó a los sondeos de opinión. Por el contrario, lo que ocurrió fue que la población comenzó a cambiar, a modificar su opinión, a ampliar su perspectiva política y cultural, y esto se evidenció en la ampliación de su consenso hacia el presidente Kirchner, primero, y luego a su sucesora, Cristina Fernández.


    También existió, y se mostró en las mediciones de opinión pública, un cambio en las orientaciones de las actitudes de la sociedad hacia el papel del Estado en responsabilidades críticas de la economía nacional tales como la energía, el transporte y las comunicaciones. En la periodización que hemos propuesto –en función de la cual se diferencia a Néstor Kirchner de Cristina Fernández–, se observaron asimismo cambios de estilo, derivados de personalidades diferentes: la presidenta acentuó el decisionismo y la centralidad respecto del período anterior. Además de atributos personales, la diferencia tuvo que ver con un contexto nacional e internacional más adverso que el que tuvo su esposo.


    De hecho, fue mucho mayor la demanda de información sobre la evolución de la opinión pública que requirió Néstor Kirchner respecto de su gestión que la que solicitó Cristina Fernández. Otra diferencia, relacionada con la construcción de opinión entre un período y otro, es que la presidenta tuvo mucho más en cuenta la necesidad de comunicación política desde el propio gobierno para neutralizar a los grandes medios de comunicación que construyeron una actitud opositora al kirchnerismo. Esto se acentuó a partir de la sanción de la Ley 26.522 de Servicios de Comunicación Audiovisual.


    A poco de iniciarse el mandato de Kirchner en 2003, se avanzó sobre la renovación de la Corte Suprema, una larga demanda de la sociedad civil y política, junto con la remoción de la cúpula de las Fuerzas Armadas, la resolución del conflicto docente de Entre Ríos y San Juan, y la recuperación de la ley en el tema de la violación a los derechos humanos. Estas medidas caracterizaron algunos actos de gobierno que fueron, ex post facto, acompañados por la población. Con un estilo informal en la comunicación, el presidente se conectó directamente con una sociedad que estaba ávida de verdad y quería recuperar la esperanza. En ese contexto era significativo que alguien desde el poder le hablara con decisión y voluntad.


    Néstor Kirchner era un candidato casi desconocido y, a pocos días de asumir, su popularidad alcanzó dimensiones muy elevadas y se mantuvo así durante varios meses, con una gestión muy presente en diversos problemas. Es curioso –pero revelador en relación con la incidencia de la percepción colectiva sobre la política y la adhesión democrática– que, junto con el incremento de los indicadores de imagen del gobierno, también creciera la fe en la democracia (“tal cual está”) en nuestro país.


    


    Gráfico 12.6. Opinión sobre el sistema democrático*


    De las siguientes opciones, ¿cuál elige?

    1. ¿Usted prefiere el sistema democrático como está?

    2. ¿Uno mejor que este, donde usted siguiera eligiendo a los candidatos?

    3. ¿Gobierno fuerte sin parlamento y sin partidos políticos?
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    * Monitoreo sistemático de opinión pública. Encuestas telefónicas mensuales, 1200 casos en cada medición en todo el país según parámetros del universo poblacional, de acuerdo con el sexo, la edad y el nivel socioeconómico. Nivel de confianza en 95,5% y margen de error +–2,8.


    Fuente: R. Rouvier & Asociados.


    El primer mandato kirchnerista fue muy exitoso en materia económica (el contexto internacional era favorable) y social; incluso, como vimos, posibilitó la recuperación de la gobernabilidad, luego de un período de debilitamiento institucional. Esto se vio reflejado en las mediciones que, sin excepción, mostraron el incremento de la popularidad presidencial, con algunas variaciones puntuales que mencionaremos.


    Según mediciones de la consultora Poliarquía, publicadas en el diario La Nación (24 de mayo de 2013), en los cuatro años de gobierno el presidente siempre se mantuvo por encima del 55% de imagen positiva. Al final de su gestión, este porcentaje retrocedió un poco y siguió en baja ya fuera del poder, a raíz del conflicto con las corporaciones empresarias agropecuarias –la conocida Resolución 125–, que también lo afectó.


    Del pico de popularidad a poco de haber ganado las elecciones, esto es, un 76% de imagen positiva en 2003, Néstor Kirchner pasó al 66%, en 2004, y al 61%, en 2005. Esta tendencia descendente se atenuó en 2006. Una de las razones fue el anuncio sorpresivo, en diciembre del año anterior, de la cancelación anticipada de la deuda total de la Argentina con el Fondo Monetario Internacional (FMI), que fue bien recibido por la mayoría. Su último año, 2007, concluyó con la menor imagen positiva de toda su presidencia; en ese momento había empezado la cuasi intervención del Indec y crecía el malestar por la inflación. Sin embargo, el 55% de popularidad alcanzado –según la misma consultora– indicaba un nivel de aceptación importante.


    Como vemos, la sensibilidad de la opinión pública varía en función de momentos y cuestiones diferentes que ocupan un lugar preferencial. Es indudable que inciden las variables económicas (tanto la situación del país, como en particular cada situación personal/familiar), sobre todo aquellas que afectan directamente al consumo. A su vez, se agregan cuestiones vinculadas a los valores (la democracia, la institucionalidad, la corrupción, etc.).


    A fines de 2007, Cristina Fernández asumió la presidencia con el 45,28% de los votos, y con una diferencia de 22 puntos porcentuales respecto de la segunda fuerza. Este resultado se debió, sin duda, a una plataforma favorable que había dejado la administración anterior. En la motivación del voto, tanto en 2007 como en 2011, prevaleció la eficacia de la gestión oficial.


    A pocos días de asumir, se desató un fuerte conflicto entre el gobierno y las organizaciones empresarias agropecuarias a raíz de la Resolución 125, que establecía un sistema móvil para las retenciones impositivas a la soja, al trigo y al maíz. La controversia se agudizó con el voto negativo del vicepresidente Julio Cobos en la Cámara de Senadores, que dejó sin efecto la medida. Esto afectó la imagen presidencial, según se desprende del gráfico 12.7.


    


    Gráfico 12.7. Evolución de la imagen de Cristina Fernández desde su asunción hasta marzo de 2009*
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    * Monitoreo sistemático de opinión pública. Encuestas telefónicas mensuales 1200 casos en cada medición en todo el país según parámetros del universo poblacional, de acuerdo con el sexo, la edad y el nivel socioeconómico. Nivel de confianza en 95,5% y margen de error +–2,8.


    Fuente: R. Rouvier & Asociados.


    El paro agropecuario, un verdadero lock out patronal con bloqueo de rutas, fue un conflicto de largo aliento que se extendió en el tiempo (la medida duró 129 días), y a raíz del cual el entonces ministro de Economía, Martín Lousteau, terminó renunciando a su cargo.


    Más allá de este conflicto y de su impacto en el humor colectivo, el primer gobierno de Cristina Fernández fue muy productivo en realizaciones, como por ejemplo la creación del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva, a poco de asumir en diciembre de 2007, que generó un hecho inédito para el país y la región, acompañado de la repatriación de más de mil científicos a través del Programa Raíces. En 2008, llegó la sanción de la Ley de Movilidad Jubilatoria, que garantiza dos actualizaciones por año para los haberes jubilatorios.


    En la ampliación de derechos sociales, se destacó la implementación de la Asignación Universal por Hijo (AUH), por la que más de 3.500.000 niños y niñas reciben mensualmente un seguro social, y que fue complementada con el lanzamiento de la Asignación por Embarazo para la Protección Social (AUE), que se otorga a las futuras madres a partir de las doce semanas de gestación.


    Otro de los hechos recordados durante el primer mandato de la presidenta es la sanción de la Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual. La Ley de Matrimonio Igualitario fue una de las iniciativas que respondió a una demanda minoritaria y ubicó a nuestro país a la vanguardia de la modernización de los estilos de vida. La Ley de Identidad de Género posibilitó que más de tres mil personas transexuales pudieran elegir su nombre y sexo. Se promulgó, asimismo, la Ley 26.774, que permitió que los jóvenes de entre 16 y 18 años voten de manera optativa a nivel nacional, ampliando de esta manera la ciudadanía y participación de nuevos actores en la escena nacional. Además, en abril de 2010 se puso en marcha el Plan Conectar Igualdad, para que alumnos y docentes de escuelas públicas de todo el país contaran con una netbook que les permitiera acceder al mundo digital del conocimiento, y que al cabo de cuatro años distribuyó más de 4.700.000 computadoras.


    En materia de soberanía económica, un hecho clave fue la estatización del sistema de jubilaciones y pensiones. En esa dirección, la presidenta tomó la decisión de recuperar empresas públicas como los talleres navales Tandanor (2007), Aerolíneas Argentinas (2008), Fábrica Militar de Aviones de Córdoba (2009) y la nacionalización del 51% de las acciones de la petrolera YPF; y declaró de interés nacional el autoabastecimiento energético. También se consolidó la integración regional con los países de América Latina con la participación sostenida y activa en las cumbres del Mercosur, a las que se sumaron espacios como la Unión de Naciones Suramericanas (Unasur), conformada como organismo de cooperación en 2008 por doce países de la región.


    El conflicto con el campo acentuó la centralización de las decisiones y la convicción del gobierno de que la oposición liderada por los sectores empresarios rurales apuntaba a su destitución. En estas contradicciones y conflictos siguió desenvolviéndose la gestión de gobierno, sin prestar demasiada atención al veredicto de la opinión pública. La política en su estado más pragmático fue la única vía del kirchnerismo, excluyente de las mediatizaciones que pudieran detenerla.


    La primera elección con Cristina Fernández como presidenta fue la renovación legislativa de 2009. En las orientaciones electorales de la población influyó, sin duda, el conflicto por la 125, sumado a la caída de la actividad económica derivada de la crisis internacional que se había desatado un año antes.


    El acto electoral y la opinión pública


    En relación con su desempeño electoral de 2003 a 2015, el kirchnerismo tuvo importantes triunfos y algunas derrotas. En el extremo final del período lo más relevante fue la caída en la segunda vuelta del candidato del Frente para la Victoria (FPV) en 2015, pero ya había registrado disminuciones de consenso en las legislativas de 2009 y 2013. Entre los triunfos, se destaca la resonante victoria de 2011 en la reelección presidencial: Cristina Fernández obtuvo algo más del 54%, con una significativa diferencia sobre el segundo candidato. También se recuerda, a dos años de asumir la presidencia Néstor Kirchner, el triunfo del FPV en las legislativas, que le aseguró una mayoría en el Congreso (con un 28,9% en Diputados y un 45,03% en Senadores).


    En cambio, las elecciones legislativas de 2009 pusieron al gobierno frente a una derrota electoral. La elección en ciertos distritos (sobre todo en el principal, la provincia de Buenos Aires) presentó algunas candidaturas “testimoniales” del FPV (se incluye en la oferta electoral a figuras muy conocidas y prestigiosas que no van a asumir el cargo para fortalecer las listas). A pesar de la presencia de Néstor Kirchner, Daniel Scioli y Sergio Massa, el triunfo fue para Francisco de Narváez. El kirchnerismo perdió la mayoría en las dos cámaras del Congreso y quedó relegado en la Capital, Córdoba, Mendoza, Santa Fe, Entre Ríos y hasta en Santa Cruz. Hubo una razón importante en el revés electoral que fue la económica, ya que en el trimestre en el cual tuvo lugar la elección el PBI había caído al 6%, el peor de los cuatro de ese año y en nueve años del kirchnerismo en el poder. La crisis financiera internacional de 2008 empezaba a expandirse a las regiones emergentes. Otra vez, quedó demostrada la incidencia de los factores económicos y sociales sobre las orientaciones electorales.


    Es importante señalar que la oposición, hasta el final del segundo mandato de Cristina Fernández, se mostró debilitada por su fragmentación y por su falta de coherencia, lo que la puso durante casi todo ese período por detrás de los grandes medios de comunicación opositores y las corporaciones económicas. Sobre todo los primeros, que actuaban como opositores netos. También en las legislativas de 2013 el oficialismo perdió (una vez más con mucha incidencia de la coyuntura internacional y nacional).


    


    Gráfico 12.8. Elecciones presidenciales, 2003 a 2015


    [image: 126589.png]


    Fuente: Dirección Nacional Electoral–Ministerio del Interior y Transporte.


    En 2010 se produjeron varios acontecimientos significativos que definieron los consensos para la renovación presidencial de 2011. Durante ese año, el kirchnerismo tuvo la capacidad de recuperarse, especialmente desde la perspectiva de su relación con la opinión pública. Paradójico, porque fue el año del fallecimiento inesperado de Néstor Kirchner. Tras la derrota de 2009 y a pesar de la recomendación de allegados y consultores que le sugerían un poco más de calma, posponer proyectos y tomarse un tiempo, el ex presidente le propuso a la presidenta imponer un mayor ritmo a la gestión y avanzar. Así se hicieron realidad el Fútbol para Todos, la Asignación Universal por Hijo, la Ley de Medios y otras propuestas que sorprendieron a una oposición que creía que la iniciativa había cambiado de manos.


    La crisis económica que azotaba al mundo desarrollado no golpeó con fuerza en nuestro país gracias las medidas anticíclicas que se habían tomado. Entonces, la imagen positiva de Cristina Fernández comenzó a crecer y las expectativas frente a 2010 eran más que alentadoras. El kirchnerismo, podría decirse, supo leer el mensaje de las urnas y se posicionó políticamente para desarrollar su gestión y asumir el desafío de una nueva elección presidencial. Ese año también se realizaron las fiestas del Bicentenario, y las mediciones de la opinión pública mostraron que una gran mayoría de la población había recibido como positivos los festejos. Es indudable que estos últimos tuvieron un rédito político para el gobierno, que recuperó la popularidad que había perdido.


    Otro hecho que benefició a minorías que estaban desplazadas, pero que impactó a todos los argentinos (positiva y negativamente), fue la aprobación del matrimonio igualitario; una ley que, como dijimos, puso a nuestro país entre los más avanzados y progresistas del mundo.


    La tragedia inesperada de la muerte de Néstor Kirchner produjo un cambio en el sistema de percepciones y actitudes de los argentinos. Las distintas encuestas realizadas las semanas que siguieron mostraron una transformación marcada del escenario. Creció la imagen de Cristina Fernández y la aprobación de su gestión; también aumentó su intención de voto, y la oposición perdió poder relativo.


    Pocos días después, la agencia de Julio Aurelio difundió un trabajo que indicaba que casi un 70% de los argentinos confiaba en el gobierno de Cristina Fernández para el manejo de la economía del país y que existía “un creciente optimismo sobre el presente y el futuro de la Argentina”, resultado de una encuesta nacional de 2300 casos. En pocas horas se aceleró una tendencia favorable hacia la presidenta; su imagen positiva estaba en el 70%; y la de Néstor Kirchner, en un 78%. También su gestión tenía una imagen favorable del 70% (Radio Brisas, 1/10/2010).


    El segundo mandato de Cristina Fernández se inició en un contexto internacional desfavorable por el desplome de los precios de los productos primarios. La cotización de las materias primas sufrió caídas entre 2011 y 2015: comparado con los años anteriores, el precio de las principales commodities se situó en su nivel más bajo. También cayó abruptamente el precio del petróleo, se desaceleró la economía de China –principal importador de estos bienes– y el dólar se apreció fuertemente frente a otras divisas. Estas fueron las principales causas del hundimiento de los precios, que supuso un reto para los países productores, muchos de ellos emergentes. Por otra parte, el conflicto entre corporaciones de medios de comunicación y gobierno continuó con la disputa del predomino discursivo. En este sentido, los principales ejes de la gestión estuvieron en la administración y defensa de la economía nacional y del consumo interno ante los desafíos de un mundo en crisis. En nuestro país, la inflación y el debilitamiento del sector externo continuaron en forma sostenida.


    Se tomó la decisión de adoptar medidas como la compra a crédito de productos de consumo masivo para sostener el nivel de vida. También en esto se inscribió el programa Precios Cuidados. Por iniciativa del Poder Ejecutivo, se recuperó la administración ferroviaria por parte del Estado; y se enfatizó la “relación estratégica integral” con la República Popular China, uno de los principales actores que asoma en el mundo garantizando la multipolaridad, y con la Federación Rusa. En materia de infraestructura pública, cabe destacar el lanzamiento del satélite nacional Arsat-1, mediante el cual el país ingresó a un acotado club de diez naciones que producen esta tecnología.


    La caída electoral del 22 de noviembre de 2015 por poca diferencia frente a la nueva alianza Cambiemos, liderada por el hoy presidente Mauricio Macri, tuvo varios factores causales que muestran la complejidad de las razones del resultado. Si primero analizamos los motivos de la derrota, no podemos obviar que, al estar negada constitucionalmente la posibilidad de otra reelección, el oficialismo atravesó una disputa previa que llevó a la elección final de Daniel Scioli como candidato. Esta interna al kirchnerismo-peronismo no fortaleció, en el inicio de la campaña electoral, al candidato. Había también factores socioeconómicos negativos para el oficialismo: el atraso cambiario que afectaba las economías regionales, que padecían una prolongada recesión; la alta inflación que se expresaba de manera sostenida; la caída de los precios de los productos de exportación. Una vez más, nuestro país enfrentaba el estrangulamiento del sector externo con la pronunciada baja de las reservas del Banco Central.


    Pese a esto, ¿por qué la diferencia que obtuvo Mauricio Macri fue tan pequeña? En principio porque, a pesar de las dificultades hacia el final de la gestión, el kirchnerismo lideró un período de avances económicos y ampliación de derechos. Además, según la mayoría de los estudios de opinión pública, Macri era popular y poseía buena imagen, pero no era considerado un líder ni un referente de la política nacional. Mantenía un nivel de imagen negativo, que si bien era minoritario, se sostenía en forma consecutiva y generaba dudas o una aceptación débil de su figura. Por esto, y a pesar del resultado electoral, Cristina Fernández dejó la presidencia con una buena imagen positiva y todavía hoy es protagonista del tablero político nacional.


    Conclusiones


    La variabilidad es una de las características destacadas de la opinión pública, y el período 2003-2015 no fue ajeno a esto. La incidencia de la evolución del estado de la economía, y sobre todo del consumo, en la opinión y el voto es un hecho probado, y sus incrementos y depresiones intervienen en la construcción de la opinión colectiva. Pero sería una simplificación afirmar esto de manera determinista. Son múltiples los factores que inciden en un espacio donde juegan las estrategias de los oficialismos y la oposición. A pesar de que en estos años algunos consultores nacionales e internacionales lograron cierto predicamento, esto tuvo mayor existencia en la oposición que en el oficialismo de la etapa analizada. Y no inhabilita a la demanda de información sobre la evolución de la opinión pública. No hay fuerza política que prescinda de ella, pero en el kirchnerismo el dato no sustituía la voluntad política, no marcaba ni torcía el rumbo adoptado. Y el uso principal que le dio el kirchnerismo a la información sobre opinión pública se concentró en la cuestión electoral.


    Los gobiernos de Néstor Kirchner y de Cristina Fernández marcaron una época en el proceso de confirmación democrática y actualización republicana recuperado en 1983, incorporando derechos individuales y sociales destinados a la equidad y la emancipación. El carácter de época está fundado en que algunos logros son irreversibles y suponen un progreso cultural y social del pueblo. Por supuesto, en este camino hubo aciertos y errores, y hay tareas pendientes. Pero no cabe duda de que el accionar estuvo basado en la propia convicción y no en la volubilidad de la opinión pública, ni en la participación profesional de la consultoría. Fue ejemplar la utilización de la soberanía de la decisión, ante la tentación que tienen los políticos actuales en las democracias modernas de hacer o pensar tal como lo indican los sondeos de opinión. Por el contrario, se destacó en esos años la autonomía de los protagonistas frente a los condicionantes de esa abstracción que es la opinión pública que, en manos de las corporaciones mediáticas, se convierten en mandatos obligados. Tanto Néstor Kirchner como Cristina Fernández fueron y son dos exponentes definidos de la política como ciencia y como arte. El final del ciclo del kirchnerismo en el gobierno al perder las elecciones de 2015 respondió a varios factores políticos y comunicacionales, que hicieron que en el ballottage ganara la oposición por poca diferencia, aunque la derrota mayor se produjera en la provincia de Buenos Aires, un bastión histórico del peronismo.


    


    
      
        [80] Informe especial: crisis y estado anímico de la población 2001-2002-2003, Buenos Aires, Fundación Antea - Corregidor, 2003.
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